8
68

REPÚBLICA DE CHILE




DIARIO DE SESIONES DEL SENADO

PUBLICACIÓN OFICIAL

LEGISLATURA 353ª
Sesión 39ª, en miércoles 5 de octubre de 2005
Ordinaria

(De 16:19 a 19:1)

PRESIDENCIA DE LOS SEÑORES SERGIO ROMERO PIZARRO, PRESIDENTE, Y JAIME GAZMURI MUJICA, VICEPRESIDENTE
SECRETARIO, EL SEÑOR CARLOS HOFFMANN CONTRERAS, TITULAR
____________________

Í N D I C E

Versión Taquigráfica


Pág.

I.
ASISTENCIA...............................................................................

II.
APERTURA DE LA SESIÓN..................................................

III.
TRAMITACIÓN DE ACTAS.......................................................

IV.
CUENTA.....................................................................................
V. ORDEN DEL DÍA:

Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.419, en materias relativas a publicidad y consumo de tabaco (3825-11) (se aprueba en particular)…………………………..
Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre acceso a la información pública (3773-06) (se aprueba en particular)………
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre agricultura orgánica (3674-01) (se aprueba en general)……………………
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que restablece bonificación fiscal para enfermedades catastróficas establecidas en la ley Nº 19.779 (3960-11) (se aprueba en general)…………………
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que confiere carácter de título profesional universitario a carreras de Kinesiología, Fonoaudiología, Enfermería, Obstetricia y Puericultura, Nutrición y Dietética, Tecnología Médica y Terapia Ocupacional (3849-04)  (se aprueba en general)………..

VI. INCIDENTES:

Peticiones de oficios (se anuncia su envío)............................................
Proyecto Teatro Pencopolitano.  Oficios (observaciones de los señores Parra y Viera-Gallo)…………………………………
Exclusión de Tercera Región de Atacama en programa “vacaciones para la tercera edad” . Oficio (observaciones del señor Prokurica)………

A n e x o s

ACTAS APROBADAS:

Sesión 35ª, ordinaria, en martes 13 de septiembre de 2005

Sesión 36ª, ordinaria, en miércoles 14 de septiembre de 2005

DOCUMENTOS:

1.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba la Convención sobre Defensa del Patrimonio Arqueológico, Histórico y Artístico de las Naciones Americanas (3746-10)…………………..

2.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que suspende inscripción de automóviles colectivos y buses en Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros (3399-15)……… ………………
3.- Informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto que regula investigación científica en el ser humano, su genoma, y prohíbe la clonación humana (1993-11)………………………………
4.- Informe de la Comisión de Defensa Nacional recaído en el proyecto que modifica la Ley de Navegación respecto de naves abandonadas (2733-02).

5.- Informe de la Comisión de Economía recaído en el proyecto sobre competencia desleal (3356-03)…………………….

6.- Segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología  recaído en el proyecto que autoriza erigir monumento en Copiapó en memoria de Monseñor Fernando Ariztía Ruiz (3564-04)… 
7.- Segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología  recaído en el proyecto que autoriza erigir monumento y santuario en memoria del Padre Pío de Pietrelcina, en Región del Maule (3719-04)………………………………
8.- Segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología  recaído en el proyecto que autoriza construcción de monumento, archivo y museo en memoria de geógrafo Juan Steffen Hoffmann (3545-04)……………………….

9.- Segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología  recaído en el proyecto que autoriza erigir monumento en La Serena en memoria del sacerdote Angelo Panigati (3902-04)…………

10.- Moción de los señores Ávila, Parra, Silva y Vásquez, con la que inician un proyecto de ley que confiere carácter de título profesional universitario a carrera de administración pública (4006-04)………..

VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Aburto Ochoa, Marcos

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bombal Otaegui, Carlos

--Canessa Robert, Julio

--Cantero Ojeda, Carlos

--Cariola Barroilhet, Marco

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Espina Otero, Alberto

--Fernández Fernández, Sergio

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Horvath Kiss, Antonio

--Larraín Fernández, Hernán

--Martínez Busch, Jorge

--Matthei Fornet, Evelyn

--Moreno Rojas, Rafael

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Novoa Vásquez, Jovino

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Parra Muñoz, Augusto

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz De Giorgio, José

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Silva Cimma, Enrique

--Stange Oelckers, Rodolfo

--Valdés Subercaseaux, Gabriel

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Vega Hidalgo, Ramón

--Viera-Gallo Quesney, José Antonio

--Zaldívar Larraín, Andrés

--Zurita Camps, Enrique

Concurrieron, además, los señores Ministros Secretario General de la Presidencia, de Justicia y de Salud.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:19, en presencia de 18 señores Senadores.

El señor ROMERO (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ROMERO (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 35ª, ordinaria, en sus partes pública y secreta, y 36ª, ordinaria, en 13 y 14 de septiembre del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.


(Véanse en los Anexos las Actas aprobadas).
IV. CUENTA

El señor ROMERO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficios



De Su Excelencia el Presidente de la República, mediante el cual, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 25 de la Carta Fundamental, comunica su ausencia del territorio nacional en las fechas que a continuación se indican, con el propósito que en cada caso se señala:



-El 10 de octubre en curso, en vuelo hacia el continente europeo.



-El 11 de octubre, en visita de trabajo en la ciudad de Londres, Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte.



-Los días 12 y 13 de octubre, en visita de trabajo en Madrid, Reino de España.



-Los días 14 y 15 de octubre, para asistir a la Cumbre Iberoamericana en la ciudad de Salamanca, Reino de España.



-El 16 de octubre, en vuelo de regreso al territorio nacional.



Agrega que durante su ausencia será subrogado, con el título de Vicepresidente de la República, por el Ministro titular de la Cartera del Interior, señor Francisco Vidal Salinas.



--Se toma conocimiento.


Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica que ha dado su aprobación al informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras durante la tramitación del proyecto que introduce diversas modificaciones a la ley Nº 18.290 en materia de tránsito terrestre, con urgencia calificada de “suma” (boletín Nº 999-15).



--Queda para tabla.


Con el segundo informa que prestó su aprobación al proyecto de acuerdo que aprueba la “Convención sobre Defensa del Patrimonio Arqueológico, Histórico y Artístico de las Naciones Americanas” (Convención de San Salvador), adoptada el 16 de junio de 1976 en el Sexto Período Ordinario de Sesiones de la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos, celebrado en Santiago, Chile (boletín N° 3.746-10). (Véase en los Anexos, documento        1 ).


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Con el tercero comunica que ha desechado la enmienda propuesta por el Senado al proyecto de ley que suspende la inscripción de automóviles colectivos y buses en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros (boletín Nº 3.399-15) (Véase en los Anexos, documento   2)., a la vez que comunica la nómina de los señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que deberá formarse, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República.



--Se toma conocimiento y se designa a los señores Senadores miembros de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones para que integren la referida Comisión Mixta.



Del señor Ministro de Obras Públicas, mediante el cual da respuesta a sendos oficios remitidos en nombre de los Senadores señores Horvath y Stange, sobre la necesidad de contar con un camino sin interrupciones que permita conectar las ciudades de Puerto Montt y Chaitén.



De la señora Ministra de Planificación y Cooperación, con el que responde un oficio dirigido en nombre del Senador señor Stange, con relación a la factibilidad de ejecutar los proyectos que indica, presentados por la Municipalidad de Cochamó.



Del señor Subsecretario de Carabineros, por medio del cual contesta un oficio remitido en nombre de la Senadora señora Carmen Frei, referido a la posibilidad de destinar un cuartel móvil con calabozo para la comuna de Tocopilla.



Dos del señor Subsecretario de Obras Públicas:



Con el primero contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Chadwick, relativo a la factibilidad de entubar el canal de regadío del sector de Tapihue, en la comuna de Requínoa.



Con el segundo responde un oficio dirigido en nombre del Senador señor Horvath, acerca de intervenciones a glaciares en el país por actividades mineras, viales u otras.



Del señor Superintendente de Seguridad Social, por medio del cual contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Espina, respecto de beneficiarios de pensiones asistenciales y lista de espera de postulantes que cumplen con los requisitos para acceder a ellas.



Del señor Secretario Regional Ministerial de Economía de Aisén, con el que responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, en cuanto a la situación energética de la localidad de Puerto Gaviota.



Del señor Secretario Regional Ministerial de Planificación y Cooperación de Aisén, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Horvath, sobre programa de zonificación del borde costero y del mar interior de las Décima y Undécima Regiones.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



De la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras durante la tramitación del proyecto de ley que regula la investigación científica en el ser humano, su genoma, y prohíbe la clonación humana (boletín Nº 1.993-11). (Véase en los Anexos, documento        3 ).


De la Comisión de Defensa Nacional, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley de Navegación respecto de naves abandonadas (boletín Nº 2.733-02). (Véase en los Anexos, documento        4 ).


De la Comisión de Economía, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre competencia desleal (boletín Nº 3.356-03). (Véase en los Anexos, documento        5 ).


Segundos informes de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaídos en los siguientes asuntos: 



1) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que autoriza erigir un monumento en la ciudad de Copiapó en memoria de Monseñor Fernando Ariztía Ruiz, Obispo Emérito de Copiapó (boletín Nº 3.564-04). (Véase en los Anexos, documento        6 ).


2) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que autoriza erigir un monumento y santuario en memoria del Padre Pío de Pietrelcina, en la Región del Maule (boletín Nº 3.719-04). (Véase en los Anexos, documento        7 ).


3) Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que autoriza la construcción de un monumento, archivo y museo en memoria del geógrafo don Juan Steffen Hoffmann (boletín Nº 3.545-04). (Véase en los Anexos, documento        8 ).



4) Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que autoriza erigir un monumento, en la ciudad de La Serena, en memoria del sacerdote Angelo Panigati (boletín Nº 3.902-04). (Véase en los Anexos, documento        9 ).


--Quedan para tabla.

Moción



De los Senadores señores Ávila, Parra, Silva Cimma y Vásquez, con la que inician un proyecto de ley que confiere el carácter de título profesional universitario a la carrera de Administración Pública (boletín N° 4.006-04). (Véase en los Anexos, documento      10   ).


--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.
Declaración de inadmisibilidad



Moción de los Senadores señores Horvath y Prokurica, mediante la cual presentan un proyecto de ley que suspende la aplicación del artículo 50 A de la Ley General de Pesca y Acuicultura, que establece el reemplazo de inscripciones en el Registro Pesquero Artesanal, respecto de armadores artesanales, en los casos que indica.



--Se declara inadmisible por referirse a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme a lo dispuesto en el número 2.° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

El señor ROMERO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se enviará un oficio al Ejecutivo solicitando su patrocinio para este proyecto.



Acordado.



Terminada la Cuenta.

)-------------------(

El señor ESPINA.- Pido la palabra.

El señor ROMERO (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, solicito tratar como si fueran de Fácil Despacho las iniciativas signadas con los números 8 y 9 de la tabla (lo conversé con el señor Ministro). Ambas se refieren al proceso de modernización del Poder Judicial y fueron aprobadas en general por unanimidad en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Como se debe abrir plazo para formular indicaciones; se encuentran al final de la tabla, y restan pocas sesiones de aquí a fin de año, de esa manera se podría alcanzar a despacharlas y cumplir con un anhelo de los miembros del Poder Judicial.



No creo que surja algún inconveniente aquí en la Sala, por cuanto -repito- fueron aprobadas de manera unánime en la Comisión.



Se trata, específicamente, de las reformas orgánicas y procedimentales concernientes al Poder Judicial, y de la flexibilización del manejo de los fondos asignados a éste en la Ley de Presupuestos.

El señor ROMERO (Presidente).- La número 8 viene con segundo informe de Comisión, señor Senador. De modo que sólo podría tratarse como si fuera de Fácil Despacho la Nº 9.

El señor ESPINA.- Perfecto.

El señor ROMERO (Presidente).- Si le parece a la Sala, la iniciativa signada con el número 9 se tratará como si fuera de Fácil Despacho, sin debate.



--Así se acuerda.

El señor LARRAÍN.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, a mi juicio, los dos proyectos que encabezan la tabla deberían ser despachados hoy, por la importancia que revisten.



Respecto del Nº 2, referente al acceso a la información pública-, la Sala acordó ayer votarlo en primer lugar de la sesión de hoy. El debate terminó y sólo queda la votación de 3 disposiciones: el número 2, el artículo 14 quáter y una indicación renovada. 



No tengo problema  en  que se discuta como si fuera  de Fácil Despacho el Nº 9,  siempre   que   se   trate  antes  el  que  he  mencionado,  en  el cual  -repito- sólo resta votar tres puntos.



El señor Vicepresidente puede dar fe de lo que señalo, porque él mismo sugirió efectuar esas votaciones en primer lugar del Orden del Día de hoy. Y así lo acordó la Sala.

El señor GAZMURI.- Es efectivo.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Transportes, pido que se incluya en la tabla de Fácil Despacho el informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto que introduce diversas modificaciones a la ley Nº 18.290 en materia de tránsito terrestre, que tiene urgencia calificada de “suma” y lleva ya 12 años en el Parlamento.

El señor ROMERO (Presidente).- Tendría que ser en la de la próxima sesión, Su Señoría, porque no figura en el Orden del Día de hoy.

El señor PROKURICA.- Sólo he transmitido un acuerdo de la referida Comisión, pues su Presidente no se encuentra presente en este momento.

El señor ROMERO (Presidente).- Se incorporará en la tabla de Fácil Despacho de la próxima sesión.

El señor PROKURICA.- Gracias.



En segundo lugar, y también por encargo de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, quiero referirme a la iniciativa que suspende la inscripción de automóviles colectivos y buses en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros.



Lamentablemente, la Cámara de Diputados no aceptó la enmienda propuesta por el Senado y habrá Comisión Mixta.



Pido a la Mesa recabar de los Comités que dicha Comisión Mixta se forme con la mayor brevedad, porque el plazo de vigencia de la ley respectiva expira el 15 de noviembre. Y se puede perder todo el objetivo de ésta si el proyecto no se convierte en ley antes de esa fecha. 



Por lo tanto, señor Presidente, le solicito hacer notar a los Comités la necesidad de que dicha Comisión Mixta se constituya lo antes posible, con el objeto de que la normativa en proyecto entre en vigor antes del 15 de noviembre. De lo contrario, no tendría ningún sentido.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ROMERO (Presidente).- Vamos por orden, señores Senadores. Porque se han expuesto varios puntos.



Ante todo, informo al Honorable señor Prokurica que ya están designados los integrantes de la Comisión Mixta, tanto del Senado como de la Cámara de Diputados. Y haremos gestiones ante su Presidente a fin de que apure el informe.



Tiene la palabra el Senador señor Naranjo.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, si se hubiera procedido conforme a la tabla, ya habríamos despachado a lo menos dos proyectos. Porque el primero, que modifica la ley Nº 19.419 en materias relativas a la publicidad y el consumo del tabaco, viene aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión de Salud.



Respeto la opinión de los Honorables colegas; pero solicito que comencemos a analizar los asuntos de tabla y así vayamos despejándola.

El señor ROMERO (Presidente).- Estoy al servicio de los señores Senadores. Me han pedido la palabra -entre ellos, Su Señoría-, y debo otorgarla.



Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, acojo lo planteado por el Senador señor Naranjo. Y quiero pedir que después de las dos primeras iniciativas se trate la número 4, que restablece la bonificación fiscal para enfermedades catastróficas y que fue aprobada por unanimidad en la Comisión. Por consiguiente, no tiene problema de mayorías y es muy breve.

El señor ROMERO (Presidente).- La tabla del Orden del Día la elabora la Secretaría. En ella figura primero el proyecto relativo a la publicidad y el consumo del tabaco -entiendo que por acuerdo de la Sala y, además, por tener calificación de “suma urgencia”; luego, el relativo a la información pública, que quedó pendiente ayer y respecto del cual sólo resta votar tres artículos.



En consecuencia, si comenzamos ahora podremos despacharlos rápidamente.

El señor NARANJO.- ¡Así es!

V. ORDEN DEL DÍA

MODIFICACIÓN DE LEY Nº 19.419 EN CUANTO A PUBLICIDAD Y CONSUMO DEL TABACO

El señor ROMERO (Presidente).- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.419 en materias relativas a la publicidad y el consumo del tabaco, con informe complementario del segundo informe de la Comisión de Salud y urgencia calificada de “suma”.











3825-11

Modificación de ley Nº 19.419 en cuanto a publicidad y consumo del tabaco

--Los antecedentes sobre el proyecto (3825-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 41ª, en 5 de abril de 2005.


Informes de Comisión:


Salud, sesión 1ª, en 7 de junio de 2005.


Salud (segundo), sesión 29ª, en 30 de agosto de 2005.


Salud (complementario de segundo), sesión 38ª, en 4 de octubre de 2005.


Discusión:



Sesiones 4ª, en 8 de junio de 2005 (se aprueba en general); 33ª, en 7 de septiembre de 2005 (queda pendiente se discusión particular); 36ª, en 14 de septiembre de 2005 (vuelve a Comisión).

El señor HOFFMANN (Secretario).- Cabe recordar que, en sesión de 14 de septiembre recién pasado, la Sala acordó enviar a la Comisión de Salud, para un informe complementario del segundo informe, sólo los artículos 10, 11 y 12, contenidos en el numeral 9 (antes Nº 7) del artículo 1º del proyecto.



La Comisión analizó las mencionadas disposiciones y efectuó a su respecto diversas modificaciones, las cuales fueron acordadas por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Matthei y señores Ruiz-Esquide y Viera-Gallo.



Las enmiendas son las siguientes:



-En el artículo 10, se prohíbe fumar en determinados lugares, incluyendo sus patios y espacios al aire libre interiores.



-En el artículo 10 bis, se prohíbe fumar en otros lugares, salvo en sus patios o espacios al aire libre. Por ejemplo, no se podrá fumar al interior de los recintos o dependencias de los órganos del Estado. Sin embargo, en las oficinas individuales se podrá fumar sólo en el caso de que cuenten con ventilación hacia el aire libre o extracción del aire hacia el exterior. 



-En el artículo 11 se dispone que los restoranes, bares, pubs, discotecas, casinos de juego y otros con una superficie superior a 100 metros cuadrados, deberán separar ambientes para fumadores y no fumadores. Si la superficie es igual o inferior a 100 metros cuadrados, se podrá optar por destinarla a fumadores o no fumadores, de lo cual deberá informarse en su acceso.



Corresponde tener presente que las modificaciones acordadas por unanimidad deben ser votadas sin debate, en conformidad con lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento, a menos que algún señor Senador desee impugnar la propuesta de la Comisión respecto de alguna de ellas y solicite discutirla.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que transcribe la ley Nº 19.419; el texto aprobado en general; las modificaciones efectuadas en el segundo informe de la Comisión de Salud; las enmiendas propuestas en el informe complementario, y el texto final que resultaría de aprobarse estas últimas.

El señor ROMERO (Presidente).- Propongo a la Sala votar en conjunto las tres propuestas, porque, en definitiva, se refieren a una misma situación. Se trata de normas muy claras y fueron aprobadas por unanimidad.



¿Habría acuerdo para acoger los artículos 10, 11 y 12?

El señor NARANJO.- Sí, señor Presidente.



--Se aprueban por unanimidad y queda despachado el proyecto en este trámite.

El señor VIERA-GALLO.- ¿Me permite, señor Presidente? Deseo plantear una moción de orden.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, salvo que yo recuerde mal, me parece que falta por despachar el resto de las disposiciones del proyecto sobre publicidad y consumo del tabaco. En la sesión en que se trató estaban siendo analizados uno por uno los preceptos y la discusión fue interrumpida en el artículo 10.



Ahora bien, si el señor Secretario afirma que están aprobadas todas las disposiciones, no habría problema; pero sería bueno hacer la precisión.

El señor ROMERO (Presidente).- Señor Senador, todas las normas fueron acogidas en la sesión anterior, excepto los artículos 10, 11 y 12.



Comunico a Sus Señorías que me ausentaré de la Sala, porque debo recibir a la Comisión del Parlamento Europeo que hace su visita tradicional, por lo cual seguirá dirigiendo la sesión el señor Vicepresidente.

FACILIDADES PARA ACCESO A INFORMACIÓN

DE ÓRGANOS PÚBLICOS

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Corresponde proseguir la discusión particular del proyecto, en primer trámite constitucional e iniciado en moción de los Senadores señores Larraín y Gazmuri, sobre acceso a la información pública, con segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



--Los antecedentes sobre el proyecto (3773-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley: (moción de los señores Gazmuri y Larraín).



En primer trámite, sesión 23ª, en 4 de enero de 2005.



Informes de Comisión:



Gobierno, sesión 54ª, en 18 de mayo de 2005.



Gobierno (segundo), sesión 34ª, en 7 de septiembre de 2005.



Discusión:



Sesiones 3ª, en 8 de junio de 2005 (queda pendiente su discusión general); 4ª, en 8 de junio de 2005 (se aprueba en general); 38ª, en 4 de octubre de 2005 (votación pendiente).

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Recuerdo a Sus Señorías que hay tres disposiciones pendientes y que en la sesión de ayer acordamos votarlas sin discusión. Los señores Senadores podrán fundar el voto.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Señor Presidente, en la sesión de ayer, cuando se trató este asunto, se propuso, como es habitual, dar por aprobadas todas las normas acogidas por unanimidad en la Comisión de Gobierno; pero no se adoptó el correspondiente acuerdo.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se aprobarán todos los artículos acogidos unánimemente y respecto de los cuales no se pidió discusión separada.



--Se aprueban (27 votos).

El señor HOFFMANN (Secretario).- La primera proposición incide en el número 2 del artículo 1º, que dice: “Sustitúyese el inciso tercero del artículo 13, por el siguiente:”. 



Se trata de una norma de rango orgánico constitucional y se ha pedido votarla separadamente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Como ayer la discusión fue extensa e incluso se dio por cerrado el debate, no ofreceré la palabra para referirse al tema sustantivo. 



Cabe recordar que hubo un principio de acuerdo en orden a que no sería necesario, para la coherencia del proyecto, que dicha disposición permaneciera en la normativa, por cuanto sólo reproduce el texto del artículo 8º aprobado en la reciente reforma constitucional.



Destaco lo anterior para que los señores Senadores tomen conocimiento de lo sucedido.



En votación electrónica el número 2.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza el número 2 del artículo 1º (21 votos contra 9 y una abstención).



Votaron por la negativa los señores Ávila, Canessa, Chadwick, Coloma, Frei (don Eduardo), Gazmuri, Martínez, Matthei, Moreno, Muñoz Barra, Ominami, Parra, Ruiz-Esquide, Silva, Stange, Valdés, Vásquez, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



Votaron por la afirmativa los señores Aburto, Espina, Fernández, García, Horvath, Larraín, Novoa, Orpis y Prokurica.



Se abstuvo el señor Ruiz (don José).

El señor HOFFMANN (Secretario).- Como el número fue rechazado, rige en consecuencia la norma vigente.



La siguiente proposición se refiere al artículo 14 quáter, que en la sesión de ayer el Senador señor Viera-Gallo solicitó votar de manera separada. Esta norma también debe ser aprobada con quórum de ley orgánica constitucional.

El señor VIERA-GALLO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, creo importante proporcionar cierta información a los Senadores que no estuvieron en la sesión de ayer, aunque sea en forma sucinta.



Si los Honorables colegas leen el artículo en cuestión, podrán observar que para las empresas públicas se establece una exigencia más rígida que las consignadas en la Ley de Sociedades Anónimas, al disponer que aquéllas deberán publicar las actas de su directorio dentro del quinto día, salvo si una mayoría especial acuerda lo contrario. Si ello no se cumple, es posible que se apliquen sanciones por la responsabilidad en los perjuicios que pudieren ocasionarse.



Evidentemente, eso significa colocar algún tipo de dificultad para las empresas en materia de competencia. Así podría suceder con Televisión Nacional u otras empresas.



Por ese motivo pedimos votación separada.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Se procederá a votar en forma electrónica. 



¿Algún señor Senador desea fundar el voto?



--(Durante el fundamento de voto).

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Martínez.



Recuerdo a Su Señoría que dispone de cinco minutos para fundar su voto.

El señor MARTÍNEZ.- Señor Presidente, este artículo contiene un elemento que va en contra de la disciplina y el funcionamiento de las entidades de que se trata. Porque se castiga al director que, dolosa o culpablemente, concurra con su voto favorable a la declaración de reserva, en circunstancias de que en un precepto anterior se permite dar carácter reservado a las actas si la mayoría de los directores así lo acuerdan.



Creo que hay un error en la norma, salvo que esté mal redactada. De otra manera, existiría una contradicción. 



Si el directorio acuerda que ellas sean reservadas, ¿por qué se coloca a sus integrantes en una situación en que podría interpretarse  como dolosa la concurrencia de su voto?



En consecuencia, me parece que hay un problema de redacción en la norma, o bien su contenido está equivocado.



Ése es mi planteamiento.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Parra.

El señor PARRA.- Señor Presidente, anuncio que votaremos en contra del artículo 14 quáter.



Deseo mencionar algo que el Senador señor Orpis planteó en la sesión de ayer, esto es, que la materia en análisis se encuentra incorporada en el proyecto sobre gobiernos corporativos. Y recordemos que esa iniciativa llegará a la Sala en primer informe en fecha próxima, donde tendremos la oportunidad de discutir la cuestión con mayor y detención profundidad.



El artículo que se propone incluye a empresas como FAMAE, ASMAR y, en general, a todas las del sector público. En consecuencia, tiene implicancias que van más allá de la gestión de las más tradicionales de las empresas públicas chilenas. Representa, como está planteado, un grave riesgo para su posición competitiva.



Me preocupa la aproximación tan ideologizada que se advierte en nuestra sociedad frente a las empresas públicas. El editorial de un importante diario santiaguino de circulación nacional se refirió a la materia en el día de ayer y anunció, precisamente con ocasión de estas iniciativas, que todas ellas tendían a poner a las empresas públicas en la misma línea de las particulares, lo que, naturalmente, constituía un paso importante hacia su privatización final.



Creemos que las empresas estatales deben tener una gestión eficiente y transparente, y que los principios afirmados en el artículo 8º de la Constitución les son plenamente aplicables. Sin embargo, estimamos también que las proposiciones que se hagan a su respecto tienen que ser cuidadosas, no sólo porque constituyen un elemento fundamental del patrimonio público, sino porque representan, como lo hemos visto en fecha reciente, instrumentos muy calificados para llevar adelante políticas económicas y sociales.



Por esa razón, los Senadores de estas  bancas vamos a votar en contra del artículo 14 quáter.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica. 

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, a mi juicio, la transparencia en este caso es buena. Por eso no logro entender cuál es el elemento que podría perjudicar el objetivo final; esto es, que las decisiones de los directorios estén en consonancia con la ley y con el interés público de las propias empresas.



Durante los doce años en que fui Diputado comprobé el hecho de que las mismas empresas que figuran aquí –ENAP, CODELCO, Correos de Chile, Televisión Nacional, ENAMI, el Banco del Estado- ni siquiera contestan los oficios de fiscalización enviados por la Cámara. Esto lo he repetido muchas veces. Seguramente, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, aquí presente, me lo habrá escuchado. 



En mi opinión, la norma en votación, de alguna forma, abre una caja de Pandora. Nadie sabe lo que pasa en esos directorios. Además, resulta imposible conseguir una mínima información sobre las remuneraciones de los funcionarios del BancoEstado, de Televisión Nacional y de la ENAP. O sea, llevamos 16 años de democracia y el órgano consagrado en la Constitución para fiscalizar, como es la Cámara de Diputados, ni siquiera sabe –tampoco el país- cuánto ganan esos servidores públicos.



Las respuestas son muy variadas; pero, además, los directorios de tales empresas son integrados por Ministros de Estado. Y ellas mismas han presentado demandas de mera certeza -algunas veces les hemos ganado en los tribunales- para no informar a la Cámara de Diputados.



Entonces, no podemos limitarnos en esta materia. Hay que avanzar en transparencia, en especial en las empresas del sector público, donde nos interesa saber cómo votan los directores. Porque aquí –según se ha conversado muchas veces- algunos tienen intereses personales y, en definitiva, nadie sabe cómo votan. Y es bueno que se sepa.



Si hay algún problema como el planteado por algunos señores Senadores, para eso está la excepción en cuanto a que los directores pueden, por un acuerdo, no divulgar determinada parte del acta respectiva.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, como señalé ayer, se está haciendo el esfuerzo de introducir cambios de envergadura en los gobiernos corporativos de las empresas públicas, los cuales van mucho más allá de la norma establecida en este artículo, que procura asimilarlas a las normas de la Ley de Valores y de la Ley de Sociedades Anónimas en cuanto al acceso a la información, a la transparencia, a la información privilegiada, a los actos entre personas relacionadas. Es decir, estamos ante una proposición de bastante trascendencia.



Al menos desde mi punto de vista, la objeción apunta a que en esta norma estamos siendo más exigentes que la propia Ley de Sociedades Anónimas. 



Por lo tanto, sin perjuicio de apuntar hacia una mayor transparencia e información, creo que en esta materia lo correcto sería asimilar la situación de las empresas públicas a la de las sociedades anónimas abiertas o a la de aquellas instituciones que se hallan inscritas en el Registro de Valores.



Por eso, señor Presidente, voy a votar en contra de la norma, sabiendo de antemano que este asunto va a ser abordado en profundidad y de manera extensa cuando tratemos el proyecto de ley sobre gobiernos corporativos.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, en el último tiempo he tenido una actividad importante en el sentido de denunciar muy malas prácticas en algunas empresas públicas, particularmente en CODELCO. En el caso de ésta, por ejemplo, todo el país estaba convencido de que sus costos de producción eran bajísimos (55 centavos la libra); sin embargo, sólo a través de una publicación del diario “El Mercurio” nos enteramos de que son muy altos. No sólo eso: también supimos de diversos contratos realmente vergonzosos. 



Dicho lo anterior -y estando absolutamente a favor de avanzar hacia una mayor transparencia en el trabajo de las empresas públicas-, anuncio que votaré en contra del artículo. Porque, publicar las actas de los directorios de las empresas a los cinco días de haberse realizado una sesión, me parece realmente algo complicado. Hay una serie de problemas que, aunque no afectan la política comercial, el secreto de otras personas, van marcando pautas y rumbos. El BancoEstado, por ejemplo, compite con otros, que son privados. Televisión Nacional compite con canales que son universitarios o privados. Por lo tanto, no me parece adecuado pedir a estas empresas públicas algo que las privadas que compiten con ellas no realizan.



El artículo en debate exagera en su búsqueda de la transparencia,  causando, en mi concepto, un perjuicio a tales empresas. Pero debo declarar que la situación actual es vergonzosa, por la falta de información. Ojalá pudiéramos encontrar un equilibrio razonable. Porque lo que hoy día existe es escandaloso. Me tocó, por ejemplo, hace varios años, denunciar lo que ocurrió en EMPREMAR. ¡Se la robaron entera! Hubo personas que fueron condenadas a la cárcel,  pero finalmente, cuando eso se logró, la empresa ya no existía. Lo que quedaba de ella lo vendieron como chatarra. Ésa es la verdad. Y, en su momento, llegó a valer más de 100 millones de dólares. Eso costaba cuando llegó el Gobierno de la Concertación, y la enajenaron como chatarra. ¡Se la robaron completa! 



Algo similar está ocurriendo con otros organismos públicos. Lo que sucede en CODELCO es inaceptable. ¡Inaceptable! Por ejemplo, se celebró un contrato con un ex Diputado al cual se le pagaron 44 millones de pesos por patrocinar un juicio. ¡Curioso! Porque ya existía la reforma procesal penal, y se supone que para eso está el Fiscal. Además, se decía en el contrato que no se pagaría esa suma hasta que el juicio estuviera resuelto. ¡Se canceló todo al día siguiente! ¡44 millones de pesos!



Eso ocurre a diario. Recordemos, por ejemplo, el caso de las indemnizaciones que se autootorgaron funcionarios de muchas empresas, incluida ENAP. Fue vergonzoso. Hubo quienes recibieron 100 millones de pesos de indemnización por haber trabajado un año en una de ellas. 



Obviamente, se debe avanzar en esta materia, pero me parece que la disposición va demasiado lejos. Aquí no se trata de perjudicar a esas instituciones, muchas de las cuales deben seguir siendo públicas y competitivas. Si queremos que cumplan esos requisitos, el hecho de ponerles esta exigencia en el fondo las hace prácticamente inviables. 



Por lo tanto, votaré en contra de este artículo.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, para aquellos señores Senadores que no lo sepan, debo hacer presente que muchas de esas empresas están obligadas a informar directamente a la Superintendencia de Valores y Seguros.

La señora MATTHEI.- No informan nunca.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Ruego no interrumpir, Su Señoría.

La señora MATTHEI.- ¿Me permite una interrupción, señor Senador?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Durante el fundamento del voto, no se conceden interrupciones.

La señora MATTHEI.- Disculpe.

El señor ÁVILA.- ¡Cómo no advierte!

El señor VÁSQUEZ.- En consecuencia, frente a la observación de la Honorable señora Matthei, lo que corresponde en último caso es reclamar a la Superintendencia para que ésta haga valer sus facultades. Pero muchas de esas empresas están justamente protegidas respecto de su información a través de la Superintendencia de Valores y Seguros en sus hechos esenciales y actos reservados. De tal modo que ni siquiera en ese aspecto puede señalarse que desde el punto de vista legal esas empresas deban publicar sus directorios.



Junto con sumarme a lo que ya se ha dicho, anuncio mi voto en contra del artículo, fundado precisamente en este nuevo antecedente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, deseo fundar el voto sobre esta norma. Creo que si este asunto se va a tratar en otro proyecto de ley, lo mejor es que lo resolvamos ahí.



Sin embargo, no puedo dejar pasar las palabras vertidas por la señora Senadora que me antecedió en el uso de la palabra. Discúlpenme. No me gusta provocar confrontaciones. Pero es muy grave que en el seno del Senado se hable de que se robaron una empresa e incluso se señale el monto, lo cual constituye un delito grave. Yo no me he enterado de que la Honorable colega haya interpuesto una demanda en ese sentido con el objeto de aclarar esta situación.

La señora MATTHEI.- Lo hice.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Entonces, quiere decir que los tribunales no le dieron la razón, porque yo no he visto a nadie condenado por ese delito.

La señora MATTHEI.- Hay tres personas condenadas.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- ¡Ruego a Sus Señorías evitar los diálogos! Estamos en el fundamento del voto y no en un debate.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- No se robaron a EMPREMAR. Puede haber habido errores o una mala administración, pero no un robo. Son términos distintos.



Por lo tanto, quiero dejar esta constancia al momento de fundar el voto, porque considero muy grave que quede registrado en esta Corporación que hubo un robo por 100 millones de dólares sin que nadie en Chile se diera cuenta de la sustracción de una cifra de esa cuantía. A mí modo de ver, eso es inaceptable.



Voto que no.

La señora MATTHEI.- ¡Le voy a traer las condenas!

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En votación electrónica.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Terminada la votación. 



--Se rechaza el artículo 14 quáter (22 votos contra 7).



Votaron por la negativa los señores Ávila, Canessa, Coloma, Fernández, Flores, Gazmuri, Martínez, Matthei, Moreno, Muñoz Barra, Novoa, Ominami, Orpis, Parra,  Ruiz (don José), Sabag, Silva, Vásquez, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



Votaron por la afirmativa los señores Aburto, Arancibia, Chadwick, Horvath, Larraín, Prokurica y Stange.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Se procederá a votar la indicación renovada recaída en la letra c) del artículo 3º.

El señor VIERA-GALLO.- ¿Me permite, señor Presidente? Deseo formular una cuestión de orden.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- ¿Sobre este tema?

El señor VIERA-GALLO.- Con el Honorable señor Andrés Zaldívar queremos hablar acerca de un punto anterior.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- No. Primero vamos a efectuar la votación que he anunciado y después ofreceré la palabra por si hubiere algo que agregar.

El señor VIERA-GALLO.- Está bien.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Debo señalar que esta materia ocupó gran parte del debate habido ayer.



Conforme al texto propuesto por la Comisión, tienen el carácter de secretas las sesiones que se refieran a rehabilitación de ciudadanía, otorgamiento de nacionalidad por gracia y nombramientos.



La indicación renovada pretende eliminar el voto secreto en el caso de los nombramientos que efectúa el Senado.



Tiene la palabra el Honorable señor Larraín para explicar la indicación.

El señor LARRAÍN.- En efecto, señor Presidente, más que referirse a las votaciones secretas, el artículo 3º modifica la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional al establecer qué sesiones pueden ser secretas. Hay tres tipos de ellas que tienen dicho carácter. En primer lugar, las que consagra la propia Constitución en el artículo 32, número 17º, al facultar al Presidente de la República para que en ciertas materias de política internacional pueda pedir discusión secreta de ellas. En segundo término, las que las Cámaras acuerden con los quórum que allí se establecen. Y, por último –así lo acordó la Comisión-, las relativas a rehabilitación de ciudadanía, a otorgamiento de la nacionalidad por gracia y nombramientos.



Respecto de las sesiones secretas en materia de nombramientos, voté en contra y presenté una indicación renovada para eliminarlas. Por lo tanto, sólo debe votarse este punto, porque los otros están aprobados. Es decir, hay que pronunciarse acerca de si tales designaciones requerirán sesiones que tengan dicho carácter.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Conforme al acuerdo adoptado por la Sala en sesión de ayer, se votará sin debate. 

El señor PROKURICA.- Pero yo solicité la palabra antes, señor Presidente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Salvo que haya acuerdo en contrario, tengo que cumplir con dicha resolución.



Si se pide abrir debate sobre la materia, deberá ponerse en votación dicha solicitud.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, no quiero discutir. Sólo quiero decir que ayer se tomó el acuerdo de que esta disposición, que fue muy debatida, sea vista por la Comisión de Constitución.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- No. Eso fue respecto…

El señor PROKURICA.- Entonces, me parece que tal forma se resolvería el tema.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Es posible. Pero el acuerdo formal –y estoy aquí para hacerlos cumplir- fue votar hoy sin discusión. 

El señor PROKURICA.- ¡Cómo!

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Por tanto, pongo en votación la indicación.

El señor VIERA-GALLO.- Quiero plantear una cuestión de orden, señor Presidente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, deseo respaldar lo expresado por el Senador señor Prokurica. 



Es verdad que reglamentariamente tanto usted como el Honorable señor Larraín tienen toda la razón. Sin embargo, éste es uno de los temas que deseamos analizar a fondo, porque de acuerdo con la letra b) del artículo 3º, que estaría aprobada, sólo el Presidente del Senado puede declarar secreta una sesión cuando haya algún documento que incida en una de las circunstancias establecidas en el inciso segundo del artículo 8º de la Constitución. Pero, ¿qué pasa si se trata de un argumento, y no de un documento, dado por un Ministro o un Senador y respecto del cual el Presidente de la Corporación considera –ayer relaté el caso que me tocó en la Cámara de Diputados- que por razones de seguridad del país no conviene que salga a la luz pública? Queda maniatado. 



Entonces, lo lógico es que todos estos temas los analice la Comisión de Constitución. Por ello, formalmente solicito recabar la unanimidad de la Sala para operar en tal sentido.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- No la hay, señor Senador.



En votación la indicación.

El señor MORENO.- ¿Cuál es la indicación?

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Quiero fundar el voto.

El señor HOFFMANN (Secretario).- El Honorable señor Larraín, con el número reglamentario de firmas, ha renovado la indicación número 30, que dice:



"Artículo…- Reemplázase la letra c) del artículo 3º de la ley Nº 18.918 por la siguiente:



"c) Las que se refieran a la rehabilitación de ciudadanía y al otorgamiento de la nacionalidad por gracia.".



Como podrán observar Sus Señorías, no figura el término "nombramientos".

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- ¿Algún señor Senador desea fundar el voto?



--(Durante el fundamento de voto).

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, aun cuando esta materia se discutió latamente ayer, me parece que la indicación renovada va en contra de un principio respecto del cual al menos yo creo: que todo lo relacionado con nombramientos de personas –ésa es la médula de la indicación- debe hacerse en discusión y votación secreta. Y lo digo no pensando en la lógica del elector parlamentario, sino en función de la independencia que deben tener quienes han sido elegidos bajo una fórmula determinada.



Por ejemplo, el día de mañana –ojalá no ocurra- uno podría comparecer en juicio ante la Corte Suprema. Y para mí no sería una cuestión menor que el juez que deba resolver conociera que yo voté a favor de su nombramiento. No me gustaría ser la contraparte de alguien que de alguna manera aparece apoyando públicamente a un juez que después tiene que resolver un tema en su contra, y también sucedería a la inversa.



En cierto modo se va perdiendo algo muy importante para mí: la absoluta autonomía e independencia, las cuales, desde mi perspectiva, son también las que se invocan para que el voto ciudadano sea secreto. 



¿Por qué el voto es secreto?



Analicémoslo en forma técnica. Porque es un resguardo de la forma de tomar una decisión acerca de la afirmación o de la negación. Y, obviamente, lo razonable es que ello también se haga en una sesión de las mismas características.



Aquí no pretendo defender ningún fuero, sino la independencia de las personas que adoptan una decisión y, sobre todo, la de los que han sido objeto de una decisión con respecto a quien la tomó.



Me parece que este tema es muy profundo, muy de fondo, en lo que dice relación al espíritu del servicio público. Por eso, no obstante apreciar el buen deseo de la indicación, pienso que apunta en un sentido incorrecto en cuanto al buen funcionamiento de las instituciones.



Por consiguiente, voto en contra.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, deseo manifestar que sostengo la misma opinión que el Senador señor Coloma. Creo que el Senado ha sido muy sabio durante más de cien años. 



Se ha establecido y usado una disposición de este tipo, dado que cuando uno vota un nombramiento, sobre todo el de una autoridad que el día de mañana puede tener capacidad de resolución, debe resguardarse tanto su independencia como la del Senador. Porque esa persona podría encontrarse, a lo mejor, subordinada a quien le dio o no su voto, o así podría pensarse, aun cuando no lo estuviera. Por ejemplo, es dable suponer que un Ministro de la Corte Suprema podría favorecer en un fallo a alguien que hace uno o dos meses o más participó en su nombramiento; o, al contrario, fallar en contra de quien no votó a favor de él.



Ésa es la sabiduría de la disposición. No tiene otro sentido. Aquí nadie está escondiendo la voluntad de decir por quién vota o no vota. Este tema posee un sentido lógico, y así debe entenderse. No se trata de un problema de transparencia, ni de evitar, a lo mejor, arreglos con relación a determinadas votaciones para que no se sepa por quien vota una u otra persona.



Creo que hay que mantener esta norma, que se encuentra vigente desde hace mucho tiempo. Y quien pretende innovarla ahora, está yendo en contra del espíritu mismo de lo que se pretende.



Por eso, voto en contra.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Viera-Gallo.

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, pienso que el problema es general en este artículo, porque en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso no hay norma alguna sobre qué debe ser secreto y qué no en el funcionamiento del Parlamento. Quien propuso esa ley -a lo mejor está sentado entre nosotros- fue sabio al disponerlo así. Esa libertad se dejó a cada rama del Congreso, y por eso cada Reglamento determina qué es secreto y qué no lo es.



Al establecerse que sólo serán secretas las sesiones a), b) y c) la situación se pone muy rígida. E insisto en que, además de lo señalado por los Senadores señores Andrés Zaldívar y Coloma respecto a la letra c), para mí el problema mayor es la letra b), porque resulta que el Presidente de la Cámara respectiva no puede declarar secreta una sesión en la cual se empieza a debatir una materia –no un documento- que lleve de alguna manera a comprometer la seguridad de la nación.



Recuerdo que el Senador señor Silva, entonces Ministro de Relaciones Exteriores, intervino en una sesión de la Cámara de Diputados, para dar a conocer las razones por las cuales Chile le otorgó asilo a Hoenecker, y las consecuencias de ello para nuestra política exterior. En esa circunstancia, me tocó declarar secreta una parte de la sesión -como es natural-, y el Honorable señor Silva no presentó ningún documento, sino que dio argumentos.



Por lo tanto, por qué privar de esa facultad al Presidente del Senado o de la Cámara de Diputados por ley. Por qué no dejar la norma como está, que es más flexible.



Señor Presidente, voy a votar en contra de la indicación. Además, quiero decirle que tiene toda la razón al aplicar el Reglamento, pero no es razonable lo que se está haciendo. La Sala no puede ser tan rígida y no querer escuchar argumentos.



En tal virtud, solicito que nuevamente se recabe la unanimidad para aprobar lo propuesto por el Senador señor Prokurica: votar el artículo entero, no sólo la indicación.



He dicho.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Señor Senador, no insistamos en ello. No hay unanimidad. Yo no estoy aquí para resolver la razonabilidad de los argumentos, sino solamente para ordenar el debate.



Me gustaría hacerlo, pero desgraciadamente no tengo esa atribución como Presidente del Senado en ejercicio.



Tiene la palabra el Honorable señor Ávila para fundar el voto.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, estoy a favor de eliminar el secreto en el caso de los nombramientos. Siento que el secreto favorece el doble estándar, y aquí hemos tenido algunos ejemplos. No cabe ninguna duda de que el sistema binominal ha introducido algún tipo de perversión en ciertas decisiones que se adoptan en esta rama del Congreso Nacional.



De hecho, aquí han sido rechazados nombres de distinguidos magistrados, y creo que a la ciudadanía la asiste el derecho de conocer las razones que tienen a la vista cada uno de los que votan para hacerlo de una u otra manera en determinado momento.



Eso no puede quedar envuelto en la penumbra. 



Los más altos magistrados de la República poseen un juicio propio, y es menospreciarlos pretender que porque alguien votó a favor en el Senado quedan con su criterio definitivamente hipotecado respecto de esa persona. Francamente, eso es absurdo. Creo que se les infiere un agravio gratuito que no merecen.



Entonces, en estas circunstancias, reitero que lo sano es eliminar la condición de secreto para estos nombramientos o, por último, configurar una situación que refleje lo que aconteció en la última oportunidad. Esto es, que en el marco de una sesión pública, se emplee el mismo y tradicional procedimiento y que dependa de la persona que vota si lo hace en secreto o a la luz pública.



He dicho.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Moreno.

El señor MORENO.- Señor Presidente, creo que ayer la Sala del Senado dio una respuesta bastante clara en torno al punto que estamos debatiendo.



En un incidente un tanto confuso, después de un acuerdo de Comités, se produjo el hecho bastante anecdótico de hacer una sesión pública para que se viera cómo uno votaba en secreto.



En verdad, el hacer pública una sesión y votar en secreto casi es una ironía, porque en el fondo no tiene ninguna otra característica, salvo que alguien quiera violar la obligación de votar en secreto y mostrar la balota, con el objeto de hacer un espectáculo o un show con un derecho que debe ejercer en forma secreta.



Creo que los argumentos dados son claros. Personalmente, estimo que el Senado es un organismo serio, en el cual las razones para votar a favor o en contra de la designación en determinados cargos de órganos del Estado poseen, obviamente, una connotación personal, pero también política. ¡Para qué nos vamos a engañar! Cuando cierta fracción de la Sala decide no dar su apoyo a algún postulante, ejerce un derecho político, aun cuando esa persona -como ha sido reconocido en casos que hemos analizado- reúna los requisitos necesarios.



Eso no tiene que llamar a escándalo ni se trata de un doble estándar. Y el país sabe, a pesar de que el voto es secreto, quiénes votaron de una forma y quiénes de otra.



Repito: ¡para qué nos engañamos! Hace unas semanas se presentó una propuesta del Presidente de la República para un cargo de Ministro de la Corte Suprema, ocasión en que no se reunió el quórum requerido, no obstante que la persona estaba plenamente capacitada.



Y nadie incurre en confusiones respecto de quién votó a favor y quién en contra, sin individualizar el nombre y el apellido. ¿Por qué? Porque se estaba ejerciendo un derecho, desde el punto de vista de la condición del pronunciamiento del Senado y de la representación política que en ese momento se expresaba de esa manera.



Permitir una semipolitización en cuanto al ejercicio del derecho de votar para los cargos de Contralor General de la República o de Ministro de la Corte Suprema, mediante una presión relativa a cómo se pronuncia fulano o zutano, no me parece conveniente.



No hallo ninguna lógica en hacer parodias de sesiones públicas –y presento mis excusas, pero no lo digo con el ánimo de ofender a nadie- para pronunciarse en secreto.



Estoy por mantener el derecho de los Senadores a votar en secreto los nombramientos de esa naturaleza.



Por lo tanto, me pronunciaré en contra de la indicación, en el entendido de que esta Corporación va a mantener las sesiones secretas en los momentos en que lo requiera, así como también la votación de ese carácter en el caso de la nominación de cargos que la Constitución establece.



Nada más.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, creo que hay dos maneras de explicar la presente discusión.



La primera de ellas es desde el punto de vista de la transparencia que se quiere en todos los actos de la Administración Pública y, probablemente, en otras materias.



También se ha esgrimido el argumento, en cuanto al secreto del voto en algunos nombramientos en el Senado, de que aprobar la indicación que se está votando significa mucho más conocimiento público y una mayor obligatoriedad para los Parlamentarios -en este caso específico- en cuanto a ser bastante más cuidadosos, además de evitarse los dobles estándares.



La segunda mirada que se puede dar apunta a cierto grado de sentido común en los actos de todo Gobierno y a las cosas que en la vida pública, de una u otra manera y por razones obvias -que podríamos discutir-, deben llevar algún nivel de secreto.



Sobre la base de uno de los criterios expuestos, entonces, bastaría poner en debate, exagerando las cosas, algunas materias como el secreto profesional, respecto del cual se concluiría, con esa lógica, que en un momento determinado quizás debería ser público. Eso me parece absolutamente inadecuado.



Señor Presidente, el argumento básico es que cualquiera de los dos extremos, de las dos propuestas, puede llevar al mal uso. Pero todos sabemos, por una lógica mínima, que el mal uso no implica desechar la utilización de algún instrumento.



Si hoy hacemos las cosas de una manera y se producen excesos, obviamente deberíamos ver cómo limitarlos. Pero llegar, a contrario sensu, a lo que ahora se pretende lo considero mucho más peligroso que lo existente y que pudiera ser atropellado por la falta de criterio de un Senador o de la Sala.



En esas condiciones, intervengo, más que nada, porque me parece que hay un asunto de fondo. Tengo la sensación, muy real, de que hemos sido ganados por una especie de exageración respecto a estas materias. Se sostuvo que había que ser transparentes en muchísimos aspectos, pero estamos llevando la llamada “transparencia” a un punto en que puede transformarse en algo absolutamente inconveniente para un Estado, para un Gobierno, para un país. No sé hasta dónde va a llegar esta propensión. Hoy día estamos analizando esto y mañana podemos llegar a cosas aún más exigentes.



Honestamente, pienso que hay asuntos de Estado y del Senado que deben ser reservados y, obviamente, secretos.



De otro modo -perdonen Sus Señorías que se los diga-, también se acabarán los espías. No serán necesarios. Y eso es lo que algunos Senadores quieren.



¿Pero qué pasaría si aquí, por razones de esta lógica, llegamos a establecer que algunas materias tienen que ser discutidas públicamente, como un secreto profesional, como ya he dicho, de carácter personal? ¿Debería ser tratado de esa manera? ¿Debería contemplarse, de alguna forma, un criterio tan amplio como para llegar a una conclusión como aquella a la que se está arribando?



En mi opinión -no sé qué señor Senador lo dijo, pero probablemente debió ser el Honorable señor Parra, por la exquisitez de su pensamiento-, cuando se abre un camino como éste debemos ser extremadamente prudentes. La prudencia es, a mi juicio, la mejor exigencia que se debe imponer a los cambios que se quieren realizar en todas nuestras organizaciones.




Por mi parte, votaré en contra de la indicación, señor Presidente. Más allá de razones absolutamente legales, que no son de mi incumbencia, lo haré por un criterio de formación profesional, por lo que he visto en la política chilena, por lo que he percibido que sucede cuando llegamos a estos excesos, que casi se transforman en un “desnudismo” político exagerado y que no es bueno para el país.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ruiz.

El señor RUIZ (don José).- Señor Presidente, voy a fundamentar mi voto diciendo lo siguiente.



El punto objeto de la indicación es, a mi juicio, el menos dañino de todo lo que se contempla. Y, al revés, creo que es el único que no genera ningún problema. No comparto la tesis que sostiene que, si uno vota por un ministro de Corte o un Contralor, tal pronunciamiento involucra consecuencias en una u otra forma. Lo que sí me preocupa son los otros aspectos del precepto que ya están aprobados, respecto de los cuales no tenemos posibilidad de discutir.



Pero como se trata de algo mucho menos grave que lo otro, votaré a favor de la indicación, pues al parecer no origina ninguna dificultad, por lo menos en lo que a mí respecta.



Y, además, creo que efectivamente es bueno que se vea públicamente cómo vota cada Parlamentario.



No estoy muy seguro de lo que piensan algunos señores Senadores acerca del hecho de que después de una votación se da por entendido que determinadas personas votaron de una forma o de otra. No estoy muy seguro de que sea así.



Creo que es preferible que las cosas queden claras y que lo más transparente, frente a nombramientos, es que se sepa cómo votó cada uno y que cada cual asuma su responsabilidad.



Por lo tanto, votaré a favor. Y voy a propiciar cualquier acuerdo para que el resto del artículo vaya a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, pues me parece que es lo más razonable.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, si las demás partes del artículo se hallan aprobadas, creo, tal como lo he manifestado privadamente a diversos señores Senadores, que podemos conversar acerca de la manera de perfeccionarlo en la Cámara de Diputados, a fin de no detener la tramitación de la iniciativa. Y me ofrezco para tal efecto, pues encuentro que varias de las consideraciones hechas son razonables, pero perfectamente corregibles en el segundo trámite constitucional.



Respecto de la indicación específica que nos ocupa, estimo que los asuntos que deberían ser secretos, en cuanto a una decisión del Senado, fundamentalmente se plantean con motivo de la situación de personas individuales cuya vida privada se ve afectada.



Por eso, me parece perfectamente comprensible que la rehabilitación de ciudadanía, por ejemplo, se analice en una sesión secreta, porque se trata de alguien que fue condenado y que, habiendo cumplido la sanción que le fue impuesta y acreditando honorabilidad en su conducta, intenta ser rehabilitado respecto de un efecto colateral de la pena principal. Me parece razonable que si el Senado se va a pronunciar lo haga en privado, porque si lo hiciera en público pondría en evidencia la situación de esa persona. Y no es el caso de quien ya pagó públicamente al haber sido repudiado con una sanción penal por una conducta específica.



Pero las decisiones que esta Corporación toma cuando aprueba o no un nombramiento propuesto por el Presidente de la República en el ámbito de la Corte Suprema, del Consejo del Banco Central, de Televisión Nacional o de tantos otros casos constituyen, esencialmente, el ejercicio público de una atribución que tenemos los Senadores. Y de ello debemos dar cuenta pública y hacernos cargo de lo que decimos o no.



Respeto y entiendo la prudencia de algunos Honorables colegas al fundamentar su voto, porque, por cierto, estamos frente a algo estrictamente opinable. Sin embargo, reitero que el fundamento último es que debemos dar cuenta de nuestros actos ante la opinión pública cuando los intereses de terceros no se ven afectados ni su vida privada queda desprotegida. Estamos ante una situación respecto de la cual los ciudadanos tienen derecho a saber por qué nos oponemos a determinado nombramiento o por qué lo favorecemos. Y estimo que nos enfrentamos a actos de Estado cuando debemos aprobarlos o no. Y, en esas circunstancias, tenemos que manifestarnos.



Por ejemplo, en el caso de la Corte Suprema, el Máximo Tribunal elabora una quina y la votación respecto de ella es pública. El Primer Mandatario elige un nombre y se hace responsable de decir por qué cree que esa persona debe ser designada Ministro del Alto Tribunal. ¡Y nosotros votamos en secreto! ¡Podemos rechazar la proposición, en secreto, por las razones más peregrinas! ¡Eso fomenta la irresponsabilidad! A mi juicio, uno tiene que hacerse cargo de las consecuencias de sus actos. 



Por eso, señor Presidente, pienso que debemos votar favorablemente esta indicación.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En votación electrónica.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la indicación renovada Nº 30 (20 votos contra 8 y una abstención).



Votaron por la negativa los señores Aburto, Canessa, Cantero, Cariola, Coloma, Flores, Frei (don Eduardo), Martínez, Matthei, Moreno, Muñoz Barra, Novoa, Orpis, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Stange, Vega, Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



Votaron por la afirmativa los señores Arancibia, Ávila, Fernández, Larraín, Parra, Ruiz (don José), Silva y Vásquez.



Se abstuvo el señor Viera-Gallo.

El señor COLOMA.- ¿Me permite una petición reglamentaria, señor Presidente? 

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra, Su Señoría. 

El señor COLOMA.- Señor Presidente, en virtud del artículo 125 del sabio Reglamento que nos gobierna, solicito que se reabra la discusión respecto del artículo 3º del proyecto.



Me explico. El referido precepto reglamentario dice textualmente: “Durante la discusión particular” -es la que estamos realizando- “podrá también formularse indicación para reabrir el debate acerca de algunas disposiciones, pero sólo cuando del estudio de otra aparezca como necesaria dicha reapertura.”.



Estimo que precisamente del estudio de la indicación renovada anterior surgió una preocupación expuesta por varios señores Parlamentarios respecto del tema de fondo.



Agrega la citada norma que “Esta indicación no tendrá segunda discusión y requerirá para ser aprobada del voto de los dos tercios de los Senadores presentes.”.



Por lo tanto, a la luz de esa disposición, parece evidente que de la proposición formulada surgió una reflexión respecto del artículo 3º en general. Así se desprende, por lo que recuerdo, de las intervenciones de los Honorables señores Viera-Gallo, Andrés Zaldívar y Ruiz.



En virtud de la norma reglamentaria, señor Presidente, solicito someter a la consideración de la Sala la reapertura del debate, lo que deben aprobar los dos tercios de los Senadores presentes, y ver si es posible mejorar nosotros mismos el texto, en lugar de enviarlo a la Cámara. La idea es despachar una buena legislación.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Es opinión de la Mesa que hay fundamento para la petición del Honorable señor Coloma.



Entonces, se pondrá en votación la solicitud de reabrir debate respecto del artículo 3º del proyecto, disposición que consta de tres letras: a), b) y c), esta última objeto de la discusión.

El señor PROKURICA.- Perdón, señor Presidente. ¿Por qué no aclara la propuesta? A mí me parece bien y la voy a votar a favor; pero hay un informe pendiente de la Comisión de Constitución y me gustaría que ese punto también se incluyera.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Nos encontramos primero en aspectos de procedimiento. Es evidente, a raíz de la indicación que discutimos, que la reflexión a que ello dio lugar comprendió la idea de que no sólo se quería analizar la letra c), sino también las letras a) y b), todas las cuales tienen que ver con el tema en debate, esto es, las condiciones que hacen plausibles sesiones y votaciones secretas en el Senado. Ése es el sentido exacto.



Cerrado el debate.



Antes de votar la solicitud del Honorable señor Coloma, ¿algún señor Senador desea fundar su posición?



--(Durante el fundamento de voto).

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, independiente de la justificación de la petición formulada, debo recordar que el artículo en comento venía en el proyecto presentado en enero de este año. Y tal cual se ha aprobado. Por lo tanto, hemos tenido largo tiempo para analizarlo con motivo de la discusión general y de las indicaciones presentadas. De manera tal que plantear ahora la necesidad de reabrir el debate me parece tardío, por no decir algo distinto.



En seguida, aquí se ha manifestado que el asunto se envió a la Comisión. En verdad, lo que se remitió a ella fue la interpretación que hizo ayer el señor Presidente del Senado acerca del significado de la reforma constitucional, en cuanto a que regía in actu, según las expresiones de su informe. Y ello, por lo tanto, hacía que nuestro Reglamento estuviese modificado, al igual que otras disposiciones, como los reglamentos dictados en virtud de los artículos 13 y 14 de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, los cuales se refieren a la determinación de los servicios públicos de declarar secreta o reservada cierta parte de sus actividades, de sus actuaciones. Eso es lo que se ha enviado a estudio, lo cual no guarda relación con esto.



El artículo 3º del proyecto enmienda la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional para determinar qué sesiones son secretas. Y si aquí todavía se suscitan inquietudes al respecto, cabe tener presente que en el segundo trámite constitucional, en la Cámara de Diputados, se puede seguir estudiando y avanzando en esta materia, y que, eventualmente, puede existir un tercer trámite, al igual que una Comisión Mixta y, por último, un veto. De manera que detener el avance del proyecto es inconducente y, además, inoportuno.



Por eso, voy a rechazar la indicación.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, es efectivo que desde enero la iniciativa ha estado a nuestra disposición, pero realmente se ha discutido en el órgano técnico. Yo, al menos, no he tenido la oportunidad de revisarla en la forma como lo hemos hecho ahora. Por ello, considero perfectamente conducente lo que se pretende realizar.



Además, pienso que la petición del Honorable señor Coloma tiene perfecto fundamento. Y el señor Presidente lo ha reconocido. Y si queremos sacar adelante el proyecto, es bueno que nos aboquemos a ello aquí y no confiemos en lo que puede hacer la Cámara de Diputados, porque puede que ella no debata el tema en los términos que lo estamos haciendo. Lo lógico sería que corrigiéramos la disposición, en lo posible, y que fuera a la otra rama del Congreso un texto armónico y consecuente con lo que queremos.



Por lo señalado, creo conveniente reabrir el debate y revisar también las letras a) y b) del artículo 3º.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Viera-Gallo.

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, en la misma línea de lo manifestado por el Honorable señor Andrés Zaldívar, creo que básicamente debería cambiarse la letra b) por una redacción como la siguiente: “Las que así sean declaradas por el Presidente de la Cámara respectiva cuando en ellas se traten materias que incidan en algunos de los puntos del artículo 8º, inciso segundo, de la Constitución”. O sea, podría establecerse la reserva o secreto de actos y resoluciones “cuando su publicidad afectare el debido cumplimiento de la funciones del órgano, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional”, con lo cual los Presidentes de cada rama del Parlamento quedan plenamente facultados para ejercer sus funciones.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En votación electrónica. 



Recuerdo que la reapertura del debate requiere la aprobación de los dos tercios de los Senadores presentes en la Sala.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba (22 votos a favor y 3 en contra).



Votaron por la afirmativa los señores Arancibia, Canessa, Cantero, Cariola, Coloma, Frei (don Eduardo), Horvath, Martínez, Matthei, Moreno, Muñoz Barra, Parra, Prokurica, Ruiz (don José), Ruiz-Esquide, Sabag, Stange, Vásquez, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



Votaron por la negativa los señores Aburto, Gazmuri y Larraín.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Queda reabierto el debate sobre el artículo 3º.

El señor VIERA-GALLO.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Para efectuar una discusión lo más provechosa posible, ofreceré primero la palabra a quienes estén en condiciones de plantear proposiciones específicas y concretas sobre el particular.



Tiene la palabra el Honorable señor Viera-Gallo. 

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, yo estaría de acuerdo con el artículo, que básicamente se refiere a la determinación del carácter de secretas de las sesiones. Según la letra a) serán tales las solicitadas por el Primer Mandatario. Es evidente: está en la Constitución.



El problema fundamental radica en la letra b), que restringe mucho las facultades del Presidente de cada rama del Parlamento. Entonces, podría decirse: “Las que así sean declaradas por el Presidente de la Cámara respectiva cuando se debatan materias que incidan en lo establecido en el inciso segundo del artículo 8º de la Constitución”. Reitero: las “materias” tienen que ver con los derechos de las personas, la seguridad de la nación o el interés nacional. Esa redacción otorga al Presidente de cada Corporación bastante latitud para dirigir la sesión y usar con buen criterio la facultad de declararla secreta.



Con eso, señor Presidente, me parece que quedaría salvado el problema de las sesiones secretas, destrabando la marcha del proyecto. 



Gracias. 

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tengo la impresión, si me permiten intentar interpretar el espíritu de esta discusión, de que la sugerencia del Senador señor Viera-Gallo responde a las preocupaciones y debates sobre el tema. 



Entonces, sin más trámite, propondría aprobar el artículo 3º, con la indicación del Honorable señor Viera-Gallo. Para ser precisos: serán sesiones secretas las así declaradas por el Presidente de cada Cámara -se elimina el requisito de los dos tercios- cuando haya argumentos o materias que incidan en lo que establece el inciso segundo del nuevo artículo 8º de la Constitución. 



¿Hay acuerdo?



Verifiquemos el quórum.



Se llamará a los señores Senadores. Faltan cinco. 

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, quiero insistir en mi propuesta respecto al tema de la Comisión de Constitución, porque igual llegará a su conocimiento. Entonces, ¿para qué repetir el ejercicio?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Perdón, señor Senador, pero ya tomamos un acuerdo unánime en otro sentido.



Se ruega a los señores Senadores que no abandonen la Sala.

La señora MATTHEI.- Algunos se encuentran sesionando en la Primera Subcomisión de Presupuestos.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, en caso de no reunirse  el quórum requerido, pediría la aplicación del Nº 1 del artículo 131 del Reglamento, a fin de aplazar la votación.

El señor PROKURICA.- Ya estamos votando.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Todavía no. Iba a empezar la votación.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Otros Honorables colegas asisten a la Reunión de la Comisión Parlamentaria de Asociación Unión Europea-Chile.



Someto al asentimiento de la Sala el artículo 3º en los términos propuestos por el Senador señor Viera-Gallo.



--Se aprueba el artículo 3º (26 votos a favor), dejándose constancia de que se reunió el quórum exigido, y queda despachado el proyecto en este trámite.

CREACIÓN DE SISTEMA NACIONAL DE CERTIFICACIÓN DE PRODUCTOS ORGÁNICOS AGRÍCOLAS

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre agricultura orgánica, con informe de la Comisión de Agricultura y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (3674-01) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 22ª, en 9 de agosto de 2005.


Informe de Comisión:


Agricultura, sesión 38ª, en 4 de octubre de 2005.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- El objetivo principal de la iniciativa es crear un Sistema Nacional de Certificación de Productos Orgánicos que asegure y certifique que dichos productos sean producidos, elaborados, envasados y manejados de acuerdo con la normativa de la ley y su reglamento.



La Comisión de Agricultura la discutió solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Cariola, Coloma y Naranjo), en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.



Cabe señalar que obligatoriamente en la discusión en particular el proyecto debe analizarse por la Comisión de Hacienda.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Dada la aprobación unánime de la iniciativa en general y que, según ha señalado el Ministro de Agricultura, urge su despacho considerando plazos internacionales sobre la materia, propongo acoger la idea de legislar sin debate.



¿Habría acuerdo?



--Se aprueba en general el proyecto.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Sugiero como plazo para presentar indicaciones el día lunes 17 de octubre.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Perdón, señor Presidente. Si estamos urgidos de tiempo, que sea el próximo lunes.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Me parece razonable.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Tendría que ser el martes 11, porque el lunes 10 es feriado.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Muy bien. 



--Se fija el martes 11, a las 12, el plazo para presentar indicaciones.
RESTABLECIMIENTO DE BONIFICACIÓN FISCAL PARA ENFERMEDADES CATASTRÓFICAS

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre restablecimiento de la bonificación fiscal para enfermedades catastróficas establecidas en la ley Nº 19.779, con informe de la Comisión de Salud y urgencia calificada de “suma”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (3960-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 34ª, en 7 de septiembre de 2005.


Informe de Comisión:


Salud, sesión 38ª, en 4 de octubre de 2005.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Los objetivos principales de la iniciativa son:



1.- Restablecer el régimen de bonificaciones fiscales para la importación de medicamentos destinados al tratamiento de enfermedades calificadas como catastróficas.



2.- Ampliar hasta 2006 el plazo para impetrar la bonificación fiscal para las personas que reúnen los siguientes requisitos: padecer alguna de las enfermedades catastróficas; presentar insolvencia económica en relación al costo de sus tratamientos; no tener acceso a los medicamentos de acuerdo con sus planes de salud, y que la importación de éstos se efectúe mediante instituciones sin fines de lucro.



La Comisión de Salud discutió sólo en general el proyecto y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señora Matthei y señores Naranjo, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo), en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.



Cabe hacer presente que la iniciativa, en la discusión en particular, debe ser informada también por la Comisión de Hacienda.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En discusión general.



Tiene la palabra el Honorable señor Viera-Gallo.

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, sería innecesario explayarse más de lo informado por el señor Secretario, que fue muy claro. 



La Comisión aprobó por unanimidad el restablecimiento de un beneficio para personas de escasos recursos que tienen un familiar enfermo que requiere importar una droga de alto costo. En estos casos, se da una bonificación equivalente al arancel aduanero.



Desgraciadamente, esta medida había caducado. Ahora se repone, aun cuando sólo hasta 2006. Ojalá en el segundo informe el Gobierno -su tramitación legislativa corresponde exclusivamente al Presidente de la República- extienda su aplicación por algunos años.



En consecuencia, pido la aprobación unánime de la idea de legislar. 

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Sí.

El señor MORENO.- De acuerdo.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor GARCÍA (Ministro de Salud).- Nos interesa que el plazo para formular indicaciones sea lo más breve posible. Hasta el martes a las 12.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Igual que en el caso anterior.



--Se aprueba en general el proyecto y se fija plazo para presentar indicaciones hasta el martes 11, a las 12.
El señor GARCÍA (Ministro de Salud).- Muchas gracias.

)-----------------(

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- La Tercera Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos ha mandado un oficio a la Mesa en el que solicita acuerdo para sesionar paralelamente con la Sala el martes 11 de octubre, de 15 a 22, con el objeto de estudiar las Partidas de los Ministerios del Trabajo y Previsión Social, de Salud, de Justicia, de Relaciones Exteriores; del Poder Judicial y del Ministerio Público.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo pedido, dejando constancia de que, si hay votaciones que requieran quórum especial, los señores Senadores serán llamados al Hemiciclo.



--Se autoriza.
RESTABLECIMIENTO DE EXCLUSIVIDAD UNIVERSITARIA PARA DIVERSAS CARRERAS DEL ÁREA DE LA SALUD

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que confiere el carácter de título profesional universitario a las carreras de Kinesiología, Fonoaudiología, Enfermería, Obstetricia y Puericultura, Nutrición y Dietética, Tecnología Médica y Terapia Ocupacional, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

--Los antecedentes sobre el proyecto (3849-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (Moción de Senadores señora Matthei y señor Espina).


En primer trámite, sesión 48ª, en 3 de mayo de 2005.


Informe de Comisión:


Educación, sesión 31ª, en 31 de agosto de 2005.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Cabe indicar que esta iniciativa tuvo su origen en una moción de los Senadores señora Matthei y señor Espina.



La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología discutió en general y en particular el proyecto. (Su texto original estaba conformado por artículo único, lo que ya no es así).



Sus objetivos principales son:



1.- Reconocer la relevancia científica y la calidad esencial y exclusivamente universitaria de las carreras de Kinesiología, Fonoaudiología, Enfermería, Obstetricia y Puericultura, Nutrición y Dietética, Tecnología Médica y Terapia Ocupacional.



2.- Modificar el artículo 52 de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza con la finalidad de agregar las referidas carreras a su listado de títulos profesionales que requieren licenciatura previa para su otorgamiento.



La Comisión aprobó la idea de legislar en esta materia por la unanimidad de sus miembros presentes (Honorables señores Fernández, Moreno, Parra y Vega).



En cuanto a la discusión en particular, el órgano técnico efectuó diversas modificaciones al proyecto original: agregó dos artículos permanentes y dos artículos transitorios con el propósito de que los profesionales titulados en institutos profesionales o quienes se encuentren cursando estudios en estos institutos no se vean perjudicados con la entrada en vigencia de esta ley, manteniendo los mismos derechos y calidades que los profesionales que cursen estudios en las universidades, excepto, naturalmente, el grado de licenciado. 



Para la obtención de este grado, las universidades deberán establecer planes y programas especiales para quienes hubieren obtenido su título en institutos profesionales. 



Todas estas enmiendas fueron acordadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión (Senadores señores Fernández, Moreno, Parra y Vega).

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En discusión general.



Tiene la palabra el Honorable señor Moreno.

El señor MUÑOZ BARRA.- ¿Me permite una consulta, señor Presidente? 



Yo estuve en esa sesión y me abstuve. Y aquí aparece que hubo unanimidad. No sé si ahí existe un error de la Secretaría. Figuran cuatro señores Senadores y, pese a estar presente, no se registra mi votación.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Hay un problema de la Secretaría de la Comisión, según entiendo.



Quedará anotada la observación de Su Señoría a fin de incorporar la corrección correspondiente.



Tiene la palabra el Honorable señor Moreno.

El señor MORENO.- Señor Presidente, no veo inconveniente en acoger lo observado. Lo que ocurrió fue que la votación en la Comisión tuvo efecto en una sesión posterior. Pero es efectivo que el Senador señor Muñoz Barra, cuando se discutió por primera vez la materia, manifestó su abstención.



La relación de la Secretaría ha sido bastante explícita. 



La parte más compleja del debate, que terminó siendo modificada y generando un artículo transitorio nuevo, se refería a que algunos  institutos profesionales -no todos imparten esta formación- han otorgado títulos que deberían someterse a un reconocimiento, incluyendo a los que estudiaban sobre la base de adscribirse a un procedimiento universitario que les permitía completar su educación, dado que normalmente estudiaban durante cuatro años en los institutos, terminando el quinto a través de convenios con diferentes universidades. Algunas de éstas hicieron explícito en la Comisión su deseo de colaborar para resolver la situación.



El proyecto beneficia a cerca de 10 mil personas que ejercen estas actividades, para quienes constituye una aspiración muy sentida.

Por eso, la Comisión de Educación acogió la iniciativa en los términos señalados por el señor Secretario.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, a nuestro juicio, el proyecto beneficia a todos los chilenos, no solamente a aquellos que ejercen las profesiones a que él se refiere.



En este momento nos encontramos en una campaña para propiciar mayor información y estrictez en cuanto a quiénes pueden acercarse a un paciente. Por ejemplo, en la Ley de Autoridad Sanitaria se normó qué personas están habilitadas para exhibir el título de especialista de una carrera médica.



La especialidad médica se puede adquirir por la vía de trabajar mucho en determinada área -caso en el cual el postulante debe rendir ciertos exámenes- y por la de realizar un curso de especialización, que se halla sujeto a una serie de normas y que, básicamente, es impartido por las universidades.



Sin embargo, hasta hoy ocurre que un paciente puede acudir a un médico que se dice especialista, pero que carece de acreditación que lo avale como tal. Incluso, algunos declaran tener tres especialidades y no es efectivo.



Por ello, en la Ley de Autoridad Sanitaria dispusimos que todos los médicos que poseen el título respectivo para trabajar en Chile deben figurar en un listado público. 



Lo mismo acontece con los especialistas. De manera que cuando alguien consulte a uno de ellos sepa si realmente tiene esa calidad o sólo se la atribuye, pues ahí hay una diferencia muy grande.



El proyecto en debate avanza en la misma dirección.



En la actualidad, existen una serie de actividades que ejercen únicamente los médicos, en circunstancias de que podrían ser ejecutadas por este tipo de profesionales.



Así, hoy día sólo atiende dolencias relacionadas con los ojos el médico oftalmólogo, cuya formación requiere aproximadamente diez años.



En algunos países, otros tipos de profesionales pueden efectuar exámenes básicos que inmediatamente detectan si hay un problema más serio y el paciente pasa a un médico oftalmólogo. Es factible que dichos exámenes sean practicados, por ejemplo, por tecnólogos médicos con mención en oftalmología.



Existe una universidad que imparte la carrera de Tecnología Médica con mención en Oftalmología, pero sus egresados no pueden ejercer la especialidad porque carecen de campo laboral.



Igual sucede con Kinesiología. Los kinesiólogos son profesionales altamente formados, con estudios de anatomía y otros muy importantes. En clínicas privadas, muchas veces se hacen cargo, en la UCI, de la parte respiratoria de un enfermo grave. Incluso, proceden a entubarlo, a ponerle el respirador mecánico, etcétera.



Creo que estas materias deberían regularse.



En Chile contamos con innumerables profesionales de la salud muy bien formados, pero subutilizados porque la tuición de prácticamente todo se entrega a los médicos, en circunstancias de que muchos procedimientos podrían ser ejecutados con gran experticia por aquéllos.


Eso significaría, por ejemplo, que si un tecnólogo médico somete a una persona a un screening a través del cual se desecha la existencia de un problema grave a la vista, no deberá esperar entre dieciocho meses y dos años  -según la lista de espera que existe en la Región que represento- para ser examinada por un oftalmólogo. En cambio, aquellos pacientes que sufran una dolencia más compleja pasarían de inmediato a un médico oftalmólogo. 



De esa forma, los especialistas podrían dedicarse a enfermedades más complicadas, como operaciones de cataratas, tratamientos a los ojos de gente aquejada por diabetes, etcétera.



Entonces, la idea es que todos los médicos y especialistas estén acreditados. Probablemente avanzaremos en el sentido de que cada cierto número de años tengan la obligación de realizar cursos a fin de ponerse al día sobre los progresos de la medicina, donde los avances son variados y muy rápidos.



El proyecto que nos ocupa tiene que ver con lo mismo: con el hecho de que, por una parte, aseguremos la calidad del resto de las profesiones vinculadas a la salud; que las especializaciones se encuentren normadas en forma clara, con el objeto de que si un profesional dice ser especialista en algún área, efectivamente haya aprobado los cursos respectivos, tenga cómo probar su especialización y cuente con la experiencia necesaria para ejercerla. Y, por otro lado, con que otros profesionales de la salud puedan asumir labores que hoy desarrollan de modo exclusivo los médicos.



Por eso, la iniciativa representa un primer paso, que se traduce en que las carreras vinculadas a la salud puedan ser impartidas sólo por universidades. Quizás también se avance en cuáles son las materias que esos estudiantes deberían conocer; en qué tipo de cursos habrán de participar después; en cómo ponerse al día con el progreso de la medicina y, además, en la forma de tomar otras responsabilidades en este campo.



Lo anterior nos permitiría un mejor aprovechamiento de la excelente calidad de los profesionales de la salud con que contamos. 




Sin embargo, para lograr eso debemos precavernos de que las personas encargadas de tales funciones -que son críticas porque se relacionan con la salud y pueden significar la muerte de un paciente si no se desempeñan bien- tengan una formación de excelencia.



Por eso, junto con el Senador señor Espina, presentamos esta iniciativa. Y me alegro de que la Comisión de Educación la haya aprobado por unanimidad. Espero que se transforme en un eslabón más de la cadena tendiente a racionalizar el uso del recurso humano de especialidad, que -como decía- es tan escaso en los hospitales y en nuestro sistema de salud.



En consecuencia, naturalmente votaré a favor del  proyecto. Y agradezco la acuciosidad que ha mostrado la Comisión para perfeccionarlo.



He dicho.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Recuerdo a Sus Señorías que el Orden del Día concluye a las 18:32. Y advierto mucho interés en la discusión de la iniciativa porque hay cinco oradores inscritos.

El señor MORENO.- ¿Por qué no abre la votación, señor Presidente?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- El quórum se encuentra muy ajustado en este momento.



Por ese motivo, propongo abrirla a las 18:15.

El señor MORENO.- Mejor ahora mismo, señor Presidente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Entonces, se abre la votación.



Sus Señorías pueden depositar su voto en la Mesa. 

La señora MATTHEI.- ¿Hay quórum? 

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Sí. Hoy el quórum es de 15 Senadores, porque hay dos con permiso constitucional, y están presentes 16.



Por lo tanto, es posible poner en votación el proyecto y continuar con la discusión general.



Reitero que está abierta la votación.



Tiene la palabra el Honorable señor Vega.

El señor VEGA.- Señor Presidente, yo participé en el debate de la iniciativa en la Comisión y, por supuesto, lo voté a favor porque estoy de acuerdo con él.



Sin embargo, hubo varias opiniones complementarias con respecto al problema de la acreditación. Esta discusión ya la hicimos anteriormente a raíz de proyectos similares relativos a  las carreras de matrón y de trabajo social. Por ello, estimo que todas las iniciativas de la misma índole deberían juntarse en una sola, para los efectos de una mayor eficiencia legislativa.



Desde mi punto de vista, deberíamos haber partido por otro lado: con la modificación del artículo 52 de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza. Porque no sólo son estas carreras las que enfrentan el problema. Hay cientos de otros casos en que se presentará la misma dificultad, de manera que tendremos que estar aprobando proyectos por goteo. No están los astrofísicos, los astrónomos, los físicos, los químicos; en fin, existen diversas carreras que deberán seguir idéntico procedimiento si desean alcanzar la misma garantía. A mi oficina han llegado representantes de otras profesiones planteando similar aspiración.



Entonces, lo lógico sería modificar el citado artículo 52, generalizándolo, de modo que las universidades otorgaran las licenciaturas que estimasen convenientes de acuerdo con sus programas. Y ahí el Ministerio de Educación debería entrar a hacer una reevaluación y reforma del precepto, formalizando las distintas carreras que pretendan una licenciatura.



Hoy, con la estructura tecnológica existente, necesitamos maestrías y doctorados. Sabemos muy bien que el modelo carece de un número importante de doctores y particularmente de maestros. Es preciso resolver esto si no queremos seguir dependiendo de la tecnología extranjera.



Ése es el primer problema: la modificación del artículo 52 en orden a generalizarlo.



El segundo dice relación a los institutos profesionales. Y debiera preocuparnos, pues con este proyecto y la acreditación de las especialidades que él incorpora van a quedar fuera de la opción los egresados de tales establecimientos. A pesar de que en el artículo 3° se reconocen a estos profesionales las mismas garantías con las cuales  salieron de ellos, no será así en el futuro.



Por lo tanto, los interesados no querrán estudiar en un instituto, sino, inevitablemente, en una universidad, con lo cual los institutos de educación superior perderán una significativa cantidad de alumnos, debilitándose su desarrollo y su aspecto financiero. Cuando partieron, lo hicieron muy conscientes de que contaban con la garantía establecida en la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza. Ahora, sin embargo, se la estamos eliminando, lo cual perjudicará a un considerable número de personas. Desconozco la cifra exacta. No me pude reunir con todos los afectados, pero entiendo que en el caso de los trabajadores sociales fluctúa entre 8 mil y 8 mil 500. Y en el resto es el doble. Son de 16 mil a 20 mil los profesionales que están sufriendo un detrimento con esta enmienda, independiente de que la ley les considerará los títulos que obtuvieron en los institutos.



Los egresados de universidades -y éste es un tercer punto- han aumentado, desde 1992 hasta la fecha, en 300 a 400 por ciento. De 150 mil estudiantes se pasó a más de 400 mil o 500 mil. Los demás son alumnos de enseñanza técnico-profesional, que de 95 mil llegaron a 110 mil. O sea, experimentaron un crecimiento inferior a 30 por ciento. Esto quiere decir que las carreras técnico-profesionales están quedando atrás y, sencillamente, alejándose de las universidades, que son las que gozan de preferencia, por la LOCE. 



No hemos atendido el problema de los institutos profesionales, que hoy constituyen la base de las microempresas, del desarrollo económico y de las certificaciones de calidad. Estas últimas se encuentran en manos de los técnicos que laboran en terreno. Y cuando nos exigen la ISO 9000, por ejemplo, se revisa el trabajo de profesionales de institutos de educación superior y no necesariamente de las universidades.



Por esa razón es tan importante que demos una mirada más de fondo al nivel de la educación superior de carácter tecnológico, para asimilarlo al que existe en los países desarrollados. En Chile tenemos una pirámide invertida: una mayor proporción de profesionales provenientes de universidades y una mínima cantidad de egresados de institutos profesionales. En las naciones más avanzadas la situación es inversa.



Me parece que se debería revisar este aspecto. Lo conversamos en la Comisión con la Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, señora Pilar Armanet, cuya opinión consta en el informe.



En conclusión, señor Presidente, pienso que, en primer lugar, se requiere una modificación de fondo del artículo 52 de la LOCE, para no seguir agregando profesiones y más profesiones. Existen más de mil, de manera que va a llegar un momento en que nos hallaremos tapados de pequeños proyectos.



En segundo lugar, es necesario revisar la acreditación de la calidad de la educación superior. Esto se está examinando en otra iniciativa. Y hay opiniones con respecto al acortamiento de las carreras universitarias en general. En definitiva, quizás todos estos temas se abordarán dentro del análisis de dicha materia.  



Pero insisto: debemos preocuparnos de los institutos profesionales, que, a mi modo de ver, son la base de nuestras microempresas, de nuestro desarrollo económico y de nuestras certificaciones de calidad.



Quería hacer estos alcances, señor Presidente. Y voté a favor en la Comisión considerando las reflexiones y puntos de vista que he expuesto.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, lamento profundamente que el debate acerca de un proyecto de esta naturaleza se esté desarrollando en la Sala en las actuales condiciones, emitiéndose el voto sin escuchar todos los argumentos, no obstante que se trata de una materia bastante delicada, sobre la cual tengo justificadas aprensiones.



Deseo partir haciendo presente -como lo he hecho en otras oportunidades- que, por desgracia, el Estado no ha definido, desde 1990 hasta la fecha, una política institucional respecto de la educación de nivel superior. Y, por razones que no es del caso analizar en este minuto, se ha venido legislando bajo diferentes coyunturas y se han ido abriendo algunas ventanas para desahogar una realidad que, en mi opinión, resulta tremendamente cruel con grandes sectores de la sociedad chilena.



Vale la pena señalar que estudiar en las universidades chilenas constituye un privilegio que cada día se va estrechando más y más, porque tanto las públicas como las privadas se parecen mucho en cuanto al sistema de financiamiento, aranceles, etcétera.



Es cierto que el Estado, a través de los diferentes Gobiernos, ha ido entregando recursos, ha ido subsidiando; pero todos los cálculos indican que las ayudas entregadas no superan el 30 ó 35 por ciento del costo de un tipo de carrera, ya sea en las universidades públicas o en las privadas.



En esta situación, señor Presidente, hay cosas que realmente no encajan o que a uno lo dejan confuso. Por ejemplo, existen posiciones diversas acerca de un proyecto de ley relativo a la acreditación de las universidades para acceder a recursos del Estado y solicitar a instituciones financieras fondos destinados al otorgamiento de créditos. 



¿Y cuál es la discusión que se suscita a propósito de esa iniciativa, respecto de la cual se ha expresado que,  incluso, se puede a recurrir a instancias superiores para examinar su constitucionalidad? ¿Qué sucede, en este aspecto, en cuanto a la acreditación? Las universidades están divididas: las particulares tienen una posición (no la voy a comentar, porque tienen razón desde el punto de vista del ámbito en que ellas existen) y las del Consejo de Rectores, conocidas como "tradicionales", otra distinta.



Entonces, para su acreditación, para la aprobación de sus proyectos tendientes a obtener ciertos recursos las universidades necesitan ser reconocidas por instituciones acreditadoras y por un consejo nacional, en el cual tiene gran injerencia el Estado. Sobre este punto existe división.



Se ha avanzado en la materia, ya que se determinó que las de docencia y de medicina tendrían que acreditarse.



Siempre he tenido una posición respecto de la responsabilidad protagónica estatal en materia de educación superior. Incluso, he señalado que a todo joven inteligente, cuya situación económica sea comprobadamente difícil, el Estado debe garantizarle el ingreso a las universidades públicas. Y una vez que egrese, obtenga su título y firme un contrato de trabajo, pueda devolver lo invertido en  él para que sea profesional.



He sido muy claro en mi posición.



Sin embargo, señor Presidente, en Chile se han creado, en total, 189 institutos profesionales y centros de formación técnica, con el respaldo del Parlamento.



Por lo tanto, surgen dudas frente a determinadas iniciativas que son producto, evidentemente, de la interpretación de un grupo respetable de Parlamentarios y también, del lobby que realizan ciertos gremios. 



Se han propuesto diferentes proyectos de ley para entregar la exclusividad de ciertas carreras a las universidades, sean públicas o privadas. Y en cuanto a exclusividad en la formación profesional de algunas de ellas, hay un criterio unánime que se manifiesta de una u otra manera.



De modo que, hoy día, mediante una moción que cuenta con apoyo de una mayoría, se pretende dar título profesional universitario a las carreras de Kinesiología, Fonoaudiología, Enfermería, Obstetricia y Puericultura y Nutrición, Dietética, Tecnología Médica y Terapia Ocupacional.



Como señaló un señor Senador, hay 500 ó 700 carreras más. Con tal procedimiento, el día de mañana, algunos Parlamentarios de estas bancadas, de las del lado o de las del frente,  en su legítimo derecho, van a presentar otra iniciativa para conferir título universitario a otras 10 ó 15 profesiones, según sea la capacidad de lobby de determinado grupo de personas. Esto me preocupa mucho, lo que no puedo dejar de representar respetuosamente en el debate.



No debe olvidarse que hace un tiempo, por iniciativa parlamentaria, se pretendió modificar algunos currículos. Es decir, si por medio de tal procedimiento se cambian los programas de ciertas asignaturas y se da el carácter de exclusividad a instituciones respecto de algunas carreras, me parece que el Gobierno –como representante del Estado- debería patrocinar un proyecto de ley, en el cual el Congreso tenga la oportunidad de enriquecerlo, corregirlo, modificarlo, etcétera.



Estoy de acuerdo en que determinadas carreras pueden ser consideradas dentro del área médica. Las de Enfermería y Obstetricia caben dentro de la prerrogativa de ser impartidas en las universidades como carreras médicas. Pero, si somos responsables de lo que aprobamos, la enseñanza de kinesiología, fonoaudiología -que hoy día se desarrolla mediante instrumentos según la tecnología actual-, puericultura, nutrición, dietética, tecnología médica y terapia ocupacional, es perfectamente posible que quede a cargo de los institutos profesionales.



Por lo tanto, de una vez por todas debemos discutir si vamos a modificar la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza para definir todas las carreras de este tipo que serían de exclusividad universitaria. No veo por qué ciertas especialidades tienen que ser consideradas con ese carácter y otras no, según lo señalaron algunos señores Senadores.



Votaré en contra del proyecto, porque estimo que el Estado chileno -expresado ahora en un Gobierno que está a punto de terminar o en el que se elija próximamente, cualquiera que sea su color político-  debe proponer legislar sobre el particular para que exista una posición definitiva en la educación superior. A mi juicio, no se pueden seguir presentando iniciativas legales que, aunque sean respetables y bien intencionadas, quiebran un poco el cuerpo coherente de un nivel educacional de tan alta selección y responsabilidad, como es el de la enseñanza superior.



Deseo hacer un llamado a los señores Senadores, a fin de que digamos claramente que los institutos profesionales deberán ser cerrados por no tener carreras que impartir. Así podría ocurrir con INACAP, DUOC y otras instituciones que enseñan muchas de las profesiones a que se refiere el proyecto en debate.



El señor Ministro de Salud, en la Comisión, reconoció la alta capacidad de las personas formadas en institutos profesionales, y dijo que no tenía aprensión ni podía dar argumentos en cuanto a que los egresados de tales establecimientos hayan deteriorado los planes de salud.



Por esa razón, invito a los señores Senadores presentes en la Sala a que observen con bastante acuciosidad la situación, porque se puede dejar prácticamente sin posibilidad de acción a los institutos, cuyo funcionamiento nosotros mismos hemos aprobado. Al quitarles las carreras que enseñan, les cambiamos las reglas del juego y los llevamos a un terreno que puede resultar sumamente peligroso.



Ahora bien, mañana o pasado, algunos Parlamentarios podrán sugerir que otras 15 ó 20 carreras pueden tener carácter universitario. Y así, en el transcurso de un año, todas pasarán a ese nivel. Tal vez sea bueno, y hasta yo quizás esté en esa “parada”.



Sin embargo, mientras en el país haya institutos profesionales con aranceles más bajos para este tipo de carreras y a éstas puedan optar grandes sectores de la sociedad chilena, estaré reclamando el derecho que nosotros mismos  les conferimos para incursionar en profesiones de tal naturaleza.



Señor Presidente, lamentablemente, no voy a  respaldar la iniciativa en debate. Y aunque sea el único en tal sentido, tengo la profunda convicción de que no podemos seguir otorgándole dicho carácter a materias tan importantes como la educación superior, por respetables que sean las mayorías parlamentarias que alcancen  las bancas del frente, las del lado o las de mi propio sector. Me parece que ésa no es la manera de modernizar la educación universitaria.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Fernández.

El señor FERNÁNDEZ.- Señor Presidente, en la Comisión presté mi aprobación al proyecto y a otras iniciativas similares que dicen relación al tema.



Comparto plenamente lo planteado por el señor Senador que me ha precedido en el uso de la palabra, al hacer referencia a un hecho realmente preocupante: los institutos profesionales se están extinguiendo no por un problema de calidad académica -porque la suya es de gran nivel-, ni porque sean inferiores a las universidades, sino por una mala apreciación del estatus que significa ser egresado de una universidad o de un instituto, lo que constituye un problema social. De modo que si los institutos profesionales van a ir desapareciendo es porque todos quienes se forman allí aspiran a que sus carreras tengan rango universitario. Se mira en forma peyorativa los títulos que se otorgan por ellos, en circunstancias de que estudios serios demuestran que muchas de sus carreras son de un nivel incluso superior al de diversas universidades. De manera que no es un problema de calidad académica, sino de estatus.



Lamentablemente, no tenemos cómo enfrentar esa forma de pensar y de actuar. Y de modo inevitable, vamos a la extinción de los institutos, que son órganos de gran eficiencia y que prestan un servicio de calidad profesional y técnica de alto nivel. Por ejemplo, INACAP se está transformando en universidad, porque, precisamente, la mayor parte de las carreras que en la actualidad imparte se adjudica por medio de una ley a las universidades. Y tal institución tiene un nivel igual o superior  al de muchas de éstas.



Por eso, nosotros en la Comisión vemos esto con mucha preocupación, y hemos pedido al Gobierno fijar una línea y una política a este respecto. Porque, de lo contrario, proyectos como éste se van a ir sucediendo uno a uno en el Senado.



Todas las carreras van a aspirar a ser universitarias. Y las que no tengan ese carácter se considerarán como de segunda categoría, lo cual no corresponde a la realidad.



Los institutos poseen alta eficiencia y calidad. A mi juicio, cumplen una función social, porque sus costos muchas veces son más bajos que los de las universidades.



En fin, no nos parece que estemos en situación de poder frenar esta línea. Por ello he ido aprobando iniciativas legales, no obstante estar en una posición muy similar a la señalada por el Honorable señor Muñoz Barra, porque, en mi concepto, no podemos ir contra una realidad: la gente aprecia, estima y da un plus al título universitario distinto al de un instituto profesional, en circunstancias de que la calidad de éste puede ser semejante o superior a la de la universidad. Pero eso es un hecho.



Por tal motivo, reclamo del Gobierno que fije una línea de acción, una política respecto de los institutos con relación a las universidades, porque si no -repito-, tendremos una sucesión de proyectos y todas las carreras van a pasar a ser universitarias. Con buenas, regulares o malas argumentaciones no nos podremos oponer, porque la manera de hacerlo significará establecer niveles de carrera inferiores para los institutos, y ése no es el propósito buscado.



No nos olvidemos de que a nivel internacional existen institutos de gran prestigio (en Francia, en Estados Unidos; el MIT, por ejemplo), que no necesitan tener la calidad de universidad para dar una educación de gran calidad.



Por tales razones, votaré a favor del proyecto; pero reclamo del Gobierno una definición respecto del destino de los institutos profesionales.



Voto que sí.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador Espina. 



Advierto a Su Señoría que dispone de cuatro minutos.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, ante todo, quiero agradecer a la Comisión de Salud el haber aprobado esta iniciativa legal, que presentamos junto con la Senadora señora Matthei; y, por supuesto, a todos los señores Senadores que la respalden.



Sólo quiero hacer algunas precisiones.



En primer lugar, el informe de la Comisión consigna el planteamiento de la Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, doña Pilar Armanet, quien, a mi juicio, apunta al fondo de lo que plantea el proyecto al señalar:



“En nuestra legislación existen ciertas carreras que no pueden ser impartidas si no consideran el otorgamiento del Grado Académico de Licenciado, es decir, si no incorporan en el plan de estudios todos los aspectos esenciales de un área del conocimiento o de una disciplina determinada. Lo anterior se justifica en cuanto existen ciertas profesiones que requieren de una base disciplinaria o científica profunda, de manera previa a la formación más específica de tipo profesional.”.



Señor Presidente, aquí estamos hablando de carreras que sin lugar a dudas requieren la licenciatura.



Veo con preocupación cómo en nuestro país algunas carreras que precisan a lo menos de cinco o seis años de formación, lenta y paulatinamente se han ido acortando. Quienes las hemos estudiado sabemos que es del todo imposible formar un buen profesional -que cada vez tiene que incorporar mayores grados de conocimiento- cuando se acorta el tiempo de estudio.



La tendencia en los países modernos consiste, precisamente, en una primera fase, en que las licenciaturas demoran una determinada cantidad de años, y posteriormente, los que las logran requieren estudios adicionales para la especialización.



Se trata de carreras que dicen relación a aspectos muy sensibles, como la salud de las personas; por lo que quienes las cursan necesitan un altísimo grado de preparación y profesionalización. Reconocer esto no es menoscabar a los institutos profesionales, que tienen un amplio campo donde ejercer sus actividades. Pero ciertas carreras precisan la licenciatura. Me parece  que las incorporadas aquí son algunas de ellas. Sin embargo -insisto- ello no significa, en caso alguno, restar mérito a los referidos institutos.



Uno de los problemas que afectan a Chile es la falta de formación de profesionales, como lo vimos en la Comisión de Salud cuando estudiamos el proyecto sobre nueva concepción de la autoridad sanitaria.



Si bien se ha creado, como nunca, una amplia gama de alternativas para estudiar carreras profesionales, hoy día existen más cupos que postulantes a las universidades. O sea, en la práctica, resulta imposible que un joven no pueda estudiar una carrera, salvo por razones económicas, lo que, probablemente, ocurre en muchos casos. Pero la realidad de las cosas es que el nivel de preparación de profesiones de alta confiabilidad ciudadana no es el esperado. El control de cómo se forman algunos profesionales es insuficiente. Por eso, se está estudiando el proyecto de ley sobre acreditación de carreras y de universidades.



Me parece bien exigir que ciertas carreras tengan el grado de licenciatura. En otras los requisitos podrán ser menos rigurosos, no por ser inferiores, sino porque el grado de conocimiento o especialización es menor.



Por esa razón, comparto la inquietud de quienes nos hicieron presente esta materia. Creo que estamos dando un paso en el sentido correcto. En un país como el nuestro, en que la ciencia avanza permanentemente, el grado de preparación de los profesionales debe ser mayor y más exigente y el deber del Estado es dar facilidades a los jóvenes para que puedan estudiar esas carreras.



Desde ese punto de vista, creo que el proyecto está bien orientado.



Por consiguiente, voto que sí.

El señor MUÑOZ BARRA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Ha terminado el Orden del Día, señor Senador. Desgraciadamente, tengo que hacer cumplir el Reglamento. También se hallaba inscrito el Senador señor Parra, a quien tampoco podré conceder la palabra. No hay quórum para prorrogar esta parte de la sesión, lo cual habría sido una alternativa.


En votación electrónica.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (16 votos a favor, 2 en contra y 2 abstenciones).



Votaron por la afirmativa los señores Canessa, Espina, Fernández, Horvath, Martínez, Matthei, Moreno, Parra, Prokurica, Ruiz (don José), Sabag, Stange, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



Votaron por la negativa los señores Arancibia y Muñoz Barra.



Se abstuvieron los señores Gazmuri y Orpis.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- No tenemos quórum para fijar plazo para presentar indicaciones. Se resolverá en la próxima sesión.

VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)---------------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor BOMBAL:



Al señor Presidente de la República y al señor Ministro de Hacienda, requiriendo estudiar la posibilidad de conceder BENEFICIOS PREVISIONALES A JUBILADOS Y MONTEPIADOS DE LA UNIVERSIDAD DE CONCEPCIÓN.



Del señor CHADWICK:



Al señor Contralor General de la República tocante a SOLICITUD DE BENEFICIOS DE DECRETO Nº 127 A DEUDORES HABITACIONALES DEL COMITÉ “UNIÓN COMUNAL LAS LOMAS DE LA COMUNA DE MACHALÍ” (Sexta Región).


De la señora FREI (doña Carmen):



A los señores Ministros de Educación, de Obras Públicas y de Agricultura, demandando su preocupación en cuanto a DICTACIÓN DE ESTATUTO EN BENEFICIO DE ASOCIACIÓN DE FUNCIONARIOS NO DOCENTES DE TOCOPILLA; al señor Ministro de Educación y a la señora Ministra de Bienes Nacionales, acerca de RECUPERACIÓN DE BIENES INMUEBLES PARA LICEO MARTA NAREAS DE ANTOFAGASTA; al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, solicitando su atención respecto a CONGELAMIENTO DE PARQUE AUTOMOTRIZ DE TAXIS EN CALAMA; a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, en lo concerniente a VIVIENDAS PROPIAS PARA PERSONAS DE TERCERA EDAD OCUPANTES DE CASAS EN COMODATO (todos de la Segunda Región).



Del señor HORVATH:



Al señor Ministro de Economía y al señor Subsecretario de Pesca, solicitando su atención sobre AUMENTO DE CUOTA PARA PESCADORES ARTESANALES DE REGIÓN DE LOS LAGOS POR PARTE DE INSTANCIA DENOMINADA “MESA DEL ERIZO”, y a la señora Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional del Medio Ambiente y al Director de la Región Metropolitana de dicha entidad, pidiéndoles la confección de un MAPA CON FIJACIÓN DE LÍMITES PARA TALA DE ÁRBOLES Y ARBUSTOS EN ZONA DE PRECORDILLERA ANDINA, y



Del señor RUIZ-ESQUIDE:



Al señor Director del Servicio de Salud de Biobío, dándole a conocer DENUNCIA SOBRE ANOMALÍAS EN FUNCIONAMIENTO DE HOSPITAL DE NACIMIENTO (Octava Región).
)------------(

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité Mixto.

El señor PARRA.- Pido la palabra.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

PROYECTO “TEATRO PENCOPOLITANO”. OFICIOS

El señor PARRA.- Señor Presidente, deseo referirme esta tarde a una materia que para la Región del Biobío, y en particular para la ciudad de Concepción, tiene la máxima importancia. Por una feliz coincidencia, lo hago en el día en que Concepción cumple 455 años desde que fuera fundada por Pedro de Valdivia.



La materia que me propongo abordar dice relación al emblemático proyecto de construcción del llamado “Teatro Pencopolitano”, el cual, según lo manifestado en algún momento, formaría parte del conjunto de iniciativas con que el  país pretende celebrar el Bicentenario, pero que, desafortunadamente, no registra a esta fecha el nivel de avance ni ha recibido el apoyo público que se había comprometido en su minuto.



Este proyecto nace hace ya diez años de una iniciativa ciudadana que ha interpretado a la opinión pública local y que ha dado origen, en fecha más reciente, a una corporación especial en la que confluyen quienes impulsaron en su momento dicha iniciativa, encabezados por el destacado abogado y ex Parlamentario don Juan Eduardo King, por universidades, municipalidades y otras instituciones públicas y privadas de la ciudad y de la Región.



Concepción ha desarrollado históricamente una actividad cultural particularmente significativa. La conserva y la ha intensificado. La Orquesta Sinfónica de la Universidad de Concepción viene de ofrecer, una vez más, su temporada de invierno y está dando inicio a la temporada de primavera, siguiendo una de las tradiciones culturales más sostenidas en el tiempo que existen en nuestro país.



El propio Presidente de la República hace sólo unos meses premió, en ceremonia realizada en La Moneda, a esa Orquesta Sinfónica. Reconoció su valor, su impacto, en todo el sur del país y, también, en el territorio nacional en general. De esta manera le otorgó el reconocimiento que merecía.



El activo cultural de la ciudad, sin embargo, va muchísimo más allá de eso. A la Orquesta se suma una intensa labor coral, un renaciente trabajo teatral, actividades en materia de ballet clásico, ballet moderno, ballet folklórico y, en definitiva, un muy importante quehacer artístico en el campo de las artes musicales y de la representación. 



De ahí que la necesidad de un teatro sea compartida, porque toda esa actividad no está acompañada de una infraestructura adecuada. El viejo Teatro Concepción, construido a fines del siglo XIX y comienzos del siglo XX, que fue en su minuto administrado por la Universidad de Concepción, se destruyó con ocasión del terremoto de 1960 y, posteriormente, a raíz de un incendio, que lo dejó definitivamente inhabilitado. 



Dicha casa de estudios superiores, cuyo compromiso con las actividades artísticas y culturales ha sido permanente y emblemático en el campo universitario chileno, procedió entonces a realizar el esfuerzo de dotar a esa ciudad de una sala que permitiera cubrir la emergencia. Adquirió así un inmueble que estuvo destinado a cine, frente a la Plaza de Armas de Concepción, y rehabilitándolo a un alto costo, ha hecho posible que hasta el día de hoy la ciudad cuente con una sala. Sin embargo, ésta no ofrece las condiciones necesarias para el montaje de obras mayores, como felizmente la ciudad ya ha empezado a verlas.



En la temporada reciente de la Corporación Cultural de la Universidad de Concepción se montaron en versión escénica dos óperas: “Rigoletto” y “Cosi fan tutte”. Esta última sobre la base de un acuerdo entre dicha entidad y la Corporación Cultural de la Municipalidad de Santiago, que aportó el elenco con el cual se hizo el montaje de esa célebre ópera de Mozart en el Teatro Municipal de Santiago. 



Y en conjunto, la Orquesta Sinfónica de la Universidad de Concepción y el elenco del Teatro Municipal, llevaron aquella ópera a otras ciudades, como Temuco.



El teatro no es, pues, un capricho; es una necesidad. Está plenamente justificado por ese activo cultural tan valioso y significativo con que la ciudad cuenta. Sin embargo, constituye una aventura mayor. 



La Corporación Cultural de la Universidad de Concepción ha hecho camino: obtuvo del Gobierno del Presidente Frei Ruiz-Tagle la asignación de terrenos, en los que debería levantarse el teatro. Esto tuvo lugar, señor Presidente, en la ribera norte del río Biobío y se hizo en el contexto de un proyecto de recuperación de esos espacios, con fines cívicos, habitacionales y, también, culturales. Por la misma razón, ha tenido un impacto muy grande en la vida local.



La Corporación contrató los servicios del destacado arquitecto chileno Borja Huidobro, quien elaboró el boceto arquitectónico. Y ya existe una maqueta -la hemos podido presenciar los penquistas-, que vista desde la ribera sur del río Biobío, sobre la que el inmueble quedaría anclado, semeja el casco de un conquistador español.



Aquélla fue la frontera durante muy largos años entre La Colonia española y el pueblo mapuche, que mantenía su rebeldía y sus deseos de autonomía. Pero el río, con el tiempo, se ha transformado también en un poderoso factor de integración. El hecho de que ese teatro haya sido concebido mirando hacia el sur del país obedece justamente a que él debería ser un polo de desarrollo cultural que trascienda, por cierto, el ámbito de la vida local.



¡El país está en deuda con Concepción! Y esa deuda es particularmente fuerte en el ámbito cultural. 



En esta parte de mi exposición, me remito al Informe de Desarrollo Humano en Chile del PNUD, correspondiente al año 2002. En este documento se contemplan índices que se aplican a las regiones del país en materia de recursos culturales. Y a pesar de estar sobradamente reconocida la calidad de polo del desarrollo artístico chileno que tiene la ciudad de Concepción, de esos antecedentes resulta que la Región con más baja infraestructura cultural es la del Biobío.



Allí el Estado ha emprendido una que otra obra. El teatro de la ciudad de Chillán, por ejemplo, cuya construcción se inició a fines de la década de los 40, espera todavía su conclusión.



Ha habido un muy escaso desarrollo en cuanto a los museos y, desde luego, no lo hay respecto del asunto que me estoy refiriendo de manera particular. Y, especialmente, en el caso de la ciudad de Concepción.



La segunda Región del país, que tiene una actividad cultural y artística potente, autónoma y que irradia a todo el centro sur de Chile, evidentemente, merece un trato de distinta naturaleza.



Por eso, el Presidente Lagos manifestó su voluntad de respaldar esta iniciativa. Sin embargo, en septiembre del año pasado, junto con los Senadores señores Viera-Gallo y Sabag, como también con algunos alcaldes y directivos de la mencionada Corporación, sostuvimos una reunión con el entonces Ministro del Interior don José Miguel Insulza, para ver la forma en que se materializaría el apoyo ofrecido por el Estado. 
Solicitamos, entonces, a modo de respaldo, la entrega de 400 millones de pesos para realizar los estudios de especialidades y dejar la obra en condiciones de ser adjudicada idealmente el 2006.



Se nos aseguró que íbamos a contar con dicha ayuda. Ha transcurrido más de un año. Sin embargo, entre los Ministerios del Interior y de Hacienda no se habla el mismo lenguaje y cada vez con más frecuencia estamos recibiendo respuestas evasivas, cuando no francamente contradictorias. Eso evidentemente nos preocupa y nos rebela.



Por otro lado, en el proyecto de Ley de Presupuestos para el 2006, presentado a la consideración del Congreso Nacional  –me refiero específicamente al Capítulo 16, de la Partida 9, Ministerio de Educación, referente al Consejo Nacional de la Cultura y las Artes-, nada hay correspondiente a aquellos compromisos.



Esperábamos que en el Presupuesto del 2006 apareciera una glosa que garantizara la ejecución de la obra, sin perjuicio del esfuerzo que viene realizando la Corporación Pro Teatro Pencopolitano, y que tendrá que seguir efectuando, para cubrir también la parte de los costos que le concierne.



Hay iniciativas tan importantes, como el Proyecto del Museo de Ciencias en la Universidad de Concepción, que alberga valiosísimas colecciones que tendrían un enorme impacto, no sólo en la vida cultural y en el atractivo turístico de la ciudad, sino también en el sistema educacional, que por desgracia no pueden ser exhibidas hoy al público por no contarse con la infraestructura adecuada.



El Proyecto Bicentenario hermana el hermoso campus de la Universidad de Concepción con el río Biobío. En nuestra opinión, debiera nacer en ese Museo de Ciencias Naturales y terminar en el Teatro Pencopolitano.



El Primer Mandatario ha manifestado su voluntad de colaborar en la materialización de dichos proyectos y su comprensión acerca del compromiso que el Estado tiene pendiente con la ciudad de Concepción. Sin embargo, ya es hora de requerir la materialización de esas buenas intenciones.



Por estas razones, en nombre de los Honorables señores Viera-Gallo, Sabag y en el mío propio, solicito que se oficie a Su Excelencia el Presidente de la República y a los señores Ministros del Interior y de Hacienda, transcribiéndoles estas observaciones y requiriendo a la vez la pronta materialización del apoyo que ha comprometido el Poder Ejecutivo en esta trascendente iniciativa de la ciudad de Concepción.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores señores Parra, Viera-Gallo y Sabag, en conformidad al Reglamento, petición a la que se suma el señor Vicepresidente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En seguida, corresponde el turno al Comité Demócrata Cristiano.

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, el Comité Demócrata Cristiano me ha cedido su tiempo.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Dispone de 25 minutos, Su Señoría.

El señor VIERA-GALLO.- Seré muy breve, Señor Presidente.



Sólo deseo reiterar las elocuentes palabras vertidas por el Honorable señor Parra en este día, que coincide justamente con el aniversario de la ciudad de Concepción y con la conmemoración del triunfo del No, que fue sin duda no sólo una expresión política, sino también una manifestación de libertad y de cultura.



Es efectivo que Concepción ha progresado mucho y que ha habido una enorme inversión, especialmente en infraestructura. Pero existe una carencia evidente en lo que se refiere a espacios de creatividad cultural, no obstante que en la ciudad, como muy bien ha dicho el Honorable señor Parra, existen movimientos de todo tipo, de danza, de música, de jazz, de rock, literarios, etcétera, que requieren un recinto adecuado. Los principales conjuntos de rock, por ejemplo, y algunos importantes intérpretes de jazz, como Claudia Acuña, han surgido de las comunas de Concepción y Talcahuano.



Toda esta actividad cultural se desarrolla con muy poco apoyo. Hace poco se creó el Consejo Regional de las Artes y la Cultura, que ha cumplido una significativa labor. Pero es una Región muy grande, que cuenta con pocos recursos y carece de suficiente personal.



Dentro de ese contexto, o de ese panorama, se encuentra el Proyecto de Teatro Pencopolitano.



A lo dicho por el Senador señor Parra, quiero agregar que se han efectuado dos estudios de administración del teatro. De tal manera que no se pueda pensar que se tratará de un elefante blanco, vacío, que dejará pérdida. Porque la idea es que sea un centro cultural que, si bien no va a tener elencos estables y, por lo tanto, un presupuesto de gastos corrientes muy elevado, ofrezca a la zona sur de Chile la posibilidad de contar con un gran espacio cultural que atraiga no sólo la creatividad nacional y regional, sino también la internacional.



El otro punto sobre el cual hemos puesto énfasis durante todos estos años de lucha por el Teatro Pencopolitano es que, por tratarse de un proyecto de gran envergadura y de largo o mediano aliento, debiera ser modular, es decir, que se vaya realizando por etapas. Sería muy positivo que el Gobierno del Presidente Lagos terminara una primera fase de construcción que tuviera una lógica en sí misma. Y así ir construyendo paso a paso el gran proyecto del arquitecto Borja Huidobro.



Desgraciadamente, por mil razones, nada de eso se ha logrado. Por mucho tiempo hemos vuelto a reclamar, a levantar la voz y a buscar caminos, pero los compromisos concretos no se han materializado.



Es lamentable que el compromiso públicamente contraído por el ex Ministro del Interior señor José Miguel Insulza –hoy ausente del país y por tanto no podemos hacerle llegar un oficio a la Secretaría General de la OEA- y asumido también por el Gobierno, hasta la fecha no se haya concretado en una partida especial de la Ley de Presupuestos o simplemente en un contrato con cargo al Tesoro Público para que dicho proyecto pueda realizarse.



Deploro que así sea y espero que el Gobierno, antes de que termine su período, cumpla el compromiso adquirido, porque sobre la base de ese estudio de factibilidades se podrá llevar adelante la materialización, aunque sea por etapas, de esta gran iniciativa.



Quiero hacer sólo dos reflexiones más, señor Presidente.



La verdad es que a veces una inversión cultural de envergadura cambia la lógica con que funciona una zona o una provincia entera. Es muy conocido el caso del Museo de Guggenheim, en Bilbao. Antes no había flujo turístico hacia esa ciudad. Sin embargo, hoy la gente concurre a ella por la existencia de aquél. O sea, la lógica cambia.



Estoy cierto de que si contáramos con este gran centro cultural, con atractivos nacionales e internacionales, se produciría una dinámica de flujo de personas, de turismo, de  inversión, con enorme beneficio para todo el sur de Chile.



Cuando el anterior alcalde, señor Ariel Ulloa, invitó al tenor Luciano Pavarotti a actuar en Concepción, se juntaron miles de personas al aire libre -porque no había un teatro- que vinieron de Puerto Montt, Valdivia, Temuco y de la propia Región del Biobío.



Por lo tanto, se debe tener visión de futuro y pensar que dicha inversión, aun cuando aparezca como muy grande en un primer momento, vale la pena.



En segundo lugar, miramos con preocupación el centralismo de las inversiones en cultura. Me alegro enormemente de que ahora se esté construyendo la nueva Biblioteca en la Quinta Normal y el gran Museo en la Plaza de la Ciudadanía, pero al menos una de esas obras podría haberse construido en Concepción. No se ve por qué las principales obras del Bicentenario deban estar concentradas sólo en Santiago.



En un primer momento, este proyecto calificó como obra Bicentenario, pero poco a poco, no se sabe con qué lógica, fue siendo postergado y no entró en la selección de las grandes construcciones con que se va a conmemorar el 2010.



Pero todavía estamos a tiempo. Esperamos que la actual Administración entregue la plata prometida y que el próximo Gobierno inicie la construcción del teatro.



Quiero aprovechar también para señalar que a veces es lamentable observar cómo no se toma con fuerza un impulso en esta materia.



Se consiguió -hice muchas gestiones para ello- que el pabellón de Chile en la Expo Lisboa fuera entregado por el Gobierno del Presidente Frei -en especial por su esposa, Martita Larraechea, quien se ocupaba del asunto- a la ciudad de Concepción, en un afán descentralizador, ya que primitivamente estaba destinado al Museo Interactivo.



Pues bien, han pasado años -transcurrió toda la Administración Frei y llevamos una parte importante del Gobierno del Presidente Lagos-, y ese museo todavía se halla en los cajones.



Existe un espacio donde se puede instalar dicho pabellón, que cuenta con una capacidad enorme de interacción, debido a la completa tecnología que tiene (ya no sé si decir “tiene” o “tenía”, porque, con el paso del tiempo, es factible que en aquellos cajones ya no quede nada).



Es así como se va generando cierta desidia.



El pabellón en comento fue donado a la Municipalidad de Concepción, la cual hasta ahora no ha sido capaz de ponerlo en pie.



Con esto no quiero cargar las tintas a nadie ni hacer política, porque ello ocurrió hace muchos años y existe sobre el particular una responsabilidad ciudadana compartida.



Entonces, con mayor razón deberíamos alzar la voz aquí -como lo hizo el Senador señor Parra- a los efectos de que el proyecto emblemático por excelencia de la ciudad de Concepción se pueda concretar. Y para ello no es obstáculo el hecho de que el Centro Cultural Bellavista, que felizmente logró un espacio y un aporte en dinero, sea trasladado de su local en Lota y se instale cerca del centro de aquella ciudad. O sea, desde ningún punto de vista eso puede reemplazar el proyecto del teatro Pencopolitano, porque se trata de funciones distintas.



Concluyo adhiriendo a lo manifestado por el Honorable señor Parra y pidiendo que mis expresiones sean enviadas en mi nombre -mediante el oficio de Su Señoría o en uno separado- a las mismas autoridades que él señaló y, además, al Intendente de la Región del Biobío.



He dicho.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Así se hará, señor Senador. Y se incluirá su intervención en el oficio que solicitó enviar el Honorable señor Parra.

El señor PARRA.- Y agregando la adhesión del Senador señor Sabag.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Así se procederá.



No hay inscritos en el turno del Comité Unión Demócrata Independiente.



En el tiempo del Comité Renovación Nacional, tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, también adhiero al oficio que pidieron enviar los Senadores de Gobierno.



Ahora bien, si ellos se quejan de que el Ejecutivo no cumple su palabra ni los compromisos asumidos en la materia planteada, por supuesto que los Parlamentarios de Oposición podemos tener bastantes argumentos para hablar la tarde completa en esa línea.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Se considerará la adhesión de Su Señoría.

EXCLUSIÓN DE TERCERA REGIÓN DE PROGRAMA 

“VACACIONES PARA LA TERCERA EDAD”. OFICIO
El señor PROKURICA.- Señor Presidente, voy a exponer una situación que me preocupa.



En el año 2001 el Servicio Nacional de Turismo comenzó el programa piloto denominado “Vacaciones para la tercera edad”, con un presupuesto de 600 millones de pesos y 10 mil 400 beneficiarios.



Para la segunda temporada, en el 2002, se previeron recursos por 1.000 millones, abarcándose ciudades como Arica, Iquique, Viña del Mar y Valparaíso. Y así se van incorporando, sucesivamente, otras ciudades.



Para esta temporada sólo se hallan incluidas Arica, Iquique, La Serena, Coquimbo, Viña del Mar, Valparaíso, Concepción, Valle Las Trancas, Pucón, Villarrica, Valdivia, Puerto Montt y Chiloé.



Todo el mundo sabe, señor Presidente, que este año se producirá el fenómeno del “desierto florido”, que, a no dudarlo, es un espectáculo de nivel mundial.



Pedí al Director Nacional de SERNATUR que incluyera a la Tercera Región en los programas correspondientes -que son buenos-, pero no me fue bien.



Tengo la mejor impresión sobre dichos programas, pues sin ellos mucha gente de la tercera edad nunca podría conocer el país ni pasar lindas vacaciones.



Mediante esa vía, además, se retroalimenta toda la hotelería en una época complicadísima. Si no fuera por tales programas, durante ella dicho sector pasaría por problemas muy serios.



Por eso me pregunto por qué la referida institución deja afuera, una vez más, a la Región de Atacama.



En consecuencia, solicito oficiar al Director del Servicio Nacional de Turismo para que informe, de un lado, por qué nuevamente, en el quinto año de funcionamiento del programa Vacaciones para la tercera edad, no se ha incluido a la Tercera Región; y de otro, si la tiene considerada para años venideros o para programas diferentes.



Creo que debe existir una explicación al respecto. He conversado con el Director del SERNATUR en diversas oportunidades, y siempre la razón aducida es que “no hay agente de turismo”. Eso no es verdad: en la Región de Atacama hay agente de turismo.



He dicho.



--Se anuncia el envío del oficio pertinente, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:1.







Patricio Fernández Ruiz-Tagle,







Jefe de la Redacción subrogante.
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ACTAS APROBADAS

SESION 35ª, ORDINARIA, EN MARTES 13 DE SEPTIEMBRE DE 2.005

Parte Pública



Presidencia de los Honorables Senadores señores Romero, Presidente, y Gazmuri, Vicepresidente.



Asisten los Honorables Senadores señoras Frei (doña Carmen) y Matthei, y señores Aburto, Arancibia, Ávila, Bombal, Canessa, Cantero, Cariola, Coloma, Espina, Fernández, Flores, Foxley, García, Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Parra, Prokurica, Ríos, Ruiz (don José), Sabag, Silva, Stange, Valdés, Vásquez, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo) y Zaldívar (don Andrés).



Asisten, asimismo, el señor Ministro de Justicia, don Luis Bates, el señor Subsecretario de Carabineros, don Felipe Harboe, el señor Subsecretario de Justicia, don Jaime Arellano, el señor Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, don Francisco Maldonado y la señora Directora Subrogante del Servicio Nacional de Menores, doña Carmen Andrade.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

ACTAS



Las actas de las sesiones trigésima segunda, ordinaria, de 6 de septiembre de 2005, y trigésima tercera, especial, y trigésima cuarta, ordinaria, ambas de 7 de septiembre de 2005, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

___________________________

CUENTA

Mensajes



Ocho de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero, retira la urgencia, y la hace presente, nuevamente, en el carácter de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que establece como obligatoria la declaración jurada patrimonial de bienes a las autoridades que ejercen una función pública (Boletín Nº 2.394-07).



-- Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación, y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con los cinco siguientes, retira la urgencia, y la hace presente, nuevamente, en el carácter de “suma”, respecto de los siguientes asuntos: 



1) Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que introduce diversas modificaciones a la ley Nº 18.290, en materia de tránsito terrestre (Boletín Nº 999-15).



2) Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que modifica los Códigos Procesal Penal y Penal en diversas materias relativas al funcionamiento de la reforma procesal penal (Boletín Nº 3.465-07).



3) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, relativo a la recuperación del bosque nativo y fomento forestal (Boletín N° 669-01).



4) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal (Boletín Nº 3.021-07).



5) Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.419 en materias relativas a la publicidad y el consumo del tabaco (Boletín Nº 3.825-11).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones, y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el séptimo, retira la urgencia, y la hace presente, nuevamente, en el carácter de “simple”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre agricultura orgánica (Boletín N° 3.674-01).



-- Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación, y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el último, hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, respecto del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Protocolo de Ushuaia sobre Compromiso Democrático en el MERCOSUR, la República de Bolivia y la República de Chile, suscrito el 24 de Julio de 1.998, en Ushuaia, República Argentina (Boletín Nº 2.517-10).



-- Se tiene presente la urgencia, y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



Dos de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero, somete a consideración del Senado, solicitando su acuerdo, la proposición para designar a don Sergio Manuel Muñoz Gajardo como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema (con la urgencia establecida en el inciso segundo del número 5 del artículo 49 de la Carta Fundamental) (Boletín Nº S 827-05).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el segundo, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 25 de la Carta Fundamental, comunica su ausencia del territorio nacional entre los días 13 y 16 de septiembre del año en curso, con el propósito de participar en el 60° Período de Sesiones de la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas, en la ciudad de Nueva York, Estados Unidos de América. 



Agrega que, durante su ausencia, será subrogado, con el título de Vicepresidente de la República, por el señor Ministro Titular de la Cartera del Interior, don Francisco Vidal Salinas.



-- Se toma conocimiento.



Del señor Ministro de Agricultura, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Stange, sobre ofrecimiento de un bono, a los agricultores de la comuna de Palena, destinado a la adquisición de forraje para sus animales.



Del señor Fiscal Nacional del Ministerio Público, subrogante, por medio del cual contesta un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor García, sobre designación de un Fiscal especial para que estudie las denuncias por abigeato, en la Región de La Araucanía.



Del señor Director Nacional de Aduanas, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Stange, sobre estudio para habilitar una aduana en el paso Río Encuentro, en la comuna de Palena.



De la señora Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, mediante el cual responde un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, respecto del Portal Bicentenario que se ejecutaría en los terrenos del Aeropuerto Los Cerrillos.



De la señora Directora Regional de la Comisión Nacional del Medio Ambiente de la Región de La Araucanía, por medio del cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativo al estudio de impacto ambiental del proyecto denominado “Centro de Manejo de Residuos Sólidos Domiciliarios de La Araucanía”.



Del señor Director Regional de la Comisión Nacional del Medio Ambiente de la Región de Valparaíso, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre estudio de impacto ambiental del proyecto denominado “Recuperación Terreno Las Salinas”.



Del señor Director del Servicio de Salud Araucanía Norte, por medio del cual contesta un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativo a la atención prestada a paciente que indica.



De la señora Directora del Servicio de Vivienda y Urbanización de la Región de Tarapacá, por medio del cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre problemas ambientales que habría generado una planta de hormigones en el sector Lomas de Miramar, de la ciudad de Arica.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Agricultura y de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que sanciona con mayor rigor el abigeato y facilita su investigación (Boletines números 3.038-07, 3.495-07 y 3.360-01, refundidos con el Boletín N° 2.369-07).



De las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de la de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que amplía la cobertura del seguro escolar a los alumnos del nivel parvulario y a los estudiantes en práctica profesional (Boletín Nº 3.824-13).



-- Quedan para tabla.

Comunicación



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento mediante la cual informa que con el voto favorable de los Honorables Senadores señores Espina, Fernández y Viera-Gallo, acordó solicitar a la Sala que las siguientes iniciativas sean estudiadas por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía y, posteriormente, por la de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento:



1.- Proyecto de ley, iniciando en Moción de los Honorables Senadores señores Arancibia, Boeninger, Larraín, Prokurica y Silva Cimma, que concede beneficios a condenados y procesados por los delitos que indica. (Boletín Nº 3.983-07).



2.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Stange, sobre declaración de muerte presunta de personas desaparecidas en períodos que indica. (Boletín Nº 3.985-07).



3.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Cantero, García, Horvath y Prokurica, que concede indulto y beneficios a condenados por los delitos que indica. (Boletín Nº 3.987-07).



4.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Canessa, Cordero, Martínez y Vega, que regula el cumplimiento de penas privativas de libertad por personas mayores de 70 años y por aquéllas que padezcan una enfermedad incurable en período terminal. (Boletín Nº 3.579-07).



5.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Canessa, Cordero, Martínez y Vega, que agrega un artículo 279 ter al Código de Procedimiento Penal, con el fin de establecer nuevas causales para no someter a proceso al inculpado y disponer su libertad. (Boletín Nº 3.581-07).



6.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Stange, relativo a los requisitos para acceder al beneficio de la libertad condicional. (Boletín Nº 3.928-07).



Cabe hacer presente que, en su oportunidad, a las dos primeras iniciativas se les dio trámite ante la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, que a la tercera se le dará trámite en la presente sesión, y que las tres ultimas están radicadas en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



-- Se accede a lo solicitado.

Moción



De los Honorables Senadores señores Cantero, García, Horvath y Prokurica, con la que inician un proyecto de ley que concede indulto y beneficios a condenados por los delitos que indica (Boletín N° 3.987-07).



-- Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía y, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 74 de la Carta Fundamental, se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.

Declaraciones de inadmisibilidad



Moción del Honorable Senador señor Stange, con la que presenta un proyecto de ley que dispone la evaluación de las aptitudes neurológicas y psíquicas de los conductores imputados, por parte de los médicos de los establecimientos de salud habilitados por el Instituto Médico Legal.



-- Se declara inadmisible por referirse a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme a lo dispuesto en el número 2.° del artículo 62 de la Constitución Política de la República.



Moción del Honorable Senador señor Stange, con la que presenta un proyecto de ley que amplía plazo para regularizar tenencia o posesión de armas de fuego.



-- Se declara inadmisible por referirse a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme a lo dispuesto en el número 1.° del artículo 62 de la Constitución Política de la República.

___________________________



El señor Presidente, en cuanto a la declaración de inadmisibilidad efectuada respecto de las Mociones del Honorable Senador señor Stange, por medio de las cuales ha presentado dos iniciativas de ley, una sobre la evaluación de las aptitudes neurológicas y psíquicas de los conductores imputados, por parte de los médicos de los establecimientos de salud habilitados por el Instituto Médico Legal, y la otra relativa a la ampliación del plazo para regularizar tenencia o posesión de armas de fuego, respectivamente, propone a la Sala que se remitan los oficios correspondientes a Su Excelencia el Presidente de la República, en nombre del mencionado señor Senador, para que, si lo tiene a bien, se sirva considerar la posibilidad de presentar a tramitación legislativa sendos proyectos de ley que contengan las ideas de las referidas Mociones.



Consultada la Sala, así se acuerda.

________________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en sesión de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:

 

1.- Tratar en un lugar preferente del Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana, el proyecto de ley signado con el número 2 en la Tabla de hoy, esto es, el que modifica la ley N° 19.419 en materias relativas a la publicidad y el consumo del tabaco, con segundo informe de la Comisión de Salud (Boletín N° 3.825-11). Con urgencia calificada de “suma”. Discusión particular pendiente.



2.- Alterar el Orden del Día de la presente sesión, a fin de considerar en primer término, y como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto de ley ubicado en el número 3 de la Tabla, es decir, el que aumenta las penas en los casos de delitos de maltrato de obra a Carabineros con resultado de muerte o lesiones graves, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (Boletín N° 3.587-02). Con urgencia calificada de “simple”. Luego, tratar el proyecto de ley que figura con el número 1, esto es, el que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, e informe de la Comisión Hacienda (Boletín N° 3.021-07). Con urgencia calificada de “suma”.



3.- Tratar en la sesión ordinaria de mañana, como si fueran de Fácil Despacho, los siguientes asuntos:



a) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que amplía  la cobertura del seguro escolar a los alumnos del nivel parvulario y a los estudiantes en práctica profesional, con informes de las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, y de la de Hacienda (Boletín N° 3.824-13).



b) Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.175, de Quiebras, en materia de convenios concursales, con informe de la Comisión de Economía (Boletín N° 3.671-03).

________________



A continuación, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Muñoz Barra, quien le solicita recabe el asentimiento unánime de la Sala para que el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que amplía la cobertura del seguro escolar a los alumnos del nivel parvulario y a los estudiantes en práctica profesional, correspondiente al Boletín Nº 3.824-13, que ha quedado para la Tabla de la sesión ordinaria de mañana, sea devuelto a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, en atención a que el Ejecutivo, en este momento, ha hecho llegar una indicación, la que correspondería fuera discutida en la referida Comisión.



Consultada la Sala, no otorga su acuerdo.

________________



El señor Presidente solicita el asentimiento unánime de la Corporación para que pueda ingresar a la Sala el señor Subsecretario de Carabineros.



Así se acuerda.

________________

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que aumenta las penas en los casos de delitos de maltrato de obra a Carabineros con resultado de muerte o lesiones graves, con segundo informe de la Comisión de Constitución, 

Legislación, Justicia y Reglamento



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que aumenta las penas en los casos de delitos de maltrato de obra a Carabineros con resultado de muerte o lesiones graves, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, correspondiente al Boletín Nº 3.587-02, para cuyo despacho S. E. el Presidente de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “simple”.



Agrega el señor Secretario General que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento efectuó una serie de modificaciones al proyecto aprobado en general, todas acordadas por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Stange y Viera-Gallo.



El señor Secretario General expresa que, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento de la Corporación, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento deja constancia de lo siguiente:

 

1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: no hay



2.- Indicaciones aprobadas: no hay.



3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 2 y 6.



4.- Indicaciones rechazadas: no hay.



5.- Indicaciones retiradas: números 1, 3, 4, 5, 7, 8, 9, 10,11.



6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay.

- - -



El señor Secretario General hace presente que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento somete a consideración de la Sala el proyecto aprobado en general, con las siguientes modificaciones:

Artículo 1°

Número 2)



Eliminar en el inciso primero del artículo 416 bis la frase:”o bien atentare en su contra,” seguida de una coma (,). 



Reemplazar en el numeral 1°, la expresión “presidio mayor en sus grados mínimo a medio” por “ presidio mayor en su grado medio”. 



Sustituir los numerales 2°, 3º y 4º del artículo 416 bis propuesto por los siguientes:



“2º. Con presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo, si las lesiones produjeren al ofendido enfermedad o incapacidad para el trabajo por más de treinta días.



3º. Con presidio menor en grado medio a máximo, si le causare lesiones menos graves.



4º. Con presidio menor en su grado mínimo, o multa de seis a once unidades tributarias mensuales si le ocasionare lesiones leves.”. 

o o o

Números 3) y 4), nuevos



Agregar como tales los siguientes:
 

“3) Incorpórase el siguiente artículo 416 ter, nuevo:



“Artículo 416 ter.- Las penas establecidas en los artículos 395 y 396 del Código Penal, serán aumentadas en un grado cuando la víctima sea un Carabinero en el ejercicio de sus funciones.”



4) Sustitúyese el artículo 417 por el siguiente:



 “Artículo 417.- El que amenazare en los términos de los artículos 296 y 297 del Código Penal a uno de los integrantes de Carabineros de Chile con conocimiento de su calidad de miembro de esa Institución, unidades o reparticiones, sufrirá la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio.”.”. 

o o o

Artículo 2°

Número 2)



Eliminar en el inciso primero del artículo 17 bis la frase:”o bien atentare en su contra,” seguida de una coma (,).



Reemplazar en el numeral 1°, la expresión “presidio mayor en sus grados mínimo a medio” por “ presidio mayor en su grado medio”. 


 
Sustituir los numerales 2°, 3º y 4º del artículo 17 bis propuesto por los siguientes:



“2º. Con presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo, si las lesiones produjeren al ofendido enfermedad o incapacidad para el trabajo por más de treinta días.



3º. Con presidio menor en grado medio a máximo, si le causare lesiones menos graves.



4º. Con presidio menor en su grado mínimo, o multa de seis a once unidades tributarias mensuales, si le ocasionare lesiones leves.” 



Suprimir su inciso final. 

o o o

Números 3) y 4), nuevos



Incorporar como tales los siguientes:


“3) Agrégase el siguiente artículo 17 ter, nuevo:



“Artículo 17 ter.- Las penas establecidas en los artículos 395 y 396 del Código Penal, serán aumentadas en un grado cuando la víctima sea un funcionario de la Policía de Investigaciones de Chile en el ejercicio de sus funciones.” 



4) Agrégase el siguiente artículo 17 quáter, nuevo:

 

“Artículo 17 quáter.- El que amenazare en los términos de los artículos 296 y 297 del Código Penal a uno de los integrantes de la Policía de Investigaciones de Chile con conocimiento de su calidad de miembro de esa Institución, unidades o reparticiones, sufrirá la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio.”.”.

- - -



El señor Presidente le concede la palabra al Honorable Senador señor Viera-Gallo, quien solicita votación separada del numeral 1) del artículo 1º del proyecto de ley, que reemplaza el artículo 416 del Código de Justicia Militar.



El señor Presidente pone en discusión el numeral 1) del artículo 1º de la iniciativa de ley, y hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Viera-Gallo y Espina.



Cerrado el debate y puesto en votación el referido numeral, es aprobado por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Seguidamente, el señor Presidente, en aplicación de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento de la Corporación, anuncia que se votarán sin debate las demás enmiendas despachadas por unanimidad en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Puestas en votación las enmiendas, son aprobadas por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Senado es el siguiente

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código de Justicia Militar:



1) Reemplázase el artículo 416 por el siguiente:



“Artículo 416.- El que matare a un carabinero que se encontrare en el ejercicio de sus funciones será castigado con la pena de presidio mayor en su grado máximo a presidio perpetuo calificado.”.



2) Sustitúyese el artículo 416 bis por el siguiente:



“Artículo 416 bis.- El que hiriere, golpeare o maltratare de obra a un carabinero que se encontrare en el ejercicio de sus funciones, será castigado:



1.º Con la pena de presidio mayor en su grado medio, si de resultas de las lesiones quedare el ofendido demente, inútil para el trabajo, impotente, impedido de algún miembro importante o notablemente deforme.



2.º Con presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo, si las lesiones produjeren al ofendido enfermedad o incapacidad para el trabajo por más de treinta días.



3.º Con presidio menor en grado medio a máximo, si le causare lesiones menos graves.



4.º Con presidio menor en su grado mínimo  o multa de seis a once unidades tributarias mensuales, si le ocasionare lesiones leves.”.

              
3) Incorpórase el siguiente artículo 416 ter, nuevo:



“Artículo 416 ter.- Las penas establecidas en los artículos 395 y 396 del Código Penal, serán aumentadas en un grado cuando la víctima sea un Carabinero en el ejercicio de sus funciones.”.

 

  4) Sustitúyese el artículo 417 por el siguiente:

 

“Art. 417.- El que amenazare en los términos de los artículos 296 y 297 del Código Penal a uno de los integrantes de Carabineros de Chile con conocimiento de su calidad de miembro de esa Institución, unidades o reparticiones, sufrirá la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio.”.



Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley Nº 2.460, de 1979, ley orgánica de la Policía de Investigaciones de Chile:



1) Reemplázase el artículo 17 por el siguiente:



 “Artículo 17.- El que matare a un miembro de la Policía de Investigaciones de Chile que se encontrare en el ejercicio de sus funciones será castigado con la pena de presidio mayor en su grado máximo a presidio perpetuo calificado .”



 2) Intercálase el siguiente artículo 17 bis:



“Artículo 17 bis.- El que hiriere, golpeare o maltratare de obra a un miembro de la Policía de Investigaciones de Chile que se encontrare en el ejercicio de sus funciones, será castigado:



1.- Con la pena de presidio mayor en su grado medio, si de resultas de las lesiones quedare el ofendido demente, inútil para el trabajo, impotente, impedido de algún miembro importante o notablemente deforme.



2.- Con presidio menor en su grado  máximo a presidio mayor en su grado mínimo, si las lesiones produjeren al ofendido enfermedad o incapacidad para el trabajo por más de treinta días.



3.- Con presidio menor en grado medio a máximo, si le causare lesiones menos graves.



4.- Con presidio menor en su grado mínimo o multa de seis a once unidades tributarias mensuales, si le ocasionare lesiones leves.”.



3) Agrégase el siguiente artículo 17  ter, nuevo:

 

“Artículo 17 ter.- Las penas establecidas en los artículos 395 y 396 del Código Penal, serán aumentadas en un grado cuando la víctima sea un funcionario de la Policía de Investigaciones de Chile en el ejercicio de sus funciones.”.
 

4) Agrégase el siguiente artículo 17 quáter, nuevo:



“Artículo 17 quáter.- El que amenazare en los términos de los artículos 296 y 297 del Código Penal a uno de los integrantes de la Policía de Investigaciones de Chile con conocimiento de su calidad de miembro de esa Institución, unidades o reparticiones, sufrirá la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio.”.”.

___________________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, e informe de la Comisión 

de Hacienda



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, e informe de la Comisión de Hacienda, correspondiente al Boletín Nº 3.021-07, para cuyo despacho S. E. el Presidente de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “suma”.



Previene el señor Secretario General que el segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento deja constancia que los artículos 29, 50, 53, 61, 62, 63, en cuanto a la derogación de los artículos 28, 29, 31, inciso segundo, 41 y 65 de la ley Nº 16.618, de Menores, 64, 65, 66, 68, en lo concerniente al nuevo artículo 102 C que se incorpora a la ley Nº 19.968, sobre Tribunales de Familia, y artículo 69, todos permanentes, y los artículos 2º y 3º transitorios, deben ser aprobados con rango de ley orgánica constitucional, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 63 de la Constitución Política de la República, en relación con los artículos 74 y 80 B de la misma Carta Fundamental.



Agrega que el segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento también deja constancia que en la discusión en particular del proyecto de ley se introdujeron enmiendas que dicen relación con la organización y atribuciones de los tribunales de justicia, que no habían sido conocidas por la Corte Suprema, por lo que se remitió la iniciativa al Máximo Tribunal, en cumplimiento de lo preceptuado por los artículos 74 de la Constitución Política de la República y 16 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.



El señor Secretario General expresa que las modificaciones efectuadas por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento al proyecto aprobado en general, fueron acordadas por unanimidad, con excepción de la supresión del artículo 63, que fue aprobada por 3 votos a favor, de los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina y Zurita, y la abstención del Honorable Senador señor Viera-Gallo.



El señor Secretario General manifiesta que, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento deja constancia de lo siguiente:

 

1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: no hubo.



2.- Indicaciones aprobadas: 1, 2, 50, 95, 136, 166, 181 y, del Oficio N° 167-353, las números 4, 5, 7, 8, 9 y 10;



3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: 3, 4, 5, 6, 9, 13, 20, 21, 22, 23, 32, 34, 35, 37, 38, 42, 44, 45, 47, 48, 52 a 67, 72, 73, 78, 79, 80, 82, 85, 86, 87, 88, 89, 90, 92, 93, 94, 99, 100, 101, 110, 112, 115, 118, 121, 126, 139 a 150, 154, 156, 157, 158, 159, 162, 163, 164, 165, 167, 168, 176, 178, 182, 184, 186, 187, 189 a 196, 199, 204, 205, del Oficio N° 383-352, las números 210 y 212 y, del Oficio N° 167-353, las números 1, 2, 3, 6 y 11;



4.- Indicaciones rechazadas: 7, 8, 10, 11, 12, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 33, 36, 39, 40, 41, 43, 46, 49, 51, 68, 69, 70, 71, 74, 75, 76, 77, 81, 83, 88, 96, 98, 102, 103, 104, 105, 106, 107, 108, 109, 111, 113, 114, 119, 120, 122, 123, 124, 125, 127, 128, 129, 130, 131, 133, 134, 135, 137, 138, 151, 152, 155, 169, 170, 171, 172, 173, 174, 175, 177, 179, 180, 197, 198, 200, 201, 202, 203, 211, 213;



5.- Indicaciones retiradas: 84, 91, 97, 116, 117, 132, 153, 160, 161, 183, 185 y 188, y



6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: no hubo.

- - -



El señor Secretario General hace presente que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento somete a consideración de la Sala el proyecto aprobado en general, con las siguientes modificaciones:

Artículo 1°



Suprimirlo. 

Artículo 2°



Pasa a ser artículo 1°, reemplazado por el siguiente:



“Artículo 1°.- Contenido de la ley. La presente ley regula la responsabilidad penal de los adolescentes por los delitos que cometan, el procedimiento para la averiguación y establecimiento de dicha responsabilidad, la determinación de las sanciones procedentes y la forma de ejecución de éstas.



En lo no previsto por ella serán aplicables, supletoriamente, las disposiciones contenidas en el Código Penal y en las leyes penales especiales.



Tratándose de faltas, sólo serán responsables en conformidad con la presente ley los adolescentes mayores de dieciséis años y exclusivamente tratándose de aquellas tipificadas en los artículos 494 números 1, 4, 5 y 19, sólo en relación con el artículo 477, 494 bis, 495 número 21 y 496 números 5 y 26 del Código Penal y de las tipificadas en la ley N° 20.000. En los demás casos se estará a lo dispuesto en la ley 19.968.”. 

- - -

Artículo 2°, nuevo



Intercalar como tal el siguiente:



“Artículo 2°.- Interés superior del adolescente. En todas las actuaciones judiciales o administrativas relativas a los procedimientos, sanciones y medidas aplicables a los adolescentes infractores de la ley penal, se deberá tener en consideración el interés superior del adolescente, que se expresa en el reconocimiento y respeto de sus derechos.”. 

- - -

Artículo 3°



Suprimirlo. 

Artículo 4°



Pasa a ser artículo 20, con el siguiente texto:



“Artículo 20.- Finalidad de las sanciones y otras consecuencias.  Las sanciones y consecuencias que esta ley establece tienen por objeto hacer efectiva la responsabilidad de los adolescentes por los hechos delictivos que cometan, de tal manera  que la sanción forme parte de una intervención socioeducativa amplia y orientada a la plena integración social.”. 

Artículo 5°



Pasa a ser artículo 3°, reemplazado por el que sigue:



“Artículo 3°.- Límites de edad a la responsabilidad. La presente ley se aplicará a quienes al momento en que se hubiere dado principio de ejecución del delito sean mayores de catorce y menores de dieciocho años, los que, para los efectos de esta ley, se consideran adolescentes.



En el caso que el delito tenga su inicio entre los catorce y los dieciocho años del imputado y su consumación se prolongue en el tiempo más allá de los dieciocho años de edad, la legislación aplicable será la que rija para los imputados mayores de edad.



La edad del imputado deberá ser determinada por el juez competente en cualquiera de las formas establecidas en el título XVII del Libro I del Código Civil.”. 
Artículo 6°



Pasa a ser artículo 4°, reemplazado por el siguiente:



“Artículo 4º.- Regla especial para delitos sexuales. No podrá procederse penalmente respecto de los delitos previstos en los artículos 362, 365, 366 bis.y 366 quater del Código Penal, cuando la conducta se hubiere realizado con una persona menor de 14 años y no concurra ninguna de las circunstancias enumeradas en los artículos 361 ó 363 de dicho Código, según sea el caso, a menos que exista entre aquella y el imputado una diferencia de, a lo menos, dos años de edad, tratándose de la conducta descrita en el artículo 362, o de tres años en los demás casos.”

Artículo 7°



Suprimirlo. 

Artículo 8°



Desecharlo. 

Artículo 9°



Pasa a ser artículo 28, con el siguiente texto:



“Artículo 28.- Concurso de procedimientos. Si a una misma persona se le imputa una infracción sancionada por esta ley y un delito cometido siendo mayor de dieciocho años, la investigación y juzgamiento de estos hechos se regirá por las normas del Código Procesal Penal aplicable a los imputados mayores de edad.



Por su parte, si en un mismo procedimiento se investiga la participación punible de personas mayores y menores de edad, tendrá lugar lo dispuesto en los artículos 185 y 274 del Código Procesal Penal. En todo caso, si se hubiere determinado la sustanciación conjunta de los procesos, se dará cumplimiento, respecto del menor, de las normas que conforme a esta ley son aplicables al juzgamiento de los adolescentes.” Indicaciones números 37, 38 y 42. 

Artículo 10°



Pasa a ser artículo 5°, con el siguiente texto:



“Artículo 5°.- Prescripción. La prescripción de la acción penal y de la pena será de dos años, con excepción de las conductas constitutivas de crímenes, respecto de las cuales será de cinco años, y de las faltas, en que será de seis meses.” Indicaciones números 44 y 45. 

TÍTULO I

DERECHOS Y GARANTÍAS



Desecharlo.

Artículo 11



Suprimirlo. 

Artículo 12



Desecharlo. 

Artículo 13



Suprimirlo. 

Artículo 14



Pasa a ser artículo 15, reemplazado por el siguiente:



“Artículo 15.- Sanciones privativas de libertad. Las sanciones privativas de libertad consisten en la internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social y en la internación en régimen cerrado con programa de reinserción social.



Estos programas de reinserción social se realizarán, en lo posible, con la colaboración de la familia.” 

Artículo 15



Pasa a ser artículo 47, con el siguiente texto:



“Artículo 47.- Excepcionalidad de la privación de libertad. Las sanciones privativas de libertad que contempla esta ley son de carácter excepcional. Sólo podrán aplicarse en los casos expresamente previstos en ella y siempre como último recurso.” 

Artículo 16



Pasa a ser artículo 48, con el siguiente texto:



“Artículo 48.- Principio de separación. Las personas que se encontraren privadas de libertad por la aplicación de alguna de las sanciones o medidas previstas en esta ley, sea en forma transitoria o permanente, en un lugar determinado o en tránsito, deberán permanecer siempre separadas de los adultos privados de libertad.



Las instituciones encargadas de practicar detenciones, de administrar los recintos en que se deban cumplir sanciones o medidas que implican la privación de libertad, los administradores de los tribunales y, en general, todos los organismos que intervengan en el proceso para determinar la responsabilidad que establece esta ley,  adoptarán las medidas necesarias para dar estricto cumplimiento a lo dispuesto en el inciso anterior.



El incumplimiento de esta obligación constituirá una infracción grave a los deberes funcionarios.” 

Artículo 17



Desecharlo. 

TÍTULO II

CONSECUENCIAS DE LA DECLARACIÓN DE RESPONSABILIDAD DE

LOS ADOLESCENTES POR INFRACCIONES A LA LEY PENAL



Pasa a ser Título I, con el mismo epígrafe. 

Artículo 18



Pasa a ser artículo 6°, con la siguiente redacción:



“Artículo 6°.- Sanciones. En sustitución de las penas contempladas en el Código Penal y en las leyes complementarias, las sanciones que se aplicarán a  los adolescentes serán las de la siguiente Escala General:


Penas de delitos:

 

Internación en régimen cerrado con programa de reinserción social;

 

Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social;

 

Libertad asistida especial;

 

Libertad asistida;

 

Prestación de servicios en beneficio de la comunidad, y

 

Reparación del daño causado

 

Penas de faltas:

 

Prestación de servicios en beneficio de la comunidad;

 

Multa, y

 

Amonestación.

 

Pena accesoria:



Prohibición de conducir vehículos motorizados.”. 
Artículo 19


Pasa a ser artículo 23, reemplazado por el siguiente:



“Artículo 23.- Reglas de determinación de la naturaleza de la pena. La determinación de la naturaleza de la pena que deba imponerse a los adolescentes con arreglo a la presente ley, se regirá por las reglas siguientes:

 

1. Si la extensión de la sanción resulta equivalente a una pena de crimen, el tribunal deberá aplicar la pena de internación en régimen cerrado o internación en régimen semicerrado, ambas con programa de reinserción social.

 

2. Si la sanción va de tres años y un día a cinco años, el tribunal podrá imponer las penas de internación en régimen cerrado con programa de reinserción social, internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social o libertad asistida especial.

 

3. Si la sanción se extiende entre quinientos cuarenta y un días y tres años, el tribunal podrá imponer las penas de internación en régimen cerrado con programa de reinserción social, internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social o libertad asistida en cualquiera de sus formas.

 

4. Si la sanción se ubica entre sesenta y uno y quinientos cuarenta días, el tribunal podrá imponer las penas de internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social,  libertad asistida en cualquiera de sus formas, prestación de servicios en beneficio de la comunidad o reparación del daño causado.

 

5. Si la sanción es igual o inferior a sesenta días, el tribunal podrá imponer las penas de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, multa o amonestación.

Tabla Demostrativa

Extensión de la sanción y penas aplicables

 

Desde 5 años y 1 día:

 

- Internación en régimen cerrado con programa de reinserción social.

 

- Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social.

 

Desde 3 años y un día a 5 años:

 

- Internación en régimen cerrado con programa de reinserción social.

 

- Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social.

 

- Libertad asistida especial.

 

Desde 541 días a 3 años:

 

- Internación en régimen cerrado con programa de reinserción social.

 

- Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social.

 

- Libertad asistida en cualquiera de sus formas.

 

Desde 61 a 540 días:

 

- Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social.

 

- Libertad asistida en cualquiera de sus formas.

 

- Prestación de servicios en beneficio de la comunidad.

 

- Reparación del daño causado.

 

Desde 1 a 60 días:

 

- Prestación de servicios en beneficio de la comunidad.

 

- Multa.

 

- Amonestación.”. 

Artículo 20



Pasa a ser artículo 24, reemplazado por el siguiente:



“Artículo 24.- Criterios de determinación de la pena. Para determinar la naturaleza de las sanciones, dentro de los márgenes antes establecidos, el tribunal deberá atender, dejando constancia de ello en su fallo, a los siguientes criterios:
 

La gravedad del ilícito de que se trate;

 

La calidad en que el adolescente participó en el hecho y el grado de ejecución de la infracción;

 

La concurrencia de circunstancias atenuantes o agravantes de la responsabilidad criminal;

 

La edad del adolescente infractor;

 

La extensión del mal causado con la ejecución del delito, y

 

La idoneidad de la sanción para fortalecer el respeto del adolescente por los derechos y libertades de las personas y sus necesidades de desarrollo e integración social.”. 
Artículos 21, 22, 25 y 26, nuevos



Incorporar como tales los siguientes:



“Artículo 21.- Pena asignada a los delitos. Para los efectos de la presente ley, se entenderá que la pena asignada al delito cometido por un adolescente es la inferior en un grado al mínimo de los señalados por la ley para el ilícito correspondiente.” 



“Artículo 22.- Reglas de determinación de la extensión de las penas. Para establecer la duración de la sanción que deba imponerse con arreglo a la presente ley, el tribunal deberá aplicar, a partir de la pena señalada en el artículo precedente, las reglas previstas en el Párrafo 4 del Título III del Libro I del Código Penal, con excepción de lo dispuesto en el artículo 69 de dicho Código.



Con todo, si la sanción calculada en la forma dispuesta en el inciso precedente supera los límites máximos dispuestos en el artículo 18, su extensión definitiva deberá ajustarse a dichos límites.” 



 “Artículo 25.- Imposición conjunta de más de una pena. En las situaciones regladas en los numerales 3 y 4 del artículo 23, el tribunal podrá imponer conjuntamente dos de las penas que las mismas reglas señalan, siempre que la naturaleza de éstas permita su cumplimiento simultáneo.



Lo dispuesto en el inciso precedente tendrá lugar sólo cuando ello permita el mejor cumplimiento de las finalidades de las sanciones de esta ley expresadas en el artículo 20 y así se consigne circunstanciadamente en resolución fundada.”. 



 “Artículo 26.- Límites a la imposición de sanciones. La privación de libertad se utilizará sólo como medida de último recurso.



En ningún caso se podrá imponer una pena privativa de libertad si un adulto condenado por el mismo hecho no debiere cumplir una sanción de dicha naturaleza.” 
Artículo 21



Pasa a ser artículo 8°, con la siguiente redacción:



“Artículo 8°.- Amonestación. La amonestación consiste en la reprensión enérgica al adolescente hecha por el juez, en forma oral, clara y directa, en un acto único, dirigida a hacerle comprender la gravedad de los hechos cometidos y las consecuencias que los mismos han tenido o podrían haber tenido, tanto para la víctima como para el propio adolescente, instándole a cambiar de comportamiento y formulándole recomendaciones para el futuro.



La aplicación de esta sanción, en todo caso, requerirá una previa declaración del adolescente asumiendo su responsabilidad en la infracción cometida.



Los padres o guardadores del adolescente serán notificados de la imposición de la sanción, en caso de no encontrarse presentes en la audiencia.”. 

Artículo 22



Pasa a ser artículo 9°, reemplazado por el siguiente:



“Artículo 9°.- Multa. El juez podrá imponer una multa a beneficio fiscal que no exceda de diez unidades tributarias mensuales. Para su aplicación y la determinación de su monto, además de los criterios señalados en el artículo 24 de la presente ley, se considerarán la condición y las facultades económicas del infractor y de la persona a cuyo cuidado se encontrare.



El juez, a petición del adolescente o de su defensor, podrá autorizar el pago de la multa en cuotas.



La multa será conmutable, a solicitud del infractor, por la sanción de servicios en beneficio de la comunidad, a razón de 30 horas por cada tres Unidades Tributarias Mensuales.” 

Artículo 23



Pasa a ser artículo 10, con la siguiente redacción:



“Artículo 10.- Reparación del daño. La reparación del daño consiste en la obligación de resarcir a la víctima el perjuicio causado con la infracción, sea mediante una prestación en dinero, la restitución o reposición de la cosa objeto de la infracción o un servicio no remunerado en su favor. En este último caso, la imposición de la sanción requerirá de la aceptación previa del condenado y de la víctima.



El cumplimiento de la sanción no obstará a que la víctima persiga la responsabilidad contemplada en el artículo 2320 del Código Civil, pero sólo en aquello en que la reparación sea declarada como insuficiente.”. 

Artículo 24



Pasa a ser artículo 11, reemplazado por el siguiente:



 “Artículo 11.- Servicios en beneficio de la comunidad. La sanción de prestación de servicios en beneficio de la comunidad consiste en la realización de actividades no remuneradas a favor de la colectividad o en beneficio de personas en situación de precariedad.



La prestación de servicios en beneficio de la comunidad no podrá exceder en ningún caso de cuatro horas diarias y deberá ser compatible con la actividad educacional o laboral que el adolescente realice. La sanción tendrá una extensión mínima de 30 horas y máxima de 120.



La imposición de esta sanción requerirá del acuerdo del condenado, debiendo, en su caso, ser sustituida por una sanción superior, no privativa de libertad.” 

Artículo 25



Suprimirlo. 

Artículo 26



Pasa a ser artículo 13, reemplazado por el siguiente:



“Artículo 13.- Libertad asistida. La libertad asistida consiste en la sujeción del adolescente al control de un delegado conforme a un plan de desarrollo personal basado en programas y servicios que favorezcan su integración social.


La función del delegado consistirá en la orientación, control y motivación del adolescente e incluirá la obligación de procurar por todos los medios a su alcance el acceso efectivo a los programas y servicios requeridos.



El control del delegado se ejercerá en base a las medidas de supervigilancia que sean aprobadas por el tribunal, que incluirán, en todo caso, la asistencia obligatoria del adolescente a encuentros periódicos previamente fijados con él mismo y a programas socioeducativos. Para ello, una vez designado, el delegado propondrá al tribunal un plan personalizado de cumplimiento de actividades periódicas en programas o servicios de carácter educativo, socio-educativo, de terapia, de promoción y protección de sus derechos y de participación. En él, deberá incluir la asistencia regular al sistema escolar o de enseñanza que corresponda.



Podrán incluirse en dicho plan medidas como la prohibición de asistir a determinadas reuniones, recintos o espectáculos públicos, de visitar determinados lugares o de aproximarse a la víctima, a sus familiares o a otras personas, u otras condiciones similares.

 

La duración de esta sanción no podrá exceder de tres años.”. 

Artículo 14, nuevo



Incorporar como tal el siguiente:



“Artículo 14.- Libertad asistida especial. En esta modalidad de libertad asistida, deberá asegurarse la asistencia del adolescente a un programa intensivo de actividades socioeducativas y de reinserción social en el ámbito comunitario que permita la participación en el proceso de educación formal, la capacitación laboral, la posibilidad de acceder a programas de tratamiento y rehabilitación de drogas en centros previamente acreditados por los organismos competentes y el fortalecimiento del vínculo con su familia o adulto responsable.



En la resolución que apruebe el plan, el tribunal fijará la frecuencia y duración de los encuentros obligatorios y las tareas de supervisión que ejercerá el delegado.



La duración de esta sanción no podrá exceder los tres años.” 

Artículo 27



Suprimirlo.
Artículo 28



Suprimirlo. 

Artículo 29



Desecharlo. 

Artículo 30



Pasa a ser artículo 16, reemplazado por el siguiente:



“Artículo 16.- Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social. La sanción de privación de libertad bajo la modalidad de internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social consistirá en la residencia obligatoria del adolescente en un centro de privación de libertad, sujeto a un programa de reinserción social a ser desarrollado tanto al interior del recinto como en el medio libre.



Una vez impuesta la pena y determinada su duración, el director del centro que haya sido designado para su cumplimiento, propondrá al tribunal un régimen o programa personalizado de actividades, que considerará las siguientes prescripciones:



a) Las medidas a adoptar para la asistencia y cumplimiento del adolescente del proceso de educación formal o de reescolarización. El director del centro deberá velar por el cumplimiento de esta obligación y para dicho efecto mantendrá comunicación permanente con el respectivo establecimiento educacional;



b) El desarrollo periódico de actividades de formación, socioeducativas y de participación, especificando las que serán ejecutadas al interior del recinto y las que se desarrollarán en el medio libre, y


c) Las actividades a desarrollar en el medio libre contemplarán, a lo menos, ocho horas, no pudiendo llevarse a cabo entre las 22.00 y las 07.00 horas del día siguiente, a menos que excepcionalmente ello sea necesario para el cumplimiento de los fines señalados en las letras precedentes y en el artículo 20.



El programa será aprobado judicialmente en la audiencia de lectura de la sentencia o en otra posterior, que deberá realizarse dentro de los quince días siguientes a aquélla.



El director del centro informará periódicamente al tribunal acerca del cumplimiento y evolución de las medidas a que se refiere la letra a).” 

Artículo 31



Pasa a ser artículo 17, con el siguiente texto:



“Artículo 17.- Internación en régimen cerrado con programa de reinserción social. La internación en régimen cerrado con programa de reinserción social importará la privación de libertad en un centro especializado para adolescentes, bajo un régimen orientado al cumplimiento de los objetivos previstos en el artículo 20 de esta ley.



En virtud de ello, dicho régimen considerará necesariamente la plena garantía de la continuidad de sus estudios básicos, medios y especializados, incluyendo su reinserción escolar, en el caso de haber desertado del sistema escolar formal, y la participación en actividades de carácter socioeducativo, de formación, de preparación para la vida laboral y de desarrollo personal. Además, deberá asegurar el tratamiento y rehabilitación del consumo de drogas para quienes lo requieran y accedan a ello.”. 

Artículo 32



Pasa a ser artículo número 18, reemplazado por el siguiente:



“Artículo 18. Límite máximo de las penas privativas de libertad. Las penas de internación en régimen cerrado y semicerrado, ambas con programa de reinserción social, que se impongan a los adolescentes no podrán exceder de cinco años si el infractor tuviere menos de dieciséis años, o de diez años si tuviere más de esa edad.”. 

Párrafo 4°

Sanciones mixtas o accesorias



Sustituir el epígrafe de este Párrafo por “Sanciones mixtas”. 
Artículo 33



Pasa a ser artículo número 19, reemplazado por el siguiente:



 “Artículo 19.- Sanciones mixtas. En los casos en que fuere procedente la internación en régimen cerrado o semicerrado, ambas con programa de reinserción social, el tribunal podrá imponer complementariamente una sanción de libertad asistida en cualquiera de sus formas, por un máximo que no supere el tiempo de la condena principal. Esta última se cumplirá:



a) Con posterioridad a la ejecución de la pena privativa de libertad, siempre y cuando en total no se supere la duración máxima de ésta, o



b) En forma previa a su ejecución. En este caso la pena principal quedará en suspenso y en carácter condicional, para ejecutarse en caso de incumplimiento de la libertad asistida en cualquiera de sus formas, en el caso de las penas que se extienden hasta quinientos cuarenta días.” 

Artículo 34



Pasa a ser artículo número 12, con el siguiente texto:



“Artículo 12.- Prohibición de conducir vehículos motorizados. La prohibición de conducir vehículos motorizados se podrá imponer a un adolescente como sanción accesoria cuando la conducta en que se funda la infracción por la cual se le condena haya sido ejecutada mediante la conducción de dichos vehículos.



La sanción se hará efectiva desde el momento de dictación de la sentencia condenatoria y su duración podrá extenderse hasta el período que le faltare al adolescente para cumplir veinte años.



En caso de quebrantamiento, se estará a lo dispuesto en el artículo 52 de esta ley, a menos que a consecuencia de la conducción se hubiere afectado la vida, la integridad corporal o la salud de alguna persona, caso en el cual se remitirán los antecedentes al Ministerio Público para el ejercicio de las acciones que correspondan.” 

Artículo 35



Pasa a ser artículo 7°, reemplazado por el siguiente:



“Artículo 7°.- Sanción accesoria. El juez estará facultado para establecer, como sanción accesoria a las previstas en el artículo 6° de esta ley y siempre que sea necesario en atención a las circunstancias del adolescente, la obligación de someterlo a tratamientos de rehabilitación por adicción a las drogas o al alcohol.” 

“Párrafo 5°

De la determinación de las sanciones”



Intercalar este nueva división en el texto del proyecto. 

TÍTULO III

PROCEDIMIENTO



Pasa a ser Título II, con el mismo epígrafe. 

Artículo 36



Pasa a ser artículo 27, reemplazado por el siguiente:



“Artículo 27.- Reglas de procedimiento. La investigación y juzgamiento de la responsabilidad por infracciones a la ley penal por parte de adolescentes se regirá por las disposiciones contenidas en la presente ley y supletoriamente por las normas del Código Procesal Penal.



El conocimiento y fallo de las infracciones que no constituyan crímenes se sujetará a las reglas del procedimiento simplificado o monitorio, según sea el caso, regulados en el Título I del Libro IV del Código Procesal Penal.



Asimismo, se sujetarán a las reglas del procedimiento simplificado aquellas infracciones constitutivas de crímenes respecto de las cuales el Ministerio Público requiera una pena no privativa de libertad.”. 

Artículo 37



Suprimirlo. 

Artículo 38



Desecharlo.

Artículo 39



Suprimirlo. 

Artículo 40



Desecharlo. 

Artículo 41



Suprimirlo. 

Artículo 42



Desecharlo. 

Artículo 43



Pasa a ser artículo 29, con el siguiente texto:



 “Artículo 29.- Especialización de la justicia penal para adolescentes. Los jueces de garantía, los jueces del tribunal de juicio oral en lo penal, así como los fiscales adjuntos y los defensores penales públicos que intervengan en las causas de adolescentes, deberán, de preferencia, estar capacitados en los estudios e información criminológica vinculada a la ocurrencia de estas infracciones, en la Convención de los Derechos del Niño, en las  características y especificidades de la etapa adolescente y en el sistema de ejecución de sanciones establecido en esta misma ley.



No obstante, todo fiscal, defensor o juez con competencia en materias criminales se encuentra habilitado para intervenir, en el marco de sus competencias, si, excepcionalmente, por circunstancias derivadas del sistema de distribución del trabajo, ello fuere necesario.


En virtud de lo dispuesto en los incisos precedentes, los comités de jueces de los tribunales de garantía y orales en lo penal considerarán, en el procedimiento objetivo y general de distribución de causas, la radicación e integración preferente de quienes cuenten con dicha capacitación.



Cada institución adoptará las medidas pertinentes para garantizar la especialización a que se refiere la presente disposición.”. 

Artículo 44



Pasa a ser artículo número 30, en sus mismos términos.

Artículo 45



Pasa a ser artículo número 31, con la siguiente redacción:



“Artículo 31.- Detención en caso de flagrancia. Carabineros de Chile deberá poner a los menores de dieciocho años y mayores de catorce que se encuentren en las situaciones previstas en los artículos 129 y 131 del Código Procesal Penal, inmediatamente a disposición del juez de garantía competente. El adolescente sólo podrá declarar ante el fiscal en presencia de un defensor. La detención se regulará, salvo en los aspectos previstos en este artículo, por el párrafo 3° del Título V, del Libro I del Código Procesal Penal. Si se diere lugar a la ampliación del plazo de la detención conforme al artículo 132 de dicho Código, ésta sólo podrá ser ejecutada en los centros de internación provisoria de que trata la presente ley.



La detención de una persona visiblemente menor en un establecimiento distinto de los señalados en el inciso anterior, constituirá una infracción funcionaria grave y será sancionada con la medida disciplinaria que proceda de acuerdo al mérito de los antecedentes, sin perjuicio de las demás responsabilidades en que pueda haber incurrido el infractor.



En la ejecución de la detención e internación provisoria que sea decretada deberá darse cumplimiento a lo previsto en los artículos 17 de la ley N° 16.618 y 37, letra c), de la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño. El menor privado de libertad siempre podrá ejercer los derechos consagrados en los artículos 93 y 94 del Código Procesal Penal y 37 y 40 de esa Convención. Los encargados de dichos centros no podrán aceptar el ingreso de menores sino en virtud de órdenes impartidas por el juez de garantía competente.



Si el hecho imputado al menor fuere alguno de aquellos señalados en el artículo 124 del Código Procesal Penal, Carabineros de Chile se limitará a citar al menor a la presencia del fiscal y lo dejará en libertad, previo señalamiento de domicilio en la forma prevista por el artículo 26 del mismo Código.



Las disposiciones contenidas en los incisos anteriores serán aplicables a la Policía de Investigaciones.”.

Artículo 46



Suprimirlo. 

Artículo 47



Desecharlo. 

Artículo 48



Suprimirlo. 

Artículo 49



Pasa a ser artículo 32, reemplazado por el siguiente:



“Artículo 32.- Medidas cautelares del procedimiento. La internación provisoria en un centro cerrado sólo será procedente tratándose de la imputación de crímenes, debiendo aplicarse cuando los objetivos señalados en el inciso primero del artículo 155 del Código Procesal Penal no pudieren ser alcanzados mediante la aplicación de alguna de las demás medidas cautelares personales.”. 

Artículo 50



Pasa a ser artículo 33, con la siguiente redacción:



“Artículo 33.- Proporcionalidad de las medidas cautelares. En ningún caso podrá el juez dar lugar a una medida que parezca desproporcionada en relación con la sanción que resulte probable de aplicar en caso de condena.”. 

Artículo 51



Pasa a ser artículo 34, sustituido por el siguiente:



 “Artículo 34.- Permiso de salida diaria. Tratándose de un adolescente imputado sujeto a una medida de internación provisoria, el juez podrá, en casos calificados, concederle permiso para salir durante el día, siempre que ello no vulnere los objetivos de la medida. Al efecto, el juez podrá adoptar las providencias que estime convenientes.”. 

Artículo 52



Desecharlo. 

Artículo 53



Suprimirlo. 

Artículo 54



Rechazarlo. 

Artículo 55



Pasa a ser artículo 35, reemplazado por el siguiente:



“Artículo 35.- Principio de oportunidad. Para el ejercicio del principio de oportunidad establecido en el artículo 170 del Código Procesal Penal, los fiscales tendrán en especial consideración la incidencia que su decisión podría tener en la vida futura del adolescente imputado.” Indicaciones números 156, 157, 158 y 159. 

Artículo 56



Pasa a ser artículo 36, reemplazado por el siguiente:



“Artículo 36.- Primera audiencia.- De la realización de la primera audiencia a que deba comparecer el imputado deberá notificarse a sus padres o a la persona que lo tenga bajo su cuidado. Si el juez lo considera necesario, permitirá la intervención de éstos, si estuvieren presentes en la audiencia.” 

Artículo 57



Desecharlo. 
Artículo 58



Pasa a ser artículo 37, sustituyéndose su texto por el siguiente:



“Artículo 37.- Juicio Inmediato. Las reglas del juicio inmediato establecidas en el artículo 235 del Código Procesal Penal serán plenamente aplicables cada vez que el fiscal lo solicite y especialmente cuando se trate de una infracción flagrante imputada a un adolescente.



En estos casos, sólo por razones fundadas que el fiscal señalará en su petición, el juez de garantía podrá autorizar la realización de diligencias concretas y determinadas para la investigación de una infracción flagrante, las que no podrán exceder de 60 días, rigiendo, en lo demás, lo dispuesto en el artículo siguiente. Igual derecho asistirá a la defensa del imputado, en el mismo caso.” 

Artículo 59



Rechazarlo. 

Artículo 60



Pasa a ser artículo 38, sustituido por el siguiente:



 “Artículo 38.- Plazo para declarar el cierre de la investigación. Transcurrido el plazo máximo de seis meses desde la fecha en que la investigación hubiere sido formalizada, el fiscal procederá a cerrarla, a menos que el juez le hubiere fijado un plazo inferior.



Antes de cumplirse cualquiera de estos plazos, el fiscal podrá solicitar, fundadamente, su ampliación por un máximo de dos meses.”. 

Artículo 61



Pasa a ser artículo 39, reemplazado por el siguiente:



“Artículo 39.- Audiencia del juicio oral. El juicio oral, en su caso, deberá tener lugar no antes de los 15 ni después de los 30 días siguientes a la notificación del auto de apertura del juicio oral.



En ningún caso el juicio podrá suspenderse o interrumpirse por un término superior a 72 horas.” 
- - -

Artículos 40 y 41, nuevos



Incorporar como tales los siguientes:



“Artículo 40.- Audiencia de determinación de la pena. La audiencia a que se refiere el artículo 345 del Código Procesal Penal deberá llevarse a cabo en caso de dictarse sentencia condenatoria. En dicha audiencia, el tribunal podrá requerir la opinión de peritos.



Artículo 41.- Suspensión de la imposición de condena. Cuando hubiere mérito para aplicar sanciones privativas o restrictivas de libertad iguales o inferiores a 540 días,  pero concurrieren antecedentes favorables que hicieren desaconsejable su imposición, el juez podrá dictar la sentencia y disponer en ella la suspensión de la pena y sus efectos por un plazo de seis meses.


Transcurrido el plazo previsto en el inciso anterior sin que el imputado hubiere sido objeto de nuevo requerimiento o de una formalización de la investigación, el tribunal dejará sin efecto la sentencia y, en su reemplazo, decretará el sobreseimiento definitivo de la causa.


Esta suspensión no afectará la responsabilidad civil derivada del delito.


Lo dispuesto en este artículo es sin perjuicio de la posibilidad de decretar la suspensión condicional del procedimiento.”.

- - -

Artículo 62



Suprimirlo. 

Artículo 63



Desecharlo. 

TÍTULO IV

DE LA EJECUCIÓN DE LAS SANCIONES Y MEDIDAS



Sustituir el número de este Título por “III”. 
Artículos 64 y 69



Pasan a ser artículo 43, reemplazándose sus textos por el siguiente:



“Artículo 43.- Centros de privación de libertad. La administración de los Centros Cerrados de Privación de Libertad y de los recintos donde se cumpla la medida de internación provisoria, corresponderá siempre y en forma directa al Servicio Nacional de Menores.



Para dar cumplimiento a las sanciones privativas de libertad y a la medida de internación provisoria contenidas en esta ley existirán tres tipos de centros:

 

a) Los Centros para la Internación en Régimen Semicerrado.

 

b) Los Centros Cerrados de Privación de Libertad.

 

c) Los Centros de Internación Provisoria.



Para garantizar la seguridad y la permanencia de los infractores en los centros a que se refieren las letras b) y c) precedentes, se establecerá en ellos una guardia armada de carácter externo, a cargo de Gendarmería de Chile. Ésta permanecerá fuera del recinto, pero estará autorizada para ingresar en caso de motín o en otras situaciones de grave riesgo para los adolescentes y revisar sus dependencias con el sólo objeto de evitarlas.



La organización y funcionamiento de los recintos aludidos en el presente artículo se regulará en un reglamento dictado por decreto supremo expedido por medio del Ministerio de Justicia, conforme a las normas contenidas en el presente Título.” 

Artículo 65



Pasa a ser artículo 44, reemplazado por el siguiente:



“Artículo 44.- Condiciones básicas de los centros de privación de libertad. La ejecución de las sanciones privativas de libertad estará dirigida a la reintegración del adolescente al medio libre.



En virtud de ello, deberán desarrollarse acciones tendientes al fortalecimiento del respeto por los derechos de las demás personas y al cumplimiento del proceso de educación formal y considerarse la participación en actividades socioeducativas, de formación y de desarrollo personal.” 

Artículos 66 y 67



Pasan a ser artículo 45, reemplazados por el siguiente:



“Artículo 45.- Normas de orden interno y seguridad en recintos de privación de libertad. Los adolescentes estarán sometidos a las normas disciplinarias que dicte la autoridad para mantener la seguridad y el orden. Estas normas deben ser compatibles con los derechos reconocidos en la Constitución, en la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, en los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes y en las leyes.



Dichas normas regularán el uso de la fuerza respecto de los adolescentes y contendrán, a lo menos, los siguientes aspectos:



a) El carácter excepcional y restrictivo del uso de la fuerza, lo que implica que deberá ser utilizada sólo cuando se hayan agotado todos los demás medios de control y por el menor tiempo posible, y



b) La prohibición de aplicar medidas disciplinarias que constituyan castigos corporales, encierro en celda obscura y penas de aislamiento o de celda solitaria, así como cualquier otra sanción que pueda poner en peligro la salud física o mental del adolescente o sea degradante, cruel o humillante.”. 
Artículo 68



Pasa a ser artículo 46, reemplazado por el siguiente:



“Articulo 46.- Normas disciplinarias en recintos de privación de libertad. Las medidas y procedimientos disciplinarios que se dispongan deberán encontrarse contemplados en la normativa del establecimiento y tendrán como fundamento principal contribuir a la seguridad y a la mantención de una vida comunitaria ordenada, debiendo, en todo caso, ser compatibles con el respeto de la dignidad del adolescente.



A estos efectos, la normativa relativa a dichos procedimientos precisará, a lo menos, los siguientes aspectos:



a) Las conductas que constituyen una infracción a la disciplina;



b) El carácter y la duración de las sanciones disciplinarias que se pueden imponer, y



La autoridad competente para imponer esas sanciones y aquella que deberá resolver los recursos que se deduzcan en su contra.”. 

Artículo 70



Pasa a ser artículo 42, sustituido por el siguiente:



 “Artículo 42.- Administración de las medidas no privativas de libertad. El Servicio Nacional de Menores asegurará la existencia en las distintas regiones del país de los programas necesarios para la ejecución y control de las medidas a que se refiere esta ley, las que serán ejecutadas por los colaboradores acreditados que hayan celebrado los convenios respectivos con dicha institución.



Para tal efecto, llevará un registro actualizado de los programas existentes en cada comuna del país, el que estará a disposición de los tribunales competentes.



El Servicio revisará periódicamente la pertinencia e idoneidad de los distintos programas, aprobando su ejecución por parte de los colaboradores acreditados y fiscalizando el cumplimiento de sus objetivos.



En la modalidad de libertad asistida especial se asegurará la intervención de la red institucional y de protección del Estado, según se requiera. Será responsabilidad del Servicio Nacional de Menores la coordinación con los respectivos servicios públicos.



El reglamento a que alude el inciso final del artículo siguiente contendrá las normas necesarias para dar cumplimiento a lo establecido en este artículo.”. 
Artículos 71 y 72



Pasan a ser artículo 49, reemplazándose sus textos por el siguiente:



 “Artículo 49.- Derechos en la ejecución de sanciones. Durante la ejecución de las sanciones que regula esta ley, el adolescente tendrá derecho a:



a) Ser tratado de una manera que fortalezca su respeto por los derechos y libertades de las demás personas, resguardando su desarrollo, dignidad e integración social;



b) Ser informado de sus derechos y deberes con relación a las personas e instituciones que lo tuvieren bajo su responsabilidad;



c) Conocer las normas que regulan el régimen interno de las instituciones y los programas a que se encuentre sometido, especialmente en lo relativo a las causales que puedan dar origen a sanciones disciplinarias en su contra o a que se declare el incumplimiento de la sanción;



d) Presentar peticiones ante cualquier autoridad competente de acuerdo a la naturaleza de la petición, obtener una respuesta pronta, solicitar la revisión de su sanción en conformidad a la ley y denunciar la amenaza o violación de alguno de sus derechos ante el juez, y



e) Contar con asesoría permanente de un abogado.



Tratándose de adolescentes sometidos a una medida privativa de libertad, éstos tendrán derecho a:



a) Recibir visitas periódicas, en forma directa y personal, al menos una vez a la semana;



b) La integridad e intimidad personal;



c) Acceder a servicios educativos, y



d) La privacidad y regularidad de las comunicaciones, en especial con sus abogados.”. 
Artículo 73



Pasa a ser artículo 50, con el siguiente texto:



“Artículo 50.- Competencia en el control de la ejecución. Los conflictos de derecho que se susciten durante la ejecución de alguna de las sanciones que contempla la presente ley serán resueltos por el juez de garantía del lugar donde ésta deba cumplirse.



En virtud de ello y previa audiencia, el juez de garantía adoptará las medidas tendientes al respeto y cumplimiento de la legalidad de la ejecución y resolverá, en su caso, lo que corresponda en caso de quebrantamiento.”. 

Artículo 74



Pasa a ser artículo 51, reemplazado por el siguiente:



“Artículo 51.- Certificación de cumplimiento. La institución que ejecute la sanción, informará sobre el total cumplimiento de la misma a su término, por cualquier medio fidedigno, al juez de que trata el artículo anterior, el que deberá certificar dicho cumplimiento.



Asimismo, deberá informar de cualquier incumplimiento cuando éste se produzca.” 

Artículo 75



Pasa a ser nuevo numeral 6 del artículo 65, con el siguiente texto:



“6. Sustitúyese el artículo 585 bis, por el siguiente:



“Artículo 585 bis. Lo dispuesto en los artículos 567, 578, 580 y 581 será aplicable a los recintos en que se ejecuten las medidas de internación provisoria y de internación en régimen cerrado establecidas en la ley que regula la responsabilidad penal de los adolescentes.”.”. 
Artículo 76



Pasa a ser artículo 52, reemplazado por el siguiente:



“Artículo 52.- Quebrantamiento de condena. Si el adolescente no diere cumplimiento a alguna de las sanciones impuestas en virtud de la presente ley, el tribunal encargado del control de la ejecución procederá, previa audiencia y según la gravedad del incumplimiento, conforme a las reglas siguientes:



1.- Tratándose de la multa, aplicará en forma sustitutiva la sanción de prestación de servicios en beneficio de la comunidad por un máximo de 30 horas. Si el adolescente no aceptare la medida, aplicará la libertad asistida en cualquiera de sus formas por el tiempo señalado en el numeral tercero del presente artículo. 



2.- Idéntica regla se seguirá en caso de infracción de la prohibición de conducir vehículos motorizados, sin perjuicio de la mantención de la prohibición por el tiempo restante.



3.- Tratándose del incumplimiento de las medidas de reparación del daño y prestación de servicios en beneficio de la comunidad, se aplicará en forma sustitutiva la libertad asistida en cualquiera de sus formas por un periodo de hasta tres meses.



4.- El incumplimiento de la libertad asistida se sancionará con libertad asistida especial o con internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social, con una duración máxima de sesenta días, lo que se determinará según la gravedad de los hechos que fundan la medida, sin perjuicio del cumplimiento de la sanción originalmente impuesta.



En caso de incumplimiento reiterado de la libertad asistida, se aplicará lo dispuesto en el siguiente numeral. 



5.- El incumplimiento de la libertad asistida especial dará lugar a la sustitución de la sanción por internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social, por un período equivalente al número de días que faltaren por cumplir.



6.- El incumplimiento de la internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social podrá sancionarse con la internación en un centro cerrado por un período no superior a los noventa días, sin perjuicio del cumplimiento de la sanción originalmente impuesta por el tiempo restante. En caso de reiteración de la misma conducta, podrá aplicarse la sustitución, en forma definitiva, por un período a fijar prudencialmente por el tribunal, que en caso alguno será superior al tiempo de duración de la condena inicialmente impuesta. 


7.- El incumplimiento del régimen de libertad asistida en cualquiera de sus formas al que fuere sometido el adolescente en virtud de lo dispuesto en el artículo 19, facultará al juez para ordenar que se sustituya su cumplimiento por la internación en régimen cerrado con programa de reinserción social por el tiempo que resta.”. 

Artículo 77



Pasa a ser artículo 53, reemplazado por el siguiente:



“Artículo 53.- Sustitución de condena. El tribunal encargado del control de la ejecución de las sanciones previstas en esta ley, de oficio o a petición del adolescente o su defensor, podrá sustituirla por una menos gravosa, en tanto ello parezca más favorable para la integración social del infractor y se hubiere iniciado su cumplimiento.



Para estos efectos, el juez, en presencia del condenado, su abogado, el Ministerio Público y un representante de la institución encargada de la ejecución de la sanción, examinará los antecedentes, oirá a los presentes y resolverá. A esta audiencia podrán asistir los padres del adolescente o las personas que legalmente hubieren ejercido la tuición antes de su privación de libertad, y la víctima o su representante. La inasistencia de estos últimos no será nunca obstáculo para el desarrollo de la audiencia.



La resolución que se pronuncie sobre una solicitud de sustitución será apelable para ante la Corte de Apelaciones respectiva.



En caso alguno la internación en un régimen cerrado podrá sustituirse por una de las sanciones previstas en las letras e) o f) del artículo 6°.”. 

Artículo 78



Pasa a ser artículo 54, reemplazado por el siguiente:



“Artículo 54.- Sustitución condicional de las medidas privativas de libertad. La sustitución de una sanción privativa de libertad podrá disponerse de manera condicionada. De esta forma, si se incumpliere la sanción sustitutiva, podrá revocarse su cumplimiento ordenándose la continuación de la sanción originalmente impuesta por el tiempo que faltare.”. 

Artículo 79



Pasa a ser artículo 55, con el siguiente texto:



“Artículo 55.- Remisión de condena. El tribunal podrá remitir el cumplimiento del saldo de condena cuando, en base a antecedentes calificados, considere que se ha dado cumplimiento a los objetivos pretendidos con su imposición. Para ello será aplicable lo dispuesto en los incisos segundo y  tercero del artículo 53.



Para los efectos de resolver acerca de la remisión, el tribunal deberá contar con un informe favorable del Servicio Nacional de Menores.



Tratándose de una sanción privativa de libertad, la facultad de remisión sólo podrá ser ejercida si se ha cumplido más de la mitad del tiempo de duración de la sanción originalmente impuesta.”. 

Artículo 80



Pasa a ser artículo 59, reemplazado por el siguiente:



“Artículo 59.- Modificaciones al decreto ley N° 645 de 1925. Agrégase el siguiente inciso final al artículo 2° del decreto ley N° 645 de 1925, que crea el Registro Nacional de Condenas: “Los antecedentes relativos a los procesos o condenas de menores de edad sólo podrán ser consignados en los certificados que se emitan para ingresar a las Fuerzas Armadas, Carabineros de Chile, Gendarmería de Chile y a la Policía de Investigaciones o para los fines establecidos en el inciso primero del presente artículo.”.”. 

Artículo 81



Pasa a ser artículo 56, con el siguiente texto:



 “Artículo 56.- Cumplimiento de la mayoría de edad. En caso que el imputado o condenado por una infracción  a la ley penal fuere mayor de dieciocho años o los cumpliere durante la ejecución de cualquiera de las sanciones contempladas en esta ley o durante la tramitación del procedimiento, continuará sometido a las normas de esta ley hasta el término de éste.



Si al momento de alcanzar los dieciocho años restan por cumplir menos de seis meses de la condena de internación en régimen cerrado, permanecerá en el centro de privación de libertad del Servicio Nacional de Menores.



Si al momento de alcanzar los dieciocho años le restan por cumplir más de seis meses de la condena de internación en régimen cerrado, el Servicio Nacional de Menores evacuará un informe fundado al juez de control de ejecución en que solicite la permanencia en el centro cerrado de privación de libertad o sugiera su traslado a un recinto penitenciario administrado por Gendarmería de Chile.



Dicho informe se enviará al tribunal con a lo menos tres meses de anterioridad  a la fecha de cumplimiento de la mayoría de edad y se referirá al proceso de reinserción del adolescente y a la conveniencia, para tal fin, de su permanencia en el centro cerrado de privación de libertad. El informe deberá comunicarse a todas las partes involucradas en el proceso.



En caso de ordenar el tribunal su permanencia, se revisará su situación según se desarrolle el proceso de reinserción en apreciación de la administración del centro.



En caso de ordenar el tribunal su traslado a un recinto penitenciario, las modalidades de ejecución de dicha condena deberán seguir siendo ejecutadas conforme a las prescripciones de esta ley.



Excepcionalmente, el Servicio Nacional de Menores  podrá solicitar al tribunal de control competente que autorice el cumplimiento de la internación en régimen cerrado en un recinto administrado por Gendarmería de Chile, cuando el condenado hubiere cumplido la mayoría de edad y sea declarado responsable de la comisión de un delito o incumpla de manera grave el reglamento del centro poniendo en riesgo la vida e integridad física de otras personas.



En todos los casos previstos en este artículo, el Servicio Nacional de Menores, Gendarmería de Chile y las autoridades que correspondan adoptarán las medidas necesarias para asegurar la separación de las personas sujetas a esta ley menores de dieciocho años con los mayores de edad y de los adultos sujetos a esta ley respecto de los condenados conforme a la ley penal de adultos.”. 

Artículo 82



Suprimirlo. 

Artículo 83



Pasa a ser artículo 57, reemplazado por el siguiente:



 “Artículo 57.- Academia Judicial. Para los efectos de lo previsto en el artículo 29, la Academia Judicial considerará la dictación de los cursos de especialización a que esa norma se refiere en el programa de perfeccionamiento destinado a los miembros de los escalafones primario, secundario y de empleados del Poder Judicial.



En todo caso, el requisito establecido en dicha disposición podrá ser acreditado  sobre la base de antecedentes que den cuenta del cumplimiento de cursos de formación especializada en la materia, impartidos por otras instituciones alternativas a la Academia Judicial. La certificación respectiva la emitirá dicha institución, en base a los antecedentes que proporcione el solicitante.”. 

Artículo 84



Pasa a ser artículo 58, con el siguiente texto:



“Artículo 58.- Restricción de libertad de menores de catorce años. Si se sorprendiere a un menor de catorce años  en la ejecución flagrante de una conducta que, cometida por un adolescente constituiría delito, los agentes policiales ejercerán todas las facultades legales para restablecer el orden y la tranquilidad públicas y dar la debida protección a la víctima en amparo de sus derechos.



Una vez cumplidos dichos propósitos, la autoridad respectiva deberá poner al niño a disposición del tribunal de familia a fin de que éste procure su adecuada protección. En todo caso, tratándose de infracciones de menor entidad podrá entregar al niño inmediata y directamente a sus padres y personas que lo tengan a su cuidado y, de no ser ello posible, lo entregará a un adulto que se haga responsable de él, prefiriendo a aquellos con quienes tuviere una relación de parentesco, informando en todo caso al Tribunal de Familia competente.



Para los efectos de que el fiscal pueda interrogar al menor en calidad de testigo, se estará a las normas generales que regulan la materia.”. 

Artículo 85



Pasa a ser artículo 60, con el siguiente texto:



“Artículo 60.- Modificaciones al Código Penal. Introdúcense las siguientes modificaciones:

 

a) Sustitúyese el número 2º del artículo 10 por el siguiente:

 

“2º El menor de dieciocho años. La responsabilidad de los menores de dieciocho años y mayores de catorce se regulará por lo dispuesto en la ley de responsabilidad penal juvenil.”.

 

b) Derógase el número 3º del artículo 10.

 

c) Suprímese el inciso primero del artículo 72.”. 

- - -

Artículos 61 y 62, nuevos



Incorporar como tales los siguientes:



“Artículo 61.- Modificaciones a la ley N° 18.287. Derógase el artículo 26 de la ley N° 18.287, que establece el procedimiento ante los Juzgados de Policía Local.



Artículo 62.- Modificaciones al Código de Justicia Militar. Sustitúyense los incisos segundo y tercero del artículo 135, por el siguiente: “Los menores de edad exentos de responsabilidad penal serán puestos a disposición del tribunal competente en asuntos de familia.”. 

- - -

Artículo 86



Pasa a ser artículo 63, con el siguiente texto:



“Artículo 63.- Modificaciones a la Ley de Menores. Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 16.618, que fija el texto definitivo de la Ley de Menores:

 

a) Derógase el artículo 16;
 

b) En el inciso segundo del artículo 16 bis, suprímese la siguiente frase: “De la misma forma procederá respecto de un menor de dieciséis años imputado de haber cometido una falta.”.

 

c) Suprímese el inciso cuarto del artículo 16 bis.

 

d) Deróganse los artículos 28 y 29.

 

e) Suprímese el inciso segundo del artículo 31.

 

f) Deróganse los artículos 41, 51, 52, 53, 58 y 65.

 

g) Sustitúyese el artículo 71, por el siguiente:

 

“Artículo 71. El Presidente de la República, mediante decreto supremo expedido mediante el Ministerio de Justicia, determinará los Centros de Diagnósticos existentes y su localización.”.”. 

- - -

Artículos 64, 65, 66, 67, 68,  69 y 70, nuevos



Incorporar como tales los siguientes:



“Artículo 64.- Modificaciones a la ley N° 19.640. En el inciso primero del artículo 72, sustitúyese el guarismo “625” por “647”, referido a la categoría “Fiscal Adjunto”; el guarismo “69” por “70”, referido a la categoría “Jefe de Unidad”, y el guarismo “860” por “866” referido a la categoría “Profesionales”.



Artículo 65.- Modificaciones al Código Orgánico de Tribunales. Introdúcense las siguientes modificaciones:

 

1. Al artículo 14:

 

a) En la letra f), a continuación de la palabra “penal”, sustitúyese la coma (,) y la letra “y” por un punto y coma (;).

 

b) Reemplázase la actual letra g), que pasa a ser letra h), por la siguiente:

 

“g) Conocer y resolver todas las cuestiones y asuntos que la ley de responsabilidad penal juvenil les encomienden, y”.

 

2. Al artículo 16, en el acápite que en cada caso se señala:

 

a.- Quinta Región de Valparaíso:

 

En el párrafo séptimo, reemplázase la expresión “Viña del Mar, con seis jueces,” por la siguiente: “Viña del Mar, con siete jueces,”.

 

b.- Octava Región del Bío Bío:

 

En el párrafo noveno, reemplázase la expresión “Coronel, con un juez,” por la siguiente: “Coronel, con dos jueces,”.

 

c.- Décima Región de Los Lagos:

 

En el párrafo final, reemplázase la expresión “Castro, con un juez,” por la siguiente: “Castro, con dos jueces,”

 

d.- Región Metropolitana de Santiago:

 

En el párrafo segundo, reemplázase la expresión “Puente Alto, con siete jueces”, por la siguiente: “Puente Alto, con ocho jueces”. 

 

En el párrafo séptimo, reemplázase la expresión “Cuarto Juzgado de Garantía de Santiago, con diecisiete jueces,”, por “Cuarto Juzgado de Garantía de Santiago, con dieciocho jueces,”; la expresión “Séptimo Juzgado de Garantía de Santiago, con ocho jueces,”, por “Séptimo Juzgado de Garantía de Santiago, con diez jueces,”; la expresión “Octavo Juzgado de Garantía de Santiago, con nueve jueces,” por “Octavo Juzgado de Garantía de Santiago, con diez jueces,”, y la expresión “Noveno Juzgado de Garantía de Santiago, con diecisiete jueces,” por “Noveno Juzgado de Garantía de Santiago, con dieciocho jueces,”.

 

3. Al artículo 18:

 

a) En la letra c), a continuación de la expresión “juicio oral”, elimínase la coma (,) y la letra “y”, y en su reemplazo, introdúcese un punto coma (;).

 

b) Reemplázase la actual letra d), que pasa a ser letra e), por la siguiente: 

 

“d) Conocer y resolver todas las cuestiones y asuntos que la ley de responsabilidad penal juvenil les encomienden, y”.

 

4. En el artículo 21, reemplázase, en el acápite referido a la Región Metropolitana de Santiago, la expresión “Cuarto Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago, con quince jueces,”, por “Cuarto Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago, con dieciocho jueces,”.

 

5. Incorpórase un artículo 47 C, nuevo, del tenor siguiente:

 

“Artículo 47 C.- Tratándose de los tribunales de juicio oral en lo penal, las Cortes de Apelaciones podrán ejercer las potestades señaladas en el artículo 47, ordenando que uno o más de los jueces del tribunal se aboquen en forma exclusiva al conocimiento de las infracciones de los adolescentes a la ley penal, en calidad de jueces de garantía, cuando el mejor servicio judicial así lo exigiere.”.

 

6. Sustitúyese el artículo 585 bis, por el siguiente: 

 

“Artículo 585 bis. Lo dispuesto en los artículos 567, 578, 580 y 581 será aplicable a los recintos en que se ejecuten las medidas de internación provisoria y de internación en régimen cerrado establecidas en la ley que regula la responsabilidad penal de los adolescentes.”.


Artículo 66.- Modificaciones a la ley Nº 19.665. Agrégase en el inciso primero del artículo 6° de la ley N° 19.665, un párrafo final del siguiente tenor:



“Juzgados con dieciocho jueces: dieciocho jueces, cinco funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y cuarenta y tres funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.”  



Artículo 67.- Modificaciones a la ley N° 19.718. Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 28 de la ley N° 19.718, que fija la planta de personal de la Defensoría Penal Pública:

 

a) Reemplázase, para los profesionales grado 7°, el guarismo “16” por “18”.

 

b) Reemplázase, para los administrativos grado 17°, el guarismo “20” por “21”.

 

c) Reemplázase, para el Total Planta, el guarismo “454” por “457”.”



Artículo 68.- Modificaciones a la ley N° 19.968, de Tribunales de Familia. Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley 19.968: 

 

a) En el número 10 del artículo 8°, sustitúyese la expresión “29” por “30” y agrégase el siguiente párrafo nuevo antes del punto y coma (;) que pasa a ser punto seguido (.): “El procedimiento se sujetará a las reglas establecidas en el párrafo cuarto del Título IV de la presente ley;”.

 

b) Incorpórase al artículo 8° el siguiente numeral 10 bis, nuevo: 

 

“10 bis) Las infracciones que en caso de ser ejecutadas por mayores de edad constituirían faltas y que no dan lugar a responsabilidad penal, conforme al artículo 102 A. El juzgamiento de las mismas se someterá a las reglas establecidas en el párrafo cuarto del Título IV de la presente ley.”.



 c) Incorpórase, a continuación del artículo 102, el siguiente párrafo cuarto, nuevo:

“Párrafo Cuarto

Procedimiento Contravencional ante los Tribunales de Familia



Artículo 102 A.- Las faltas contenidas en la legislación vigente que sean cometidas por adolescentes, constituirán contravenciones de carácter administrativo para todos los efectos legales y su juzgamiento se sujetará al procedimiento regulado en este párrafo.



Se exceptúan de lo dispuesto en el inciso anterior únicamente las faltas tipificadas en los artículos 494, N°s 1, 4, 5, y 19, este último en lo que dice relación con el artículo 477; en el artículo 494 bis y en el artículo 496, números 5 y 26, todos del Código Penal, y aquellas contempladas en la ley Nº 20.000 o en los cuerpos normativos que la sustituyan, cometidas por adolescentes mayores de 16 años, cuyo conocimiento estará sujeto a lo preceptuado por la ley que regula la responsabilidad penal de los adolescentes.



Artículo 102 B.- Será aplicable al proceso contravencional lo dispuesto en los párrafos primero, segundo y tercero del Título III de esta ley, en lo que no sea incompatible con lo dispuesto en el presente título y con la naturaleza infraccional de las faltas a juzgar.



Artículo 102 C.- Será competente para el conocimiento de los asuntos a que se refiere el inciso primero del artículo 102 A el tribunal del lugar en que se hubiere ejecutado el hecho. Tratándose de los asuntos a que se refiere el numeral 10 del artículo 8°, será competente el tribunal del domicilio del menor, sin perjuicio de la potestad cautelar que pudiere corresponder al tribunal que inicialmente conozca del asunto en razón del lugar donde se cometió el hecho.



Artículo 102 D.- El procedimiento podrá iniciarse con el sólo mérito del parte policial que dé cuenta de la denuncia interpuesta por un particular o de la falta flagrante en que se haya sorprendido a un adolescente. En ambos casos la policía procederá a citar al adolescente para que concurra a primera audiencia ante el tribunal, lo que deberá quedar consignado en el parte respectivo.



Los particulares también podrán formular la denuncia directamente al tribunal.


Artículo 102 E.- De la realización de la primera audiencia a que deba comparecer el imputado deberá notificarse también a sus padres o a la persona que lo tenga bajo su cuidado, y al denunciante o al afectado, según corresponda.



Todos quienes sean citados deberán concurrir a la audiencia con sus medios de prueba.



Artículo 102 F.- Si el adolescente no concurriere a la primera citación, el tribunal podrá ordenar que sea conducido a su presencia por medio de la fuerza pública. En este caso se procurará que la detención se practique en el tiempo más próximo posible al horario de audiencias del tribunal.



Artículo 102 G.-  El adolescente tendrá derecho a guardar silencio.



Artículo 102 H.- Al inicio de la audiencia, el juez explicará al adolescente sus derechos y, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, lo interrogará sobre la veracidad de los hechos imputados por el requerimiento. En caso de que el adolescente reconozca los hechos, el juez dictará sentencia de inmediato, la que no será susceptible de recurso alguno.



En la sentencia se podrá imponer la sanción de amonestación si ésta resulta proporcionada a la gravedad de los hechos y a la edad del adolescente para responsabilizarlo por la contravención, a menos que mediare reiteración, en cuyo caso deberá imponerse alguna de las restantes sanciones previstas en el artículo 102 J.



Artículo 102 I.- Si el adolescente negare los hechos o guardare silencio, se realizará el juzgamiento de inmediato, procediéndose a oír a los comparecientes y a recibir la prueba, tras lo cual se preguntará al adolescente si tiene algo que agregar. Con su declaración o sin ella, el juez pronunciará sentencia de absolución o condena.



Artículo 102 J.- El juez podrá imponer al adolescente únicamente alguna de las siguientes sanciones contravencionales:

 

Amonestación;

 

Reparación material del daño;

 

Petición de disculpas al ofendido o afectado;

 

Multa de hasta 2 Unidades Tributarias Mensuales;

 

Servicios en beneficio de la comunidad, de ejecución instantánea o por un máximo de tres horas, y

 

Prohibición temporal de asistir a determinados espectáculos, hasta por tres meses.


El tribunal podrá aplicar conjuntamente más de una de las sanciones contempladas en este artículo, lo que deberá fundamentarse en la sentencia.



Artículo 102 K.- Las sentencias definitivas dictadas en procesos por infracciones cometidas por adolescentes serán inapelables.



Artículo 102 L.- A solicitud de parte, el juez podrá sustituir una sanción por otra durante el cumplimiento de la misma.



Artículo 102 M.- En caso de incumplimiento de la sanción impuesta, el tribunal remitirá los antecedentes al Ministerio Público para los efectos previstos en el inciso segundo del artículo 240 del Código de Procedimiento Civil.”.



Artículo 69.- Preferencia para integrar ternas. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 281 del Código Orgánico de Tribunales, tendrán preferencia para ser incluidos en las ternas elaboradas para proveer cargos de juez de garantía unipersonales y juez de letras con competencia de garantía los postulantes que hubieren cumplido el curso de especialización a que se refieren los artículos 29 y 56 de la presente ley.



Artículo 70.- Modificaciones a la Ley Orgánica de Gendarmería de Chile. Modifícase el decreto ley N° 2.859, que contiene la Ley Orgánica de Gendarmería de Chile, en la forma que sigue:

 

1) En el artículo 3°, letra a), agrégase a continuación el punto final la siguiente oración: “Además, deberá estar a cargo de la seguridad perimetral de los centros del Servicio Nacional de Menores para la internación provisoria y el cumplimiento de las sanciones privativas de libertad de los adolescentes por infracción de ley penal.”.

 

2) En el artículo 3°, agrégase a continuación de la letra c), la siguiente letra d):

 

“d) Colaborar en la vigilancia de los Centros del Servicio Nacional de Menores para adolescentes que se encuentran en internación provisoria o con sanción privativa de libertad, realizando las siguientes funciones: 

 

1. Ejercer la vigilancia y custodia perimetral permanente de los centros privativos de libertad.

 

2. Controlar el ingreso al centro.

 

3. Colaborar en el manejo de conflictos al interior de los centros, tales como fugas, motines y riñas.

 

4. Asesorar a los funcionarios del Servicio Nacional de Menores en el manejo de conflictos internos y de la seguridad en general.

 

5. Realizar los traslados de los adolescentes a tribunales y a otras instancias externas de acuerdo a solicitudes de la autoridad competente.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo 1°



Reemplazarlo por el siguiente:



“Artículo 1°.- Vigencia. La presente ley entrará en vigencia seis meses después de su publicación.”. 

Artículo 2°



Sustituirlo por el siguiente:



“Artículo 2°.- Nombramientos. La provisión de los cargos de Jueces de Garantía, Jueces de Tribunal Oral en lo Penal y Fiscales del Ministerio Público que establece la presente ley se realizará de acuerdo a las reglas generales aplicables en cada caso, considerando solamente las siguientes excepciones:

 

a) Los nuevos cargos deberán encontrarse provistos con a lo menos 45 días de antelación a la fecha en que empezará a regir el sistema, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo precedente;

 

b) Para los efectos de dar cumplimiento a lo previsto en la letra a) en el caso de los Jueces de Garantía e integrantes del Tribunal Oral en lo Penal, las Cortes de Apelaciones respectivas deberán elaborar y remitir al Ministerio de Justicia la nómina con las ternas respectivas para cada cargo dentro del plazo de sesenta días contado desde la publicación de esta ley.”. 

Artículo 3°



Reemplazarlo por el siguiente:



“Artículo 3º.- Cursos de especialización. La exigencia de especialización y las modalidades de integración de la sala del tribunal de juicio oral en lo penal y de distribución de asuntos en los tribunales con competencia en materias criminales se aplicarán seis meses después de la fecha de entrada en vigencia de la presente ley.



En todo caso, las Cortes de Apelaciones podrán prorrogar dicho término por otros seis meses, por motivos fundados.”. 

- - -



El señor Secretario General manifiesta que, por su parte, la Comisión de Hacienda, para los efectos del artículo 124 del Reglamento del Senado, deja las siguientes constancias respecto de las indicaciones que fueron conocidas por ellas, las que son complementarias del cuadro reglamentario contenido en el segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento:



I.- Indicaciones aprobadas: número 9 del oficio N° 167-353.



II.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 85, 86, 87 y las del oficio N° 383-352.


III.- Indicaciones rechazadas: número 83.

- - -



Agrega el señor Secretario General que la Comisión de Hacienda, conociendo de los artículos de su competencia, les dio aprobación en los mismos términos en que lo hizo la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

- - -



El señor Presidente solicita el asentimiento unánime de la Corporación para que puedan ingresar a la Sala el señor Subsecretario de Justicia, el señor Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y la señora Directora Subrogante del Servicio Nacional de Menores.



Así se acuerda.

- - -



Luego, el señor Presidente, en aplicación de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento de la Corporación, anuncia que se votarán sin debate las enmiendas despachadas por unanimidad, salvo que hubiere indicaciones renovadas o que algún señor Senador manifieste su intención de discutir alguna proposición de la Comisión. Los artículos 28, 29, 31, inciso segundo, 41 y 65 de la ley Nº 16.618, de Menores, 64, 65, 66, 68, en lo concerniente al nuevo artículo 102 C que se incorpora a la ley Nº 19.968, sobre Tribunales de Familia, y artículo 69, todos permanentes, y los artículos 2º y 3º transitorios, tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales.



Puestas en votación las referidas disposiciones y, en la medida en que no sean objeto de indicaciones renovadas o de solicitud de discusión por separado, presentadas antes de discutir el precepto correspondiente, resultan aprobadas, dejándose constancia, respecto de las disposiciones con carácter orgánico constitucional, que contaron con el voto favorable de 27 señores Senadores, de un total de 47 en ejercicio, dándose cumplimiento, de este modo, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 63 de la Constitución Política de la República.



A continuación, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Viera-Gallo, quien le solicita recabe el asentimiento unánime de la Sala con el objeto de discutir y votar una serie de indicaciones nuevas que han sido presentadas por Su Señoría y por los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Fernández y Zaldívar (don Andrés).



Consultada la Sala, se accede a lo solicitado.



El señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Ominami.



Inmediatamente, el señor Presidente pone en discusión las indicaciones presentadas por los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar (don Andrés), cuyo tenor es el que se transcribe a continuación, no haciendo uso de la palabra, a su respecto,  ningún señor Senador:



“1. En el artículo 6º, agregar entre las penas de falta, la siguiente letra b), nueva, ordenándose las restantes en forma correlativa: “b) reparación del daño causado”.



2. Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 23:



a) Para incorporar en el numeral 5º, la frase “reparación del daño causado”, antes de la expresión “multa”, sucedida de una coma (,).



b) Para incorporar en la tabla demostrativa, en la categoría que reza: “Desde 1 a 60 días”, la frase “Reparación del daño causado”, a continuación de las expresiones: “Prestación de servicios en beneficio de la comunidad”.



3. Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 27:



a) En el inciso segundo, sustituir la expresión “que no constituyan crímenes” por “respecto de las cuales el Ministerio Público requiera una pena no privativa de libertad”.



b) Suprímese el inciso tercero.



4. En el inciso primero del artículo 29, eliminar la expresión “de preferencia” y la coma (,) que le precede.



5. Para incorporar el siguiente inciso segundo al artículo 35: “Asimismo, para la aplicación de dicha norma se tendrá como base la pena resultante de la aplicación del artículo 21 de la presente ley.”.



6. Para agregar, en el artículo primero transitorio, antes del punto aparte, las siguientes expresiones: “con excepción de lo dispuesto en el artículo 68, letras a) y c)”.”.



Cerrado el debate y puestas en votación las mencionadas indicaciones, resultan aprobadas por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Luego, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Viera-Gallo, quien solicita votación separada del artículo 18 del proyecto de ley.



El señor Secretario General expresa que el artículo 18, referido al límite máximo de las penas privativas de libertad, fue aprobado por unanimidad en el segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Puesto en discusión el artículo 18 del proyecto de ley, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Viera-Gallo y Espina, el señor Ministro de Justicia y los Honorables Senadores señores Zaldívar (don Andrés), Muñoz Barra, Coloma, Vega y García.



El señor Presidente declara cerrado el debate respecto del artículo 18 del proyecto aprobado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, e informa a la Sala que los Honorables Senadores señora Frei (doña Carmen), y señores Ávila, Moreno, Muñoz Barra, Núñez, Parra, Sabag, Silva, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo) y Zaldívar (don Andrés) han presentado una indicación que sustituye el artículo 18 del proyecto de ley, por lo que recaba el asentimiento unánime de la Corporación para poder discutirla y votarla.



El señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Espina.



La Sala otorga su asentimiento unánime para discutir y votar la indicación formulada respecto del artículo 18 del proyecto de ley.



El señor Secretario General da lectura a la indicación que sustituye el artículo 18 del proyecto de ley, por el siguiente: “Artículo 18. Límite máximo de las penas privativas de libertad. La internación en régimen cerrado y semicerrado con programa de reinserción social que se impongan a los adolescentes no podrán exceder de 3 años si el infractor tuviere menos de 16 años o de 8 años si tuviere más de esa edad.”.



Puesta en discusión la referida indicación, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Cerrado el debate y puesta en votación la indicación, es rechazada por 19 votos en contra, 15 votos a favor y 3 pareos de los Honorables Senadores señores Fernández, Novoa y Ríos.



Votan en contra los Honorables Senadores señora Matthei, y señores Arancibia, Bombal, Canessa, Cantero, Cariola, Coloma, Espina, García, Horvath, Larraín, Martínez, Orpis, Parra, Prokurica, Romero, Silva, Stange y Vásquez.



Votan a favor los Honorables Senadores señora Frei (doña Carmen), y señores Aburto, Ávila, Flores, Foxley, Gazmuri, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Ominami, Sabag, Vega, Viera-Gallo y Zaldívar (don Andrés).



Se deja constancia que durante la votación hicieron uso de la palabra los Honorables Senadores señores Fernández y Novoa, quienes fundamentaron su voto, percatándose, con posterioridad, que no se encontraban en la Sala los Honorables señores Senadores con quienes mantienen los correspondientes pareos, por lo que fueron descontados los votos emitidos.



A continuación, el señor Presidente concede la palabra a los Honorables Senadores señores Viera-Gallo y Espina.



Luego, el señor Presidente pone en votación el artículo 18 propuesto por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, el que resulta aprobado por 22 votos a favor, un voto en contra, 10 abstenciones y un pareo del Honorable Senador señor Novoa.



Votan a favor los Honorables Senadores señora Matthei, y señores Arancibia, Bombal, Canessa, Cantero, Cariola, Coloma, Espina, Foxley, García, Horvath, Larraín, Martínez, Parra, Prokurica, Romero, Sabag, Silva, Stange, Vásquez, Vega y Viera-Gallo.



Vota en contra el Honorable Senador señor Gazmuri.



Se abstienen los Honorables Senadores señora Frei (doña Carmen), y señores Ávila, Fernández, Flores, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Ominami y Zaldívar (don Andrés).



A continuación, el señor Secretario General señala que corresponde ocuparse de la proposición de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en cuanto a desechar el artículo 63 del proyecto de ley, referido a la pena máxima a imponer, que fue aprobada por 3 votos a favor y una abstención del Honorable Senador señor Viera-Gallo.



El señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Viera-Gallo, quien retira el voto de abstención emitido en la Comisión.



Inmediatamente, el señor Presidente pone en votación esta proposición de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, de conformidad con lo preceptuado por el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento del Senado.



La referida proposición es aprobada por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión en particular de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es del tenor siguiente

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO PRELIMINAR

DISPOSICIONES GENERALES



Artículo 1°.- Contenido de la ley. La presente ley regula la responsabilidad penal de los adolescentes por los delitos que cometan, el procedimiento para la averiguación y establecimiento de dicha responsabilidad, la determinación de las sanciones procedentes y la forma de ejecución de éstas.



En lo no previsto por ella serán aplicables, supletoriamente, las disposiciones contenidas en el Código Penal y en las leyes penales especiales.



Tratándose de faltas, sólo serán responsables en conformidad con la presente ley los adolescentes mayores de dieciséis años y exclusivamente tratándose de aquellas tipificadas en los artículos 494 números 1, 4, 5 y 19, sólo en relación con el artículo 477, 494 bis, 495 número 21 y 496 números 5 y 26 del Código Penal y de las tipificadas en la ley Nº 20.000. En los demás casos se estará a lo dispuesto en la ley 19.968.



Artículo 2°.- Interés superior del adolescente. En todas las actuaciones judiciales o administrativas relativas a los procedimientos, sanciones y medidas aplicables a los adolescentes infractores de la ley penal, se deberá tener en consideración el interés superior del adolescente, que se expresa en el reconocimiento y respeto de sus derechos.



Artículo 3°.- Límites de edad a la responsabilidad. La presente ley se aplicará a quienes al momento en que se hubiere dado principio de ejecución del delito sean mayores de catorce y menores de dieciocho años, los que, para los efectos de esta ley, se consideran adolescentes.



En el caso que el delito tenga su inicio entre los catorce y los dieciocho años del imputado y su consumación se prolongue en el tiempo más allá de los dieciocho años de edad, la legislación aplicable será la que rija para los imputados mayores de edad.



La edad del imputado deberá ser determinada por el juez competente en cualquiera de las formas establecidas en el título XVII del Libro I del Código Civil.


Artículo 4º.- Regla especial para delitos sexuales. No podrá procederse penalmente respecto de los delitos previstos en los artículos 362, 365, 366 bis y 366 quater del Código Penal, cuando la conducta se hubiere realizado con una persona menor de 14 años y no concurra ninguna de las circunstancias enumeradas en los artículos 361 ó 363 de dicho Código, según sea el caso, a menos que exista entre aquella y el imputado una diferencia de, a lo menos, dos años de edad, tratándose de la conducta descrita en el artículo 362, o de tres años en los demás casos.



Artículo 5°.- Prescripción. La prescripción de la acción penal y de la pena será de dos años, con excepción de las conductas constitutivas de crímenes, respecto de las cuales será de cinco años, y de las faltas, en que será de seis meses.

TÍTULO I

CONSECUENCIAS DE LA DECLARACIÓN DE RESPONSABILIDAD DE LOS ADOLESCENTES POR INFRACCIONES A LA LEY PENAL

Párrafo 1º

De las sanciones en general



Artículo 6°.- Sanciones. En sustitución de las penas contempladas en el Código Penal y en las leyes complementarias, las sanciones que se aplicarán a los adolescentes serán las de la siguiente Escala General:
Penas de delitos:

 

Internación en régimen cerrado con programa de reinserción social;

 

Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social;

 

Libertad asistida especial;

 

Libertad asistida;

 

Prestación de servicios en beneficio de la comunidad, y

 

Reparación del daño causado

 

Penas de faltas:

 

Prestación de servicios en beneficio de la comunidad;



Reparación del daño causado;

 

Multa, y

 

Amonestación.

 

Pena accesoria:

 

Prohibición de conducir vehículos motorizados.


Artículo 7°.- Sanción accesoria. El juez estará facultado para establecer, como sanción accesoria a las previstas en el artículo 6° de esta ley y siempre que sea necesario en atención a las circunstancias del adolescente, la obligación de someterlo a tratamientos de rehabilitación por adicción a las drogas o al alcohol.

Párrafo 2º

De las sanciones no privativas de libertad



Artículo 8°.- Amonestación. La amonestación consiste en la reprensión enérgica al adolescente hecha por el juez, en forma oral, clara y directa, en un acto único, dirigida a hacerle comprender la gravedad de los hechos cometidos y las consecuencias que los mismos han tenido o podrían haber tenido, tanto para la víctima como para el propio adolescente, instándole a cambiar de comportamiento y formulándole recomendaciones para el futuro.



La aplicación de esta sanción, en todo caso, requerirá una previa declaración del adolescente asumiendo su responsabilidad en la infracción cometida.



Los padres o guardadores del adolescente serán notificados de la imposición de la sanción, en caso de no encontrarse presentes en la audiencia.



Artículo 9°.- Multa. El juez podrá imponer una multa a beneficio fiscal que no exceda de diez unidades tributarias mensuales. Para su aplicación y la determinación de su monto, además de los criterios señalados en el artículo 24 de la presente ley, se considerarán la condición y las facultades económicas del infractor y de la persona a cuyo cuidado se encontrare.



El juez, a petición del adolescente o de su defensor, podrá autorizar el pago de la multa en cuotas.



La multa será conmutable, a solicitud del infractor, por la sanción de servicios en beneficio de la comunidad, a razón de 30 horas por cada tres Unidades Tributarias Mensuales.



Artículo 10.- Reparación del daño. La reparación del daño consiste en la obligación de resarcir a la víctima el perjuicio causado con la infracción, sea mediante una prestación en dinero, la restitución o reposición de la cosa objeto de la infracción o un servicio no remunerado en su favor. En este último caso, la imposición de la sanción requerirá de la aceptación previa del condenado y de la víctima.



El cumplimiento de la sanción no obstará a que la víctima persiga la responsabilidad contemplada en el artículo 2320 del Código Civil, pero sólo en aquello en que la reparación sea declarada como insuficiente.



Artículo 11.- Servicios en beneficio de la comunidad. La sanción de prestación de servicios en beneficio de la comunidad consiste en la realización de actividades no remuneradas a favor de la colectividad o en beneficio de personas en situación de precariedad.



La prestación de servicios en beneficio de la comunidad no podrá exceder en ningún caso de cuatro horas diarias y deberá ser compatible con la actividad educacional o laboral que el adolescente realice. La sanción tendrá una extensión mínima de 30 horas y máxima de 120.



La imposición de esta sanción requerirá del acuerdo del condenado, debiendo, en su caso, ser sustituida por una sanción superior, no privativa de libertad.



Artículo 12.- Prohibición de conducir vehículos motorizados. La prohibición de conducir vehículos motorizados se podrá imponer a un adolescente como sanción accesoria cuando la conducta en que se funda la infracción por la cual se le condena haya sido ejecutada mediante la conducción de dichos vehículos.



La sanción se hará efectiva desde el momento de dictación de la sentencia condenatoria y su duración podrá extenderse hasta el período que le faltare al adolescente para cumplir veinte años.



En caso de quebrantamiento, se estará a lo dispuesto en el artículo 52 de esta ley, a menos que a consecuencia de la conducción se hubiere afectado la vida, la integridad corporal o la salud de alguna persona, caso en el cual se remitirán los antecedentes al Ministerio Público para el ejercicio de las acciones que correspondan.



Artículo 13.- Libertad asistida. La libertad asistida consiste en la sujeción del adolescente al control de un delegado conforme a un plan de desarrollo personal basado en programas y servicios que favorezcan su integración social.


La función del delegado consistirá en la orientación, control y motivación del adolescente e incluirá la obligación de procurar por todos los medios a su alcance el acceso efectivo a los programas y servicios requeridos.



El control del delegado se ejercerá en base a las medidas de supervigilancia que sean aprobadas por el tribunal, que incluirán, en todo caso, la asistencia obligatoria del adolescente a encuentros periódicos previamente fijados con él mismo y a programas socioeducativos. Para ello, una vez designado, el delegado propondrá al tribunal un plan personalizado de cumplimiento de actividades periódicas en programas o servicios de carácter educativo, socio-educativo, de terapia, de promoción y protección de sus derechos y de participación. En él, deberá incluir la asistencia regular al sistema escolar o de enseñanza que corresponda.



Podrán incluirse en dicho plan medidas como la prohibición de asistir a determinadas reuniones, recintos o espectáculos públicos, de visitar determinados lugares o de aproximarse a la víctima, a sus familiares o a otras personas, u otras condiciones similares.

 

La duración de esta sanción no podrá exceder de tres años.



Artículo 14.- Libertad asistida especial. En esta modalidad de libertad asistida, deberá asegurarse la asistencia del adolescente a un programa intensivo de actividades socioeducativas y de reinserción social en el ámbito comunitario que permita la participación en el proceso de educación formal, la capacitación laboral, la posibilidad de acceder a programas de tratamiento y rehabilitación de drogas en centros previamente acreditados por los organismos competentes y el fortalecimiento del vínculo con su familia o adulto responsable.



En la resolución que apruebe el plan, el tribunal fijará la frecuencia y duración de los encuentros obligatorios y las tareas de supervisión que ejercerá el delegado.



La duración de esta sanción no podrá exceder los tres años.

Párrafo 3º

De las sanciones privativas de libertad



Artículo 15.- Sanciones privativas de libertad. Las sanciones privativas de libertad consisten en la internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social y en la internación en régimen cerrado con programa de reinserción social.



Estos programas de reinserción social se realizarán, en lo posible, con la colaboración de la familia.



Artículo 16.- Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social. La sanción de privación de libertad bajo la modalidad de internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social consistirá en la residencia obligatoria del adolescente en un centro de privación de libertad, sujeto a un programa de reinserción social a ser desarrollado tanto al interior del recinto como en el medio libre.



Una vez impuesta la pena y determinada su duración, el director del centro que haya sido designado para su cumplimiento, propondrá al tribunal un régimen o programa personalizado de actividades, que considerará las siguientes prescripciones:



a) Las medidas a adoptar para la asistencia y cumplimiento del adolescente del proceso de educación formal o de reescolarización. El director del centro deberá velar por el cumplimiento de esta obligación y para dicho efecto mantendrá comunicación permanente con el respectivo establecimiento educacional;



b) El desarrollo periódico de actividades de formación, socioeducativas y de participación, especificando las que serán ejecutadas al interior del recinto y las que se desarrollarán en el medio libre, y


c) Las actividades a desarrollar en el medio libre contemplarán, a lo menos, ocho horas, no pudiendo llevarse a cabo entre las 22.00 y las 07.00 horas del día siguiente, a menos que excepcionalmente ello sea necesario para el cumplimiento de los fines señalados en las letras precedentes y en el artículo 20.



El programa será aprobado judicialmente en la audiencia de lectura de la sentencia o en otra posterior, que deberá realizarse dentro de los quince días siguientes a aquélla.



El director del centro informará periódicamente al tribunal acerca del cumplimiento y evolución de las medidas a que se refiere la letra a).



Artículo 17.- Internación en régimen cerrado con programa de reinserción social. La internación en régimen cerrado con programa de reinserción social importará la privación de libertad en un centro especializado para adolescentes, bajo un régimen orientado al cumplimiento de los objetivos previstos en el artículo 20 de esta ley.



En virtud de ello, dicho régimen considerará necesariamente la plena garantía de la continuidad de sus estudios básicos, medios y especializados, incluyendo su reinserción escolar, en el caso de haber desertado del sistema escolar formal, y la participación en actividades de carácter socioeducativo, de formación, de preparación para la vida laboral y de desarrollo personal. Además, deberá asegurar el tratamiento y rehabilitación del consumo de drogas para quienes lo requieran y accedan a ello.



Artículo 18.- Límite máximo de las penas privativas de libertad. Las penas de internación en régimen cerrado y semicerrado, ambas con programa de reinserción social, que se impongan a los adolescentes no podrán exceder de cinco años si el infractor tuviere menos de dieciséis años, o de diez años si tuviere más de esa edad.

Párrafo 4°

Sanciones mixtas



Artículo 19.- Sanciones mixtas. En los casos en que fuere procedente la internación en régimen cerrado o semicerrado, ambas con programa de reinserción social, el tribunal podrá imponer complementariamente una sanción de libertad asistida en cualquiera de sus formas, por un máximo que no supere el tiempo de la condena principal. Esta última se cumplirá:



a) Con posterioridad a la ejecución de la pena privativa de libertad, siempre y cuando en total no se supere la duración máxima de ésta, o



b) En forma previa a su ejecución. En este caso la pena principal quedará en suspenso y en carácter condicional, para ejecutarse en caso de incumplimiento de la libertad asistida en cualquiera de sus formas, en el caso de las penas que se extienden hasta quinientos cuarenta días.

Párrafo 5°

De la determinación de las sanciones



Artículo 20.- Finalidad de las sanciones y otras consecuencias.  Las sanciones y consecuencias que esta ley establece tienen por objeto hacer efectiva la responsabilidad de los adolescentes por los hechos delictivos que cometan, de tal manera  que la sanción forme parte de una intervención socioeducativa amplia y orientada a la plena integración social.



Artículo 21.- Pena asignada a los delitos. Para los efectos de la presente ley, se entenderá que la pena asignada al delito cometido por un adolescente es la inferior en un grado al mínimo de los señalados por la ley para el ilícito correspondiente.



Artículo 22.- Reglas de determinación de la extensión de las penas. Para establecer la duración de la sanción que deba imponerse con arreglo a la presente ley, el tribunal deberá aplicar, a partir de la pena señalada en el artículo precedente, las reglas previstas en el Párrafo 4 del Título III del Libro I del Código Penal, con excepción de lo dispuesto en el artículo 69 de dicho Código.

 

Con todo, si la sanción calculada en la forma dispuesta en el inciso precedente supera los límites máximos dispuestos en el artículo 18, su extensión definitiva deberá ajustarse a dichos límites.



Artículo 23.- Reglas de determinación de la naturaleza de la pena. La determinación de la naturaleza de la pena que deba imponerse a los adolescentes con arreglo a la presente ley, se regirá por las reglas siguientes:

 

1. Si la extensión de la sanción resulta equivalente a una pena de crimen, el tribunal deberá aplicar la pena de internación en régimen cerrado o internación en régimen semicerrado, ambas con programa de reinserción social.

 

2. Si la sanción va de tres años y un día a cinco años, el tribunal podrá imponer las penas de internación en régimen cerrado con programa de reinserción social, internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social o libertad asistida especial.

 

3. Si la sanción se extiende entre quinientos cuarenta y un días y tres años, el tribunal podrá imponer las penas de internación en régimen cerrado con programa de reinserción social, internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social o libertad asistida en cualquiera de sus formas.

 

4. Si la sanción se ubica entre sesenta y uno y quinientos cuarenta días, el tribunal podrá imponer las penas de internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social,  libertad asistida en cualquiera de sus formas, prestación de servicios en beneficio de la comunidad o reparación del daño causado.

 

5. Si la sanción es igual o inferior a sesenta días, el tribunal podrá imponer las penas de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, reparación del daño causado, multa o amonestación.

Tabla Demostrativa

Extensión de la sanción y penas aplicables

 

Desde 5 años y 1 día:

 

- Internación en régimen cerrado con programa de reinserción social.

 

- Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social.

 

Desde 3 años y un día a 5 años:

 

- Internación en régimen cerrado con programa de reinserción social.

 

- Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social.

 

- Libertad asistida especial.

 

Desde 541 días a 3 años:

 

- Internación en régimen cerrado con programa de reinserción social.

 

- Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social.

 

-Libertad asistida en cualquiera de sus formas.

 

Desde 61 a 540 días:

 

- Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social.

 

- Libertad asistida en cualquiera de sus formas.

 

- Prestación de servicios en beneficio de la comunidad.

 

- Reparación del daño causado.

 

Desde 1 a 60 días:

 

- Prestación de servicios en beneficio de la comunidad.



- Reparación del daño causado.

 

- Multa.

 

- Amonestación.

 

Artículo 24.- Criterios de determinación de la pena. Para determinar la naturaleza de las sanciones, dentro de los márgenes antes establecidos, el tribunal deberá atender, dejando constancia de ello en su fallo, a los siguientes criterios:
 

La gravedad del ilícito de que se trate;

 

La calidad en que el adolescente participó en el hecho y el grado de ejecución de la infracción;

 

La concurrencia de circunstancias atenuantes o agravantes de la responsabilidad criminal;

 

La edad del adolescente infractor;

 

La extensión del mal causado con la ejecución del delito, y

 

La idoneidad de la sanción para fortalecer el respeto del adolescente por los derechos y libertades de las personas y sus necesidades de desarrollo e integración social.



Artículo 25.- Imposición conjunta de más de una pena. En las situaciones regladas en los numerales 3 y 4 del artículo 23, el tribunal podrá imponer conjuntamente dos de las penas que las mismas reglas señalan, siempre que la naturaleza de éstas permita su cumplimiento simultáneo.



Lo dispuesto en el inciso precedente tendrá lugar sólo cuando ello permita el mejor cumplimiento de las finalidades de las sanciones de esta ley expresadas en el artículo 20 y así se consigne circunstanciadamente en resolución fundada.


Artículo 26.- Límites a la imposición de sanciones. La privación de libertad se utilizará sólo como medida de último recurso.



En ningún caso se podrá imponer una pena privativa de libertad si un adulto condenado por el mismo hecho no debiere cumplir una sanción de dicha naturaleza.

TÍTULO II

PROCEDIMIENTO

Párrafo 1º

Disposiciones generales



Artículo 27.- Reglas de procedimiento. La investigación y juzgamiento de la responsabilidad por infracciones a la ley penal por parte de adolescentes se regirá por las disposiciones contenidas en la presente ley y supletoriamente por las normas del Código Procesal Penal.



El conocimiento y fallo de las infracciones respecto de las cuales el Ministerio Público requiera una pena no privativa de libertad se sujetará a las reglas del procedimiento simplificado o monitorio, según sea el caso, regulados en el Título I del Libro IV del Código Procesal Penal.



Artículo 28.- Concurso de procedimientos. Si a una misma persona se le imputa una infracción sancionada por esta ley y un delito cometido siendo mayor de dieciocho años, la investigación y juzgamiento de estos hechos se regirá por las normas del Código Procesal Penal aplicable a los imputados mayores de edad.



Por su parte, si en un mismo procedimiento se investiga la participación punible de personas mayores y menores de edad, tendrá lugar lo dispuesto en los artículos 185 y 274 del Código Procesal Penal. En todo caso, si se hubiere determinado la sustanciación conjunta de los procesos, se dará cumplimiento, respecto del menor, de las normas que conforme a esta ley son aplicables al juzgamiento de los adolescentes.

Párrafo 2º

Sistema de justicia especializada



Artículo 29.- Especialización de la justicia penal para adolescentes. Los jueces de garantía, los jueces del tribunal de juicio oral en lo penal, así como los fiscales adjuntos y los defensores penales públicos que intervengan en las causas de adolescentes, deberán estar capacitados en los estudios e información criminológica vinculada a la ocurrencia de estas infracciones, en la Convención de los Derechos del Niño, en las  características y especificidades de la etapa adolescente y en el sistema de ejecución de sanciones establecido en esta misma ley.



No obstante, todo fiscal, defensor o juez con competencia en materias criminales se encuentra habilitado para intervenir, en el marco de sus competencias, si, excepcionalmente, por circunstancias derivadas del sistema de distribución del trabajo, ello fuere necesario.


En virtud de lo dispuesto en los incisos precedentes, los comités de jueces de los tribunales de garantía y orales en lo penal considerarán, en el procedimiento objetivo y general de distribución de causas, la radicación e integración preferente de quienes cuenten con dicha capacitación.



Cada institución adoptará las medidas pertinentes para garantizar la especialización a que se refiere la presente disposición.



Artículo 30.- Capacitación de las policías. Las instituciones policiales incorporarán dentro de sus programas de formación y perfeccionamiento, los estudios necesarios para que los agentes policiales cuenten con los conocimientos relativos a los objetivos y contenidos de la presente ley, a la Convención de los Derechos del Niño y a los fenómenos criminológicos asociados a la ocurrencia de estas infracciones.

Párrafo 3º

De las medidas cautelares personales



Artículo 31.- Detención en caso de flagrancia. Carabineros de Chile deberá poner a los menores de dieciocho años y mayores de catorce que se encuentren en las situaciones previstas en los artículos 129 y 131 del Código Procesal Penal, inmediatamente a disposición del juez de garantía competente. El adolescente sólo podrá declarar ante el fiscal en presencia de un defensor. La detención se regulará, salvo en los aspectos previstos en este artículo, por el párrafo 3° del Título V, del Libro I del Código Procesal Penal. Si se diere lugar a la ampliación del plazo de la detención conforme al artículo 132 de dicho Código, ésta sólo podrá ser ejecutada en los centros de internación provisoria de que trata la presente ley.



La detención de una persona visiblemente menor en un establecimiento distinto de los señalados en el inciso anterior, constituirá una infracción funcionaria grave y será sancionada con la medida disciplinaria que proceda de acuerdo al mérito de los antecedentes, sin perjuicio de las demás responsabilidades en que pueda haber incurrido el infractor.



En la ejecución de la detención e internación provisoria que sea decretada deberá darse cumplimiento a lo previsto en los artículos 17 de la ley N° 16.618 y 37, letra c), de la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño. El menor privado de libertad siempre podrá ejercer los derechos consagrados en los artículos 93 y 94 del Código Procesal Penal y 37 y 40 de esa Convención. Los encargados de dichos centros no podrán aceptar el ingreso de menores sino en virtud de órdenes impartidas por el juez de garantía competente.



Si el hecho imputado al menor fuere alguno de aquellos señalados en el artículo 124 del Código Procesal Penal, Carabineros de Chile se limitará a citar al menor a la presencia del fiscal y lo dejará en libertad, previo señalamiento de domicilio en la forma prevista por el artículo 26 del mismo Código.



Las disposiciones contenidas en los incisos anteriores serán aplicables a la Policía de Investigaciones.



Artículo 32.- Medidas cautelares del procedimiento. La internación provisoria en un centro cerrado sólo será procedente tratándose de la imputación de crímenes, debiendo aplicarse cuando los objetivos señalados en el inciso primero del artículo 155 del Código Procesal Penal no pudieren ser alcanzados mediante la aplicación de alguna de las demás medidas cautelares personales.



Artículo 33.- Proporcionalidad de las medidas cautelares. En ningún caso podrá el juez dar lugar a una medida que parezca desproporcionada en relación con la sanción que resulte probable de aplicar en caso de condena.



Artículo 34.- Permiso de salida diaria. Tratándose de un adolescente imputado sujeto a una medida de internación provisoria, el juez podrá, en casos calificados, concederle permiso para salir durante el día, siempre que ello no vulnere los objetivos de la medida. Al efecto, el juez podrá adoptar las providencias que estime convenientes.



Artículo 35.- Principio de oportunidad. Para el ejercicio del principio de oportunidad establecido en el artículo 170 del Código Procesal Penal, los fiscales tendrán en especial consideración la incidencia que su decisión podría tener en la vida futura del adolescente imputado.



Asimismo, para la aplicación de dicha norma se tendrá como base la pena resultante de la aplicación del artículo 21 de la presente ley.

Párrafo 4º

Inicio de la persecución de la responsabilidad por la infracción a la ley penal por parte de un adolescente



Artículo 36.- Primera audiencia.- De la realización de la primera audiencia a que deba comparecer el imputado deberá notificarse a sus padres o a la persona que lo tenga bajo su cuidado. Si el juez lo considera necesario, permitirá la intervención de éstos, si estuvieren presentes en la audiencia.



Artículo 37.- Juicio Inmediato. Las reglas del juicio inmediato establecidas en el artículo 235 del Código Procesal Penal serán plenamente aplicables cada vez que el fiscal lo solicite y especialmente cuando se trate de una infracción flagrante imputada a un adolescente.



En estos casos, sólo por razones fundadas que el fiscal señalará en su petición, el juez de garantía podrá autorizar la realización de diligencias concretas y determinadas para la investigación de una infracción flagrante, las que no podrán exceder de 60 días, rigiendo, en lo demás, lo dispuesto en el artículo siguiente. Igual derecho asistirá a la defensa del imputado, en el mismo caso.



Artículo 38.- Plazo para declarar el cierre de la investigación. Transcurrido el plazo máximo de seis meses desde la fecha en que la investigación hubiere sido formalizada, el fiscal procederá a cerrarla, a menos que el juez le hubiere fijado un plazo inferior.



Antes de cumplirse cualquiera de estos plazos, el fiscal podrá solicitar, fundadamente, su ampliación por un máximo de dos meses.

Párrafo 5º

Juicio oral y sentencia



Artículo 39.- Audiencia del juicio oral. El juicio oral, en su caso, deberá tener lugar no antes de los 15 ni después de los 30 días siguientes a la notificación del auto de apertura del juicio oral.



En ningún caso el juicio podrá suspenderse o interrumpirse por un término superior a 72 horas.



Artículo 40.- Audiencia de determinación de la pena. La audiencia a que se refiere el artículo 345 del Código Procesal Penal deberá llevarse a cabo en caso de dictarse sentencia condenatoria. En dicha audiencia, el tribunal podrá requerir la opinión de peritos.



Artículo 41.- Suspensión de la imposición de condena. Cuando hubiere mérito para aplicar sanciones privativas o restrictivas de libertad iguales o inferiores a 540 días,  pero concurrieren antecedentes favorables que hicieren desaconsejable su imposición, el juez podrá dictar la sentencia y disponer en ella la suspensión de la pena y sus efectos por un plazo de seis meses.


Transcurrido el plazo previsto en el inciso anterior sin que el imputado hubiere sido objeto de nuevo requerimiento o de una formalización de la investigación, el tribunal dejará sin efecto la sentencia y, en su reemplazo, decretará el sobreseimiento definitivo de la causa.


Esta suspensión no afectará la responsabilidad civil derivada del delito.


Lo dispuesto en este artículo es sin perjuicio de la posibilidad de decretar la suspensión condicional del procedimiento.

TÍTULO III

DE LA EJECUCIÓN DE LAS SANCIONES Y MEDIDAS

Párrafo 1º

Administración



Artículo 42.- Administración de las medidas no privativas de libertad. El Servicio Nacional de Menores asegurará la existencia en las distintas regiones del país de los programas necesarios para la ejecución y control de las medidas a que se refiere esta ley, las que serán ejecutadas por los colaboradores acreditados que hayan celebrado los convenios respectivos con dicha institución.



Para tal efecto, llevará un registro actualizado de los programas existentes en cada comuna del país, el que estará a disposición de los tribunales competentes.



El Servicio revisará periódicamente la pertinencia e idoneidad de los distintos programas, aprobando su ejecución por parte de los colaboradores acreditados y fiscalizando el cumplimiento de sus objetivos.



En la modalidad de libertad asistida especial se asegurará la intervención de la red institucional y de protección del Estado, según se requiera. Será responsabilidad del Servicio Nacional de Menores la coordinación con los respectivos servicios públicos.



El reglamento a que alude el inciso final del artículo siguiente contendrá las normas necesarias para dar cumplimiento a lo establecido en este artículo.



Artículo 43.- Centros de privación de libertad. La administración de los Centros Cerrados de Privación de Libertad y de los recintos donde se cumpla la medida de internación provisoria, corresponderá siempre y en forma directa al Servicio Nacional de Menores.



Para dar cumplimiento a las sanciones privativas de libertad y a la medida de internación provisoria contenidas en esta ley existirán tres tipos de centros:

 

a) Los Centros para la Internación en Régimen Semicerrado.

 

b) Los Centros Cerrados de Privación de Libertad.

 

c) Los Centros de Internación Provisoria.



Para garantizar la seguridad y la permanencia de los infractores en los centros a que se refieren las letras b) y c) precedentes, se establecerá en ellos una guardia armada de carácter externo, a cargo de Gendarmería de Chile. Ésta permanecerá fuera del recinto, pero estará autorizada para ingresar en caso de motín o en otras situaciones de grave riesgo para los adolescentes y revisar sus dependencias con el sólo objeto de evitarlas.



La organización y funcionamiento de los recintos aludidos en el presente artículo se regulará en un reglamento dictado por decreto supremo expedido por medio del Ministerio de Justicia, conforme a las normas contenidas en el presente Título.



Artículo 44.- Condiciones básicas de los centros de privación de libertad. La ejecución de las sanciones privativas de libertad estará dirigida a la reintegración del adolescente al medio libre.



En virtud de ello, deberán desarrollarse acciones tendientes al fortalecimiento del respeto por los derechos de las demás personas y al cumplimiento del proceso de educación formal y considerarse la participación en actividades socioeducativas, de formación y de desarrollo personal.



Artículo 45.- Normas de orden interno y seguridad en recintos de privación de libertad. Los adolescentes estarán sometidos a las normas disciplinarias que dicte la autoridad para mantener la seguridad y el orden. Estas normas deben ser compatibles con los derechos reconocidos en la Constitución, en la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, en los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes y en las leyes.



Dichas normas regularán el uso de la fuerza respecto de los adolescentes y contendrán, a lo menos, los siguientes aspectos:



a) El carácter excepcional y restrictivo del uso de la fuerza, lo que implica que deberá ser utilizada sólo cuando se hayan agotado todos los demás medios de control y por el menor tiempo posible, y



b) La prohibición de aplicar medidas disciplinarias que constituyan castigos corporales, encierro en celda obscura y penas de aislamiento o de celda solitaria, así como cualquier otra sanción que pueda poner en peligro la salud física o mental del adolescente o sea degradante, cruel o humillante.



Articulo 46.- Normas disciplinarias en recintos de privación de libertad. Las medidas y procedimientos disciplinarios que se dispongan deberán encontrarse contemplados en la normativa del establecimiento y tendrán como fundamento principal contribuir a la seguridad y a la mantención de una vida comunitaria ordenada, debiendo, en todo caso, ser compatibles con el respeto de la dignidad del adolescente.



A estos efectos, la normativa relativa a dichos procedimientos precisará, a lo menos, los siguientes aspectos:



a) Las conductas que constituyen una infracción a la disciplina;



b) El carácter y la duración de las sanciones disciplinarias que se pueden imponer, y



La autoridad competente para imponer esas sanciones y aquella que deberá resolver los recursos que se deduzcan en su contra.



Artículo 47.- Excepcionalidad de la privación de libertad. Las sanciones privativas de libertad que contempla esta ley son de carácter excepcional. Sólo podrán aplicarse en los casos expresamente previstos en ella y siempre como último recurso.



Artículo 48.- Principio de separación. Las personas que se encontraren privadas de libertad por la aplicación de alguna de las sanciones o medidas previstas en esta ley, sea en forma transitoria o permanente, en un lugar determinado o en tránsito, deberán permanecer siempre separadas de los adultos privados de libertad.



Las instituciones encargadas de practicar detenciones, de administrar los recintos en que se deban cumplir sanciones o medidas que implican la privación de libertad, los administradores de los tribunales y, en general, todos los organismos que intervengan en el proceso para determinar la responsabilidad que establece esta ley,  adoptarán las medidas necesarias para dar estricto cumplimiento a lo dispuesto en el inciso anterior.



El incumplimiento de esta obligación constituirá una infracción grave a los deberes funcionarios.

Párrafo 2º

Derechos y garantías de la ejecución



Artículo 49.- Derechos en la ejecución de sanciones. Durante la ejecución de las sanciones que regula esta ley, el adolescente tendrá derecho a:



a) Ser tratado de una manera que fortalezca su respeto por los derechos y libertades de las demás personas, resguardando su desarrollo, dignidad e integración social;



b) Ser informado de sus derechos y deberes con relación a las personas e instituciones que lo tuvieren bajo su responsabilidad;



c) Conocer las normas que regulan el régimen interno de las instituciones y los programas a que se encuentre sometido, especialmente en lo relativo a las causales que puedan dar origen a sanciones disciplinarias en su contra o a que se declare el incumplimiento de la sanción;



d) Presentar peticiones ante cualquier autoridad competente de acuerdo a la naturaleza de la petición, obtener una respuesta pronta, solicitar la revisión de su sanción en conformidad a la ley y denunciar la amenaza o violación de alguno de sus derechos ante el juez, y



e) Contar con asesoría permanente de un abogado.



Tratándose de adolescentes sometidos a una medida privativa de libertad, éstos tendrán derecho a:



a) Recibir visitas periódicas, en forma directa y personal, al menos una vez a la semana;



b) La integridad e intimidad personal;



c) Acceder a servicios educativos, y



d) La privacidad y regularidad de las comunicaciones, en especial con sus abogados.

Párrafo 3º

Del control de ejecución de las sanciones



Artículo 50.- Competencia en el control de la ejecución. Los conflictos de derecho que se susciten durante la ejecución de alguna de las sanciones que contempla la presente ley serán resueltos por el juez de garantía del lugar donde ésta deba cumplirse.



En virtud de ello y previa audiencia, el juez de garantía adoptará las medidas tendientes al respeto y cumplimiento de la legalidad de la ejecución y resolverá, en su caso, lo que corresponda en caso de quebrantamiento.



Artículo 51.- Certificación de cumplimiento. La institución que ejecute la sanción, informará sobre el total cumplimiento de la misma a su término, por cualquier medio fidedigno, al juez de que trata el artículo anterior, el que deberá certificar dicho cumplimiento.



Asimismo, deberá informar de cualquier incumplimiento cuando éste se produzca.



Artículo 52.- Quebrantamiento de condena. Si el adolescente no diere cumplimiento a alguna de las sanciones impuestas en virtud de la presente ley, el tribunal encargado del control de la ejecución procederá, previa audiencia y según la gravedad del incumplimiento, conforme a las reglas siguientes:



1.- Tratándose de la multa, aplicará en forma sustitutiva la sanción de prestación de servicios en beneficio de la comunidad por un máximo de 30 horas. Si el adolescente no aceptare la medida, aplicará la libertad asistida en cualquiera de sus formas por el tiempo señalado en el numeral tercero del presente artículo. 



2.- Idéntica regla se seguirá en caso de infracción de la prohibición de conducir vehículos motorizados, sin perjuicio de la mantención de la prohibición por el tiempo restante.



3.- Tratándose del incumplimiento de las medidas de reparación del daño y prestación de servicios en beneficio de la comunidad, se aplicará en forma sustitutiva la libertad asistida en cualquiera de sus formas por un periodo de hasta tres meses.



4.- El incumplimiento de la libertad asistida se sancionará con libertad asistida especial o con internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social, con una duración máxima de sesenta días, lo que se determinará según la gravedad de los hechos que fundan la medida, sin perjuicio del cumplimiento de la sanción originalmente impuesta.



En caso de incumplimiento reiterado de la libertad asistida, se aplicará lo dispuesto en el siguiente numeral. 



5.- El incumplimiento de la libertad asistida especial dará lugar a la sustitución de la sanción por internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social, por un período equivalente al número de días que faltaren por cumplir.



6.- El incumplimiento de la internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social podrá sancionarse con la internación en un centro cerrado por un período no superior a los noventa días, sin perjuicio del cumplimiento de la sanción originalmente impuesta por el tiempo restante. En caso de reiteración de la misma conducta, podrá aplicarse la sustitución, en forma definitiva, por un período a fijar prudencialmente por el tribunal, que en caso alguno será superior al tiempo de duración de la condena inicialmente impuesta. 


7.- El incumplimiento del régimen de libertad asistida en cualquiera de sus formas al que fuere sometido el adolescente en virtud de lo dispuesto en el artículo 19, facultará al juez para ordenar que se sustituya su cumplimiento por la internación en régimen cerrado con programa de reinserción social por el tiempo que resta.



Artículo 53.- Sustitución de condena. El tribunal encargado del control de la ejecución de las sanciones previstas en esta ley, de oficio o a petición del adolescente o su defensor, podrá sustituirla por una menos gravosa, en tanto ello parezca más favorable para la integración social del infractor y se hubiere iniciado su cumplimiento.



Para estos efectos, el juez, en presencia del condenado, su abogado, el Ministerio Público y un representante de la institución encargada de la ejecución de la sanción, examinará los antecedentes, oirá a los presentes y resolverá. A esta audiencia podrán asistir los padres del adolescente o las personas que legalmente hubieren ejercido la tuición antes de su privación de libertad, y la víctima o su representante. La inasistencia de estos últimos no será nunca obstáculo para el desarrollo de la audiencia.



La resolución que se pronuncie sobre una solicitud de sustitución será apelable para ante la Corte de Apelaciones respectiva.



En caso alguno la internación en un régimen cerrado podrá sustituirse por una de las sanciones previstas en las letras e) o f) del artículo 6°.



Artículo 54.- Sustitución condicional de las medidas privativas de libertad. La sustitución de una sanción privativa de libertad podrá disponerse de manera condicionada. De esta forma, si se incumpliere la sanción sustitutiva, podrá revocarse su cumplimiento ordenándose la continuación de la sanción originalmente impuesta por el tiempo que faltare.



Artículo 55.- Remisión de condena. El tribunal podrá remitir el cumplimiento del saldo de condena cuando, en base a antecedentes calificados, considere que se ha dado cumplimiento a los objetivos pretendidos con su imposición. Para ello será aplicable lo dispuesto en los incisos segundo y  tercero del artículo 53.



Para los efectos de resolver acerca de la remisión, el tribunal deberá contar con un informe favorable del Servicio Nacional de Menores.



Tratándose de una sanción privativa de libertad, la facultad de remisión sólo podrá ser ejercida si se ha cumplido más de la mitad del tiempo de duración de la sanción originalmente impuesta.

TITULO FINAL



Artículo 56.- Cumplimiento de la mayoría de edad. En caso que el imputado o condenado por una infracción  a la ley penal fuere mayor de dieciocho años o los cumpliere durante la ejecución de cualquiera de las sanciones contempladas en esta ley o durante la tramitación del procedimiento, continuará sometido a las normas de esta ley hasta el término de éste.



Si al momento de alcanzar los dieciocho años restan por cumplir menos de seis meses de la condena de internación en régimen cerrado, permanecerá en el centro de privación de libertad del Servicio Nacional de Menores.



Si al momento de alcanzar los dieciocho años le restan por cumplir más de seis meses de la condena de internación en régimen cerrado, el Servicio Nacional de Menores evacuará un informe fundado al juez de control de ejecución en que solicite la permanencia en el centro cerrado de privación de libertad o sugiera su traslado a un recinto penitenciario administrado por Gendarmería de Chile.



Dicho informe se enviará al tribunal con a lo menos tres meses de anterioridad  a la fecha de cumplimiento de la mayoría de edad y se referirá al proceso de reinserción del adolescente y a la conveniencia, para tal fin, de su permanencia en el centro cerrado de privación de libertad. El informe deberá comunicarse a todas las partes involucradas en el proceso.



En caso de ordenar el tribunal su permanencia, se revisará su situación según se desarrolle el proceso de reinserción en apreciación de la administración del centro.



En caso de ordenar el tribunal su traslado a un recinto penitenciario, las modalidades de ejecución de dicha condena deberán seguir siendo ejecutadas conforme a las prescripciones de esta ley.



Excepcionalmente, el Servicio Nacional de Menores  podrá solicitar al tribunal de control competente que autorice el cumplimiento de la internación en régimen cerrado en un recinto administrado por Gendarmería de Chile, cuando el condenado hubiere cumplido la mayoría de edad y sea declarado responsable de la comisión de un delito o incumpla de manera grave el reglamento del centro poniendo en riesgo la vida e integridad física de otras personas.



En todos los casos previstos en este artículo, el Servicio Nacional de Menores, Gendarmería de Chile y las autoridades que correspondan adoptarán las medidas necesarias para asegurar la separación de las personas sujetas a esta ley menores de dieciocho años con los mayores de edad y de los adultos sujetos a esta ley respecto de los condenados conforme a la ley penal de adultos.



Artículo 57.- Academia Judicial. Para los efectos de lo previsto en el artículo 29, la Academia Judicial considerará la dictación de los cursos de especialización a que esa norma se refiere en el programa de perfeccionamiento destinado a los miembros de los escalafones primario, secundario y de empleados del Poder Judicial.



En todo caso, el requisito establecido en dicha disposición podrá ser acreditado sobre la base de antecedentes que den cuenta del cumplimiento de cursos de formación especializada en la materia, impartidos por otras instituciones alternativas a la Academia Judicial. La certificación respectiva la emitirá dicha institución, en base a los antecedentes que proporcione el solicitante.



Artículo 58.- Restricción de libertad de menores de catorce años. Si se sorprendiere a un menor de catorce años  en la ejecución flagrante de una conducta que, cometida por un adolescente constituiría delito, los agentes policiales ejercerán todas las facultades legales para restablecer el orden y la tranquilidad públicas y dar la debida protección a la víctima en amparo de sus derechos.



Una vez cumplidos dichos propósitos, la autoridad respectiva deberá poner al niño a disposición del tribunal de familia a fin de que éste procure su adecuada protección. En todo caso, tratándose de infracciones de menor entidad podrá entregar al niño inmediata y directamente a sus padres y personas que lo tengan a su cuidado y, de no ser ello posible, lo entregará a un adulto que se haga responsable de él, prefiriendo a aquellos con quienes tuviere una relación de parentesco, informando en todo caso al Tribunal de Familia competente.



Para los efectos de que el fiscal pueda interrogar al menor en calidad de testigo, se estará a las normas generales que regulan la materia.



Artículo 59.- Modificaciones al Decreto Ley N° 645 de 1925. Agrégase el siguiente inciso final al artículo 2° del Decreto Ley N° 645 de 1925, que crea el Registro Nacional de Condenas: “Los antecedentes relativos a los procesos o condenas de menores de edad sólo podrán ser consignados en los certificados que se emitan para ingresar a las Fuerzas Armadas, Carabineros de Chile, Gendarmería de Chile y a la Policía de Investigaciones o para los fines establecidos en el inciso primero del presente artículo.”.



Artículo 60.- Modificaciones al Código Penal. Introdúcense las siguientes modificaciones:

 

a) Sustitúyese el número 2º del artículo 10 por el siguiente:

 

“2º El menor de dieciocho años. La responsabilidad de los menores de dieciocho años y mayores de catorce se regulará por lo dispuesto en la ley de responsabilidad penal juvenil.”.

 

b) Derógase el número 3º del artículo 10.

 

c) Suprímese el inciso primero del artículo 72.



Artículo 61.- Modificaciones a la Ley N° 18.287. Derógase el artículo 26 de la ley N° 18.287, que establece el procedimiento ante los Juzgados de Policía Local.



Artículo 62.- Modificaciones al Código de Justicia Militar. Sustitúyense los incisos segundo y tercero del artículo 135, por el siguiente: “Los menores de edad exentos de responsabilidad penal serán puestos a disposición del tribunal competente en asuntos de familia.”.



Artículo 63.- Modificaciones a la Ley de Menores. Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 16.618, que fija el texto definitivo de la Ley de Menores:

 

a) Derógase el artículo 16;
 

b) En el inciso segundo del artículo 16 bis, suprímese la siguiente frase: “De la misma forma procederá respecto de un menor de dieciséis años imputado de haber cometido una falta.”.

 

c) Suprímese el inciso cuarto del artículo 16 bis.

 

d) Deróganse los artículos 28 y 29.

 

e) Suprímese el inciso segundo del artículo 31.

 

f) Deróganse los artículos 41, 51, 52, 53, 58 y 65.

 

g) Sustitúyese el artículo 71, por el siguiente:

 

“Artículo 71. El Presidente de la República, mediante decreto supremo expedido mediante el Ministerio de Justicia, determinará los Centros de Diagnósticos existentes y su localización.”.



Artículo 64.- Modificaciones a la Ley N° 19.640. En el inciso primero del artículo 72, sustitúyese el guarismo "625" por "647", referido a la categoría “Fiscal Adjunto”; el guarismo "69" por "70", referido a la categoría “Jefe de Unidad”, y el guarismo "860" por "866" referido a la categoría “Profesionales".



Artículo 65.- Modificaciones al Código Orgánico de Tribunales. Introdúcense las siguientes modificaciones:

 

1.  Al artículo 14:

 

a) En la letra f), a continuación de la palabra “penal”, sustitúyese la coma (,) y la letra “y” por un punto y coma (;).

 

b) Reemplázase la actual letra g), que pasa a ser letra h), por la siguiente:

 

“g) Conocer y resolver todas las cuestiones y asuntos que la ley de responsabilidad penal juvenil les encomienden, y”.

 

2. Al artículo 16, en el acápite que en cada caso se señala:

 

a.- Quinta Región de Valparaíso:

 

En el párrafo séptimo, reemplázase la expresión “Viña del Mar, con seis jueces,” por la siguiente: “Viña del Mar, con siete jueces,”.

 

b.- Octava Región del Bío Bío:

 

En el párrafo noveno, reemplázase la expresión “Coronel, con un juez,” por la siguiente: “Coronel, con dos jueces,”.

 

c.- Décima Región de Los Lagos:

 

En el párrafo final, reemplázase la expresión “Castro, con un juez,” por la siguiente: “Castro, con dos jueces,”

 

d.- Región Metropolitana de Santiago:

 

En el párrafo segundo, reemplázase la expresión “Puente Alto, con siete jueces”, por la siguiente: “Puente Alto, con ocho jueces”. 

 

En el párrafo séptimo, reemplázase la expresión “Cuarto Juzgado de Garantía de Santiago, con diecisiete jueces,”, por “Cuarto Juzgado de Garantía de Santiago, con dieciocho jueces,”; la expresión “Séptimo Juzgado de Garantía de Santiago, con ocho jueces,”, por “Séptimo Juzgado de Garantía de Santiago, con diez jueces,”; la expresión “Octavo Juzgado de Garantía de Santiago, con nueve jueces,” por “Octavo Juzgado de Garantía de Santiago, con diez jueces,”, y la expresión “Noveno Juzgado de Garantía de Santiago, con diecisiete jueces,” por “Noveno Juzgado de Garantía de Santiago, con dieciocho jueces,”.

 

3. Al artículo 18:

 

a) En la letra c), a continuación de la expresión “juicio oral”, elimínase la coma (,) y la letra “y”, y en su reemplazo, introdúcese un punto coma (;).

 

b) Reemplázase la actual letra d), que pasa a ser letra e), por la siguiente: 

 

“d) Conocer y resolver todas las cuestiones y asuntos que la ley de responsabilidad penal juvenil les encomienden, y”.

 

4. En el artículo 21, reemplázase, en el acápite referido a la Región Metropolitana de Santiago, la expresión “Cuarto Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago, con quince jueces,”, por “Cuarto Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago, con dieciocho jueces,”.

 

5. Incorpórase un artículo 47 C, nuevo, del tenor siguiente:

 

“Artículo 47 C.- Tratándose de los tribunales de juicio oral en lo penal, las Cortes de Apelaciones podrán ejercer las potestades señaladas en el artículo 47, ordenando que uno o más de los jueces del tribunal se aboquen en forma exclusiva al conocimiento de las infracciones de los adolescentes a la ley penal, en calidad de jueces de garantía, cuando el mejor servicio judicial así lo exigiere.”.

 

6. Sustitúyese el artículo 585 bis, por el siguiente: 

 

“Artículo 585 bis. Lo dispuesto en los artículos 567, 578, 580 y 581 será aplicable a los recintos en que se ejecuten las medidas de internación provisoria y de internación en régimen cerrado establecidas en la ley que regula la responsabilidad penal de los adolescentes.”.


Artículo 66.- Modificaciones a la Ley  Nº 19.665. Agrégase en el inciso primero del artículo 6° de la ley N° 19.665, un párrafo final del siguiente tenor:



“Juzgados con dieciocho jueces: dieciocho jueces, cinco funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y cuarenta y tres funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.”  



Artículo 67.- Modificaciones a la Ley N° 19.718. Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 28 de la ley N° 19.718, que fija la planta de personal de la Defensoría Penal Pública:

 

a) Reemplázase, para los profesionales grado 7°, el guarismo “16” por “18”.

 

b) Reemplázase, para los administrativos grado 17°, el guarismo “20” por “21”.

 

c) Reemplázase, para el Total Planta, el guarismo “454” por “457”.”



Artículo 68.- Modificaciones a la ley N° 19.968, de Tribunales de Familia. Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley 19.968: 

 

a) En el número 10 del artículo 8°, sustitúyese la expresión “29” por “30” y agrégase el siguiente párrafo nuevo antes del punto y coma (;) que pasa a ser punto seguido (.): “El procedimiento se sujetará a las reglas establecidas en el párrafo cuarto del Título IV de la presente ley;”.

 

b) Incorpórase al artículo 8° el siguiente numeral 10 bis, nuevo: 

 

“10 bis) Las infracciones que en caso de ser ejecutadas por mayores de edad constituirían faltas y que no dan lugar a responsabilidad penal, conforme al artículo 102 A. El juzgamiento de las mismas se someterá a las reglas establecidas en el párrafo cuarto del Título IV de la presente ley.”.

 

c) Incorpórase, a continuación del artículo 102, el siguiente párrafo cuarto, nuevo:

“Párrafo cuarto

Procedimiento Contravencional ante los Tribunales de Familia



Artículo 102 A.- Las faltas contenidas en la legislación vigente que sean cometidas por adolescentes, constituirán contravenciones de carácter administrativo para todos los efectos legales y su juzgamiento se sujetará al procedimiento regulado en este párrafo.



Se exceptúan de lo dispuesto en el inciso anterior únicamente las faltas tipificadas en los artículos 494, N°s 1, 4, 5, y 19, este último en lo que dice relación con el artículo 477; en el artículo 494 bis y en el artículo 496, N°s 5 y 26, todos del Código Penal, y aquellas contempladas en la ley Nº 20.000 o en los cuerpos normativos que la sustituyan, cometidas por adolescentes mayores de 16 años, cuyo conocimiento estará sujeto a lo preceptuado por la ley que regula la responsabilidad penal de los adolescentes.



Artículo 102 B.- Será aplicable al proceso contravencional lo dispuesto en los párrafos primero, segundo y tercero del Título III de esta ley, en lo que no sea incompatible con lo dispuesto en el presente título y con la naturaleza infraccional de las faltas a juzgar.



Artículo 102 C.- Será competente para el conocimiento de los asuntos a que se refiere el inciso primero del artículo 102 A el tribunal del lugar en que se hubiere ejecutado el hecho. Tratándose de los asuntos a que se refiere el numeral 10 del artículo 8°, será competente el tribunal del domicilio del menor, sin perjuicio de la potestad cautelar que pudiere corresponder al tribunal que inicialmente conozca del asunto en razón del lugar donde se cometió el hecho.



Artículo 102 D.- El procedimiento podrá iniciarse con el sólo mérito del parte policial que dé cuenta de la denuncia interpuesta por un particular o de la falta flagrante en que se haya sorprendido a un adolescente. En ambos casos la policía procederá a citar al adolescente para que concurra a primera audiencia ante el tribunal, lo que deberá quedar consignado en el parte respectivo.



Los particulares también podrán formular la denuncia directamente al tribunal.


Artículo 102 E.- De la realización de la primera audiencia a que deba comparecer el imputado deberá notificarse también a sus padres o a la persona que lo tenga bajo su cuidado, y al denunciante o al afectado, según corresponda.



Todos quienes sean citados deberán concurrir a la audiencia con sus medios de prueba.



Artículo 102 F.- Si el adolescente no concurriere a la primera citación, el tribunal podrá ordenar que sea conducido a su presencia por medio de la fuerza pública. En este caso se procurará que la detención se practique en el tiempo más próximo posible al horario de audiencias del tribunal.



Artículo 102 G.-  El adolescente tendrá derecho a guardar silencio.



Artículo 102 H.- Al inicio de la audiencia, el juez explicará al adolescente sus derechos y, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, lo interrogará sobre la veracidad de los hechos imputados por el requerimiento. En caso de que el adolescente reconozca los hechos, el juez dictará sentencia de inmediato, la que no será susceptible de recurso alguno.



En la sentencia se podrá imponer la sanción de amonestación si ésta resulta proporcionada a la gravedad de los hechos y a la edad del adolescente para responsabilizarlo por la contravención, a menos que mediare reiteración, en cuyo caso deberá imponerse alguna de las restantes sanciones previstas en el artículo 102 J.



Artículo 102 I.- Si el adolescente negare los hechos o guardare silencio, se realizará el juzgamiento de inmediato, procediéndose a oír a los comparecientes y a recibir la prueba, tras lo cual se preguntará al adolescente si tiene algo que agregar. Con su declaración o sin ella, el juez pronunciará sentencia de absolución o condena.



Artículo 102 J.- El juez podrá imponer al adolescente únicamente alguna de las siguientes sanciones contravencionales:

 

Amonestación;

 

Reparación material del daño;

 

Petición de disculpas al ofendido o afectado;

 

Multa de hasta 2 Unidades Tributarias Mensuales;

 

Servicios en beneficio de la comunidad, de ejecución instantánea o por un máximo de tres horas, y

 

Prohibición temporal de asistir a determinados espectáculos, hasta por tres meses.


El tribunal podrá aplicar conjuntamente más de una de las sanciones contempladas en este artículo, lo que deberá fundamentarse en la sentencia.



Artículo 102 K.- Las sentencias definitivas dictadas en procesos por infracciones cometidas por adolescentes serán inapelables.


Artículo 102 L.- A solicitud de parte, el juez podrá sustituir una sanción por otra durante el cumplimiento de la misma.



Artículo 102 M.- En caso de incumplimiento de la sanción impuesta, el tribunal remitirá los antecedentes al Ministerio Público para los efectos previstos en el inciso segundo del artículo 240 del Código de Procedimiento Civil.”.



Artículo 69.- Preferencia para integrar ternas. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 281 del Código Orgánico de Tribunales, tendrán preferencia para ser incluidos en las ternas elaboradas para proveer cargos de juez de garantía unipersonales y juez de letras con competencia de garantía los postulantes que hubieren cumplido el curso de especialización a que se refieren los artículos 29 y 56 de la presente ley.



Artículo 70.- Modificaciones a la Ley Orgánica de Gendarmería de Chile. Modifícase el Decreto Ley N° 2.859, que contiene la Ley Orgánica de Gendarmería de Chile, en la forma que sigue:

 

1) En el artículo 3°, letra a), agrégase a continuación el punto final la siguiente oración: “Además, deberá estar a cargo de la seguridad perimetral de los centros del Servicio Nacional de Menores para la internación provisoria y el cumplimiento de las sanciones privativas de libertad de los adolescentes por infracción de ley penal.”.

 

2) En el artículo 3°, agrégase a continuación de la letra c), la siguiente letra d):

 

“d) Colaborar en la vigilancia de los Centros del Servicio Nacional de Menores para adolescentes que se encuentran en internación provisoria o con sanción privativa de libertad, realizando las siguientes funciones: 

 

1. Ejercer la vigilancia y custodia perimetral permanente de los centros privativos de libertad.

 

2. Controlar el ingreso al centro.

 

3. Colaborar en el manejo de conflictos al interior de los centros, tales como fugas, motines y riñas.

 

4. Asesorar a los funcionarios del Servicio Nacional de Menores en el manejo de conflictos internos y de la seguridad en general.

 

5. Realizar los traslados de los adolescentes a tribunales y a otras instancias externas de acuerdo a solicitudes de la autoridad competente.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

 

Artículo 1°.- Vigencia. La presente ley entrará en vigencia seis meses después de su publicación, con excepción a lo dispuesto en el artículo 68 letras a) y c).

 

Artículo 2°.- Nombramientos. La provisión de los cargos de Jueces de Garantía, Jueces de Tribunal Oral en lo Penal y Fiscales del Ministerio Público que establece la presente ley se realizará de acuerdo a las reglas generales aplicables en cada caso, considerando solamente las siguientes excepciones:

 

a) Los nuevos cargos deberán encontrarse provistos con a lo menos 45 días de antelación a la fecha en que empezará a regir el sistema, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo precedente;

 

b) Para los efectos de dar cumplimiento a lo previsto en la letra a) en el caso de los Jueces de Garantía e integrantes del Tribunal Oral en lo Penal, las Cortes de Apelaciones respectivas deberán elaborar y remitir al Ministerio de Justicia la nómina con las ternas respectivas para cada cargo dentro del plazo de sesenta días contado desde la publicación de esta ley.

 

Artículo 3º.- Cursos de especialización. La exigencia de especialización y las modalidades de integración de la sala del tribunal de juicio oral en lo penal y de distribución de asuntos en los tribunales con competencia en materias criminales se aplicarán seis meses después de la fecha de entrada en vigencia de la presente ley.

 

En todo caso, las Cortes de Apelaciones podrán prorrogar dicho término por otros seis meses, por motivos fundados.”.

______________________________

_____________________



En seguida, el señor Presidente, en conformidad a lo dispuesto en los artículos 68 número 2º y 159 del Reglamento del Senado, constituye la Sala en sesión secreta con el fin de discutir el proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Moreno, en primer trámite constitucional, que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, a Monseñor Riccardo Ezzati Andrello, con informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, correspondiente al Boletín Nº 3.948-07.



Se reanuda la sesión pública.

______________________________



El señor Presidente declara que ha terminado el Orden del Día.

______________________________

INCIDENTES

HOMENAJE



El señor Presidente anuncia que rendirá homenaje en memoria del señor Andrónico Luksic Abaroa, recientemente fallecido.



El señor Presidente rinde homenaje.



Luego, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Zaldívar (don Andrés), quien adhiere al homenaje, en su nombre y en del Comité Partido Demócrata Cristiano, manifestando que, asimismo, y en forma especial, lo hacía en nombre de la Honorable Senadora Frei (doña Carmen), representante de la Región de Antofagasta.

________________



El señor Presidente saluda al Excelentísimo señor Embajador de Croacia, don Boris Maruna, presente en las tribunas de la Corporación.

________________



Inmediatamente, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señor Ominami, señora Matthei y señores Vásquez, Flores y Cantero, quienes adhieren al homenaje en sus nombres y en el de los Comités Partido Socialista, Partido Unión Demócrata Independiente, Partido Radical Social Demócrata, Partido Por la Democracia y Partido Renovación Nacional, respectivamente.




El señor Presidente declara terminado el homenaje.

_____________

Se levanta la sesión.





(Fdo.):CARLOS HOFFMANN CONTRERAS,

   Secretario General del Senado.

SESION 36ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 14 DE SEPTIEMBRE DE 2.005



Presidencia de los Honorables Senadores señores Romero, Presidente, y Gazmuri, Vicepresidente.



Asisten los Honorables Senadores señora Matthei, y señores Aburto, Arancibia, Ávila, Canessa, Cantero, Cariola, Coloma, Espina, Fernández, Flores, Foxley, García, Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Parra, Pizarro, Prokurica, Ruiz De Giorgio, Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Stange, Vásquez, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



Asisten, asimismo, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, don Eduardo Dockendorff, el señor Ministro de Educación, don Sergio Bitar, el señor Ministro de Justicia, don Luis Bates y el señor Ministro de Salud, don Pedro García.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones trigésima segunda, ordinaria, de 6 de septiembre de 2005, y trigésima tercera, especial, y trigésima cuarta, ordinaria, ambas de 7 de septiembre de 2005, que no han sido observadas.

___________________________

CUENTA

Oficios



Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo entre la República de Chile y la República de Hungría para la Promoción y Protección Recíprocas de las Inversiones” y su Protocolo, suscritos en Santiago, el 10 de marzo de 1997 (Boletín N° 2.993-10).



-- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Con el segundo, informa que ha dado su aprobación al proyecto de acuerdo aprobatorio del “Convenio entre la República de Chile y la República de Bolivia sobre Controles Integrados de Frontera”, suscrito el 17 de febrero de 2004 (Boletín N° 3.908-10).



-- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores y a la de Hacienda, en su caso.



Con el tercero, comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que sanciona como delito el atentado a pedradas o de otra forma similar a vehículos en marcha (Boletín N° 3.698-15).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el cuarto, informa que ha dado su aprobación al proyecto de ley que aclara el sentido de la ley N° 18.175, de Quiebras, en la forma que indica (Boletín N° 3.965-03).



-- Pasa a la Comisión de Economía.



Del señor Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Energía, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo al monto de la inversión de los proyectos que pueden acceder al subsidio a la preinversión para proyectos de generación eléctrica con energías renovables no convencionales.



Del señor Secretario Regional Ministerial de Salud de la Región Metropolitana, por medio del cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre existencia de permiso ambiental para el funcionamiento de la Sociedad Refinadora Nacional S.A. en la comuna de San Joaquín.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el oficio de Su Excelencia el Presidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar, como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema, a don Sergio Manuel Muñoz Gajardo (con la urgencia establecida en el inciso segundo del número 5 del artículo 49 de la Carta Fundamental) (Boletín Nº S 827-05).



Certificado de la Comisión de Economía, recaído en el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.175, de Quiebras, en materia de convenios concursales (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín Nº 3.671-03).



De la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que suspende la inscripción de automóviles colectivos y buses en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros (Boletín Nº 3.399-15).



-- Quedan para tabla.

Comunicaciones



De la Comisión de Relaciones Exteriores, mediante la cual informa que en sesión celebrada el día martes 13 de septiembre del año en curso, acordó constituir la Comisión Bicameral Chile-Estados Unidos de América e invitar a los Honorables señores Senadores a integrarla, fijando como plazo para inscribirse el día 17 de octubre del año en curso, en la Secretaría de la Comisión.



-- Se toma conocimiento.



Del Honorable Senador señor Romero, por medio de la cual informa que en virtud del acuerdo alcanzado con el Presidente de la Honorable Cámara de Diputados y los señores Ministros del Interior y Secretario General de la Presidencia, retira el proyecto que modifica la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, con el objeto de adecuar sus normas a la ley N° 20.050, sobre reforma constitucional (Boletín N° 3.966-07), en atención a que la materia será incorporada como una indicación en un proyecto similar en actual trámite en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de la Honorable Cámara de Diputados. 



-- Se toma conocimiento, y queda retirado el proyecto.

Moción



Del Honorable Senador señor Ávila, con la que inicia un proyecto de ley que aumenta el plazo de prescripción de los delitos de abuso sexual y violación de menores (Boletín N° 3.991-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Declaración de inadmisibilidad



Moción de los Honorables Senadores señores Páez y Ruiz de Giorgio, con la que presentan un proyecto de ley que obliga al Servicio de Salud de Llanquihue, Chiloé y Palena a establecer cámaras hiperbáricas en los establecimientos asistenciales de las comunas de Maullín y Quellón.



-- Se declara inadmisible por referirse a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme a lo dispuesto en el inciso tercero y en el número 2.° del inciso cuarto del artículo 62 de la Constitución Política de la República.

___________________________



El señor Presidente, en cuanto a la declaración de inadmisibilidad efectuada respecto de la Moción de los Honorables Senadores señores Páez y Ruiz De Giorgio, por medio de la cual han presentado una iniciativa de ley relativa a la obligación del Servicio de Salud de Llanquihue, Chiloé y Palena a establecer cámaras hiperbáricas en los establecimientos asistenciales de las comunas de Maullín y Quellón, señala que el Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio ha solicitado que se remita, en su nombre, el oficio correspondiente a Su Excelencia el Presidente de la República para que, si lo tiene a bien, se sirva considerar la posibilidad de presentar a tramitación legislativa un proyecto de ley que contenga las ideas de la referida Moción, petición a la que se adhiere el Honorable Senador señor Stange.



Consultada la Sala, así se acuerda.

________________________



El señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Novoa, quien le solicita recabe el asentimiento unánime de la Sala para que se trate en esta sesión, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que suspende la inscripción de automóviles colectivos y buses en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros, correspondiente al Boletín Nº 3.399-15.



La Sala otorga su asentimiento.

________________________

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que suspende la inscripción de automóviles colectivos y buses en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros, con informe de la Comisión de Transportes y 

Telecomunicaciones



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia, de conformidad al acuerdo adoptado por la Sala.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que suspende la inscripción de automóviles colectivos y buses en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, correspondiente al Boletín Nº 3.399-15.



Previene el señor Secretario General que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, acordó proponer al señor Presidente que, por tratarse de un proyecto de artículo único, la Sala lo discuta en general y en particular a la vez.



Agrega que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, aprobó la iniciativa en general, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Novoa, Pizarro y Prokurica. En cuanto a la discusión en particular, la Comisión efectuó una modificación al artículo único del proyecto despachado por la Honorable Cámara de Diputados, la que fue acordada por la misma unanimidad anteriormente señalada.



En consecuencia, expresa el señor Secretario General, la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones propone a la Sala dar su aprobación al proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, con la siguiente enmienda:

ARTÍCULO ÚNICO



Reemplazar su inciso segundo, por el siguiente:



“Esta medida no afectará el derecho a solicitar el reemplazo, cambio de modalidad o cambio de inscripción de una región a otra, de los taxis actualmente inscritos en el Registro mencionado, conforme a las normas establecidas por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.”.

- - -



En discusión en general y en particular el proyecto de ley, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Novoa y Muñoz Barra.



Cerrado el debate y puesta en votación esta iniciativa de ley, es aprobada en general y en particular por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión en general y en particular de este asunto.



El texto despachado por el Senado es del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY:



“Artículo único.- Suspéndese por el plazo de cinco años, contado desde la publicación de esta ley, la inscripción de taxis, en cualquiera de sus modalidades, en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros establecido en el artículo 3° de la ley N° 18.696 y en el artículo 10 de la ley N° 19.040.



Esta medida no afectará el derecho a solicitar el reemplazo, cambio de modalidad o cambio de inscripción de una Región a otra, de los taxis actualmente inscritos en el Registro mencionado, conforme a las normas establecidas por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.”.

__________________



El señor Presidente propone a la Sala considerar también, en esta sesión, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto signado con el número 5 en la Tabla del Orden del Día, esto es, aquél que sanciona con mayor rigor el abigeato y facilita su investigación, con informes de la Comisión de Agricultura y de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, correspondiente a los Boletines números 3.038-07, 3.495-07, 3.360-01 y 2.369-01, refundidos.



Así se acuerda.

__________________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que sanciona con mayor rigor el abigeato y facilita su investigación, con informes de la Comisión de Agricultura y de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y 

Reglamento



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia, de conformidad al acuerdo adoptado por la Sala.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que sanciona con mayor rigor el abigeato y facilita su investigación, con informes de la Comisión de Agricultura y de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, correspondiente a los Boletines números 3.038-07, 3.495-07, 3.360-01 y 2.369-01, refundidos.



Agrega que en sesión 26ª, ordinaria, de 11 de enero de 2005, la Sala autorizó a la Comisión de Agricultura a refundir los tres boletines que conforman el proyecto despachado por la Honorable Cámara de Diputados con la iniciativa de ley, en primer trámite constitucional, correspondiente al Boletín Nº 2.369-07, y, asimismo, a discutirlos en general y en particular en el primer informe.



El señor Secretario General manifiesta que en sesión 44ª, ordinaria, de 13 de abril de 2005, la Sala autorizó a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento a discutir en general y en particular esta iniciativa, en el primer informe.



El señor Secretario General expresa que, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, la Comisión de Agricultura, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, Moreno y Naranjo, aprobó la idea de legislar sobre la materia. En cuanto a la discusión en particular, esta Comisión efectuó una serie de modificaciones al proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, las que fueron todas acordadas por unanimidad.



En consecuencia, indica el señor Secretario General, la Comisión de Agricultura propone a la Sala la aprobación de la iniciativa despachada por la Honorable Cámara de Diputados, con las siguientes modificaciones:

o o o 



Consultar el siguiente artículo 1º, nuevo: 



“Artículo 1º.-  Créase, en el título IX, sobre Crímenes y Simples Delitos contra la Propiedad, del Libro II del Código Penal, un párrafo 5 bis B titulado “Del Abigeato” y agrégase en el actual párrafo 5 bis titulado “De la Receptación”, una letra “A”, a continuación de la palabra bis.

º º º

Artículo 1º



Contemplarlo como artículo 2º.

Letra a)



Reemplazarla por la siguiente:

 

“Letra a) 



 Modificar el artículo 449 en los siguientes términos:



- En el inciso primero, elimínanse las frases “, de caballos o bestias de silla o carga, de ganado mayor, menor o porcino,” y “sin la circunstancia de tratarse de la substracción de animales”.



- Deróganse los incisos tercero y quinto.



- En el inciso cuarto, suprímese la expresión “beneficie o”. 

o o o



Incorporar las siguientes letras b) y c), nuevas:

 

“Letra b)



- En el inciso primero del artículo 450 elimínase, después de la expresión “párrafo 2” la conjunción “y”, sustituyéndose por una coma e intercálase, a continuación de la expresión “párrafo 3”, la siguiente frase: “y los delitos del párrafo 5 bis B”.

 

“Letra c)



En el artículo 450 bis, después del vocablo “personas” agrégase la frase “y en el abigeato”.

o o o

Letra b)



Pasa a ser d), sustituyendo su texto por el siguiente:

 

“Letra d)



Deróganse los incisos segundo y tercero del artículo 454.

Letra c)



Suprimirla.

o o o



Intercalar las siguientes letras e), f), g) y h), nuevas:

 

“Letra e)



En el artículo 456 bis, a continuación de la palabra “robo”, elimínase la conjunción “y” sustituyéndose por una coma (,), y agrégase, a continuación de la palabra “hurto”, la siguiente frase: “y en el delito de abigeato”.

 

Letra f)



En el artículo 456 bis A, reemplázase la frase “especies hurtadas o robadas” por la siguiente:  “especies hurtadas, robadas u objeto de abigeato”.

 

“Letra g)



Consultar el siguiente artículo 456 bis B, nuevo:



“Artículo 456 bis B. Comete abigeato el que robe o hurte caballos o bestias de silla o carga,  ganado mayor, menor, porcino o aviar, siempre que en este último caso el valor exceda de media unidad tributaria mensual, aplicándose a los autores, cómplices y encubridores las penas superiores en un grado a las que les corresponderían sin la circunstancia de tratarse de la substracción de animales.  Cuando las especies substraídas tuvieran un valor que exceda las cinco unidades tributarias mensuales, se aplicará, además, la accesoria de multa de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales.



Cuando la pena conste de dos o más grados, el aumento establecido en el inciso primero se hará después de determinar la pena que habría correspondido al imputado, con prescindencia de la expresada circunstancia.



Será castigado en la forma señalada en este artículo el que beneficie o destruya una especie para apropiarse de toda ella o de alguna de sus partes.



La regla del inciso primero de este artículo se observará también en los casos previstos en el artículo 448, si se trata de animales comprendidos en los incisos anteriores.”.

 

“Letra h)



Consultar el siguiente artículo 456 bis C, nuevo:



“Artículo 456 bis C. Se presumirá autor del delito de abigeato, aquel en cuyo poder se encuentren animales o partes de los mismos, referidos en este párrafo, cuando no pueda justificar su adquisición y, del mismo modo, al que sea habido en predio ajeno, arreando, transportando, manteniendo cautivas, inmovilizadas o maniatadas dichas especies animales, o portando armas, herramientas o utensilios comúnmente empleados en estas faenas.



Las marcas registradas, señales conocidas, autocrotales u otras de carácter electrónico o tecnológico puestas sobre el animal, constituyen presunción de dominio a favor del dueño de la marca o señal.



El que se apropie de las plumas, pelos, crines, cerdas o cualquier elemento del pelaje de animales ajenos, por cualquier medio que ello se realice, será castigado con presidio menor en sus grados mínimo a medio.”.

o o o

Artículo 2º

Ha pasado a ser 3º.

Letra a)



En el inciso tercero que se agrega, reemplázase la frase “ a que se refiere el artículo 449”  por “al que se refieren los artículos 456 bis B y siguientes”.  Además, sustitúyese la frase “que no sea morada” por “que no esté destinado a morada, por funcionarios policiales,”.

Artículo 3º



Ha pasado a ser 4º.

Letra a)



Sustitúyese en el inciso cuarto que se incorpora, la oración “Si se tratare del robo o hurto de animales,” por “Si se tratare del delito de abigeato,” y reemplázase la expresión “según sea el caso” por “según fuere el caso”.

Letra b)



Reemplázase en el inciso tercero que se agrega, la frase “a que se refiere el artículo 449 del Código Penal” por “al que se refieren los artículos 456 bis B y siguientes del Código Penal” y sustitúyese la expresión “que no sea morada” por “que no esté destinado a morada”.   

Artículo 4º



Ha pasado a ser 5º, con la siguiente redacción:



“Artículo 5º.- Agrégase el siguiente artículo 456 bis D, en el Código Penal:



Artículo 456 bis D.  En los casos de traslado de animales o de partes de los mismos, referidos en este párrafo, realizado en vehículos de transporte de carga, Carabineros de Chile deberá exigir, además de la guía de libre tránsito, la boleta, factura o guía de despacho correspondiente, a efectos de acreditar el dominio de las especies.  Ante la imposibilidad de acreditar dicho dominio, por carecer de los mencionados documentos o por negarse a su exhibición, los funcionarios policiales se incautarán de las especies, sus partes y del medio de transporte.  Además, deberán dar aviso a la fiscalía correspondiente para el inicio de la investigación por abigeato y al Servicio de Impuestos Internos ante un eventual delito tributario.”.

- - -



El señor Secretario General señala que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, aprobó en general el proyecto de ley despachado por la Comisión de Agricultura, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, Chadwick, Espina y Zaldívar (don Andrés). Asimismo, y como asunto previo al estudio en particular de esta iniciativa, la Comisión acordó, por unanimidad, recomendar a la Sala que separe la tramitación de los tres proyectos refundidos por la Honorable Cámara de Diputados del que se encuentra en primer trámite constitucional en esta Corporación, correspondiente al Boletín Nº 2.369-07, en atención a que las disposiciones contenidas en este último han sido integradas, por la vía de la indicación, a la norma despachada por la Comisión y, en consecuencia, disponga el archivo del referido Boletín, una vez aprobado en general el proyecto de ley.



Agrega que en cuanto a la discusión en particular, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento efectuó un conjunto de modificaciones a la iniciativa despachada por la Comisión de Agricultura, las que fueron acordadas por unanimidad, por lo que propone a la Sala la aprobación del proyecto aprobado por esta última, con las siguientes modificaciones:

Artículo 1°

 

Suprimirlo.

Artículo 2°



- Refundido con el 5°, pasan a ser artículo único, reemplazados por el siguiente:



“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:

 

a) Modifícase el artículo 449 en los siguientes términos:



- En el inciso primero, elimínanse las frases “, de caballos o bestias de silla o carga, de ganado mayor, menor o porcino,” y “sin la circunstancia de tratarse de la substracción de animales.



- Deróganse los incisos tercero y quinto.



- En el inciso cuarto, suprímese la expresión “beneficie o”.

 

b) Deróganse los incisos segundo y tercero del artículo 454.

 

c) En el artículo 456 bis A, reemplázase la frase “especies hurtadas o robadas” por la siguiente:  “especies hurtadas, robadas u objeto de abigeato”.

 

d) Intercálase, en el Título IX del Libro segundo del Código Penal, sobre crímenes y simples delitos contra la propiedad, a continuación del artículo 448, el siguiente Párrafo 4 bis, nuevo.

“4 bis. Del Abigeato



Artículo 448 bis. El que robe o hurte uno o más caballos o bestias de silla o carga, o especies de  ganado mayor, menor o porcino, comete abigeato y será castigado con las penas señaladas en los párrafos 2, 3 y 4.



Artículo 448 ter. Podrán ser aplicadas respectivamente a los autores, cómplices y encubridores de abigeato las penas superiores en un grado a las que les corresponderían sin la circunstancia de tratarse de la substracción de animales.  



Cuando las especies substraídas tengan un valor que exceda las cinco unidades tributarias mensuales, se aplicará, además, la accesoria de multa de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales.



Si la pena consta de dos o más grados, el aumento establecido en el inciso primero se hará después de determinar la pena que habría correspondido al imputado, con prescindencia de la expresada circunstancia.



Será castigado como culpable de abigeato el  que beneficie o destruya una especie para apropiarse de toda ella o de alguna de sus partes.



La regla del inciso primero de este artículo se observará también en los casos previstos en el artículo 448, si se trata de animales comprendidos en el artículo anterior.



Artículo 448 quáter. Se presumirá autor de abigeato aquel en cuyo poder se encuentren animales o partes de los mismos, referidos en este párrafo, cuando no pueda justificar su adquisición o legítima tenencia y, del mismo modo, al que sea habido en predio ajeno, arreando, transportando, manteniendo cautivas, inmovilizadas o maniatadas dichas especies animales, o portando armas, herramientas o utensilios comúnmente empleados en estas faenas y no pueda justificar razonablemente su porte.



Las marcas registradas, señales conocidas, autocrotales u otras de carácter electrónico o tecnológico puestas sobre el animal, constituyen presunción de dominio a favor del dueño de la marca o señal.



Para los efectos previstos en el inciso primero, en los casos de traslado de animales o de partes de los mismos, realizado en vehículos de transporte de carga, Carabineros de Chile deberá exigir, además de la guía de libre tránsito, la boleta, factura o guía de despacho correspondiente, a efectos de acreditar el dominio, posesión o legítima tenencia de las especies.  Ante la imposibilidad de acreditar dicho dominio, posesión o legítima tenencia, según corresponda, por carecer de los mencionados documentos o por negarse a su exhibición, los funcionarios policiales se incautarán de las especies, sus partes y del medio de transporte, dando aviso a la fiscalía correspondiente para el inicio de la investigación por abigeato y al Servicio de Impuestos Internos ante un eventual delito tributario.



Artículo 448 quinquies. El que se apropie de las plumas, pelos, crines, cerdas o cualquier elemento del pelaje de animales ajenos, por cualquier medio que ello se realice, será castigado con presidio menor en sus grados mínimo a medio.

 

e) Reemplázase el epígrafe del párrafo 5 del Título IX del Libro Segundo del Código Penal, sobre crímenes y simples delitos contra la propiedad, por el siguiente: “Disposiciones comunes a los cuatro párrafos anteriores.”.”.”.

Artículo 3°



- Eliminarlo.

Artículo 4°



- Rechazarlo.

Artículo 5°



- Como se dijo, pasó a integrar el artículo único, refundido con el artículo 2° y con la redacción indicada arriba.

- - -



En discusión en general, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Espina y Coloma.



Cerrado el debate, el señor Presidente propone a la Sala aprobar en general el proyecto de ley, comprensivo de los tres boletines refundidos que se encuentran en segundo trámite constitucional, enviando al archivo el Boletín Nº 2.369-07, que fue incorporado, por la vía de una indicación, al texto despachado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Puesta en votación la iniciativa de ley, en los términos expresados precedentemente, es aprobada en general por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes y se envía al archivo el Boletín Nº 2.369-07.



Seguidamente, la Sala acuerda fijar como plazo para presentar indicaciones el día 11 de octubre próximo, a las 12 horas.



Queda terminada la discusión en general de este asunto.



El texto despachado en general por el Senado es el siguiente

PROYECTO DE LEY:



“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:

 

a) Modificase el artículo 449 en los siguientes términos:



- En el inciso primero, elimínanse las frases “, de caballos o bestias de silla o carga, de ganado mayor, menor o porcino,” y “sin la circunstancia de tratarse de la substracción de animales.



- Deróganse los incisos tercero y quinto.



- En el inciso cuarto, suprímese la expresión “beneficie o”.

 

b) Deróganse los incisos segundo y tercero del artículo 454.

 

c) En el artículo 456 bis A, reemplázase la frase “especies hurtadas o robadas” por la siguiente: “especies hurtadas, robadas u objeto de abigeato”.

 

d) Intercálase, en el Título IX del Libro segundo del Código Penal, sobre crímenes y simples delitos contra la propiedad, a continuación del artículo 448, el siguiente párrafo 4 bis, nuevo.

“4 bis. Del Abigeato



Artículo 448 bis. El que robe o hurte uno o más caballos o bestias de silla o carga, o especies de  ganado mayor, menor o porcino, comete abigeato y será castigado con las penas señaladas en los párrafos 2, 3 y 4.



Artículo 448 ter. Podrán ser aplicadas respectivamente a los autores, cómplices y encubridores de abigeato las penas superiores en un grado a las que les corresponderían sin la circunstancia de tratarse de la substracción de animales.  



Cuando las especies substraídas tengan un valor que exceda las cinco unidades tributarias mensuales, se aplicará, además, la accesoria de multa de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales.



Si la pena consta de dos o más grados, el aumento establecido en el inciso primero se hará después de determinar la pena que habría correspondido al imputado, con prescindencia de la expresada circunstancia.



Será castigado como culpable de abigeato el  que beneficie o destruya una especie para apropiarse de toda ella o de alguna de sus partes.



La regla del inciso primero de este artículo se observará también en los casos previstos en el artículo 448, si se trata de animales comprendidos en el artículo anterior.



Artículo 448 quáter. Se presumirá autor de abigeato aquel en cuyo poder se encuentren animales o partes de los mismos, referidos en este párrafo, cuando no pueda justificar su adquisición o legítima tenencia y, del mismo modo, al que sea habido en predio ajeno, arreando, transportando, manteniendo cautivas, inmovilizadas o maniatadas dichas especies animales, o portando armas, herramientas o utensilios comúnmente empleados en estas faenas y no pueda justificar razonablemente su porte.



Las marcas registradas, señales conocidas, autocrotales u otras de carácter electrónico o tecnológico puestas sobre el animal, constituyen presunción de dominio a favor del dueño de la marca o señal.



Para los efectos previstos en el inciso primero, en los casos de traslado de animales o de partes de los mismos, realizado en vehículos de transporte de carga, Carabineros de Chile deberá exigir, además de la guía de libre tránsito, la boleta, factura o guía de despacho correspondiente, a efectos de acreditar el dominio, posesión o legítima tenencia de las especies.  Ante la imposibilidad de acreditar dicho dominio, posesión o legítima tenencia, según corresponda, por carecer de los mencionados documentos o por negarse a su exhibición, los funcionarios policiales se incautarán de las especies, sus partes y del medio de transporte, dando aviso a la fiscalía correspondiente para el inicio de la investigación por abigeato y al Servicio de Impuestos Internos ante un eventual delito tributario.



Artículo 448 quinquies. El que se apropie de las plumas, pelos, crines, cerdas o cualquier elemento del pelaje de animales ajenos, por cualquier medio que ello se realice, será castigado con presidio menor en sus grados mínimo a medio.

 

e) Reemplázase el epígrafe del párrafo 5 del Título IX del Libro Segundo del Código Penal, sobre crímenes y simples delitos contra la propiedad, por el siguiente: “Disposiciones comunes a los cuatro párrafos anteriores.”.”.”.

- - -



El señor Presidente concede la palabra a la Honorable Senadora señora Matthei, quien le solicita que recabe el asentimiento unánime de la Sala, en orden a despachar en su totalidad, en esta sesión, el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.419 en materias relativas a la publicidad y el consumo del tabaco, correspondiente al Boletín Nº 3.825-11.



Así se acuerda.

______________________

Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.175, de Quiebras, en materia de convenios concursales, con certificado 

de la Comisión de Economía



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.175, de Quiebras, en materia de convenios concursales, con certificado de la Comisión de Economía, correspondiente al Boletín Nº 3.671-03, para cuyo despacho S. E. el Presidente de la República hizo presente la urgencia, calificándola de “simple”.



Previene el señor Secretario General que el número 12 del artículo único de esta iniciativa, en lo que dice relación con los artículos 180 a 185 del Título XII de la Ley de Quiebras, debe ser aprobado con rango de ley orgánica constitucional, en virtud de lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 63 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 74 de la misma Carta Fundamental.



Agrega el señor Secretario General que la Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, aprobó el proyecto despachado por el Senado, con las siguientes enmiendas:

Artículo único



Ha incorporado los siguientes números 3 y 4 nuevos:



“3.- Modifícase el artículo 8º, en la forma siguiente:



a) Sustitúyese en el inciso final del Nº 2, a continuación de la palabra “incisos” la frase “tercero, cuarto, quinto y sexto” por la siguiente: “sexto, séptimo, octavo, noveno y décimo”.



b) Intercálase en el inciso primero del Nº 5 entre la palabra “giro” y la expresión  “por el incumplimiento” la siguiente expresión: “como sanción por infracciones a las leyes, reglamentos y demás normas que los rijan, como asimismo”. 



4.- Agrégase en el artículo 31 el siguiente inciso segundo:



“La aprobación de la cuenta definitiva impide el ejercicio de las facultades fiscalizadoras de la Superintendencia en relación a las partidas contenidas en ella, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 1465 del Código Civil.”.”.

Número 3



Ha pasado a ser 5, sin modificaciones.

Número 4



Ha pasado a ser 6, reemplazando en el letra a) la expresión “Para sustituir” por “Sustitúyese,”

Número 5



Ha pasado a ser 7, sin modificaciones.

- - -



Ha consultado los siguientes números 8 y 9, nuevos:



“8.- Modifícase el artículo 77, de la forma que sigue:



a) Reemplázase en el inciso primero las palabras “Podrán ser anulados” por la expresión “Son inoponibles a la masa”.



b) Sustitúyese en el inciso segundo las palabras “podrán ser anuladas” por la expresión “son inoponibles a la masa”.



9.- Reemplázase en el  inciso segundo del artículo 79 las palabras “podrán ser anuladas” por la expresión “son inoponibles a la masa”.
Número 6



Ha pasado a ser 10, sin modificaciones.

- - -



Ha consultado el siguiente número 11, nuevo:



“11.- Sustitúyese en el inciso final del artículo 148 el punto (.) por una coma (,) y agrégase la siguiente frase: “sin perjuicio de la transacción convencional o judicial que se celebre con posterioridad a la notificación de la sentencia de primera instancia del juicio laboral o previsional respectivo.”.”.

Número 7



Ha pasado a ser 12, con las siguientes modificaciones:



- Ha sustituido en el artículo 171 que se reemplaza, la frase “la resolución a que se refiere el artículo 174,”, por “las resoluciones a que se refieren las letras a) y b) del artículo 200,”.



- Ha sustituido el inciso primero del artículo 172, que se propone reemplazar, por el siguiente:



“Artículo 172. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, el acreedor que se encuentre en alguno de los casos previstos en los números 1 y 2 del artículo 43, podrá solicitar al tribunal competente que ordene al deudor, o a la sucesión del deudor formular proposiciones de convenio judicial preventivo dentro del plazo de 30 días contado desde la notificación efectuada en la forma prevista en el inciso final del artículo 45. La no presentación del convenio dentro del plazo indicado, acarreará, necesariamente, la quiebra del deudor y el tribunal la declarará de oficio.”.



- Ha reemplazado, en el inciso final del artículo 173 que se propone sustituir, la expresión “circunstanciada constancia” por “constancia pormenorizada”.



- Ha suprimido, en el inciso segundo del artículo 175 que  se propone reemplazar, la frase “, y el tribunal deberá declarar sin más trámite la quiebra del deudor,”.



- Ha introducido las siguientes modificaciones en el artículo 177 que se propone sustituir:



a) Ha reemplazado en el inciso primero el punto y coma (;) que precede a las palabras “de los bienes”, por un punto seguido (.), y ha sustituido la conjunción “y” que antecede a la palabra “suspenderá” por la expresión “Sin embargo,”.



b) Ha consultado el siguiente inciso final, nuevo:



“En relación a las compensaciones, se aplicará a estos convenios lo que para la quiebra dispone el artículo 69, a contar de la resolución que recae en las proposiciones de convenio.”.



- Ha introducido las siguiente modificaciones en el artículo 177 bis que se propone reemplazar:



a) Ha sustituido, los incisos primero y segundo, por los siguientes:



“Artículo 177 bis. No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, si la proposición de convenio judicial preventivo se hubiere presentado con el apoyo de dos o más acreedores que representen más del 50% del total del pasivo, no podrá solicitarse la quiebra del deudor ni iniciarse en su contra juicios ejecutivos, ejecuciones de cualquier clase o restitución en los juicios de arrendamiento, durante los noventa días siguientes a la notificación por aviso de la resolución en que el tribunal cite a los acreedores a junta para deliberar sobre dicha proposición. Durante este período, se suspenderán los procedimientos judiciales señalados y no correrán los plazos de prescripción extintiva.



El pasivo se determinará sobre la base del estado a que se refiere el artículo 42 número 4, certificado de acuerdo a la información disponible y a la cual hubieren tenido acceso de los registros del deudor, por auditores externos, independientes, e inscritos en el registro que lleva la Superintendencia de Valores y Seguros.”.



b) Ha intercalado en el inciso tercero, letra a), entre la palabras “personas” y la expresión “a que se refiere” la frase “que se encuentren en alguna de las situaciones”.



c) Ha agregado en el inciso sexto entre las expresiones “carácter,” y “de su cónyuge” las palabras “a favor”.



- Ha introducido las siguientes modificaciones en el artículo 177 ter:



a) Ha reemplazado en el inciso octavo, el punto y coma (;) que precede a la palabra “ejecutivos” por la conjunción “o”, ha agregado una coma (,) a continuación de la voz “clase”, y ha suprimido la frase “o gestiones preparatorias de la vía ejecutiva,”



b) Ha reemplazado en la letra c) del inciso octavo, la palabra “final” por “penúltimo”.



c) Ha agregado en el inciso penúltimo, a continuación del guarismo “175”, y antes de la coma (,), la expresión “inciso primero”.



- Ha modificado el artículo 177 quater del modo que se indica:



a) Ha sustituido en el inciso primero el guarismo “uno” por “dos”, y ha suprimido las palabras “de los”.



b) Ha reemplazado, en el N° 2, el punto y coma (;) que precede al guarismo “174” por una coma (,).



- Ha efectuado las siguientes modificaciones en el artículo 178:



a) Ha sustituido en el inciso segundo el punto aparte (.) por una coma (,) y ha agregado la siguiente frase final “en conformidad a lo dispuesto en el inciso siguiente.”.



b) Ha reemplazado el inciso tercero por el siguiente:



“El convenio podrá contener una proposición principal y proposiciones alternativas a ella para todos los acreedores, en cuyo caso éstos deberán optar por regirse por una de ellas, dentro de diez días contados desde la fecha de la junta que lo acuerde.”.



c) Ha suprimido en el inciso final la frase “o declararla reabierta“, y la coma (,) que le sigue.



- Ha introducido las siguientes modificaciones en el artículo 179:



a) Ha intercalado en el inciso primero, a continuación de la expresión “El sindico”, la siguiente frase “, o el interventor en el caso del inciso segundo del artículo 177 ter,”.



b) ha agregado en el inciso final, la siguiente oración, pasando el punto aparte (.) a ser punto seguido (.), “ No tendrán derecho a voto los acreedores comprendidos en el artículo 190.”.



- Ha consultado como artículo 185, el texto del artículo 181, reemplazando la expresión “el artículo 180” por “los artículos 180 y 184”.



- Ha considerado como artículo 181 el texto del artículo 182, sin modificaciones.



- Ha consultado como artículo 182 el texto del artículo 183, reemplazando el guarismo “185” por “184”.



- Ha consultado como artículos 183 y 184 los textos de los artículos 184 y 185, respectivamente, sin modificaciones.



- Ha agregado en el artículo 189, la siguiente frase final: “No tendrán derecho a voto los acreedores comprendidos en el artículo 190.”.



- Ha introducido las siguientes modificaciones en el artículo 190:



a) Ha reemplazado en el inciso primero la frase “del número de acreedores” por “de los 2/3 o más de los acreedores concurrentes”.



b) ha intercalado en la letra b) del inciso primero, entre las palabras “Las personas” y la preposición “a” la frase “que se encuentren en alguna de las situaciones”, y ha sustituido el punto y coma (;) que precede a la palabra “Valores” por una coma (,).



c) Ha agregado en el inciso segundo, el siguiente párrafo final: “Para estos efectos, en el convenio simplemente judicial, el síndico deberá informar en la junta a que se someta la aprobación del convenio, sobre lo dispuesto en la letra c) del número 2 del artículo 174.”.



d) Ha sustituido en el inciso final la palabra “incluidos” por “excluidos”, ha reemplazado el punto (.) aparte por una coma (,) y ha agregado la siguiente frase final: “a quienes no obliga.”.



- Ha reemplazado en el inciso primero del artículo 191, la frase: “En caso de rechazo del convenio, para los acreedores que hayan votado en contra,” por la siguiente: “Sólo para los acreedores que hayan votado en contra, en caso del rechazo del convenio”.

 

Ha sustituido el artículo 194, por el siguiente:



“Artículo 194. La no comparecencia del deudor a la junta en que debe deliberarse sobre las proposiciones de convenio, personalmente o representado, hará presumir que las abandona o las rechaza. Si la proposición es de convenio judicial preventivo, el tribunal declarará la quiebra. Todo lo anterior, salvo excusa justificada.”.



- Ha introducido en el artículo 196, las siguientes modificaciones:



a) Ha intercalado en el número 2.-, entre las palabras “incapacidad” y la preposición “para” la expresión “o falta de personería”.



b) Ha reemplazado en el número 4.- la expresión “,y” por “;”.



c) Ha sustituido en el número 5.-, el punto final (.) por una coma (,), seguida de la conjunción “y”.



d) Ha consultado el siguiente numero 6.-, nuevo:



“6.- Por contener una o más estipulaciones contrarias a lo dispuesto en los incisos primero a quinto del artículo 178.”



- Ha intercalado en el inciso quinto del articulo 199, a continuación de la expresión “En este caso”, suprimiendo la coma que le sigue, la siguiente frase “y en el inciso segundo,”.



- Ha agregado en el inciso primero del artículo 200, a continuación de la frase “a la junta que lo acuerde”, eliminado la coma que la sigue, la siguiente frase: “y hayan o no tenido derecho a voto, salvo lo dispuesto en el inciso final,”.



- Ha efectuado las siguientes modificaciones en el artículo 202:



a) Ha intercalado en el inciso primero, entre el artículo “los” y la palabra “terceros”, la voz “demás”.



b) Ha reemplazado en el inciso tercero, la frase “cuanto respecto de los fiadores.“ por “cuanto respecto de sus fiadores y codeudores, solidarios o subsidiarios, y avalistas.”.



- Ha intercalado en el inciso primero del artículo 205, a continuación de las palabras “de las proposiciones” la frase “o en la solicitud de designación de un experto facilitador, en su caso,”.



- Ha introducido las siguientes modificaciones en el artículo 214:



a) Ha reemplazado la frase “la declaración de” por el artículo “el”.



b) Ha suprimido la frase “si dicha nulidad es declarada por un tribunal arbitral, éste remitirá los autos al juez de letra competente para declarar la quiebra.”.

- - -



El señor Secretario General señala que la Comisión de Economía aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García, Gazmuri y Vásquez, la totalidad de las enmiendas introducidas por la Honorable Cámara de Diputados, y propone a la Sala adoptar la misma resolución.



A continuación, el señor Presidente pone en discusión las modificaciones efectuadas por la Honorable Cámara de Diputados, y ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Cerrado el debate y puestas en votación las enmiendas propuestas por la Honorable Cámara de Diputados, son aprobadas por 27 votos a favor, de un total de 47 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta manera, respecto de las normas de rango orgánico constitucional, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 63 de la Constitución Política de la República.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El proyecto despachado por el Congreso Nacional es del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY:



 “Artículo Único.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.175, de Quiebras:



1.- Sustitúyese el artículo 1°, por el siguiente: 



“Artículo 1°. La presente ley trata de los siguientes concursos: la quiebra; los convenios regulados en el Título XII; y las cesiones de bienes del Título XV.



El juicio de quiebra tiene por objeto realizar en un solo procedimiento los bienes de una persona natural o jurídica, a fin de proveer al pago de sus deudas, en los casos y en la forma determinados por la ley.”.



2.- Modifícase el artículo 5° de la siguiente manera:



a) Agrégase en su inciso primero, a continuación de la palabra “quiebra”, la frase “o en materia de convenios”.



b) Incorpórase el siguiente inciso final: 



“Los expedientes relativos a los concursos de que trata la presente ley, sólo podrán ser retirados por la Superintendencia de Quiebras, el síndico o el experto facilitador. En aquellos casos en que otro tribunal requiera la remisión del expediente original o de algún cuaderno o piezas del proceso, el trámite se cumplirá, sin excepción, remitiendo, a costa del peticionario o de la parte que hubiere interpuesto el recurso o realizado la gestión que origina la petición, las copias o fotocopias respectivas. Éstas deberán ser debidamente certificadas, en cada hoja, por el secretario del tribunal.”.



3.- Modifícase el artículo 8º, en la forma siguiente:



a) Sustitúyese en el inciso final del Nº 2, a continuación de la palabra “incisos” la frase “tercero, cuarto, quinto y sexto” por la siguiente: “sexto, séptimo, octavo, noveno y décimo”.



b) Intercálase en el inciso primero del Nº 5 entre la palabra “sanción” y la expresión  “por el incumplimiento” la siguiente expresión: “por infracciones a las leyes, reglamentos y demás normas que los rijan, como asimismo”. 



4.- Agrégase en el artículo 31 el siguiente inciso segundo:



“La aprobación de la cuenta definitiva impide el ejercicio de las facultades fiscalizadoras de la Superintendencia en relación a las partidas contenidas en ella, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 1465 del Código Civil.”.


5.- Modifícase el artículo 37 de la siguiente forma:



a) Reemplázase la frase “las notificaciones por aviso que se efectúen en estas quiebras y la notificación por cédula a que se refiere el inciso quinto del artículo 42", por “la notificación por aviso de la sentencia de quiebra, la que se hará en extracto, y la notificación de la resolución que tenga por presentada la cuenta definitiva, que sólo contendrá la mención de haberse presentado dicha cuenta. Las demás notificaciones que deban practicarse por aviso, se efectuarán por el estado diario".



b) Agrégase el siguiente inciso segundo:



“Para los efectos de la notificación por cédula a que se refiere el inciso quinto del artículo 42, se aplicará el privilegio de pobreza en las quiebras de que trata este artículo y el receptor estará obligado a efectuar la notificación, sin esperar la resolución del incidente de que trata el Título XIII del Código de Procedimiento Civil, si éste se promoviere.”.


6.- Modifícase el artículo 43, en la forma que se indica:



a) Sustitúyese, en el numeral 2, el punto y coma (;)por “, y”, y para sustituir, en el numeral 3, los términos “, y” por un punto final (.).



b) Derógase el numeral 4 del artículo.


7.- Sustitúyese en el artículo 63 la expresión “un año” por “dos años”.



8.- Modifícase el artículo 77, de la forma que sigue:



a) Reemplázase en el inciso primero las palabras “Podrán ser anulados” por la expresión “Son inoponibles a la masa”.



b) Sustitúyese en el inciso segundo las palabras “podrán ser anuladas” por la expresión “son inoponibles a la masa”.



9.- Reemplázase en el  inciso segundo del artículo 79 las palabras “podrán ser anuladas” por la expresión “son inoponibles a la masa”.


10.- Reemplázase en el artículo 80 la frase “dos párrafos precedentes” por “los Párrafos 2º y 3º del Título VI” y el punto final (.) por una coma (,), y agrégase la frase “plazo que se suspenderá en favor de los acreedores por el lapso de otros dos años desde la fecha de la resolución que declara la quiebra”.


11.- Sustitúyese en el inciso final del artículo 148 el punto (.) por una coma (,) y agrégase la siguiente frase: “sin perjuicio de la transacción convencional o judicial que se celebre con posterioridad a la notificación de la sentencia de primera instancia del juicio laboral o previsional respectivo.”.



12.- Reemplázase el Título XII de la ley, por el siguiente:

“T I T U L O XII

DE LOS ACUERDOS EXTRAJUDICIALES Y DE LOS CONVENIOS JUDICIALES



1. De los Acuerdos Extrajudiciales



Artículo 169. Cualquier acuerdo extrajudicial celebrado entre el deudor, antes de su declaración de quiebra, y uno o más de sus acreedores relativo al pago de sus obligaciones o a la administración de sus bienes, sólo obliga a quienes lo suscriban, aun cuando se le denomine convenio.



Artículo 170. Lo dispuesto en el artículo anterior no será aplicable a los convenios regulados por la Ley General de Bancos y por el decreto con fuerza de ley Nº 251, de 1931, sobre Compañías de Seguros y a otros convenios regulados por la ley.



2. Del Convenio Judicial Preventivo



Artículo 171. El convenio judicial preventivo es aquél que el deudor propone, con anterioridad a la declaración de quiebra y en conformidad a las disposiciones de este Párrafo. Comprende todas sus obligaciones existentes a la fecha de las resoluciones a que se refieren las letras a) y b) del artículo 200, aun cuando no sean de plazo vencido, salvo las que la ley expresamente exceptúe.


Artículo 172. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, el acreedor que se encuentre en alguno de los casos previstos en los números 1 y 2 del artículo 43, podrá solicitar al tribunal competente que ordene al deudor, o a la sucesión del deudor formular proposiciones de convenio judicial preventivo dentro del plazo de 30 días contado desde la notificación efectuada en la forma prevista en el inciso final del artículo 45. La no presentación del convenio dentro del plazo indicado, acarreará, necesariamente, la quiebra del deudor y el tribunal la declarará de oficio.



En el caso del inciso anterior el deudor podrá, dentro de cinco días contados desde la notificación de la solicitud, manifestar que se acoge irrevocablemente al artículo 177 ter, y el juez citará a la junta de acreedores a que se refiere dicha disposición.



El derecho del acreedor no podrá ser ejercido por las personas a que se refiere el inciso tercero del artículo 177 bis. Si se ejerciere respecto de la sucesión del deudor, se aplicará lo dispuesto en el artículo 50.



Una vez notificada su solicitud, el acreedor no podrá retirarla o desistirse de ella. Tampoco podrá ser objeto de transacción de ninguna clase. El pago hecho al acreedor solicitante después de presentada su petición será nulo de pleno derecho.



Contra la resolución que ordene al deudor presentar un convenio, sólo podrá entablarse recurso de reposición; y contra la que resuelva la reposición no procederá recurso alguno. En este caso el plazo a que se refiere el inciso primero será de 20 días, contado desde la resolución que falle la reposición.



Si el tribunal desecha la solicitud del acreedor, éste podrá pedir la quiebra en conformidad a la presente ley; pero si la petición de quiebra se basa en la misma causal invocada y en idéntico fundamento de hecho, deberá solicitarla ante el tribunal que desestimó la solicitud.


Artículo 173. Las proposiciones de convenio judicial preventivo que haga el deudor y las solicitudes del artículo anterior, se presentarán ante el tribunal que sería competente para declarar la quiebra de aquél, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 180. Las proposiciones de convenio judicial preventivo deberán estar acompañadas de todos los antecedentes que determina el artículo 42, con expresa mención del domicilio en Chile de los tres mayores acreedores, excluidos aquéllos a que se refieren las letras a), b) y c) del artículo 190 y deberán contener una propuesta de honorarios para el síndico que se designare. 


Presentadas las proposiciones de esta clase de convenio, el juez deberá designar al síndico titular y al suplente que nomine el acreedor con domicilio en Chile que aparezca con el mayor crédito en el estado de deudas presentado por el deudor al tribunal. Para estos efectos, el secretario del tribunal cuidará que se notifique a la brevedad al indicado acreedor, en forma fidedigna, para que éste formule la nominación por escrito al tribunal dentro del plazo de cinco días de efectuada la notificación señalada. Si dentro de dicho plazo el acreedor no hiciere la nominación respectiva o según certificación del secretario ha resultado imposible notificar al acreedor en un breve plazo, el tribunal notificará al acreedor residente en Chile que tenga el segundo mayor crédito, para que efectúe la nominación en la forma expresada. En caso de que lo señalado resultare imposible de aplicar, se designará al síndico mediante el sorteo establecido en el inciso final del artículo 42, de todo lo cual se dejará constancia pormenorizada en el expediente.



Artículo 174. El tribunal designará al síndico titular y al suplente nominado en la forma establecida en el artículo anterior. En la misma resolución dispondrá:



1.- Que el deudor quede sujeto a la intervención del síndico titular señalado, que tendrá las facultades del artículo 294 del Código de Procedimiento Civil;



2.- Que el síndico informe al tribunal sobre las proposiciones de convenio dentro del plazo de veinte días, que será prorrogable por una sola vez a solicitud del síndico por un máximo de diez días, según determine el tribunal. Este informe deberá contener:



a) la calificación fundada acerca de si la propuesta es susceptible de ser cumplida, habida consideración de las condiciones del deudor;



b) la apreciación de si el convenio resultará más conveniente para los acreedores que la quiebra del deudor; y



c) el monto probable de recuperación que le correspondería a cada acreedor valista en la quiebra, para los efectos del artículo 190 inciso segundo.



Si el síndico no presentare el informe dentro del plazo indicado, el deudor o cualquiera de los acreedores podrá ocurrir al juez para que le fije un nuevo plazo o para que asuma el cargo el síndico suplente y, para que además, fije nuevo día y hora para la junta.



El síndico informante deberá presentar una cuenta final de su intervención dentro del plazo de 30 días contado desde que el convenio entre en vigencia;



3.- Que todos los acreedores sin excepción alguna se presenten y verifiquen sus créditos con los documentos justificativos que corresponda, bajo apercibimiento de proseguirse la tramitación sin volver a citar a ningún ausente, sin perjuicio del derecho a voto que les corresponda conforme al artículo 179. Estos créditos podrán ser verificados hasta el día fijado para la celebración de la junta en conformidad al número siguiente, y podrán ser impugnados por el deudor y por cualquier acreedor hasta el último día del plazo que el inciso primero del artículo 197 señala para impugnar el convenio. Aquellos créditos no impugnados se tendrán por reconocidos;



4.- Que los acreedores concurran a una junta, que no podrá tener lugar antes de vencer los treinta días siguientes a esta resolución, para deliberar sobre las proposiciones de convenio;



5.- Que se notifique personalmente esta resolución al síndico titular y suplente, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 26, y por cédula a los tres mayores acreedores a que se refiere el inciso primero del artículo anterior. 


Los demás acreedores serán notificados en conformidad al artículo siguiente; y 



6.- Que dentro de tercero día de efectuada la última notificación a las personas señaladas en el inciso primero del número precedente, el síndico titular, los tres mayores acreedores a que se refiere el número anterior y el deudor, asistan a una audiencia, que se efectuará con los que concurran, para pronunciarse sobre la proposición de honorarios del síndico que el deudor ha debido hacer en las proposiciones de convenio. Si no se produjere acuerdo sobre el monto de los honorarios y forma de pago o no asistiere ninguno de los citados, se fijarán por el juez sin ulterior recurso.


En caso de quiebra, la suma correspondiente al 50% de los honorarios del síndico gozará de la preferencia del número 4 del artículo 2472 del Código Civil.


Artículo 175. La proposición de convenio deberá ser notificada por el deudor a sus acreedores por medio de un aviso en el Diario Oficial, que deberá contener un extracto de la proposición y copia íntegra de la resolución a que se refiere el artículo anterior. Esta notificación deberá hacerse dentro del plazo de 8 días contado desde la fecha de dicha resolución.



La proposición de convenio se tendrá por no presentada si no se efectúa la notificación dentro del plazo indicado, salvo impedimento justificado, calificado por el tribunal. 



Artículo 176. Una vez notificada la proposición de convenio, ésta no podrá ser retirada por el proponente. Se entiende que el deudor comprendido en el artículo 41 ha dado cumplimiento a la obligación que establece dicha disposición, si las proposiciones han sido presentadas dentro del plazo señalado en ella, siempre que sean notificadas en el plazo a que se refiere el inciso primero del artículo 175.



Artículo 177. La tramitación de esta clase de convenio no embarazará el ejercicio de ninguna de las acciones que procedan en contra del deudor, no suspenderá los juicios pendientes, ni obstará a la realización de los bienes. Sin embargo el plazo de prescripción de las acciones referidas en los Párrafos 2º y 3º del Título VI desde la fecha de la resolución que lo tiene por presentado o de la resolución que ordena citar a Junta de Acreedores en el caso del artículo 177 ter.



Se aplicarán a esta clase de convenios las disposiciones del Párrafo 5 del Título VI. La referencia que el artículo 93 hace al síndico, debe entenderse, en este caso, hecha al deudor.



En relación a las compensaciones, se aplicará a estos convenios lo que para la quiebra dispone el artículo 69, a contar de la resolución que recae en las proposiciones de convenio.



Artículo 177 bis. No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, si la proposición de convenio judicial preventivo se hubiere presentado con el apoyo de dos o más acreedores que representen más del 50% del total del pasivo, no podrá solicitarse la quiebra del deudor ni iniciarse en su contra juicios ejecutivos, ejecuciones de cualquier clase o restitución en los juicios de arrendamiento, durante los noventa días siguientes a la notificación por aviso de la resolución en que el tribunal cite a los acreedores a junta para deliberar sobre dicha proposición. Durante este período, se suspenderán los procedimientos judiciales señalados y no correrán los plazos de prescripción extintiva.



El pasivo se determinará sobre la base del estado a que se refiere el artículo 42 número 4, certificado de acuerdo a la información disponible y a la cual hubieren tenido acceso de los registros del deudor, por auditores externos, independientes, e inscritos en el registro que lleva la Superintendencia de Valores y Seguros.



Para los efectos del cálculo del total del pasivo y de la mayoría antes indicada, sólo se excluirán:



a) las personas que se encuentren en alguna de las situaciones a que se refiere el artículo 100 de la ley Nº 18.045, de Mercado de Valores; y



b) el titular de la empresa individual de responsabilidad limitada proponente del convenio y esta empresa individual si el proponente es su titular.


En el caso del inciso primero, los acreedores privilegiados e hipotecarios no perderán sus preferencias, y podrán impetrar las medidas conservativas que procedan.



En el aviso que se publique se señalará en forma expresa si se ha reunido la mayoría señalada en el inciso primero.



Lo dispuesto en el inciso primero no se aplicará a los juicios laborales sobre obligaciones que gocen de privilegio de primera clase, excepto las que el deudor tuviere, en tal carácter, a favor de su cónyuge o de sus parientes o de los gerentes, administradores, apoderados u otras personas que hayan tenido o tengan injerencia en la administración de sus negocios. Para estos efectos se entenderá por parientes a los ascendientes y descendientes y a los colaterales hasta el cuarto grado, inclusive.



Durante el período de suspensión a que se refiere este artículo, el deudor no podrá gravar ni enajenar sus bienes. Sólo podrá enajenar aquéllos expuestos a un próximo deterioro, o a una desvalorización inminente, o los que exijan una conservación dispendiosa, y podrá gravar o enajenar aquéllos cuyo gravamen o enajenación resulten estrictamente indispensables para el normal desenvolvimiento de su actividad, siempre que cuente con la autorización previa del síndico para la ejecución de dichos actos.



El plazo a que se refiere el inciso primero es fatal e improrrogable. Si dentro de él no se acordare el convenio, el tribunal declarará de oficio la quiebra.



Los plazos señalados en el artículo 63 y en los Párrafos 2º y 3º del Título VI se ampliarán en tantos días cuantos transcurrieren desde la fecha de la resolución recaída en las proposiciones de convenio hasta la fecha de la declaración de quiebra.


Artículo 177 ter. El deudor podrá solicitar al tribunal que sea competente para conocer de su quiebra, acompañando a su solicitud todos los antecedentes señalados en el artículo 42, que cite a una junta de acreedores, la que tendrá lugar dentro de 10 días contados desde la notificación por aviso de la resolución recaída en la solicitud, a fin de que ella designe a un experto facilitador. Éste estará sujeto a la fiscalización de la Superintendencia de Quiebras, la que para estos efectos tendrá todas las atribuciones y deberes que le señala el artículo 8°. Este plazo no se suspenderá durante el feriado judicial. Si la solicitud del deudor al tribunal ha sido presentada dentro del plazo del artículo 41, la notificación deberá hacerse dentro del plazo de ocho días contado desde la fecha de la resolución. Si la notificación es oportuna se entenderá que el deudor comprendido en el artículo 41 ha dado cumplimiento a la obligación que establece dicha disposición.



En la resolución a que se refiere el inciso anterior, el juez deberá designar a un interventor que sólo ejercerá las facultades que el inciso séptimo del artículo anterior y los incisos segundo y tercero del artículo 102 otorgan al síndico. El interventor cesará en sus funciones el día de la junta, cuando ésta no designe a un experto facilitador, o bien el día en que éste asuma en su cargo, si la junta lo ha nombrado. La remuneración del interventor será fijada por el juez, será de cargo del deudor y tendrá la preferencia del N° 4 del artículo 2472 del Código Civil.



El experto facilitador, dentro del plazo de 30 días improrrogable, contado desde la celebración de dicha junta, deberá evaluar la situación legal, contable, económica y financiera del deudor y proponer a sus acreedores un convenio que sea más ventajoso que la quiebra de aquél, o, en caso contrario, solicitar al tribunal que declare la quiebra del deudor, el que la deberá declarar sin más trámite. Si el experto facilitador no diere cumplimiento a su cometido dentro del plazo señalado el juez dictará de oficio la sentencia de quiebra del deudor.



Tendrán derecho a voto en la junta señalada en el inciso primero, los acreedores que aparezcan en el estado a que se refiere el artículo 42 N° 4, certificado, de acuerdo a la información disponible y a la cual hubieren tenido acceso de los registros del deudor, por auditores externos, independientes, e inscritos en el registro que lleva la Superintendencia de Valores y Seguros, con exclusión de los acreedores señalados en el inciso tercero del artículo 177 bis. La designación del experto facilitador se hará con el voto de uno o más de los acreedores, que representen más del 50% del total del pasivo con derecho a voto; en caso contrario, se considerará fracasada la gestión. Los acreedores hipotecarios y privilegiados no perderán sus preferencias por la circunstancia de participar y votar en esta junta, y podrán impetrar las medidas conservativas que procedan. El experto facilitador será notificado en la forma que establece el artículo 55. 



Podrá ser experto facilitador toda persona natural capaz de administrar sus propios bienes. Los síndicos de la nómina nacional podrán ser designados como expertos facilitadores, pero en caso de quiebra del deudor no podrán ser nombrados como síndico en esa quiebra.



El experto facilitador deberá comunicar su designación a la Superintendencia de Quiebras dentro de las 24 horas siguientes, la que procederá a incorporarlo a un registro especial de expertos facilitadores que llevará al efecto.



Los honorarios del experto facilitador serán de cargo del deudor, con quien deberá pactarlos. En caso de desacuerdo serán fijados por el juez, y gozarán, al igual que los gastos en que incurra, de la preferencia del N° 4 del artículo 2472 del Código Civil, sólo en la parte que corresponda al 25% del que resulta una vez aplicada la tabla a que se refiere el artículo 34.



No podrá solicitarse la quiebra del deudor ni iniciarse en su contra juicios ejecutivos o ejecuciones de cualquier clase, desde la notificación por aviso señalada en el inciso primero:



a) Hasta la celebración de la junta citada para la designación del experto facilitador, en caso de que no se apruebe en ella esta designación;



b) Hasta la solicitud del experto facilitador al tribunal para que declare la quiebra del deudor; 



c) Hasta la celebración de la junta de acreedores a que se refiere el inciso penúltimo de este artículo, si se rechaza en ella la proposición de convenio presentada por el experto facilitador.



Durante los períodos indicados, se suspenderán dichos procedimientos judiciales, no correrán los plazos de prescripción extintiva, y el deudor conservará la administración de sus bienes, con las limitaciones establecidas en el inciso séptimo del artículo 177 bis, sujeto a la intervención del experto facilitador, con las mismas facultades que a éste entregan dicho inciso y el N° 1 del inciso primero del artículo 174.



El experto facilitador tendrá pleno acceso a todos los libros, papeles, documentos y antecedentes del deudor que estime necesarios para el cumplimiento de su cometido.



En todo este procedimiento se aplicará lo dispuesto en el inciso sexto del artículo anterior.



En caso de que el experto facilitador formule una proposición de convenio, ésta deberá ser votada en junta de acreedores dentro del plazo de 15 días contado desde la notificación por aviso de la proposición. Se aplicarán a esta proposición los artículos 175, inciso primero, 178, 179 y 180 y las normas contenidas en el Párrafo 4° del Título III de esta ley.



Los plazos señalados en el artículo 63 y en los Párrafos 2º y 3º del Título VI se ampliarán en tantos días cuantos transcurrieren desde la fecha de la resolución recaída en las proposiciones de convenio hasta la fecha de la declaración de quiebra.



Artículo 177 quáter. Si la proposición de convenio judicial preventivo se hubiere presentado con el apoyo de dos o más acreedores que representen más del 66% del total del pasivo, se aplicará lo dispuesto en el artículo 177 bis, con las siguientes modificaciones:



1. El juez citará a una junta que se deberá realizar a más tardar a los 30 días contados desde la notificación por aviso de la resolución judicial respectiva;



2. El síndico nombrado en conformidad al artículo 173 no tendrá la función de informar señalada en el N° 2 del artículo 174, y 



3. La suspensión se mantendrá hasta el día fijado para dicha junta, en la que se deberá acordar o rechazar el convenio en conformidad a las disposiciones de este Título.



Artículo 178. Las proposiciones de convenio judicial preventivo pueden versar sobre cualquier objeto lícito para evitar la declaración de la quiebra del deudor, salvo sobre la alteración de la cuantía de los créditos fijada para determinar el pasivo. 



El convenio será uno y el mismo para todos los acreedores, salvo que medie acuerdo unánime en contrario, en conformidad a lo dispuesto en el inciso siguiente.



El convenio podrá contener una proposición principal y proposiciones alternativas a ella para todos los acreedores, en cuyo caso éstos deberán optar por regirse por una de ellas, dentro de diez días contados desde la fecha de la junta que lo acuerde.



En él se podrá pactar que las cuestiones o diferencias que se produzcan entre el deudor y uno o más acreedores o entre éstos, con motivo del convenio y en especial de su aplicación, interpretación, cumplimiento, nulidad o declaración de incumplimiento pueda o deba ser sometida al conocimiento o resolución de un juez árbitro, como asimismo, establecer la naturaleza del arbitraje y cualquier otra materia sobre el mismo.



Este pacto compromisorio será obligatorio para todos a quienes afecta el convenio.



Si el árbitro declara nulo o incumplido el convenio, remitirá de inmediato el expediente a la Corte de Apelaciones respectiva, para la designación del tribunal que deberá declarar la quiebra en conformidad a esta ley.



Artículo 179. El síndico, o el interventor en el caso del inciso segundo del artículo 177 ter, presentará una nómina de acreedores con derecho a voto y sus respectivos créditos con 10 días de anticipación a la fecha señalada para la junta.



En el cuarto día hábil, que no sea sábado, inmediatamente anterior al señalado para la celebración de la junta, se efectuará la audiencia verbal a que se refieren los incisos segundo y tercero del artículo 102.



Los acreedores que se hayan presentado con los documentos justificativos de sus créditos, pero que carezcan de derecho a voto, tendrán solamente derecho a concurrir a la reunión y a dejar constancia escrita de sus observaciones, bajo su firma, en documento que se agregará al acta pertinente.



La exclusión, la inclusión, el aumento o la disminución por parte del síndico de un crédito en la nómina a que se refiere el inciso primero de este artículo, sin motivo justificado, serán consideradas como faltas graves para los efectos de lo dispuesto en el artículo 8° N° 9. 


En las juntas de acreedores que se efectúen con posterioridad a la aprobación del convenio judicial preventivo el derecho a voto se determinará en conformidad al artículo 102. No tendrán derecho a voto los acreedores comprendidos en el artículo 190.



Artículo 180. Las proposiciones de convenio judicial preventivo de las sociedades sujetas a fiscalización por la Superintendencia de Valores y Seguros, con excepción de las compañías de seguros, deberán ser presentadas ante un tribunal arbitral designado en conformidad a los artículos siguientes.


La competencia del tribunal arbitral se extiende a todo cuanto sea necesario para la tramitación de las proposiciones de convenio judicial preventivo y a los incidentes que se promuevan durante el procedimiento del mismo, hasta que la resolución que lo tenga por aprobado se encuentre ejecutoriada. Si el convenio fuere rechazado o desechado, el tribunal arbitral lo declarará así en una resolución que será inapelable, y remitirá de inmediato el expediente a la Corte de Apelaciones respectiva, para que ésta designe el tribunal que declarará la quiebra sin más trámite y proceda a la designación del síndico de conformidad al artículo 209.



Artículo 181.- El Tribunal arbitral, que será unipersonal, será designado por el Presidente de la Corte de Apelaciones correspondiente al domicilio fijado en los estatutos de la entidad proponente, que será también el domicilio del tribunal, de entre abogados que hayan ejercido la profesión por más de 20 años y que se encuentren inscritos en una lista que llevará la Superintendencia. Además habrá un árbitro subrogante quien será designado por el Presidente de esa Corte a proposición del árbitro titular, de entre los inscritos en la referida lista.



El Tribunal contará con un secretario, cargo que será ejercido por un notario que tenga su oficio en la ciudad en que se encuentre domiciliado el árbitro, quien deberá designarlo.



El árbitro podrá ser sustituido por la Junta de Acreedores, con acuerdo del deudor, sin las exigencias establecidas en el inciso primero.


El árbitro será de derecho y su aceptación del cargo deberá efectuarse ante el secretario de la respectiva Corte de Apelaciones.



Artículo 182.- No obstante lo señalado en el artículo anterior, podrá otorgarse el carácter de mixto al árbitro si consiente en ello el deudor y lo acuerdan dos o más acreedores que representen más del 50% del total pasivo, cuando se trate de las sociedades a que se refiere el artículo 180 inciso primero, o el 75% del total pasivo, en el caso del artículo 184. En estos casos, el árbitro será designado por la misma junta de acreedores que le dé este carácter y la aceptación del cargo deberá efectuarse en la forma señalada en el inciso final del artículo anterior.



Artículo 183. Los costos del arbitraje serán de cargo del deudor proponente, y en caso de quiebra tendrán la preferencia prevista en el N° 1 del artículo 2472 del Código Civil.



Artículo 184. También podrán ser sometidas a arbitraje en conformidad a las normas precedentes, las proposiciones de convenio de cualquier deudor, si éste lo acuerda con sus acreedores que representen a lo menos el 66% del total pasivo, debidamente certificado en conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 177 bis.



Artículo 185.- Los tribunales arbitrales a que se refieren el inciso cuarto del artículo 178 y los artículos 180 y 184 tendrán las siguientes facultades:


1° Podrán admitir, además de los medios probatorios establecidos en el Código de Procedimiento Civil, cualquier otra clase de prueba; y decretar de oficio las diligencias probatorias que estime conveniente, con citación de las partes. Tendrán, además, en todo momento, acceso a los libros, documentos y medios de cualquier clase en los cuales estén contenidas las operaciones, actos y contratos del proponente del convenio; y



2° Apreciarán la prueba de acuerdo con las normas de la sana crítica, y deberán consignar en la respectiva resolución los fundamentos de dicha apreciación.



3. Del Convenio simplemente judicial



Artículo 186. El convenio simplemente judicial es el que se propone durante el juicio de quiebra para ponerle término.



Artículo 187. El fallido o cualquiera de los acreedores podrá hacer proposiciones de convenio en cualquier estado de la quiebra. Presentadas las proposiciones de convenio, los acreedores las conocerán y se pronunciarán sobre ellas en una junta citada especialmente al efecto por aviso, con indicación expresa de si se ha reunido la mayoría exigida en el inciso segundo del artículo siguiente, para no antes de 30 días. 



Se aplicará a esta clase de convenio lo dispuesto en el artículo 178. 



Artículo 188. La tramitación de esta clase de convenio no embaraza el ejercicio de ninguna de las acciones que procedan en contra del fallido, no suspende los procedimientos de la quiebra o juicios pendientes, ni obsta a la realización de los bienes. 



Sin embargo, si el convenio simplemente judicial se presentare apoyado por a lo menos el 51% del total pasivo de la quiebra, el síndico sólo podrá enajenar los bienes expuestos a un próximo deterioro o a una desvalorización inminente o los que exijan una conservación dispendiosa.


El pasivo será certificado por el síndico. Se excluirán a los acreedores a que se refiere el inciso tercero del artículo 177 bis.


Por el hecho de apoyar esta clase de convenio, los acreedores hipotecarios y privilegiados no perderán sus preferencias.


Artículo 189. En el convenio simplemente judicial el derecho a voto de los acreedores se determinará en conformidad al artículo 102. No tendrán derecho a voto los acreedores comprendidos en el artículo 190.


4. De la aprobación de los Convenios Judiciales



Artículo 190. El convenio se considerará acordado cuando cuente con el consentimiento del deudor y reúna a su favor los votos de los dos tercios o más de los acreedores concurrentes que representen tres cuartas partes del total del pasivo con derecho a voto, excluidos los créditos preferentes cuyos titulares se hayan abstenido de votar por ellos. No podrán votar, ni sus créditos se considerarán en el monto del pasivo:



a) El cónyuge, los ascendientes y descendientes y hermanos del deudor o de sus representantes , sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 193;



b) Las personas que se encuentren en alguna de las situaciones a que se refiere el artículo 100 de la ley Nº 18.045, de Mercado de Valores, y



c) El titular de la empresa individual de responsabilidad limitada proponente del convenio, y esta empresa individual si el proponente es su titular.



Para obtener las mayorías necesarias para aprobar el convenio, un acreedor con derecho a votar podrá excluir a otro acompañando vale vista a su orden por a lo menos la suma mínima que correspondería conforme a la letra c) del número 2 del artículo 174, dentro del plazo de cinco días contado desde la celebración de la junta. Transcurrido ese plazo, sin que se haya consignado dicha cantidad, se considerará emitido el voto del acreedor que se intentó excluir. Para estos efectos, en el convenio simplemente judicial, el síndico deberá informar en la junta a que se someta la aprobación del convenio, sobre lo dispuesto en la letra c) del número 2 del artículo 174.



El acreedor disidente podrá objetar la cantidad, objeción que se tramitará como incidente. Si se acoge el incidente, se podrá excluir al disidente pagándole la diferencia establecida; pero si el acreedor excluyente no se aviene a pagar el mayor valor, figurarán ambos acreedores en el convenio por la proporción que corresponda a cada uno. En todo caso, el acreedor excluido conservará, en la parte que le corresponda, sus acciones en contra de los terceros obligados al pago de su crédito, y éstos podrán hacer valer sobre la cuota que dicho acreedor conserve en el convenio, los derechos que por vía de subrogación o reembolso les correspondan. 



El convenio se considerará acordado en el caso del inciso anterior cuando el secretario del tribunal certifique la consignación oportuna con la que se obtenga la mayoría señalada en el inciso primero.



Deberá levantarse un acta de lo obrado. En ella se mencionará a los acreedores que hubieren votado a favor y a los que hubieren votado en contra del convenio, con expresión de los créditos que representaren.


La modificación del convenio deberá acordarse con el mismo procedimiento y con las mismas mayorías exigidas por el inciso primero de este artículo, excluidos los créditos cuyos títulos sean posteriores a las proposiciones primitivas del convenio aprobado que se pretende modificar, a quienes no obliga. 


Artículo 191. Los acreedores preferentes respecto de bienes o del patrimonio del deudor podrán asistir a la junta y discutir las proposiciones de convenio y votar si renuncian a la preferencia de sus créditos. La circunstancia de que un acreedor vote, importa la renuncia a la preferencia. Sólo para los acreedores que hayan votado en contra, en caso del rechazo del convenio, la renuncia a la preferencia tendrá el carácter de irrevocable. La renuncia puede ser parcial, siempre que se manifieste expresamente. Si un acreedor es titular de créditos preferentes y no preferentes, se presume de derecho que vota por sus créditos no preferentes, salvo que exprese lo contrario. 



Si los acreedores votan por sus créditos preferentes, los montos de éstos se incluirán en el pasivo, para los efectos del cómputo a que se refiere el artículo precedente por las sumas a que hubiere alcanzado la renuncia.



Los cesionarios de créditos adquiridos dentro de los últimos 30 días anteriores a la proposición, no podrán concurrir a la junta para deliberar y votar el convenio, y tampoco podrán impugnarlo ni actuar en el incidente de impugnación. 



Artículo 192. En el convenio podrá estipularse la constitución de garantías para asegurar el cumplimiento de las obligaciones del deudor. Estas garantías podrán constituirse en el mismo convenio o en instrumentos separados.



Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 207 N° 8, los acreedores podrán designar a uno o más de ellos para que representen a todos los acreedores afectos al convenio en la celebración de los actos y en la suscripción, publicación e inscripción de los instrumentos que sean necesarios para la debida constitución de las garantías, así como para el ejercicio de los derechos y acciones que de ellas emanen y para ser notificados y citados en los casos en que así lo dispone la ley respecto de los acreedores prendarios e hipotecarios.



En las publicaciones e inscripciones de las garantías a que se refiere este artículo no será necesario individualizar las obligaciones del convenio, siendo suficiente a este respecto con hacer referencia a él, señalando la notaría y fecha en que haya sido protocolizado conforme lo dispuesto en el inciso siguiente.



Una copia autorizada del acta de la junta en que se acuerde el convenio, y de la resolución que lo apruebe, con su certificado de ejecutoria, deberá protocolizarse en una notaría del lugar en que dicha junta se haya celebrado, y desde entonces valdrá como escritura pública para todos los efectos legales. El acta de la junta deberá incluir el texto íntegro del convenio.


Artículo 193. Las personas indicadas en el artículo 190 letra a), podrán votar en la junta sólo para oponerse al convenio, y, en tal caso, sus créditos se incluirán en el pasivo para los efectos del cómputo a que dicho artículo se refiere.



Artículo 194. La no comparecencia del deudor a la junta en que debe deliberarse sobre las proposiciones de convenio, personalmente o representado, hará presumir que las abandona o las rechaza. Si la proposición es de convenio judicial preventivo, el tribunal declarará la quiebra. Todo lo anterior, salvo excusa justificada.



Artículo 195. Acordado el convenio, éste será notificado por aviso, mediante un extracto autorizado por el tribunal a los acreedores que no hubieren concurrido a la junta. 



Artículo 196. El convenio podrá ser impugnado por cualquier acreedor a quien éste pudiere afectarle, sólo si alegare alguna de las causas siguientes:



1.- Defectos en las formas establecidas para la convocación y celebración de la junta, o error en el cómputo de las mayorías requeridas por la ley;



2.- Falsedad o exageración del crédito o incapacidad o falta de personería para votar de alguno de los que hayan concurrido con su voto a formar la mayoría, si excluido este acreedor, hubiere de desaparecer tal mayoría;



3.- Inteligencia fraudulenta entre uno o más acreedores y el deudor para votar a favor del convenio o para abstenerse de concurrir;



4.- Error u omisión sustancial en las listas de bienes o de acreedores;



5.- Ocultación o exageración del activo o pasivo, y



6.- Por contener una o más estipulaciones contrarias a lo dispuesto en los incisos primero a quinto del artículo 178.



Podrán también impugnar el convenio todos aquéllos que hubiesen otorgado cauciones reales o personales, o que sean terceros poseedores de bienes constituidos en garantía de obligaciones del deudor, cuando los respectivos acreedores no hubieren votado a favor del convenio.


Artículo 197. Podrá impugnarse el convenio únicamente dentro del plazo de 5 días contado, para todos los interesados, desde la notificación a que se refiere el artículo 195.



Las impugnaciones que se presenten fuera de este plazo serán rechazadas de plano.



Deducida una impugnación al convenio judicial preventivo, el síndico informante, o experto facilitador en el caso del artículo 177 ter, tendrá la calidad de interventor con las funciones establecidas en el artículo 207 de la presente ley, hasta que se encuentre ejecutoriada la resolución que lo tenga por aprobado o desechado. El experto facilitador en este caso quedará sujeto a la fiscalización de la Superintendencia de Quiebras, en los mismos términos que los síndicos.



Artículo 198. Las impugnaciones al convenio se tramitarán como un solo incidente entre el deudor y el acreedor o acreedores que las hayan formulado, o las personas referidas en el inciso final del artículo 196. Cualquier acreedor podrá intervenir como tercero coadyuvante. La resolución que recaiga en el incidente se notificará a las partes por aviso. 



Artículo 199. El convenio entrará a regir desde que se encuentre vencido el plazo para impugnarlo sin que se hayan interpuesto impugnaciones en su contra. En este caso, y en el inciso segundo, se entenderá aprobado y el tribunal lo declarará así de oficio o a petición de cualquier interesado.



Si el convenio ha sido impugnado, entrará a regir desde que cause ejecutoria la resolución que deseche la o las impugnaciones y lo declare aprobado.



El recurso de casación deducido en contra de la sentencia de primera o segunda instancia que desecha la o las impugnaciones, no suspende el cumplimiento del fallo, incluso si la parte vencida solicita se otorgue fianza de resultas por la parte vencedora.



Las resoluciones que se refieren los incisos anteriores de este artículo se notificarán por aviso y en contra de ellas no procederá recurso alguno.



Sin perjuicio de lo anterior, el convenio judicial preventivo entrará a regir, en todo caso, no obstante las impugnaciones que se hubieren interpuesto en su contra, si éstas no contaren con la adhesión de acreedores que representen a lo menos el 30% del pasivo con derecho a voto determinado en conformidad al artículo 179. En este caso, y en el inciso segundo, los actos y contratos ejecutados o celebrados por el deudor en el tiempo que medie entre el acuerdo y la fecha en que quede ejecutoriada la resolución que acoja las impugnaciones, no podrán dejarse sin efecto, salvo lo dispuesto en el artículo 2468 del Código Civil.



Si el convenio resultare desechado por resolución firme, las obligaciones y derechos existentes entre el deudor y sus acreedores con anterioridad a los acuerdos que han sido objeto del convenio se regirán por sus respectivas convenciones.

 

5. De los efectos del convenio


Artículo 200.- El convenio obliga al deudor y a todos sus acreedores, hayan o no concurrido a la junta que lo acuerde y hayan o no tenido derecho a voto, salvo lo dispuesto en el inciso final, por los créditos anteriores a la fecha de las siguientes resoluciones:



a) La que ordena citar a junta para la designación del experto facilitador, en el caso del artículo 177 ter;



b) La que recae en las proposiciones de convenio, en el caso de los demás convenios judiciales preventivos, y 



c) La que declare la quiebra, si el convenio es simplemente judicial.



No obstante lo anterior, el convenio no obliga a los acreedores señalados en el inciso primero del artículo 191 por sus créditos respecto de los cuales se hubieren abstenido de votar.



Artículo 201. Aprobado el convenio simplemente judicial, cesará el estado de quiebra y se le devolverán al deudor sus bienes y documentos, sin perjuicio de las restricciones establecidas en el convenio mismo.



Sin embargo, si para el procedimiento de calificación fueren necesarios los libros del fallido, éstos quedarán en poder del tribunal encargado de ella.



Se cancelarán también las inscripciones de la declaración de quiebra que se hubieren practicado en la oficina del Conservador de Bienes Raíces.



El síndico presentará su cuenta conforme con el Párrafo 4 del Título III de esta ley.



No obstante la aprobación del convenio, el fallido quedará sujeto a todas las inhabilidades que produce la quiebra mientras no obtenga su rehabilitación con arreglo a las prescripciones de esta ley.



La aprobación del convenio no impide que continúe el procedimiento de calificación de la quiebra



Artículo 202. Todos aquéllos que hubiesen otorgado cauciones reales o personales, o que sean terceros poseedores de bienes constituidos en garantía de obligaciones sujetas al convenio y los demás terceros, que paguen esas obligaciones sin la oposición del deudor, podrán ejercer los derechos que por vía de subrogación o reembolso les correspondan, solamente sobre lo que toque al acreedor en el convenio. Si el acreedor ha sido pagado sólo de parte de lo que le corresponda conforme al convenio, podrá ejercer sus derechos relativamente a lo que se le quede debiendo, con preferencia a las personas precedentemente mencionadas. La ampliación del plazo de las deudas, acordada en el convenio, no pone fin a la responsabilidad de los fiadores y codeudores, solidarios o subsidiarios, o de los avalistas del deudor sujeto al convenio ni extingue las prendas o hipotecas constituidas sobre bienes de terceros.



Si el acreedor votó en favor del convenio, los efectos serán los siguientes según los casos:



a) No podrá cobrar su crédito a los fiadores o codeudores, solidarios o subsidiarios, ni a los avalistas, sino que en los mismos términos en que puede cobrar al deudor en virtud del convenio;



b) El tercer poseedor de la finca hipotecada y el propietario del bien empeñado podrán liberar la garantía pagando la deuda en los mismos términos que los estipulados en el convenio celebrado por el deudor garantizado;



c) La novación o dación en pago extingue la deuda respecto de los fiadores, codeudores y avalistas antes mencionados, hasta concurrencia de la porción del crédito sometido a convenio que se dio por extinguida mediante ellas;



d) Los terceros poseedores o propietarios de los bienes hipotecados o pignorados pueden liberar la garantía, pagando la cantidad que corresponda considerando la porción de la deuda que ha sido extinguida mediante la novación o dación en pago.



Si el acreedor no votó a favor del convenio, conserva sus derechos sin alteraciones tanto respecto de los bienes gravados con garantías reales cuanto respecto de sus fiadores y codeudores, solidarios o subsidiarios, y avalistas. Sin embargo, si los créditos se dieron por extinguidos mediante novación o dación en pago, la obligación de los fiadores y codeudores, solidarios o subsidiarios, y avalistas del deudor sujeto al convenio se extinguen en el monto de lo que al acreedor efectivamente toque con motivo de dichas novación o dación en pago.


Artículo 203. Los acreedores de una sociedad colectiva o en comandita que se encuentre en quiebra podrán celebrar convenio con uno o más de los socios solidarios, si se unen con los acreedores directos de éstos.



Este convenio desliga de la solidaridad al socio que lo obtiene y extingue la deuda social respecto de los demás socios hasta concurrencia de la cuota que dicho socio debiera pagar.



El activo social quedará sujeto al régimen de la liquidación de la quiebra, y los bienes privativos del socio con quien se hubiere celebrado el convenio serán aplicados al cumplimiento de éste.



Artículo 204. No obstante la aprobación del convenio simplemente judicial, el tribunal que declaró la quiebra seguirá conociendo de todos los procesos agregados en conformidad a lo dispuesto en el artículo 70.



Artículo 205. Los acreedores cuyos créditos sean anteriores a la fecha de la resolución recaída en la presentación de las proposiciones o en la solicitud de designación de un experto facilitador, en su caso, pero que no los hubieren verificado oportunamente, podrán demandar que se cumpla el convenio a su favor, mientras no se encuentren prescritas las acciones que de él resulten, mediante un procedimiento incidental que se seguirá con el deudor, ante el tribunal que conoció del convenio, salvo que se haya celebrado el pacto compromisorio a que se refiere el artículo 178, en cuyo caso conocerá el Tribunal que corresponda de acuerdo a éste. En este procedimiento podrá actuar como parte cualquiera de los acreedores del convenio.



Cuando el convenio verse sobre ampliación de plazo, éste empezará a correr para todos desde que entre a regir el convenio, cualesquiera que sean los vencimientos particulares de los créditos.



Artículo 206. El convenio podrá estipular el nombramiento de un interventor, que podrá o no ser síndico de la nómina, y tendrá las atribuciones y deberes que el mismo le señale. Su remuneración será fijada en la forma que determine el convenio.



El interventor sólo podrá ser revocado con el voto de uno o más de los acreedores que representen más del 50 % del total del pasivo con derecho a voto, con el acuerdo del deudor, y sin este acuerdo con el voto de uno o más de los acreedores que representen a lo menos los dos tercios del pasivo con derecho a voto.



Sin perjuicio de lo anterior, en el convenio se podrá designar una comisión de acreedores con las atribuciones y deberes que le señale.



Todas estas personas responderán de la culpa leve. Sólo los síndicos de la nómina estarán sujetos a la fiscalización de la Superintendencia.



Artículo 207. Las atribuciones y deberes del interventor serán las siguientes, a menos que se acuerde otra cosa:



1. Imponerse de los libros, documentos y operaciones del deudor;



2. Llevar cuenta de las entradas y gastos de los negocios del deudor;



3. Visar, en su caso, los pagos a los acreedores;



4. Cuidar de que el deudor no retire para sus gastos personales y los de su familia otras sumas que las autorizadas en el convenio;



5. Rendir trimestralmente la cuenta de su actuación y la de los negocios del deudor, y presentar las observaciones que le merezca la administración de este último. Esta cuenta será enviada por correo a cada uno de los acreedores;



6. Pedir al tribunal ante el cual se tramitó el convenio que cite a junta de acreedores, siempre que lo crea conveniente o cuando se lo pida alguno de ellos para tratar asuntos de interés común. Todos los acuerdos de la junta deberán ser adoptados por la mayoría del pasivo del convenio, con derecho a voto.



7. Impetrar las medidas precautorias que sean necesarias para resguardar los intereses de los acreedores, sin perjuicio de los acuerdos que éstos puedan adoptar. Estas solicitudes se tramitarán como incidente, y 



8. Representar judicial y extrajudicialmente a los acreedores para llevar a efecto los acuerdos que tomen en forma legal. 



Artículo 208. Si se hubiere agravado el mal estado de los negocios del deudor en forma que haga temer un perjuicio para los acreedores, podrá éste ser sometido a una intervención más estricta que la pactada, o ser sometido a una intervención si ésta no se hubiere estipulado, o bien declararse incumplido el convenio, a solicitud de acreedores que representen la mayoría absoluta del pasivo del convenio, con derecho a voto.



La solicitud dirigida a obtener una intervención o que ésta sea más estricta se tramitará como incidente.



Conocerá de las acciones que se ejerciten en conformidad al N° 7 del artículo anterior y al inciso precedente, el tribunal ante el cual se tramitó el convenio, salvo que se haya celebrado el pacto compromisorio a que se refiere el artículo 178, en cuyo caso conocerá el Tribunal que corresponda de acuerdo a éste.
 

6. Del rechazo del convenio


Artículo 209. Rechazadas las proposiciones de cualquier clase de convenio por no haber obtenido la mayoría necesaria para su aprobación, o desechado por cualquiera de las causales señaladas en el artículo 196, podrá el fallido reiterarlas cuantas veces lo estime necesario, pero no se aplicará lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 188.



Cuando el convenio judicial preventivo haya sido rechazado o desechado en cualquiera de los casos contemplados en el inciso anterior, el tribunal declarará necesariamente la quiebra del deudor, de oficio y sin más trámite.



La junta que rechace las proposiciones de convenio judicial preventivo deberá señalar los nombres de un síndico titular y uno suplente, a quienes el tribunal deberá designar con el carácter de definitivos. No podrán ser nombrados para tales cargos quienes lo hayan sido en conformidad al número 1 del artículo 174.



En caso de que se deseche el convenio judicial preventivo, el tribunal deberá proceder a designar los síndicos en conformidad a lo previsto en el artículo 42, sin que pueda nombrar en dichos cargos a quienes hayan sido designados según lo previsto en el número 1 del artículo 174.



7. De la nulidad e incumplimiento del convenio



Artículo 210. No se admitirán otras acciones de nulidad del convenio que las fundadas en la ocultación o exageración del activo o del pasivo y que hubiesen sido descubiertas después de haber vencido el plazo para impugnar el convenio.



La nulidad del convenio extingue de derecho las cauciones que lo garantizan.



Las acciones de nulidad prescribirán en el plazo de un año contado desde la fecha en que entró a regir el convenio. 



Artículo 211. El convenio podrá declararse incumplido a solicitud de cualquiera de los acreedores, por inobservancia de sus estipulaciones. Podrá también declararse incumplido en el caso a que se refiere el artículo 208.



Las acciones de incumplimiento del convenio prescribirán en seis meses, contados desde que hayan podido entablarse.



Artículo 212. La declaración de incumplimiento dejará sin efecto el convenio, pero no extinguirá las cauciones que hubieren garantizado su ejecución total o parcial.



Las personas obligadas por las cauciones señaladas en el inciso anterior y los terceros poseedores de los bienes gravados con las mismas, según sea el caso, serán oídos en el juicio de declaración de incumplimiento y podrán impedir la continuación de éste, pagando los dividendos pendientes dentro de tres días, contados desde la citación.



Las cantidades pagadas por el deudor antes de la declaración de incumplimiento y las que produzca la realización del activo de la quiebra, servirán de abono a la deuda en caso de que la caución se extienda a toda la suma estipulada; pero si comprende únicamente una parte de ella, sólo les servirá de descargo lo que reste después de cubierta la cuota no caucionada. 



Artículo 213. La nulidad y la declaración de incumplimiento del convenio se sujetarán al procedimiento del juicio sumario y será competente para conocer de ellas el tribunal que tramitó el convenio, salvo que se haya celebrado el pacto compromisorio a que se refiere el artículo 178, en cuyo caso conocerá el Tribunal que corresponda de acuerdo a éste.


La sentencia que acoja las demandas de nulidad o de declaración de incumplimiento, será apelable en ambos efectos, pero el deudor quedará de inmediato sujeto a intervención por un síndico que tendrá las facultades del interventor del artículo 294 del Código de Procedimiento Civil y las previstas en el artículo 177 bis.



Ni la declaración de nulidad ni la de incumplimiento tienen efecto retroactivo.


Artículo 214. Una vez firme la resolución que declare la nulidad o el incumplimiento, el tribunal de primera instancia declarará la quiebra del deudor de oficio y sin más trámite. 



Artículo 215. En la demanda de nulidad o de declaración de incumplimiento del convenio, el demandante señalará el nombre del síndico titular y el del síndico suplente, y sólo a éstos el tribunal deberá designar en la sentencia que dé lugar a la demanda y declare la quiebra. Estas designaciones no podrán recaer en quienes hubieren ejercido el cargo a que se refiere el número 1 del artículo 174. 



Si se interpusiere más de una demanda de nulidad o de declaración de incumplimiento del convenio, el juez designará al síndico señalado en una de las demandas que se acojan.



Artículo 216.- Constituye segunda quiebra tanto la que se declara con motivo de pronunciarse la nulidad o el incumplimiento de un convenio cuanto la que se declara por cualquier otra causa mientras esté vigente un convenio.



Los actos o contratos del deudor, ejecutados o celebrados en el tiempo que medie entre la fecha de la resolución recaída sobre las proposiciones de un  convenio o sobre la solicitud de designación de un experto facilitador que le dio origen, según sea el caso, y la declaración de la segunda quiebra, se regirán por las reglas de los Párrafos 2º, 3º y 4º del Título VI de esta ley.


Artículo 217. La segunda quiebra reintegra a los acreedores anteriores en todos sus derechos respecto del fallido.



Los acreedores antiguos concurrirán con los nuevos en las distribuciones del activo de la quiebra por el monto íntegro de sus créditos, siempre que no hubieren recibido parte alguna de la estipulada en el convenio; en el caso contrario, sólo podrán concurrir con los nuevos acreedores por la parte del capital de sus primitivos créditos que corresponda a la porción no pagada de la suma convenida. En todo caso, tanto los créditos de los acreedores antiguos, en lo que corresponda, como los de los nuevos, deberán ser verificados en la segunda quiebra, salvo aquéllos que la ley expresamente exceptúa de este trámite. 



Artículo Transitorio.- La presente ley comenzará a regir después de sesenta días de su publicación en el Diario Oficial.".

__________________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que amplía la cobertura del seguro escolar a los alumnos del nivel parvulario y a los estudiantes en práctica profesional, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, e informe de la Comisión de 

Hacienda



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que amplía la cobertura del seguro escolar a los alumnos del nivel parvulario y a los estudiantes en práctica profesional, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, e informe de la Comisión de Hacienda, correspondiente al Boletín Nº 3.824-13.



Previene el señor Secretario General que el informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología deja constancia que el artículo 1º debe ser aprobado con rango de ley de quórum calificado, en virtud de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 63 de la Constitución Política de la República, en relación con el número 18.º del artículo 19 de la misma Carta Fundamental.



Agrega que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología discutió, en su primer informe, en general y en particular la iniciativa de ley, y que, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en el mismo documento, la aprobó tanto en general como en particular, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Fernández, Parra, Ruiz-Esquide y Vega, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1º.- Reemplázase el inciso primero del artículo 3° de la ley N° 16.744, por el siguiente:



“Estarán protegidos también, todos los estudiantes por los accidentes que sufran a causa o con ocasión de sus estudios o en la realización de su práctica profesional. Para estos efectos se entenderá por estudiantes a los alumnos de cualquiera de los niveles o cursos de los establecimientos educacionales reconocidos oficialmente de acuerdo a lo establecido en la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza.”.



Artículo 2º.- La presente ley regirá a partir del 1 del mes siguiente al de su publicación.”.

- - -



El señor Secretario General manifiesta que la Comisión de Hacienda, conociendo, de conformidad con su competencia, el artículo 1º de la iniciativa, le dio su aprobación por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis, en los mismos términos en que lo hizo la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

- - -



En discusión en general el proyecto de ley, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Moreno y Muñoz Barra, el señor Ministro de Educación, la Honorable Senadora señora Matthei y los Honorables Senadores señores Orpis, Naranjo, Ominami, Larraín y Viera-Gallo.



Cerrado el debate y puesta en votación esta iniciativa de ley, es aprobada en general por 30 votos a favor, de un total de 47 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta manera, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 63 de la Constitución Política de la República.



El señor Presidente, en atención a que no se ha formulado ninguna indicación al proyecto aprobado en general, lo declara aprobado también en particular, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 120 del Reglamento de la Corporación, con la misma votación obtenida precedentemente, dándose cumplimiento, de esta manera, respecto del artículo 1º de la iniciativa, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 63 de la Constitución Política de la República.



Queda terminada la discusión de esta materia.



El proyecto despachado por el Senado es el transcrito anteriormente.

_____________________

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S. E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.419 en materias relativas a la publicidad y el consumo del tabaco, con segundo informe de la Comisión de 

Salud



El señor Presidente anuncia que corresponde continuar ocupándose del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.419 en materias relativas a la publicidad y el consumo del tabaco, con segundo informe de la Comisión de Salud, correspondiente al Boletín Nº 3.825-11, para cuyo despacho S. E. el Presidente de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “suma”.



Los antecedentes relativos al proyecto de ley y a su discusión en particular, se encuentran en el acta correspondiente a la sesión 33ª, especial, de 7 de septiembre de 2005.



Previene el señor Secretario General que los números 6) y 11) del artículo 1º del proyecto de ley, que contienen los artículos 7º y 14 de la ley Nº 19.419, respectivamente, deben ser aprobados con rango de ley orgánica constitucional, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 63 de la Constitución Política de la República, en relación con el inciso quinto del número 11.º del artículo 19 y con el artículo 74 de la misma Carta Fundamental.



Continuando con la discusión en particular de la iniciativa de ley, el señor Presidente pone en discusión el número 3) del artículo 1º, que sustituye el artículo 3º, que pasa a ser artículo 4º de la ley Nº 19.419. 

  

El señor Secretario General señala que la mencionada norma fue aprobada por unanimidad en la Comisión de Salud, con excepción de la supresión, en el inciso segundo, de la expresión “Pre-escolar”, que fue aprobada por 3 votos a favor y 2 en contra, y de la inclusión del inciso final del artículo 4º, que fue aprobada por 4 votos a favor y uno en contra.



Hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Viera-Gallo y Zaldívar (don Andrés), la Honorable Senadora señora Matthei, el Honorable Senador señor Novoa, el señor Ministro de Salud y los Honorables Senadores señores Ávila, Naranjo, Ruiz-Esquide, Pizarro, Muñoz Barra, Moreno y Martínez.

_________________



El Honorable Senador señor Zaldívar (don Andrés), durante su discurso, deja constancia que la norma del inciso segundo del artículo 4º de la ley Nº 19.419, propuesta por la Comisión de Salud, en cuanto a la prohibición de venta de productos hechos con tabaco en aquellos lugares que se encuentren a menos de 100 metros de distancia de establecimientos educacionales, acarreará dificultades a la gente que posee quioscos donde se expenden los referidos productos y otras mercaderías, quienes, además, han desempeñado su oficio durante años.



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Pizarro solicita votación separada de cada inciso del artículo 4º de la ley Nº 19.419, contenido en el número 3) del artículo 1º del proyecto de ley propuesto por la Comisión de Salud.

_________________



Cerrado el debate, el señor Presidente pone en votación el inciso primero del artículo 4º de la ley Nº 19.419, propuesto por la Comisión de Salud, el que resulta aprobado por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Luego, el señor Presidente pone en votación el inciso segundo del artículo 4º de la ley Nº 19.419, propuesto por la Comisión de Salud.



El Honorable Senador señor Viera-Gallo solicita al señor Presidente que la votación se efectúe a mano alzada, en atención a que el sistema electrónico no está funcionando.



Consultada la Sala, así se acuerda.



El inciso segundo del artículo 4º de la ley Nº 19.419, propuesto por la Comisión de Salud, es aprobado por 22 votos a favor, 3 en contra y un pareo del Honorable Senador señor Larraín.



Inmediatamente, el señor Presidente pone en votación el inciso tercero del artículo 4º de la ley Nº 19.419, propuesto por la Comisión de Salud, el que es rechazado por 15 votos en contra, 9 a favor, 3 abstenciones y un pareo del Honorable Senador señor Larraín.



Luego, el señor Presidente pone en votación el inciso cuarto del artículo 4º de la ley Nº 19.419, tal como lo propone la Comisión de Salud, el que resulta aprobado por 16 votos a favor, 10 en contra y un pareo del Honorable Senador señor Larraín.



A continuación, el señor Presidente expresa que cabe ocuparse del número 5) del artículo 1º de la iniciativa, que sustituye el artículo 4º, que pasa a ser artículo 6º de la ley Nº 19.419, respecto del cual el Honorable Senador señor Horvath ha solicitado votación separada de la última oración del inciso primero del artículo 6º.



El señor Secretario General indica que el número 5) del artículo 1º del proyecto de ley fue aprobado por unanimidad en la Comisión de Salud.



En discusión, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Horvath y Viera-Gallo, y señora Matthei.



El Honorable Senador señor Horvath retira su solicitud de votación separada de la última oración del inciso primero del artículo 6º, contenido en el número 5) del artículo 1º del proyecto de ley.



Cerrado el debate y puesto en votación el número 5) del artículo 1º del proyecto de ley, es aprobado por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Inmediatamente, el señor Presidente pone en discusión el número 6) del artículo 1º del proyecto de ley, que sustituye el artículo 5º, que pasa a ser artículo 7º de la ley Nº 19.419, el que fue aprobado por unanimidad en la Comisión de Salud.



Respecto de este número 6) del artículo 1º de la iniciativa de ley, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Cerrado el debate y puesto en votación el mencionado número 6), es aprobado por 30 votos a favor, de un total de 47 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta manera, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 63 de la Constitución Política de la República.



Luego, el señor Presidente, atendido el carácter de norma orgánica constitucional del número 11) del artículo 1º del proyecto de ley, en cuanto sustituye el artículo 9º, que pasa a ser artículo 14 de la ley Nº 19.419, propone a la Sala efectuar inmediatamente la discusión a su respecto.



Así se acuerda.

 

El señor Secretario General manifiesta que el número 11) del artículo 1º de la iniciativa de ley fue aprobado por unanimidad en la Comisión de Salud.



En discusión, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Viera-Gallo y Espina, y señora Matthei, el señor Ministro de Salud, los Honorables Senadores señores Novoa, Vásquez, Naranjo, Ruiz-Esquide y Larraín.

_____________________



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Espina solicita división de la votación respecto de la proposición efectuada por la Comisión, en cuanto a la última oración del inciso primero del artículo 14 de la ley Nº 19.419.



El señor Secretario General señala que se trata de la frase siguiente: “y, en caso de incumplimiento, aplicará lo dispuesto en el Libro X del Código Sanitario.”.

_____________________



Cerrado el debate, el señor Presidente, en consideración a las diversas opiniones expresadas sobre la materia, y con el objeto de concordar un texto para el artículo 14 de la ley Nº 19.419, sugiere a la Sala la aprobación de los siguientes acuerdos:

 

a) Consultar, como inciso primero, la oración: “La Autoridad Sanitaria competente fiscalizará el cumplimiento de la presente ley.”. 

  

b) Agregar, como incisos segundo y tercero, el texto del artículo 9º, actual, de la ley Nº 19.419. 



c) Rechazar tanto la frase respecto de la cual el Honorable Senador señor Espina había solicitado votación separada, como el inciso segundo del artículo 14 que proponía la Comisión de Salud.



d) Aprobar el artículo 15 de la ley Nº 19.419 propuesto por la Comisión de Salud.



Puestos en votación los acuerdos precedentemente señalados respecto de los artículos 14 y 15 de la ley Nº 19.419, resultan aprobados por 27 votos a favor y la abstención del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, de un total de 47 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta manera, en cuanto a la norma orgánica constitucional, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 63 de la Constitución Política de la República.



El señor Presidente concede la palabra a los Honorables Senadores señores Espina y Viera-Gallo, quienes le solicitan que consulte a la Sala acerca de la posibilidad de dar por aprobadas las demás modificaciones efectuadas y aprobadas por unanimidad en la Comisión de Salud.



El señor Presidente le concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Pizarro, el que solicita votación separada de los artículos 10, 11 y 12, contenidos en el número 9) del artículo 1º del proyecto de ley.



En consecuencia, el señor Presidente, de conformidad con lo preceptuado por el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento de la Corporación, pone en votación los números 4), 7), 8), 10), 12) y 14) del artículo 1º del proyecto de ley, y los artículos 2º y 3º de la misma iniciativa, disposiciones que resultan aprobadas por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



A continuación, el señor Presidente expresa que corresponde ocuparse del número 9) del artículo 1º de la iniciativa legal, que sustituye el artículo 7º de la ley Nº 19.419 por los artículos 10, 11 y 12.



El señor Secretario General indica que el número 9) del artículo 1º del proyecto de ley fue aprobado por unanimidad en la Comisión de Salud.



En discusión, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Viera-Gallo, Pizarro y señora Matthei, el señor Ministro de Salud y los Honorables Senadores señores Larraín, Núñez, Moreno, Ominami, Naranjo, Ruiz-Esquide, Ávila y Espina.

_____________________



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Larraín, respecto del inciso segundo del artículo 10, aprobado por la Comisión de Salud, propone sustituir la expresión “los órganos de la Administración del Estado” por “los órganos del Estado”, dejando constancia, para los efectos de la historia fidedigna del establecimiento de la ley, que esta redacción es comprensiva del Congreso Nacional, del Poder Judicial, del Ministerio Público y de cualquier otro organismo estatal, para los efectos de la prohibición de fumar al interior de sus recintos o dependencias.



El Honorable Senador señor Ominami, durante su discurso, solicita votación separada de la frase “casinos de juego”, que se contempla en el inciso segundo del artículo 10 de la ley Nº 19.419, propuesto por la Comisión de Salud.



El Honorable Senador señor Núñez, en su intervención, propone que la frase “casinos de juego”, que se consulta en el inciso segundo del artículo 10 de la ley Nº 19.419 sea incorporada en el inciso primero del artículo 11 de la ley Nº 19.419. 



El señor Presidente consulta a la Sala acerca de la posibilidad de considerar la frase “casinos de juegos” en el inciso primero del artículo 11 de la ley Nº 19.419 y eliminarla, por consiguiente, del inciso segundo del artículo 10 de la misma ley.



La Sala así lo acuerda.

_____________________



El señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Pizarro, quien, de conformidad al artículo 131 número 7º del Reglamento de la Corporación, solicita que se envíen a la Comisión de Salud los artículos 10, 11 y 12 de la ley Nº 19.419, comprendidos en el número 9) del artículo 1º del proyecto de ley, con el objeto de precisar claramente sus alcances y requiere, asimismo, que esta indicación sea votada en el acto.



Puesta en votación la mencionada indicación, es aprobada por 12 votos a favor y 6 en contra.



En consecuencia, vuelven a la Comisión de Salud los artículos 10, 11 y 12 de la ley Nº 19.419, comprendidos en el número 9) del artículo 1º de la iniciativa de ley.

______________________________



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día.

______________________________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los señores Senadores que a continuación se señalan, han solicitado se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



--De los Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila, Cantero, Horvath, Martínez, Muñoz Barra, Naranjo, Ruiz-Esquide, Silva, Valdés y Zaldívar (don Andrés), al señor Ministro de Hacienda, respecto de la inclusión en el correspondiente proyecto de ley en discusión en el Senado, de la Asociación de Guías y Scouts de Chile entre las instituciones que perciban recursos provenientes de la Polla Chilena de Beneficiencia.



--Del Honorable Senador señor Cantero:



1) A S. E. el Presidente de la República, acerca de la labor realizada por el Consejo Nacional para el Control de Estupefacientes y de la necesidad de otorgarle el carácter de servicio público.



2) Al señor Ministro de Justicia, sobre los alcances de la ley Nº 20.022, en lo que respecta a la creación de un juzgado del trabajo o de un tribunal de cobranza laboral y previsional, en la ciudad de Antofagasta.



3) A la señora Presidenta del Consejo de Defensa del Estado, respecto de la apropiación indebida de bienes fiscales en la ciudad de Antofagasta.



4) Al señor Gerente de la Corporación Nacional del Cobre Norte (CODELCO Norte), acerca de la protección de las remuneraciones de los empleados de las empresas contratistas y de un beneficio para los ex trabajadores de CODELCO, que consistiría en la devolución de de los préstamos como compensación al no pago de las gratificaciones negativas de los años 1998 y 2001.



--De los Honorables Senadores señores Espina y García, al señor Ministro del Interior, al señor Intendente de la Novena Región, a los señores Consejeros Regionales de La Araucanía, al señor Alcalde y señores Concejales de la Ilustre Municipalidad de Vilcún, y al señor Director Regional de la Comisión Nacional del Medio Ambiente de la Novena Región, respecto de los efectos que produciría en la comuna de Vilcún la instalación de un Centro de Manejo de Residuos Sólidos por parte de la empresa Gestión Ecológica de Residuos S. A.



--Del Honorable Senador señor Espina, al señor Director Regional del Servicio de Vivienda y Urbanización de La Araucanía, sobre la situación que presentarían las viviendas de la Población Ramón Francois, de la comuna de Collipulli.



--De la Honorable Senadora señora Frei (doña Carmen), al señor Ministro de Hacienda, acerca de la suma cancelada por la concesión de la empresa ESSAN de la Segunda Región y sobre la recaudación total obtenida por concepto de patentes mineras en la Segunda Región, en el año 2005.



--Del Honorable Senador señor Horvath:



1) Al señor Ministro de Obras Públicas, al señor Director Nacional de Vialidad y al señor Director Regional de Vialidad de la Undécima Región, en cuanto al retraso de las obras de reparación del puente colgante ubicado en la desembocadura del Lago General Carrera.



2) Al señor Ministro de Agricultura, al señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero, al señor Secretario Regional Ministerial de Agricultura de la Duodécima Región y al señor Director Regional del Servicio Agrícola y Ganadero de la Duodécima Región, respecto a la información atinente al Programa de Control de Fauna Dañina de la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena, consultando si existe algún plan similar para la Undécima Región.



3) A los señores Secretarios Regionales Ministeriales de Economía y de Obras Públicas de la Undécima Región, sobre proyecto destinado a mejorar la captación de agua potable en la localidad de Puerto Gaviota, Región de Aysén.



4) Al señor Fiscal Regional del Ministerio Público de la Undécima Región, acerca de las medidas adoptadas para detener el aumento de los delitos en la Región de Aysén.



--Del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, al señor Director Provincial de Vialidad de Ñuble, respecto del estado de tramitación del proyecto sobre asfaltado del camino El Carmen-Trehualemu-Castañal.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los señalados señores Senadores, en conformidad al Reglamento del Senado.

____________



Se deja constancia de que ningún Comité hizo uso de su tiempo en la Hora de Incidentes de esta sesión.

_____________

Se levanta la sesión.

(Fdo.):CARLOS HOFFMANN CONTRERAS,

Secretario General del Senado.

DOCUMENTOS

1

PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA LA CONVENCIÓN SOBRE DEFENSA DEL PATRIMONIO ARQUEOLÓGICO, HISTÓRICO Y ARTÍSTICO DE LAS NACIONES AMERICANAS

(3746-10)


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:


“Artículo único.- Apruébase la “Convención sobre Defensa del Patrimonio Arqueológico, Histórico y Artístico de las Naciones Americanas” (Convención de San Salvador), aprobada el 16 de junio de 1976, en el Sexto Período Ordinario de Sesiones de la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos, celebrada en Santiago, Chile.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):GABRIEL ASCENCIO MANSILLA, Presidente de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados.

2

PROYECTO DE LEY, EN TRÁMITE DE COMISIÓN MIXTA, QUE SUSPENDE INSCRIPCIÓN DE AUTOMÓVILES COLECTIVOS Y BUSES EN REGISTRO NACIONAL DE SERVICIOS DE TRANSPORTE DE PASAJEROS

(3399-15)


La Cámara de Diputados ha rechazado la enmienda propuesta por ese H. Senado al proyecto de ley que suspende la inscripción de automóviles colectivos y buses en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros, boletín N° 3399-15.


De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, esta Corporación acordó designar a los señores Diputados que se señalan para que la representen en la Comisión  Mixta que debe formarse:

- don Fidel Espinoza Sandoval


- don René Manuel García García 

- don Patricio Hales Dib

- don Iván Norambuena Farías
- don Edmundo Salas De la Fuente



Lo que tengo a honra decir a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 25.960, de 21 de septiembre de 2005.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):ALEJANDRO NAVARRO BRAIN, Primer Vicepresidente de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados.

3

INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA RECAIDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE REGULA INVESTIGACIÓN CIENTÍFICA EN EL SER HUMANO, SU GENOMA, Y PROHÍBE LA CLONACIÓN HUMANA

(1993-11)

HONORABLE SENADO

HONORABLE CAMARA DE DIPUTADOS: 



La Comisión Mixta constituida en conformidad con lo dispuesto por el artículo 68 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponer la forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre el Senado y la Cámara de Diputados durante la tramitación del  proyecto de ley de la referencia, originado en Moción de los Honorables Senadores señores Mariano Ruiz-Esquide, Sergio Páez y Andrés Zaldívar, don Andrés, y de los ex Senadores señores Nicolás Díaz y Juan Hamilton.

El Senado, en sesión del día 8 de junio del presente  año, designó como miembros de esta Comisión Mixta a los Honorables Senadores que integran su Comisión de Salud, Honorables Senadores señora Evelyn Matthei Fornet y señores Edgardo Boenninger Kausel, Alberto Espina Otero, Mariano Ruiz-Esquide Jara y José Antonio Viera-Gallo Quesney. 


Por su parte, la Cámara de Diputados, en sesión de 15 de junio de 2005, comunicó al Senado que designó como integrantes de la Comisión Mixta a los Honorables Diputados señores Enrique Accorsi Opazo; Sergio Aguiló Melo; Patricio Cornejo Vidaurrázaga; Marcelo Forni Lobos y Osvaldo Palma Flores. Posteriormente, los Honorables Diputados señores Sergio Aguiló Melo y Marcelo Forni Lobos fueron reemplazados por los Honorables Diputados señores Fulvio Rossi Ciocca y Patricio Melero Abaroa, respectivamente.


Previa citación del señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó con fecha 6 de julio de 2005 y, con el voto de la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Evelyn Matthei Fornet y señores Edgardo Boenninger Kausel y José Antonio Viera-Gallo Quesney, y Honorables Diputados señores Enrique Accorsi Opazo, Fulvio Rossi Ciocca y Patricio Melero Abaroa, eligió como Presidente al Honorable Senador señor José Antonio Viera-Gallo Quesney, abocándose de inmediato a su cometido. 


A la sesión en que se trató el proyecto asistió, especialmente invitado por la Comisión, el asesor jurídico del Ministerio de Salud, señor Sebastián Pavlovic.

----------


A continuación se efectúa una relación de las diferencias suscitadas entre ambas corporaciones durante la tramitación de la iniciativa, así como de los acuerdos adoptados a su respecto.


En el primer trámite constitucional, la iniciativa de ley en informe constaba de 23 artículos permanentes. En el segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados reformuló el proyecto e introdujo numerosas modificaciones al mismo, aprobado, en definitiva, un texto de 21 artículos permanentes


El Senado, en el tercer trámite constitucional, aprobó las modificaciones propuestas por la Honorable Cámara de Diputados, con excepción de las que, más adelante se señala, las que rechazó:

Artículo 3º





La que consiste en sustituirlo por el que se señala.

Artículo 8º





La que consiste en suprimir el precepto.

Artículo 10





La que consiste en consultar como artículo 10 el que se indica.

Artículo 11





La que consiste en incorporar como artículo 11 el que se señala.

Artículo 20





Las que consisten en suprimir el precepto y en agregar un nuevo artículo del tenor que se indica.

----------

Artículo 3º


El Senado en primer trámite constitucional, aprobó una norma del siguiente tenor:


Artículo 3º.- Se prohíbe toda práctica eugenésica. Sólo se podrán modificar características genéticas humanas que incidan en la herencia en los casos y en la forma previstos por la ley.


La Cámara de Diputados, por su parte lo reemplazó por el siguiente


“Artículo 3°.- Prohíbese toda práctica eugenésica, entendiéndose por tal cualquier especie de intervención sobre el genoma cuyo propósito sea modificarlo hereditariamente.”.


El Senado, durante el tercer trámite constitucional, rechazó la disposición propuesta por la Cámara de Diputados


En discusión, el Honorable Senador señor Viera-Gallo señaló que resulta importante distinguir la condena y la prohibición a las prácticas eugenésicas, de la posibilidad de que se realice terapia génica, bien sea somática o germinal.


En este sentido, continuó, ni el texto aprobado por el Senado ni el aprobado por la Cámara de Diputados cumplen este objetivo, pues confunden ambos conceptos.


El Honorable Diputado señor Melero hizo presente la definición de eugenesia del Diccionario de la Real Academia Española, que señala que es la aplicación de las leyes biológicas de la herencia al perfeccionamiento de la especie humana.


La Comisión tuvo presente, asimismo, las definiciones de eugenesia y terapia génica, tanto la germinal como la somática,  contenidas en el informe ”Terapia Génica Antecedentes Generales y Experiencia Extranjera”, elaborado por la Unidad de Apoyo al Proceso Legislativo de la Biblioteca del Congreso Nacional.


La Comisión estuvo de acuerdo en la necesidad de prohibir la práctica eugenésica.


El asesor jurídico del Ministerio de Salud, señor Sebastián Pavlovic, por su parte, señaló que el Ejecutivo está de acuerdo con la condena a las prácticas eugenésicas. No obstante, prosiguió, existen ciertas prácticas que por la “lex artis” son entendidas como eugenésicas, pero que son muy sencillas y de uso cotidiano, como por ejemplo la consejería genética. En consecuencia, cabría excepcionarlas de esta prohibición.


El Honorable Diputado señor Melero consultó si el concepto de consejería genética es una nomenclatura utilizada habitualmente a nivel médico, y cual es exactamente el concepto.


El Honorable Diputado señor Accorsi, en relación a lo anterior, señaló que efectivamente es un término que se usa comunmente  en el área de la salud, y dio un ejemplo de consejo genético. A mayor abundamiento, prosiguió, el Código Sanitario define ”consejo genético”


La Comisión estimó pertinente consignar en el informe las siguientes definiciones de “consejería genética”:


Definición proporcionada por el Asesor Jurídico del Ministerio de Salud:


“Orientación proporcionada por un profesional de la salud  a los individuos con riesgo aumentado  de tener descendientes con un desorden genético específico y que incluye proveer de información y consejo en lo referente a la probabilidad de que el descendiente tenga  desorden; la prueba de diagnóstico prenatal, y los tratamientos disponibles.”.


Definición de PS Harper “Practical Genetic Counseling” (Arnold publishers, 5ta ed, Londres 2001):


“El consejo o asesoramiento genético es el proceso mediante el cual un paciente o sus familiares en riesgo de tener una enfermedad que puede ser hereditaria reciben información (o educación)  sobre la naturaleza y las consecuencias de la enfermedad, la probabilidad de desarrollarla o transmitirla  a su descendencia y las maneras en que esto puede ser prevenido, evitado o disminuido.”.


Otra definición más práctica, del Sarah Lawrence Collage, escuela de gran prestigio en la materia, referida a la labor de los consejeros genéticos, es del siguiente tenor:


“Los consejeros genéticos trabajan como miembros del equipo de salud, dando información y apoyo a las familias que tienen miembros con anomalías congénitas o enfermedades genéticas, o que pueden estar en riesgo de tener una enfermedad hereditaria. Identifican familias en riesgo, interpretan para ellos la información sobre la condición, analizan los patrones de herencia y riesgos de recurrencia, discuten los riesgos, beneficios y limitaciones de los exámenes genéticos, revisan las opciones disponibles con las familias y proveen apoyo”. 


En cuanto a la terapia génica somática, se constató que es autorizada a nivel mundial, autorización que se contiene en el proyecto aprobado por ambas Cámaras.


El debate se suscita en cuanto a la terapia génica germinal, que es rechazada en diversas legislaciones, por el temor a que provoque efectos secundarios.


El asesor jurídico del Ministerio de Salud, señor Sebastián Pavlovic, manifestó la opinión del Ejecutivo en orden a prohibir la terapia génica en células germinales.


Este tipo de terapia génica, prosiguió, no está actualmente recomendada a nivel mundial, y tiene graves objeciones éticas. 


El Honorable Senador señor Viera Gallo solicitó una mayor explicación en cuanto a la inconveniencia de utilizar este tipo de terapia, por ejemplo para evitar en las familias la perpetuación de enfermedades.


El señor Pavlovic insistió que la proscripción de este tipo de terapia génica es la tendencia en el concierto internacional. Presentó un artículo de la Oficina Parlamentaria inglesa, que señala, entre las objeciones éticas que presenta, los posibles efectos secundarios que se pueden producir en generaciones futuras, y que hoy en día no son evaluables ni manejables, como por ejemplo, malformaciones.


Al respecto, indicó que en materia de terapia en células germinales hay un abismo de misterio que afecta la capacidad para saber las consecuencias que puede tener para las generaciones futuras, y por aplicación del denominado “principio de prevención”, a nivel mundial se opta por proscribirlo, con el fin de resguardar a dichas generaciones. Lo anterior, al menos hasta que exista mayor información.


El Honorable Diputado señor Melero señaló que, por las mismas razones, la terapia génica germinal no se encontraba comprendida en el proyecto aprobado por la Cámara de Diputados.



El señor Presidente, propuso aprobar el siguiente artículo 3°:


“Artículo 3º.- Prohíbese toda práctica eugenésica, salvo la consejería genética.”.

--Vuestra Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señor José Antonio Viera-Gallo Quesney (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet y señor Edgardo Boenninger Kausel, y Honorables Diputados señores Enrique Accorsi Opazo, Fulvio Rossi Ciocca y Patricio Melero Abaroa, acogió la proposición del señor Presidente. (6x0).
Artículo 8

El Senado con ocasión del primer trámite constitucional, aprobó una norma del siguiente tenor: 


“Artículo 8º.- Sin perjuicio de las exigencias establecidas en las demás normas de esta ley, son deberes especiales del investigador:


1) Transmitir al sujeto, en un lenguaje comprensible para él, toda la información que necesite para prestar un consentimiento informado, incluida la posibilidad de negarse a participar en la investigación antes de su inicio y durante el curso de la misma, sin incurrir en responsabilidades o sanciones ni en pérdida de beneficios.


2) Ofrecer al sujeto amplia oportunidad de hacer preguntas e instarlo a que las haga.


3) Excluir toda posibilidad de engaño, influencia indebida o intimidación.


4) Recabar el consentimiento escrito del sujeto una vez que éste tenga pleno conocimiento de los siguientes aspectos:


a) naturaleza de la investigación, procedimientos a seguir y duración aproximada;


b) riesgos e incomodidades asociadas a la investigación;



c) beneficios potenciales de la investigación, y


d) procedimientos o tratamientos alternativos que podrían ser beneficiosos.


5) Renovar el consentimiento informado si las condiciones o los procedimientos de la investigación sufren modificaciones importantes.


Por su parte, la Cámara de Diputados, durante el segundo trámite constitucional, lo suprimió, y consignó como artículo 8°, el artículo 12 del proyecto aprobado por el Senado, redactado como sigue:


“Artículo 8º.- El conocimiento del genoma humano es patrimonio común de la humanidad. En consecuencia, nadie puede atribuirse ni constituir propiedad sobre el mismo ni sobre parte de él. El conocimiento de la estructura de un gen y de las secuencias totales o parciales de ADN no son patentables.


Los procesos biotecnológicos derivados del conocimiento del genoma humano, así como los productos obtenidos directamente de ellos, diagnósticos o terapéuticos, son patentables según las reglas generales.”.


El Senado, durante el tercer trámite constitucional, rechazó la modificación de la Honorable Cámara de Diputados consistente en suprimir el precepto aprobado en primer trámite constitucional.





En discusión, el Honorable Senador señor Viera- Gallo explicó que el texto aprobado por el Senado es bastante mas detallado que el aprobado por la Cámara de Diputados, en relación a la información que debe proporcionarse al paciente para que éste autorice la investigación científica. 





La Cámara de Diputados, continuó, recoge esta idea en el artículo 10 del texto aprobado, pero de una manera más sintética.





La Honorable Senadora señora Matthei manifestó que, en su opinión, el artículo aprobado por la Cámara de Diputados incorpora elementos importantes a la materia.





Al respecto, el Honorable  Diputado señor Melero agregó que, efectivamente, en la Cámara de Diputados se incluyeron en esta materia aspectos contenidos en el proyecto de ley que regula los derechos y deberes de los pacientes, y en la legislación comparada en relación a la donación de órganos. No es una redacción antojadiza.





El Honorable Senador señor Boenninger señaló que el artículo 11 de la Cámara de Diputados, que recoge la idea del artículo 8 del texto aprobado pro el Senado, tiene una hilación lógica, inciso a inciso, lo  que es más rico en contenido que la mera enumeración que no establece prioridades. Lo anterior es sin perjuicio que el artículo 8 en discusión tiene requisitos un tanto innecesarios. 





El señor Presidente propuso suprimir el artículo 8° aprobado por el Senado.


--Vuestra Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señor José Antonio Viera-Gallo Quesney (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet y señor Edgardo Boenninger Kausel, y Honorables Diputados señores Enrique Accorsi Opazo, Fulvio Rossi Ciocca y Patricio Melero Abaroa, acogió la proposición del señor Presidente. (6x0).
Artículo 10


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó la siguiente disposición: 


“Artículo 10.- La terapia génica en células somáticas está destinada al tratamiento de enfermedades o a impedir su aparición.


Será aplicable en estos casos lo dispuesto sobre consentimiento informado en los artículos 7º y 8º de esta ley.”.


La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, lo consignó como artículo 7°, con modificaciones, y consultó como artículo 10, el siguiente:


“Artículo 10.- Toda investigación científica en seres humanos que implique algún tipo de intervención física o psíquica deberá ser realizada siempre por profesionales idóneos en la materia, justificarse en su objetivo y metodología y ajustarse en todo a lo dispuesto en esta ley.


No podrá desarrollarse una investigación científica si hay antecedentes que permitan suponer que existe un riesgo de destrucción, muerte o lesión corporal grave y duradera para un ser humano.


Tampoco podrá efectuarse una investigación científica biomédica si existen dudas razonables de que sus riesgos son mayores que sus eventuales beneficios.


Toda investigación científica biomédica deberá contar con la autorización expresa del director del establecimiento dentro del cual se efectúe, previo informe favorable del Comité Ético Científico que corresponda, según el reglamento.”.


Con ocasión del tercer trámite constitucional, el Senado optó por rechazar la modificación propuesta por la Cámara Revisora consistente en consultar como artículo 10 el que se señaló precedentemente.


En la sesión celebrada el 7 de julio del presente año, vuestra Comisión  Mixta debatió acerca de la conveniencia de consultar como artículo 10 el que transcribe más adelante, teniendo presente que el mismo, en lo relativo a lo dispuesto en el inciso tercero, que, como podrá apreciarse, se refiere a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el señor Presidente de la República, de conformidad a lo dispuesto en el N° 2 del inciso cuarto del artículo 62 de la Constitución Política de la República, requería ser propuesto por el Primer Mandatario. El tenor de la disposición debatida es el siguiente:



“Artículo 10.- Toda investigación científica en seres humanos que implique algún tipo de intervención física o psíquica deberá ser realizada siempre por profesionales idóneos en la materia, justificarse en su objetivo y metodología y ajustarse en todo a lo dispuesto en esta ley.



No podrá desarrollarse una investigación científica si hay antecedentes que permitan suponer que existe un riesgo de destrucción, muerte o lesión corporal grave y duradera para un ser humano.


Toda investigación científica biomédica deberá contar con la aprobación de la Subsecretaría de Salud Pública, la cual podrá delegar esta atribución, y con la autorización expresa del director del establecimiento dentro del cual se efectúe, todo ello según  lo disponga  el reglamento.”.


En discusión, el señor hizo uso de la palabra la Honorable Senadora señora Matthei, quien señaló que la proposición es bastante similar al texto aprobado por la Cámara de Diputados, pero entre las diferencias se encuentra la eliminación del inciso tercero, lo que le pareció conveniente por estimar el citado inciso confuso e innecesario.


El Honorable Diputado señor Melero, por su parte, consultó respecto a la razón de introducir como requisito para una investigación científica la aprobación del Subsecretario de Salud Pública.


Al respecto el señor Pavlovic indicó que, en el Reglamento sobre Autoridad Sanitaria se había incluido la intervención de la autoridad sanitaria en esta área. No obstante, ello fue objetado por la Contraloría General de la República, por cuanto esta facultad no se contemplaba en la ley, motivo por el cual resulta necesario que el proyecto de ley en estudio lo consagre en forma expresa.


El Honorable Senador señor Boenninger agregó que la inclusión de la Subsecretaría en esta materia le parece razonable, en armonía con la nueva estructura en materia de salud. Sin embargo, para evitar la centralización excesiva,  consideró adecuado que se contemple la posibilidad de delegación de esta atribución, y que se dicte un reglamento al respecto.


En la mencionada sesión, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señor José Antonio Viera-Gallo Quesney (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet y señor Edgardo Boenninger Kausel, y Honorables Diputados señores Enrique Accorsi Opazo, Fulvio Rossi Ciocca y Patricio Melero Abaroa, acogió la idea contenida en la norma antes transcrita, en el entendido que, como se señaló, ello requería que Su Excelencia el Presidente de la República hiciera llegar una proposición en tal sentido.





En sesión celebrada el día miércoles 14 de septiembre, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señor José Antonio Viera-Gallo Quesney (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet y señor Mariano Ruiz-Esquide Jara, y Honorables Diputados señores Enrique Accorsi Opazo, Patricio Melero Abaroa y Osvaldo Palma Flores, acordó reabrir el debate respecto de este artículo.





En discusión, el señor Presidente de la Comisión Mixta, en atención al tiempo transcurrido desde la celebración de la sesión anterior, sugirió aprobar una norma que no requiera ser propuesta por Su Excelencia el Presidente de la República, dado que ésta no ha sido recibida.





En tal sentido, la Honorable Senadora señora Matthei propuso a la Comisión Mixta contemplar como inciso tercero del artículo 10, el inciso final de este artículo aprobado, en segundo trámite constitucional, por la Honorable Cámara de Diputados, en el sentido que sea el director del centro asistencial respectivo quien autorice una investigación científica biomédica, previo informe favorable del Comité Ético Científico que corresponda, según el reglamento. 





El Honorable Diputado señor Accorsi respaldó la proposición formulada por la Honorable señora Senadora Matthei.





De este modo, el artículo propuesto sería del siguiente tenor:





“Artículo 10.- Toda investigación científica en seres humanos que implique algún tipo de intervención física o psíquica deberá ser realizada siempre por profesionales idóneos en la materia, justificarse en su objetivo y metodología y ajustarse en todo a lo dispuesto en esta ley.





No podrá desarrollarse una investigación científica si hay antecedentes que permitan suponer que existe un riesgo de destrucción, muerte o lesión corporal grave y duradera para un ser humano.





Toda investigación científica biomédica deberá contar con la autorización expresa del director del establecimiento dentro del cual se efectúe, previo informe favorable del Comité Ético Científico que corresponda, según el reglamento.”.




--Vuestra Comisión Mixta, aprobó la norma señalada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señor José Antonio Viera-Gallo Quesney (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet y señor Mariano Ruiz-Esquide Jara, y Honorables Diputados señores Enrique Accorsi Opazo, Patricio Melero Abaroa y Palma Flores Osvaldo. (6x0).

Artículo 11


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó la siguiente disposición: 


“Artículo 11.- Se prohíbe la clonación de seres humanos y por tanto cualquier intervención a persona que dé por resultado la creación de un ser humano genéticamente idéntico a otro, vivo o muerto.


La clonación de tejidos y órganos sólo procederá con una finalidad terapéutica. En ningún caso podrá usarse para tales fines embriones humanos.”.


La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, lo eliminó e incorporó como artículo 11, el siguiente:


“Artículo 11.- Toda investigación científica en un ser humano deberá contar con su consentimiento previo, expreso, libre e informado, o, en su defecto, el de aquél que deba suplir su voluntad en conformidad con la ley.


Para los efectos de esta ley, existe consentimiento informado cuando se constata que la persona que debe prestarlo conoce los aspectos esenciales de la investigación, en especial su finalidad, beneficios, riesgos y alternativas, como consecuencia de habérsele proporcionado información adecuada, suficiente y comprensible sobre ella. Dentro de esta información, deberá hacerse especial mención del derecho que tiene de no autorizar la investigación o de revocar su consentimiento en cualquier momento y por cualquier medio, sin que ello importe responsabilidad, sanción o pérdida de beneficio alguno.


El consentimiento deberá constar en un acta firmada por la persona que ha de consentir en la investigación, por el director responsable de ella y por el director del centro o establecimiento donde ella se llevará a cabo, quien, además, actuará como ministro de fe.


El director responsable de la investigación deberá conservar el original del acta, entregando una copia de ella a la persona que autoriza la investigación y otra al director del centro o establecimiento donde ésta se realizará.


En todo caso, el consentimiento deberá ser nuevamente solicitado cada vez que los términos o condiciones en que se desarrolle la investigación sufran modificaciones, salvo que éstas sean consideradas menores por el Comité Ético Científico que haya aprobado el proyecto de investigación.”.





El Senado, en tercer trámite, rechazo la modificación de la Honorable Cámara de Diputados consistente en incorporar como artículo 11 el que se señaló.





En discusión, la Comisión  acordó que el artículo aprobado por la Cámara de Diputados recoge, como se señaló a propósito de la discusión del artículo 8 del texto aprobado por el Senado, la idea contenida en el citado artículo. Sin embargo, estimó que la redacción propuesta por la Cámara de Diputados explicita de mejor forma los requisitos relativos al “consentimiento informado”, imprescindible en forma previa a toda investigación científica.





No obstante, estimó  que el inciso cuarto del texto aprobado por la Cámara de Diputados resulta excesivo, ya que se trata de materias propias del reglamento, por lo que se propuso eliminarlo.





Asimismo la Comisión estimó necesario efectuar algunas modificaciones referidas a la redacción de la disposición.





El señor Presidente propuso a los demás miembros de la Comisión Mixta consultar como artículo 11 el siguiente:



“Artículo 11.- Toda investigación científica en un ser humano deberá contar con su consentimiento previo, expreso, libre e informado, o, en su defecto, el de aquél que deba suplir su voluntad en conformidad con la ley.


Para los efectos de esta ley, existe consentimiento informado cuando la persona que debe prestarlo conoce los aspectos esenciales de la investigación, en especial su finalidad, beneficios, riesgos y los procedimientos o tratamientos alternativos. Para ello deberá habérsele proporcionado información adecuada, suficiente y comprensible sobre ella. Asimismo, deberá hacerse especial mención del derecho que tiene de no autorizar la investigación o de revocar su consentimiento en cualquier momento y por cualquier medio, sin que ello importe responsabilidad, sanción o pérdida de beneficio alguno. 

El consentimiento deberá constar en un acta firmada por la persona que ha de consentir en la investigación, por el director responsable de ella y por el director del centro o establecimiento donde ella se llevará a cabo, quien, además, actuará como ministro de fe.


En todo caso, el consentimiento deberá ser nuevamente solicitado cada vez que los términos o condiciones en que se desarrolle la investigación sufran modificaciones, salvo que éstas sean consideradas menores por el Comité Ético Científico que haya aprobado el proyecto de investigación.”.

--Vuestra Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señor José Antonio Viera-Gallo Quesney (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet y señor Edgardo Boenninger Kausel, y Honorables Diputados señores Enrique Accorsi Opazo, Fulvio Rossi Ciocca y Patricio Melero Abaroa, acogió la proposición del señor Presidente. (6x0).
- - -

Artículo 17

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó la siguiente disposición: 


“Artículo 17.- Créase una Comisión Nacional de Bioética que estará integrada por las siguientes personas:


- Cuatro académicos designados por el Consejo de Rectores, que pertenezcan respectivamente a las Facultades de Medicina, Derecho, Ciencias y Filosofía de las universidades que lo integran.


- Tres personas designadas por el Instituto de Chile, que pertenezcan a las Academias de Medicina, de Ciencias y de Ciencias Sociales, Políticas y Morales, respectivamente.


- Una persona designada por el Senado.


- Una persona designada por el Presidente de la República, quien la presidirá.


Las personas designadas permanecerán en sus funciones por el plazo de tres años, pudiendo ser reelegidos. Servirán dichas funciones ad-honorem.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, lo suprimió y, a continuación, agregó el siguiente artículo 17:


“Artículo 17.- Todo el que intente crear o cree seres humanos idénticos a otro por clonación o realice cualquier procedimiento eugenésico será castigado con presidio menor en sus grados medio a máximo y con la inhabilitación absoluta para el ejercicio de la profesión durante el tiempo que dure la condena.


En caso de reincidencia, podrá el infractor ser sancionado, además, con la pena de inhabilitación perpetua para ejercer la profesión.”.


El Senado, en tercer trámite constitucional, aprobó ambas modificaciones.  Sin embargo, vuestra Comisión Mixta, en ejercicio de la facultad de proponer la forma y modo de resolver las diferencias entre ambas Cámaras, acordó, por unanimidad de sus miembros presentes, proponer introducir algunas modificaciones a la disposición, con la finalidad de lograr una mayor armonía entre las disposiciones del proyecto.


En este sentido, el Honorable Senador señor Viera Gallo precisó que el tipo penal contemplado en el artículo 17 del texto aprobado por ambas Cámaras, se encuentra contemplado en el artículo 23 del texto aprobado por el Senado.  No obstante, prosiguió, el texto del Senado tiene la ventaja que es más simple, ya que la Cámara de Diputados agregó elementos tales como la necesidad de que se trate de seres humanos idénticos.


En cuanto a la penalidad, el Honorable Diputado señor Accorsi señaló que ésta fue aumentada en la Cámara de Diputados, y la Comisión Mixta estimó conveniente mantener esta mayor penalidad.


La Honorable Senadora señora Matthei señaló que, en su opinión, para el caso de reincidencia debe contemplarse la pena de inhabilitación perpetua para ejercer la profesión de forma imperativa, y no facultativa, con lo que la Comisión estuvo de acuerdo. Lo anterior, en concordancia con la figura que contempla el artículo 20. 


Por otra parte, atendido lo acordado en el artículo 3°, respecto de permitir la práctica eugenésica denominada “consejería genética”, la Comisión consideró necesario incorporar la citada excepción en el artículo 17.


Recogiendo los planteamientos de los Honorables Parlamentarios, el señor Presidente de la Comisión Mixta propuso la aprobación de una disposición del siguiente tenor:


“Artículo 17.- El que clonare o iniciare un proceso de clonar seres humanos y el que realizare cualquier procedimiento eugenésico en contravención al artículo 3°, será castigado con la pena de presidio menor en su grado medio a máximo y con la inhabilitación absoluta para el ejercicio de la profesión durante el tiempo que dure la condena.


En caso de reincidencia, el infractor será sancionado, además, con la pena de inhabilitación perpetua para ejercer la profesión.”.


--Vuestra Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señor José Antonio Viera-Gallo Quesney (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet y señor Edgardo Boenninger Kausel, y Honorables Diputados señores Enrique Accorsi Opazo, Fulvio Rossi Ciocca y Patricio Melero Abaroa, acogió la proposición del señor Presidente. (6x0).
- - -

Artículo 20


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó la siguiente disposición: 


“Artículo 20.- Los establecimientos que deseen participar en proyectos de investigación científica en seres humanos, deberán contar con un Comité de Bioética conforme al reglamento.


Los Comités de Bioética autorizarán las investigaciones que sean sometidas a su consideración, de acuerdo con las normas establecidas a propuesta de la Comisión Nacional de Bioética.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, lo suprimió y, a continuación, agregó el siguiente artículo 20, nuevo:


“Artículo 20.- Todo el que desarrollare un proyecto de investigación científica biomédica en seres humanos o en su genoma, sin previa autorización del Comité Ético Científico que corresponda, será sancionado con la suspensión por tres años del ejercicio profesional y con la prohibición absoluta en el territorio nacional en caso de reincidencia.”.





El Senado, en tercer trámite constitucional, rechazo ambas modificaciones: la que suprimir el precepto aprobado por el Senado y la que agrega un nuevo artículo del tenor del que se señaló.


El señor Presidente propuso suprimir el artículo 20 aprobado por el Senado en primer trámite constitucional, y consultar como artículo 20 el siguiente:



“Artículo 20.- Todo el que desarrollare un proyecto de investigación científica biomédica en seres humanos o en su genoma, sin contar con las autorizaciones correspondientes exigidas por la presente ley, será sancionado con la suspensión por tres años del ejercicio profesional y con la prohibición absoluta de ejercicio profesional en el territorio nacional en caso de reincidencia.”.


--Vuestra Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señor José Antonio Viera-Gallo Quesney (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet y señor Edgardo Boenninger Kausel, y Honorables Diputados señores Enrique Accorsi Opazo, Fulvio Rossi Ciocca y Patricio Melero Abaroa, acogió la proposición del señor Presidente. (6x0).
----------

PROPOSICION DE LA COMISIÓN MIXTA


En virtud de los acuerdos antes consignados, como forma y modo de resolver las discrepancias surgidas entre ambas Cámaras a raíz de la discusión de esta iniciativa, vuestra Comisión Mixta os propone aprobar lo siguiente: 

Artículo 3º





Contemplar como artículo 3° el siguiente:


“Artículo 3º.- Prohíbese toda práctica eugenésica, salvo la consejería genética.”. (Unanimidad. 6x0).
Artículo 8º





Suprimir el precepto aprobado por el Senado en primer trámite constitucional. (Unanimidad. 6x0).
Artículo 10





Consultar como artículo 10 el siguiente:





“Artículo 10.- Toda investigación científica en seres humanos que implique algún tipo de intervención física o psíquica deberá ser realizada siempre por profesionales idóneos en la materia, justificarse en su objetivo y metodología y ajustarse en todo a lo dispuesto en esta ley.





No podrá desarrollarse una investigación científica si hay antecedentes que permitan suponer que existe un riesgo de destrucción, muerte o lesión corporal grave y duradera para un ser humano.





Toda investigación científica biomédica deberá contar con la autorización expresa del director del establecimiento dentro del cual se efectúe, previo informe favorable del Comité Ético Científico que corresponda, según el reglamento.”. (Unanimidad. 6x0).

Artículo 11





Contemplar como artículo 11 el siguiente:



“Artículo 11.- Toda investigación científica en un ser humano deberá contar con su consentimiento previo, expreso, libre e informado, o, en su defecto, el de aquél que deba suplir su voluntad en conformidad con la ley.


Para los efectos de esta ley, existe consentimiento informado cuando la persona que debe prestarlo conoce los aspectos esenciales de la investigación, en especial su finalidad, beneficios, riesgos y los procedimientos o tratamientos alternativos. Para ello deberá habérsele proporcionado información adecuada, suficiente y comprensible sobre ella. Asimismo, deberá hacerse especial mención del derecho que tiene de no autorizar la investigación o de revocar su consentimiento en cualquier momento y por cualquier medio, sin que ello importe responsabilidad, sanción o pérdida de beneficio alguno. 


El consentimiento deberá constar en un acta firmada por la persona que ha de consentir en la investigación, por el director responsable de ella y por el director del centro o establecimiento donde ella se llevará a cabo, quien, además, actuará como ministro de fe.


En todo caso, el consentimiento deberá ser nuevamente solicitado cada vez que los términos o condiciones en que se desarrolle la investigación sufran modificaciones, salvo que éstas sean consideradas menores por el Comité Ético Científico que haya aprobado el proyecto de investigación.”. (Unanimidad. 6x0).

Artículo 17





Consultar como artículo 17 el siguiente:


“Artículo 17.- El que clonare o iniciare un proceso de clonar seres humanos y el que realizare cualquier procedimiento eugenésico en contravención al artículo 3°, será castigado con la pena de presidio menor en su grado medio a máximo y con la inhabilitación absoluta para el ejercicio de la profesión durante el tiempo que dure la condena.


En caso de reincidencia, el infractor será sancionado, además, con la pena de inhabilitación perpetua para ejercer la profesión.”. (Unanimidad. 6x0).

Artículo 20





Consultar como artículo 20 el siguiente:



“Artículo 20.- Todo el que desarrollare un proyecto de investigación científica biomédica en seres humanos o en su genoma, sin contar con las autorizaciones correspondientes exigidas por la presente ley, será sancionado con la suspensión por tres años del ejercicio profesional y con la prohibición absoluta de ejercicio profesional en el territorio nacional en caso de reincidencia.”. (Unanimidad. 6x0).

- - - - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


A título ilustrativo, de aprobarse la proposición efectuada por la Comisión Mixta, el proyecto de ley quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Esta ley tiene por finalidad proteger la vida de los seres humanos, desde el momento de la concepción, su integridad física y psíquica, así como su diversidad e identidad genética, en relación con la investigación científica biomédica y sus aplicaciones clínicas.


Artículo 2°.- La libertad para llevar a cabo actividades de investigación científica biomédica en seres humanos tiene como límite el respeto a los derechos y libertades esenciales que emanan de la naturaleza humana, reconocidos tanto por la Constitución Política de la República como por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.


Artículo 3º.- Prohíbese toda práctica eugenésica, salvo la consejería genética.


Artículo 4º.- Prohíbese toda forma de discriminación arbitraria basada en el patrimonio genético de las personas.


En consecuencia, los resultados de exámenes genéticos y análisis predictivos de la misma naturaleza no podrán ser utilizados con ese fin.


Artículo 5º.- Prohíbese la clonación de seres humanos, cualesquiera que sean el fin perseguido y la técnica utilizada.


Artículo 6º.- El cultivo de tejidos y órganos sólo procederá con fines de diagnósticos terapéuticos o de investigación científica. En ningún caso podrán destruirse embriones humanos para obtener las células troncales que den origen a dichos tejidos y órganos.


Artículo 7.- La terapia génica en células somáticas estará autorizada sólo con fines de tratamiento de enfermedades o a impedir su aparición.


Artículo 8º.- El conocimiento del genoma humano es patrimonio común de la humanidad. En consecuencia, nadie puede atribuirse ni constituir propiedad sobre el mismo ni sobre parte de él. El conocimiento de la estructura de un gen y de las secuencias totales o parciales de ADN no son patentables.


Los procesos biotecnológicos derivados del conocimiento del genoma humano, así como los productos obtenidos directamente de ellos, diagnósticos o terapéuticos, son patentables según las reglas generales.


Artículo 9º.- Sólo se podrá investigar y determinar la identidad genética de un ser humano si se cuenta con su consentimiento previo e informado o, en su defecto, el de aquél que deba suplir su voluntad en conformidad con la ley. Lo anterior es sin perjuicio de la facultad de los tribunales de justicia, en la forma y en los casos establecidos en la ley.





Artículo 10.- Toda investigación científica en seres humanos que implique algún tipo de intervención física o psíquica deberá ser realizada siempre por profesionales idóneos en la materia, justificarse en su objetivo y metodología y ajustarse en todo a lo dispuesto en esta ley.





No podrá desarrollarse una investigación científica si hay antecedentes que permitan suponer que existe un riesgo de destrucción, muerte o lesión corporal grave y duradera para un ser humano.


Toda investigación científica biomédica deberá contar con la autorización expresa del director del establecimiento dentro del cual se efectúe, previo informe favorable del Comité Ético Científico que corresponda, según el reglamento.


Artículo 11.- Toda investigación científica en un ser humano deberá contar con su consentimiento previo, expreso, libre e informado, o, en su defecto, el de aquél que deba suplir su voluntad en conformidad con la ley.

Para los efectos de esta ley, existe consentimiento informado cuando la persona que debe prestarlo conoce los aspectos esenciales de la investigación, en especial su finalidad, beneficios, riesgos y los procedimientos o tratamientos alternativos. Para ello deberá habérsele proporcionado información adecuada, suficiente y comprensible sobre ella. Asimismo, deberá hacerse especial mención del derecho que tiene de no autorizar la investigación o de revocar su consentimiento en cualquier momento y por cualquier medio, sin que ello importe responsabilidad, sanción o pérdida de beneficio alguno. 

El consentimiento deberá constar en un acta firmada por la persona que ha de consentir en la investigación, por el director responsable de ella y por el director del centro o establecimiento donde ella se llevará a cabo, quien, además, actuará como ministro de fe.


En todo caso, el consentimiento deberá ser nuevamente solicitado cada vez que los términos o condiciones en que se desarrolle la investigación sufran modificaciones, salvo que éstas sean consideradas menores por el Comité Ético Científico que haya aprobado el proyecto de investigación.


Artículo 12.- La información genética de un ser humano será reservada. Lo anterior es sin perjuicio de las facultades de los tribunales de justicia, en los casos y en la forma establecidos en la ley. Asimismo, para los efectos de esta ley, resultan plenamente aplicables las disposiciones sobre secreto profesional.


Artículo 13.- La recopilación, almacenamiento, tratamiento y difusión del genoma de las personas se ajustará a las disposiciones de la ley N° 19.628, sobre protección de datos de carácter personal.


Los datos del genoma humano que permitan la identificación de una persona deberán ser encriptados para su almacenamiento y transmisión.


La encriptación podrá omitirse temporalmente por razones de utilidad pública.


Artículo 14.- Prohíbese solicitar, recibir, indagar, poseer y utilizar información sobre el genoma relativa a una persona, salvo que ella lo autorice expresamente o, en su defecto, el que deba suplir su voluntad en conformidad con la ley. Lo anterior es sin perjuicio de las facultades de los tribunales de justicia, en los casos y en la forma establecidos en la ley.


Artículo 15.- Créase una Comisión Nacional de Bioética, que estará integrada por nueve profesionales, expertos en bioética, designados por el Presidente de la República, con acuerdo del Senado adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, en sesión especial convocada al efecto.


Los miembros de esta Comisión durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser reelegidos. El Presidente de la República, en el momento de solicitar el acuerdo del Senado, propondrá al miembro que asumirá el cargo de Presidente.


La Comisión tendrá una Secretaría Ejecutiva, que coordinará su funcionamiento y cumplirá los acuerdos que aquélla adopte y estará conformada por el personal que al efecto asigne el Ministerio de Salud.


Artículo 16.- La Comisión Nacional de Bioética tendrá, entre sus funciones, asesorar a los distintos Poderes del Estado en los asuntos éticos que se presenten como producto de los avances científicos y tecnológicos en biomedicina, así como en las materias relacionadas con la investigación científica biomédica en seres humanos, recomendando la dictación, modificación y supresión de las normas que la regulen.


Las resoluciones o acuerdos de la Comisión se adoptarán por simple mayoría, no obstante lo cual deberán hacerse constar las diferencias producidas en su seno y la posición de minoría.


Artículo 17.- El que clonare o iniciare un proceso de clonar seres humanos y el que realizare cualquier procedimiento eugenésico en contravención al artículo 3°, será castigado con la pena de presidio menor en su grado medio a máximo y con la inhabilitación absoluta para el ejercicio de la profesión durante el tiempo que dure la condena.


En caso de reincidencia, el infractor será sancionado, además, con la pena de inhabilitación perpetua para ejercer la profesión.


Artículo 18.- El que violare la reserva de la información  sobre el genoma humano, fuera de los casos que autoriza el artículo 12, sufrirá las penas establecidas en ambos incisos del artículo 247 del Código Penal, según el caso.


El que omitiere la encriptación exigida en esta ley será sancionado con multa de hasta mil unidades de fomento.


Artículo 19.- El que falsificare el acta a que se refiere el inciso tercero del artículo 11 será sancionado con la pena de reclusión menor en su grado mínimo y con multa de 10 a 20 unidades tributarias mensuales.


Igual pena se aplicará a quien maliciosamente usare, con cualquier fin, un acta falsa.


El que omitiere la referida acta o la confeccionare manifiestamente incompleta será sancionado con multa de 10 a 20 unidades tributarias mensuales.


Artículo 20.- Todo el que desarrollare un proyecto de investigación científica biomédica en seres humanos o en su genoma, sin contar con las autorizaciones correspondientes exigidas por la presente ley, será sancionado con la suspensión por tres años del ejercicio profesional y con la prohibición absoluta de ejercicio profesional en el territorio nacional en caso de reincidencia.


Artículo 21.- Corresponderá al Ministerio de Salud establecer, mediante reglamento, las normas que complementen o desarrollen los contenidos de esta ley.”.
º º º


Acordado en sesiones celebradas los días 7 de julio y 14 de septiembre de 2005, con la asistencia de los Honorables Senadores señor José Antonio Viera-Gallo (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet y señores Edgardo Boenninger Kausel y Mariano Ruiz.Esquide Jara, y de los Honorables Diputados señores Enrique Accorsi Opazo, Fulvio Rossi Ciocca, Patricio Melero Abaroa y Osvaldo Palma Flores 


Sala de la Comisión, a 3 de octubre de 2005.


(Fdo.):PEDRO FADIC RUIZ,




Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE DEFENSA NACIONAL RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY DE NAVEGACIÓN RESPECTO DE NAVES ABANDONADAS

(2733-02)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Defensa Nacional tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República.


Conforme a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión acordó, unánimemente, proponer al Excelentísimo señor Presidente que, atendida la naturaleza de este asunto, se discuta, en la Sala, en general y en particular a la vez.


A la sesión en que se consideró este proyecto, concurrió, además de los miembros de la Comisión, el Subsecretario de Marina, señor Carlos Mackenney.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO

Hacer aplicable respecto de las naves o artefactos que carecen de tripulación a bordo y que están en malas condiciones de flotabilidad o haciendo agua, las mismas atribuciones legales que tiene la Autoridad Marítima en relación con naves o artefactos hundidos, varados o a la deriva, en virtud de las cuales puede disponerse su remoción o extracción y, eventualmente, su hundimiento.

- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


I. ANTECEDENTES JURÍDICOS


El decreto ley Nº 2.222, de 1978, Ley de Navegación.


II. ANTECEDENTES DE HECHO


El Mensaje que dio origen a este proyecto de ley, en primer lugar, se refiere a diversas normas que se contienen en el Párrafo 4º, del Título VIII, de la Ley de Navegación, relativas a los restos náufragos y su tratamiento.


Enseguida, expresa que, de la revisión de la normativa aludida, es dable sostener que existe un caso especial que no se encuentra contemplado en la Ley de Navegación, a saber, el que se refiere a las naves abandonadas.


En efecto, una nave abandonada no se encuentra ni hundida ni varada, ni tampoco a la deriva, lo que impide a la Autoridad Marítima proceder al hundimiento de dichas naves y artefactos navales dejados a flote por sus dueños o armadores, sin ningún tipo de atención o cuidado, no obstante el evidente peligro que ellos representan, debido a sus malas condiciones de seguridad.


En este sentido, se produce la paradoja de que, por un lado, los propietarios de tales naves y artefactos navales se han desentendido totalmente de ellos, dejándolos a flote sin tripulación ni mantenimiento, precisamente por los altos costos que su cuidado y mantención significa; pero, por otro lado, el Estado, a través de la Autoridad Marítima, se encuentra obligado a adoptar constantemente urgentes medidas de seguridad, para evitar el hundimiento de aquéllos, sin posibilidad real de recuperar los gastos en que ha incurrido.


Lo anterior, destaca el Mensaje, es aún más grave si tenemos en cuenta que, a causa del medio acuático en que tales embarcaciones son abandonadas, se produce un rápido y progresivo deterioro de ellas, lo que obliga a permanentes trabajos de reparación, pintura y mantenimiento, sin los cuales no es posible asegurar condiciones mínimas de flotabilidad y seguridad.


Por último, manifiesta que esta iniciativa legal dota a la Autoridad Marítima de las atribuciones necesarias para enfrentar adecuadamente los problemas enunciados.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


En primer término, el señor Subsecretario de Marina reiteró los fundamentos del proyecto, contenidos en el Mensaje del Ejecutivo, y destacó que lo que se busca es que la Autoridad Marítima pueda enfrentar eficazmente los problemas ocasionados por las naves o artefactos que carecen de tripulación a bordo y que están en malas condiciones de flotabilidad o haciendo agua.


Para ello, se dota a dicha Autoridad de las mismas atribuciones legales que actualmente tiene en relación con naves o artefactos hundidos, varados o a la deriva. De esta manera, y después de cumplir con el procedimiento establecido en el artículo 132 de la Ley de Navegación, la citada Autoridad podrá, incluso, proceder al hundimiento de los elementos en cuestión.


El Honorable Senador señor Flores manifestó que su única inquietud reside en saber cómo se asegurará que los hundimientos a que faculta el proyecto no afectarán el medio ambiente marino, teniendo presente que algunas de estas naves o artefactos contienen sustancias o elementos que podrían provocar contaminación.


El señor Subsecretario de Marina subrayó que, previo al hundimiento -que, en todo caso, es excepcional-, existe un conjunto de medidas que deben observarse por la Autoridad Marítima. Así, por ejemplo, ordenará al propietario que cumpla las obligaciones que la ley indica y, si éste no lo hace, será multado. Incluso, la Autoridad Marítima estará facultada para vender la nave o artefacto, por medio de propuestas públicas o privadas.


Precisó que, de todas formas, antes de proceder al hundimiento se remueven todos los elementos posibles.


Por último, el señor Subsecretario señaló que, en todo caso, desde el punto de vista ambiental, el hundimiento es mejor que la flotación permanente de la nave o artefacto en situación de corrosión.


Acto seguido, los miembros presentes de la Comisión dejaron constancia de que aprobarían la iniciativa en informe, en el entendido de que la Autoridad Marítima adoptará las medidas necesarias para la preservación y protección del medio ambiente acuático, particularmente, antes de proceder al hundimiento de la nave o artefacto. Lo anterior, teniendo en cuenta, además, que el inciso primero del artículo 132 de la Ley de Navegación alude a la preservación del medio ambiente en el marco de las actuaciones de que se trata.


- Puesto en votación en general el proyecto, fue aprobado con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Canessa, Fernández y Flores.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

Artículo único


El proyecto de ley en informe consta de un artículo único que modifica el artículo 132 del decreto ley Nº 2.222, de 1978, Ley de Navegación, que contempla las atribuciones de la Autoridad Marítima en relación con naves o artefactos hundidos, varados o a la deriva, en virtud de las cuales puede disponerse su remoción o extracción y, eventualmente, su hundimiento.


El artículo único del proyecto sustituye el inciso final del aludido artículo 132, por el siguiente:


“Lo dispuesto en los incisos anteriores se aplicará a las naves o artefactos que se encontraren a la deriva, o bien, sin tripulación a bordo y en malas condiciones de flotabilidad o haciendo agua. En ambos casos, la Autoridad Marítima estará facultada, adicionalmente, para disponer su hundimiento si fuere necesario, una vez que se haya cumplido con el procedimiento establecido en este artículo.”.


Cabe señalar que el inciso final vigente del referido artículo 132 dispone que las reglas establecidas en ese artículo se aplicarán, asimismo, en el caso de naves, artefactos navales, aeronaves, u otras especies que estén a la deriva, pudiendo disponerse su hundimiento si fuere necesario.


Los miembros presentes de la Comisión, en atención a los planteamientos consignados a propósito de la discusión en general de la iniciativa, resolvieron acoger la norma propuesta.


- En consecuencia, vuestra Comisión, unánimemente, aprobó este precepto, votando los Honorables Senadores señores Canessa, Fernández y Flores.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Defensa Nacional tiene a honra proponeros aprobar el proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que lo despachó la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Sustitúyese el inciso final del artículo 132 del decreto ley Nº 2.222, de 1978, ley de Navegación, por el siguiente:


“Lo dispuesto en los incisos anteriores se aplicará a las naves o artefactos que se encontraren a la deriva, o bien, sin tripulación a bordo y en malas condiciones de flotabilidad o haciendo agua. En ambos casos, la Autoridad Marítima estará facultada, adicionalmente, para disponer su hundimiento si fuere necesario, una vez que se haya cumplido con el procedimiento establecido en este artículo.”.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 13 de septiembre de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Sergio Fernández Fernández (Presidente), Julio Canessa Robert y Fernando Flores Labra.


Sala de la Comisión, a 16 de septiembre de 2005.




(Fdo.):MARIO LABBÉ ARANEDA,




 Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS SOBRE COMPETENCIA DESLEAL

(3356-03)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Economía tiene el honor de presentaros su informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en moción de los Honorables Diputados señores Saffirio, don Eduardo; Bustos, don Juan; Tuma, don Eugenio; Galilea, don José Antonio; Burgos, don Jorge; Luksic, don Zarko; Silva, don Exequiel, y Meza, don Fernando.


Se hace presente que la iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación.


A una de las sesiones en que la Comisión estudió este asunto asistió, además de sus integrantes, el Honorable Diputado señor Eduardo Saffirio.


Asimismo, a una o más sesiones asistieron, especialmente invitados por la Comisión, el Jefe de la División de Desarrollo de Mercado, del Ministerio de Economía, señor José Tomás Morel; el Subfiscal Nacional Económico, señor Enrique Vergara; el señor Carlos Eliseo Concha Gutiérrez, abogado del Estudio Prieto y Compañía; el señor Enrique Barros Bourie y el señor Mauricio Tapia Rodriguez, abogados del Estudio Barros, Letelier y Cia; el señor Arturo Irarrázabal Covarrubias, Decano de la Facultad de Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Chile,  y el señor Enrique Hraldo Larraín, Gerente Jurídico de Nestlé S.A.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO





En lo fundamental, crear un nuevo texto legal, que regule la competencia desleal y sancione los actos de competencia desleal.

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL



Se deja constancia que el artículo 13 del proyecto contiene una norma de carácter orgánico constitucional, por incidir en materias relacionadas con atribuciones y competencia de los tribunales de justicia. Por lo anteriormente señalado, debe ser aprobada en general por las cuatro séptimas partes de los Honorables Senadores en ejercicio, de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 77 y 66, inciso segundo, de la Carta Fundamental.





Se hace presente que la Honorable Cámara de Diputados remitió a la Excelentísima Corte Suprema esta iniciativa de ley, con el fin de recabar su parecer al respecto, en atención a que, como se indicó, el proyecto dice relación con la organización y atribuciones de los tribunales de justicia, de conformidad al artículo 77, inciso segundo y siguientes, de la Carta Fundamental, y al artículo 16 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional. La Excelentísima Corte Suprema, por oficio N°2.080, de fecha 08 de octubre de 2003, comunicó su opinión respecto del proyecto del ley.

- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


ANTECEDENTES JURÍDICOS.





Resulta pertinente considerar otros cuerpos legales que se refieren a materias afines, tales como la ley Nº 19.911, que crea el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia; el Decreto con Fuerza de Ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto Ley N° 211, de 1973; la ley Nº 19.496, que establece Normas sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, y la ley N° 17.336, sobre Propiedad Intelectual.

ANTECEDENTES DE HECHO


1) La moción que dio origen a este proyecto de ley señaló las ideas fundamentales del mismo, y precisó que la iniciativa legal se funda en la cada vez mayor preocupación que los distintos ordenamientos jurídicos demuestran por la protección de los agentes partícipes en actividades económicas, y en la circunstancia que dicha inquietud es asumida con fuerza por los diferentes legisladores del mundo.


Los Honorables Diputados autores de la moción estimaron que tal es el caso de las normativas económicas referidas a la competencia desleal, asunto que ha sido tratado con diferente atención por el legislador nacional, pero sin que tenga hasta ahora una preceptiva integral.


La competencia desleal es un fenómeno complejo y que puede afectar o no a la libre concurrencia en el mercado y puede perjudicar o no a los consumidores. Sin embargo, ella siempre se dirige, por definición, contra otro u otros agentes del mercado, sea en materia de bienes, sea en materia de servicios. Es esta última situación la que, en su opinión, debe ser sistematizada, pues ella no tiene tratamiento en otras normas jurídicas, como, por ejemplo, en la ley que crea el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia o en la ley de Protección de los Derechos del Consumidor. 


Con esta iniciativa legal, conforme a sus autores, se complementa debidamente el derecho chileno de la competencia, sobre todo en lo atinente a la integración, interpretación y juzgamiento de cuestiones del área referida.


Adicionalmente, indicaron, los actuales tiempos, en los que Chile se inserta con fuerza en el mercado internacional a través de los diferentes tratados de libre comercio que se han llevado adelante, hacen necesario realizar un esfuerzo adicional en materias que al presente carecen, a lo menos, de una regulación sistemática, que permita a los agentes del mercado actuar con la seguridad de que se han de proteger valores como la buena fe y la leal y honesta competencia económica.


Asimismo estimaron que abordar esta materia puede posibilitar una mayor defensa para aquellos agentes económicos que hoy se ven afectados de manera importante, por lo que comúnmente se denomina "pirateo", esto es, la imitación de productos en los que se aprovecha el trabajo, intelectual y material, de otros sin pagar los derechos correspondientes.


La Constitución Política de la República garantiza la libertad para emprender actividades económicas, siempre que no sean contrarias a la moral, al orden público o a la seguridad nacional, y que se realicen respetando las normas legales que las regulen, por lo que resulta obvio, en opinión de los autores, que existe un llamado del constituyente para que el legislador proceda a dictar los marcos jurídicos necesarios para el desarrollo de las actividades garantidas en el artículo 19, Nº 21, de la Constitución Política de 1980.


Se indica en la moción que ella ha tomado elementos de las leyes española, argentina y colombiana sobre el particular, por cuanto han notado entre ellas gran similitud en el desarrollo de algunas disposiciones.


2) El informe de la Comisión de Economía de la Honorable Cámara de Diputados consignó que se denomina “política de competencia” a las disciplinas que reglan la cantidad de competidores en un mercado determinado. Las regulaciones que se relacionan con este tema son parte de la soberanía nacional. Sin embargo, las disciplinas internacionales han comenzado a abordar el tema, toda vez que este tipo de normas pueden convertirse en barreras al acceso al sector de servicios e inversiones o pueden permitir prácticas monopólicas en el ámbito de los bienes. 


En este contexto, el citado informe señaló que la actividad económica en Chile, es garantizada, en primer término, por la Constitución Política de la República, la que asegura el libre ejercicio de cualquier actividad económica, consagrando, de este modo, la libre competencia.


En segundo término, es el Poder Ejecutivo el que a través de los órganos antimonopólicos del Estado, establece las políticas de competencia. Ellos tienen la responsabilidad de sancionar las conductas desleales y velar por el  cumplimiento y el control de la normativa vigente. En esta materia, el Gobierno puede tomar las medidas que estime convenientes en ejercicio de su potestad reglamentaria autónoma. 


Se estableció que hoy, los órganos encargados de velar por la competencia en Chile son la Fiscalía Nacional Económica, la Comisión Preventiva Central y el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia.

La primera norma jurídica que se implementó en Chile en materia de competencia fue la ley Nº 13.305, de 1959, que prescribe directivas para fomentar la libre competencia industrial y comercial. Dispone un sistema de protección legal de la libre competencia.


Posteriormente, en 1973, se dictó el decreto ley Nº 211, sobre Defensa de la Libre Competencia, que fija su institucionalidad en respuesta a las necesidades de la época. Hechos como la inserción económica internacional, y los cambios en la estructura económica internacional, entre otros, han motivado la modificación de esta preceptiva, con objeto de reforzar los procedimientos legales de defensa de la competencia. Así es como la ley Nº 19.610, de 1999 asigna mayor presupuesto y fortalece las atribuciones de la Fiscalía Nacional Económica y la ley Nº 19.911, publicada el 14 de noviembre de 2003, crea el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


La Comisión inició la discusión general del proyecto, oyendo a uno de los autores de la moción parlamentaria que le dio origen, el Honorable Diputado señor Eduardo Saffirio. 


El Honorable Diputado señor Saffirio comenzó su exposición  explicando el origen de la moción en comento. Esta moción, señaló, la presentó junto a otros nueve señores Diputados, representantes de distintas regiones y coaliciones políticas. Destacó que la misma fue aprobada por unanimidad en la Comisión de Economía de la Cámara, y en la Sala de la Cámara de Diputados  se aprobó también por unanimidad, al parecer con dos abstenciones.


Señaló que en la Comisión Mixta que se constituyó a propósito del proyecto de ley que creó el Tribunal de la Libre Competencia, tuvo lugar un debate bastante fuerte en torno al tema de la competencia desleal. En esa instancia, se buscó incorporar una idea que algunos Honorable Diputados habían propuesto ya con anterioridad, en la discusión de las Comisiones Unidas de Constitución, Legislación y Justicia, y de Economía, cual es señalar la competencia desleal como un tipo de conducta específica que atenta contra la libre competencia, o que puede atentar contra la libre competencia, idea que contó con el apoyo de importantes juristas. Sin embargo, explicó, como la mecánica de tratamiento de las figuras en el Tribunal de la Libre Competencia era un definición genérica y luego, tres o cuatro tipos de figuras específicas, se dijo en esa instancia que no era necesario incluir la competencia desleal, específicamente, como conducta atentatoria contra la libre competencia porque se comprende en la figura genérica, del artículo 3º del entonces proyecto de ley. No obstante, un grupo de Diputados, entre los que se incluye, señalaron entonces que se encontraban preparando una moción  para  sancionar siempre la competencia desleal.


Respecto a la relación entre competencia desleal y libre competencia, precisó que no siempre la competencia desleal atenta contra la libre competencia. Como ejemplo de lo anterior, indicó el siguiente: hay una practica denigratoria que es técnicamente una figura clásica de competencia desleal, y un pequeño y mediano empresario es víctima de esa práctica, recurre ante el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, y el presunto autor de la practica denigratoria, o sea, de la conducta de competencia desleal, fundamenta su defensa en los siguientes términos, “pero mire, en este mercado habemos cien competidores, aún cuando yo hubiese incurrido en una práctica denigratoria o en un acto de competencia desleal, yo no he atentado contra la libre competencia porque la oferta ha sido lo suficientemente atomizada como para que aquí la formación de los precios tenga que ver estrictamente con el juego de la oferta y la demanda”. Lo anterior grafica, en su opinión, que no siempre un acto de competencia desleal implica un atentado a la libre competencia, y por ende, evidencia la necesidad de legislar en la materia.


Finalmente, señaló, se incluyó esta figura “cuando atente contra la libre competencia”. Pero, cabe preguntarse que ocurre en aquellas hipótesis en las que la competencia desleal no atenta contra la libre competencia, tal como lo ejemplarizó precedentemente; hoy en día, quien se vea afectado por una conducta de estas características, debe recurrir a las normas generales de la indemnización de daños y perjuicios del Código Civil, juicios que son de lato conocimiento, juicios ordinarios.  En la legislación comparada, prosiguió, esta materia se encuentra expresamente regulada, como consta en el informe elaborado al respecto por la Unidad de Apoyo Legislativo del Congreso Nacional, lo que fue una de las razones que los llevó a impulsar este proyecto que tiene por objeto sancionar la competencia desleal en aquellos casos no contemplados por la legislación vigente, esto es, cuando no atente contra la libre competencia.


En segundo lugar, el Honorable Diputado señor Saffirio precisó que la normativa contenida en la moción, de la cual es uno de sus autores, tiene el carácter de residual, punto en el que se  tuvo especial cuidado, en dos sentidos. Primero, con el fin  que no “choque” con lo que son las normas sobre libre competencia, porque su objeto es velar por la competencia honesta y no por la competencia libre, y, por otra parte, en el sentido que se aplica cuando no queda el caso incluido dentro de lo que son las leyes de defensa al consumidor y normas de propiedad industrial y de propiedad intelectual, o sea, así está pensado y se señala expresamente en la moción y quedó claro en el debate que es una norma de carácter residual.


Luego de haber explicado los orígenes de la moción, el Honorable Diputado señor Saffirio se abocó al contenido del proyecto, y la mecánica del debate en la Comisión de Economía de la Cámara de Diputados. El proyecto contempla una figura genérica y luego algunas figuras que son las clásicas de más típica ocurrencia, por ejemplo, la denigración comercial, la confusión de productos, la intromisión en lo que es la administración interna de una empresa distinta, en términos, por supuesto, ilícitos; estructura similar a la de la ley que creó el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia. En este punto, señaló que en su opinión, existen figuras que contempla la legislación comparada, por ejemplo la legislación española, y que no se tipificaron, por lo que se permitió sugerir que en esta instancia se avanzara en la materia. Asimismo, en la Cámara de Diputados se presentó una indicación, la que en definitiva fue rechazada, que establecía una presunción de competencia desleal cuando reiteradamente y en forma grave se infringen normas de inmigración, tributarias, laborales, sanitarias, como ocurrió en el famoso caso de Loza Penco, que durante años evadió normas tributarias y en razón de ello fue sancionado penal y administrativamente, pero obviando la circunstancia que durante los años en que operó en el mercado, dada la magnitud y la reiteración de la falta, podría considerarse que incurrió en conducta de competencia desleal, en contra de sus competidores que sí cumplían con la normativa tributaria; lo mismo puede ocurrir con normas sanitarias, normas laborales, normas de inmigración como un tema de creciente importancia. Si estos incumplimientos son graves y reiterados, constituirían actos de competencia desleal, de competencia no honesta, aún cuando no se atente contra la libre competencia.


A continuación, el Honorable Diputado señor Saffirio se refirió al tema de la sanción a los actos de competencia desleal, específicamente a la posibilidad de aplicar multas en estos casos, multas que eran mucho más altas en la moción y que disminuyeron en cuanto a su monto en el debate en la Cámara. Ello ocurre por que se entiende que en esta materia se encuentra comprometido un bien jurídico que va más allá de la relación entre dos empresarios, a propósito de la competencia honesta, y que es que la competencia sea honesta, leal, que sea una competencia que en definitiva responda a las sanas costumbres mercantiles, a la buena fe comercial, a la práctica honesta en materia económica. La protección de este bien jurídico le debe interesar al Estado, a la sociedad. La economía de mercado no es solamente un mecanismo económico, sino que ese mecanismo opera bien o mal dependiendo de los sustratos éticos que son anteriores, pues, en su entender, hoy nadie duda que la economía de mercado no puede funcionar sin ciertos sustentos éticos. Entonces, en los casos de competencia desleal la sanción debe ir más allá de simplemente resarcir daños o perjuicios o publicar una sentencia condenatoria, mas allá de lo que pueda ser el accionar de particulares que han sido víctimas de conductas de competencia desleal; estos actos de competencia desleal deben ser sancionados por el Estado.


Respecto a este punto, en el debate en la Comisión de Economía de la Cámara, algunos Honorables Diputados hicieron presente que en ciertos casos, para algunos competidores, el beneficio obtenido con la práctica de conductas desleales pudiera  resultar mucho mayor a la eventual sanción pecuniaria que se impusiera, por lo que plantearon contemplar, además de la multa, otras sanciones que van desde la suspensión hasta el cierre, siempre dentro del ámbito de las sanciones administrativas.


Finalizada la exposición del Honorable Diputado señor Zafiro, el Honorable Senador señor Senador Orpis le consultó por el fundamento de otorgar competencia en esta materia a los jueces civiles, en lugar de ampliar la competencia al Tribunal de la Libre Competencia. Al respecto, el Honorable Diputado señor Saffirio señaló que el Ejecutivo no estuvo de acuerdo en ello. La posición del Ejecutivo en esta materia, planteada por las autoridades presentes en la discusión del proyecto de ley que creó el Tribunal de Defensa  la Libre Competencia, fue excluir la competencia desleal del ámbito del conocimiento del Tribunal de la Libre Competencia salvo cuando atentara contra la libre competencia, y si no atentaba contra la libre competencia por definición estaba fuera del ámbito. Los autores de la moción, entre los que se cuenta, para evitar un veto presidencial establecieron en este caso que serían competentes los Juzgados Civiles con un juicio sumario, incluso con normas de prescripción más cortas de la acción que las que señalan las normas generales de indemnización de perjuicios. Pero en su opinión debiera haber un órgano económico jurídico especializado que conociera este tipo de conducta. Recordó, no obstante, que en la Comisión Mixta existió una fuerte posición de quienes sostenían que la competencia desleal, al margen de las distinciones si se quiere teóricas, doctrinarias, de que en algunos casos atenta contra la libre competencia y en otros no, por el hecho de que hay un mercado lo suficientemente atomizado de oferentes, en este caso, debiera ser siempre conocida por el Tribunal de Libre Competencia y sancionada por éste. 


El Honorable Senador Orpis precisó que, no obstante distinguir conceptualmente competencia desleal de libre competencia, en su opinión  el conocimiento de ambas debe corresponder a un Tribunal especializado.





El Honorable Senador señor Cariola manifestó su interés en la materia tratada, pues, de radicarse en Tribunales distintos el conocimiento de las acciones relativas a la libre competencia y a la competencia desleal, podría ocurrir que en aquellos casos donde no resulta claro si una conducta de competencia desleal atenta o no contra la libre competencia, se suspenda el juicio por largo tiempo hasta que se dilucide este punto y, por ende, que tribunal es competente. En razón de lo anterior, estimó que es el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia el que debiera ser competente para conocer de todas las conductas de competencia desleal, aún cuando entendió que existe un problema práctico al respecto, de recargo de trabajo del Tribunal. Destacó asimismo el carácter especializado de estas materias. Hizo presente la existencia de un organismo, de carácter privado y que cuyas resoluciones carecen de imperio, que regula y sanciona la competencia desleal. En su opinión, es un tema que requiere de regulación expresa.





Con el fin de ilustrar el debate, la Comisión escuchó, a continuación, la posición del Ministerio de Economía respecto al proyecto, en voz del representante del Ministro de Economía, Jefe de la División de Desarrollo de Mercado, don José Tomás Morel. El señor Morel se refirió, en primer lugar, a las razones que se tuvieron en consideración para excluir del ámbito de competencia del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, a la competencia desleal, salvo el caso que se ha indicado precedentemente. Se partió de la base, indicó, del diagnóstico efectuado en las Comisiones Preventiva y Resolutiva, en las que se producía una desviación del foco principal,  que era ver los casos de libre competencia, que requieren un análisis muy profundo, de tipo estadístico, legal, económico, por el gran número de casos de competencia desleal que ingresaban. En consecuencia, estos casos, de menor importancia desde el punto de vista de impacto en el mercado, producían una menor eficiencia en el ámbito realmente importante.





Con este diagnóstico, prosiguió, el Ejecutivo en el debate del ya tantas veces nombrado proyecto de ley que creó el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, optó por un Tribunal con competencia más restringida, dejando fuera las conductas de competencia desleal que no afectaban al mercado sino que, esencialmente, eran conflictos entre particulares. Especificó que, al presentarse un determinado caso ante el Tribunal de Defensa de Libre Competencia, este Tribunal no es que se inhiba per se de su conocimiento, sino que analiza si hay una posición dominante o va a haber, si hay riesgo de que se fortalezca una posición dominante, o que se prefiera una posición dominante, luego, con una  respuesta afirmativa, se estudia el caso sea o no de competencia desleal, o sea, no es que se inhiba de ver casos de competencia desleal, sino que conoce de casos que afecten la libre competencia. Efectivamente, continuó, el Ejecutivo fue muy claro en que quería dejar fuera del Tribunal las demás conductas de competencia desleal que no afectaban el mercado, con esta idea de no sobresaturar la labor del Tribunal, para que no aconteciera la desviación de su foco principal, como ocurrió en su momento con las Comisiones Preventiva. y Resolutiva. En su opinión, el modelo adoptado es el correcto, pues las conductas de competencia desleal que no involucran una posición dominante pueden ser conocidas sin inconvenientes por los Tribunales Civiles, al no requerir tanta especialización, como en los casos de libre competencia que requieren un análisis económico mucho más profundo, en efecto, el análisis de los fallos del Tribunal de Defensa de la Libre competencia permite observar que el 80% del fallo consiste en determinar si esa empresa tiene o no posición dominante.





A continuación, informó a la Comisión que, a raíz de la presentación de esta moción parlamentaria, se constituyó en el Ministerio de Economía una comisión de trabajo conformada por representantes de la Fiscalía Nacional Económica, del Servicio Nacional del Consumidor y del mismo Ministerio, comisión que elaboró un informe, con sus conclusiones, el cual fue presentado por el Fiscal Nacional Económico, don Pedro Matar, en la Comisión de Economía de la Cámara de Diputados. El informe contenía bastantes observaciones que fueron en alguna medida acogidas en la Cámara de Diputados.





Por último, hizo presente que el Ministerio que representa estima que el proyecto en discusión es un buen proyecto, sin perjuicio de tener algunas observaciones particulares al mismo, a las que se refirió brevemente y que, según expresó, se traducirán en indicaciones en la etapa de discusión particular. Entre estas observaciones, destacó la necesidad de una tipificación más específica de las conductas constitutivas de competencia desleal, pues la situación es distinta que en el caso del Tribunal de la Libre Competencia, donde hay un tribunal que va sentando jurisprudencia, en este caso son muchos los juzgados civiles que conocerían de estas materias, por lo que una tipificación genérica podría tener resultados muy diversos y  generar mucha incertidumbre, mucha incerteza jurídica para el accionar de los empresarios. Asimismo, estimó que hay artículos con gran coincidencia con la ley de propiedad industrial, y algunas otras figuras que se podrían incluir como conductas contrarias a la competencia leal, como “la canela”.





Finalizada la intervención del señor Morel, el Honorable Senador señor García, Presidente de la Comisión, dio la palabra a don Enrique Vergara, Subfiscal Económico. El señor Vergara manifestó, en primer lugar, que la Fiscalía advierte la necesidad de regular la materia, y que se encuentra de acuerdo con el proyecto en discusión.





No obstante, y en consideración a las distintas opiniones que se han vertido en la presente discusión, estimó necesario efectuar una distinción conceptual entre la libre competencia y la competencia desleal. Los temas de la libre competencia, en general, operan en aquellos casos en que no se está dando la competencia, o sea, hay un problema de formación de precio, no hay competencia porque hay un cartel en que todos se ponen de acuerdo en el precio, en la producción, en las cuotas, o porque hay una empresa dominante monopólica que cobra precios que no tienen nada que ver con la formación de un precio competitivo. En esas hipótesis, el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia busca que los precios se formen de manera competitiva. En cambio, en la competencia desleal ocurre exactamente todo lo contrario, hay mucha competencia, tanta competencia, tanta agresividad que se llega a malas artes y, por lo tanto, en su entender en este caso hay mas bien ilícitos de carácter civil, sin que exista un interés público comprometido, como en el caso de la libre competencia, que es objeto de protección en todas partes del mundo por parte de  una agencia, más o menos dependiente del Estado, que se preocupa de que operen las normas de la libre competencia.





En consecuencia, estimó que el primer punto a destacar es que existe un interés público comprometido en el caso de libre competencia, consistente en que los precios se formen de acuerdo con criterios públicos, y por eso es objeto de protección en todas partes del mundo en los términos vistos. Existen conductas de competencia desleal que pueden afectar un interés público, y así lo reconoce y lo recoge el Decreto Ley Nº 211, al entregar al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, competencia para conocer casos de competencia desleal que puedan significar alcanzar, mantener o implementar una posición dominante, pero lo que le preocupa al legislador ahí no es el acto de competencia desleal en sí, sino que si a través de éste se alcanza una posición dominante. Por otra parte, el interés público también puede verse afectado por un acto de competencia desleal, cuando el acto de competencia desleal pueda afectar a los consumidores, lo que ocurre cuando se crea confusión en los consumidores, y esos casos los contempla la ley de protección al consumidor.





El proyecto tiene, por tanto, el carácter de normativa residual, se comprenderían aquellos casos de conducta de competencia desleal, en que el afectado es un competidor, y hay por tanto, un interés privado comprometido. Se trata, en consecuencia, de un ilícito civil, y en el juicio deberán ventilarse los daños y perjuicios concretos que ese competidor ha sufrido. Conforme a lo señalado, la Fiscalía no estaría, en principio de acuerdo en aplicar multas y otras sanciones de carácter administrativo que el proyecto propone; asimismo, consignó que la Fiscalía, también en principio, estima que el conocimiento de estas materias debe radicarse en los Tribunales Civiles, sin perjuicio de poder efectuar un mayor análisis sobre el particular, acogiendo algunos puntos de vista que se han dado a conocer en el presente debate. También estimó que otro tema a analizar es la titularidad de la acción en estos casos de competencia desleal, porque si en los casos en que se afecta el interés público se aplica la ley de protección del consumidor o la ley de defensa a la competencia, en estos casos en que existe un interés privado no habría razón para entregar la acción a cualquier persona, el titular debiera ser sólo el competidor afectado. 





En la misma sesión, y luego de oír a los representantes del Ministerio de Economía y de la Fiscalía Nacional Económica, el Honorable Diputado señor Saffirio solicitó efectuar algunos comentarios a dichas intervenciones. En primer lugar, en cuanto al temor de incerteza jurídica que ocasionaría una norma genérica en materia de competencia desleal, atendido que se trataría de una materia de competencia de los tribunales civiles, hizo presente que en el artículo  14 del proyecto de ley aprobado por la Cámara, se contempla la posibilidad de interponer contra la sentencia del Tribunal Civil todos los recursos que franquea la ley de acuerdo a las reglas contenidas en el Código de Procedimiento Civil, de modo tal que se irán uniformando las interpretaciones, vía la actuación de las Cortes de Apelaciones y de la Corte Suprema. En referencia a otro de los aspectos que ha sido central en el debate verificado, esto es, la existencia o no de interés público comprometido en las conductas de competencia desleal regidas por este proyecto de ley, señaló que naturalmente en una ideología liberal extrema, este es un problema entre particulares, pero en su visión, que corresponde a la de la mayoría de la Comisión de Economía de la Cámara de Diputados, al Estado y a la sociedad le interesa que la competencia, además de ser libre, sea honesta, adhiriendo al modelo de economía de mercado, pero con parámetros éticos. Recordó en este punto a Adam Smith, quien, en su opinión, antes que economista fue un filósofo preocupado de lo moral.  



En una sesión posterior, y con el fin de ilustrar el debate, la Comisión procedió a oír la exposición de una serie de invitados, destacados juristas expertos en la materia. 

Señor Carlos Concha Gutiérrez.


En primer lugar, el Presidente le dio la palabra al abogado señor Carlos Concha Gutiérrez, del Estudio Prieto y Compañía, quien realizó un detallado análisis del proyecto aprobado por la Cámara de Diputados. El señor Concha señaló que, más que abocarse al estudio de los aspectos conceptuales inspiradores de la ley, su análisis dice relación con el texto mismo del proyecto en discusión. De esta manera, realizó un análisis pormenorizado del articulado del proyecto.


Así, respecto al artículo 1°, relativo al objeto del proyecto, formuló varios comentarios. En su opinión, se aborda uno de los aspectos a definir en un proyecto de esta naturaleza, cual es la naturaleza de los actos de competencia desleal, en el sentido si ellos deben ser voluntarios o no. En la terminología actual del proyecto, al usar la voz ”actos”, en un sentido jurídico civil la referencia está hecha a actos voluntarios, por lo que sugirió sustituir esta palabra por “conducta”, término que comprendería actos voluntarios y no voluntarios. Por otra parte, estimó que los actos de competencia desleal pueden ser exclusorios no sólo de competencia, sino también de la competencia potencial, por lo que el proyecto debería sancionar los actos de competencia desleal referidos no sólo a bienes  y servicios que se transen, sino también a aquéllos que sean transables. Por último, propuso dar mayor amplitud al proyecto en relación al sujeto activo de la conducta de competencia desleal.


El artículo 2°, prosiguió, dice relación con la forma de integración entre las normas de protección al consumidor, de defensa de la libre competencia, y de competencia desleal. Si bien es cierto que se establece un orden de precedencia, en razón del principio de la especialidad, desde su perspectiva de abogado es fundamental una norma clara y precisa, pues, en caso contrario, cada juicio se va a transformar un debate jurídico procesal respecto a la legislación aplicable, y, consecuencialmente, la ley en letra muerta. 


En forma previa a entrar en el análisis de la definición de actos de competencia desleal, precisó  dos aspectos relativos a las normas sobre libre competencia: en primer lugar, todas ellas dicen relación con la adquisición o abuso de poder de mercado, lo que no es un tema significativo en materia de competencia desleal; y en segundo lugar, la ley de defensa a la libre competencia se preocupa de definir los medios legítimos para adquirir poder de mercado, y sancionar los abusos de este poder de mercado. En este último punto ha habido confusión, respecto de cuales son los medios ilícitos para adquirir poder de mercado.


Resaltó la importancia de que el proyecto de ley se definan cuales son los medios ilícitos de competir. Precisó que la competencia, por definición, es una rivalización por captar clientela nueva o ajena, por lo tanto el resultado no puede consistir en el ilícito. En efecto, es de la desviación de clientela de donde resultan los beneficios de la competencia. Una definición imprecisa o confusa es muy grave en esta materia, más incluso que en materia de libre competencia, pues en este ámbito se carece del sustento jurisprudencial y de la teoría económica que existe en el caso de la libre competencia, acá el único punto de referencia son principios de orden ético. El artículo 3°, en su opinión, da una definición muy general de “acto de competencia desleal”, sin apuntar a que la cuestión es determinar cuales son los medios ilícitos de competencia. Asimismo, contiene una serie de defectos que el señor Concha calificó de “insalvables”, a saber:


- La definición prescinde de elementos objetivos que digan relación con los medios ilícitos de competir, sino que se refiere a una serie de categorías jurídicas de orden subjetivo o consuetudinario, que a su juicio son irrelevantes. Así, define estas conductas como “contrarias a la buena fe comercial”, en circunstancias que la buena fe es un elemento que alude al fuero interno de las personas, y el derecho regula y se preocupa de lo que se exterioriza.


- La definición de este artículo recoge una visión corporativista de la legislación sobre competencia desleal, que es la visión tradicional en la materia, de la cual no obstante el proyecto de ley pareciera intentar sustraerse. Esta visión busca la protección de la clientela y de los empresarios, y en definitiva consagra reglas que se oponen a la competencia, consagra la prohibición de competir.


El señor Concha expuso, a continuación, cuales son, a su juicio, las características de la responsabilidad derivada de los actos de competencia desleal de este proyecto de ley. En su entender, se deben definir las conductas; cuál es la categoría que las hace antijurídicas; si la responsabilidad es objetiva o subjetiva; si se requiere o no un daño, y la relación de causalidad que debe tener la conducta con las eventuales  lesiones a bienes jurídicos, y el criterio de gradación de sanciones. En cuanto a los criterios de antijuridicidad, analizó uno a uno los contenidos en el artículo 3°, concluyendo que no logran definir la característica de los medios ilícitos de competir; asimismo, se señala que ellas deben tener por objeto la desviación de clientela, lo que como indicó, es inherente a la competencia. Por eso es partidario que el proyecto opte, en lugar de una definición genérica, por una enumeración de las conductas de competencia desleal.


A continuación, el señor Concha aludió a las conductas de competencia desleal enumeradas en el proyecto. En primer lugar se cuestionó si estas conductas son de peligro o de resultado, esto es, si se exige la lesión del bien jurídico, y estimó que si bien es claro que en el ámbito de la responsabilidad extracontractual se requiere un daño, en el ámbito de la responsabilidad infraccional, dado el énfasis ético de la ley, debe tratarse de conductas de peligro concreto. En segundo lugar, lógicamente debe requerirse dolo, la finalidad o el propósito, lo que es claro en el ámbito de la responsabilidad civil extracontractual, pero estimó conveniente establecer asimismo el cuasidelito de competencia desleal, en la medida que se exija la concurrencia de culpa grave. En cuanto a la responsabilidad infraccional, hay una confusión en el proyecto, pues al establecer la actuación de oficio del juez en este caso, no resulta claro si se exige la concurrencia del dolo, lo que en su opinión es exigible por un mínimo de justicia.


La relación de causalidad, continuó, obviamente es un requisito en la materia, al cual sólo algunas disposiciones del proyecto hacen referencia explícita, por lo que estimó conveniente consagrar un principio general exigiendo relación causa-efecto, y en este punto es resorte del legislador establecer que índole de relación causa-efecto va a consagrar, entre las muchas que pueden pensarse.


Formuló también algunas precisiones terminológicas del texto del proyecto. 


Realizó luego algunas observaciones que calificó de “particulares”, al texto del proyecto en estudio, entre otras:


- Referencia a los artículos 4° y 5°, en los que su redacción da a entender que el inciso segundo es un caso particular del inciso primero, en circunstancias que no es así pues se trata de una conducta adicional que se sanciona.


- En cuanto a los “Actos de Comparación o Publicidad Comparativa”, en su opinión de acuerdo a la redacción de la norma, se exigiría que tuvieran lugar públicamente, lo que constituye un error, pues en rigor este tipo de publicidad sancionable es la que se hace “al público”.


- Propuso la inclusión del “uso abusivo de las acciones judiciales” como medio de alterar la competencia.


- Propuso asimismo la inclusión de una “acción declarativa negativa”, que es una acción de certeza  de la que es titular el eventual autor, contemplada en el derecho italiano.


- En cuanto a la acumulación de acciones, contemplada en el artículo 10 del proyecto en estudio, estimó que es un tema que se encuentra bien resuelto, pero que hay una situación no prevista, que es que los recursos de protección y amparo económico también son herramientas eficaces para velar por la competencia leal, por lo que no resulta claro cual va a ser la situación de estas acciones.


- Hizo algunas referencias a aspectos procesales.


- Por último, estimó necesario referirse a la responsabilidad infraccional por conductas de competencia desleal, que se contempla en el proyecto. Al respecto, criticó que el juez la pueda imponer de oficio, pues ello lleva a que el juez se transforme en juez y parte. En el mismo ámbito, planteó el problema de determinar la naturaleza jurídica de las multas, que en su opinión no hay duda alguna que constituyen una sanción penal, pero en este proyecto quedan en una situación de aparente despenalización, en el mismo sentido que lo hizo la Ley de Defensa de Libre Competencia, por lo que podría eventualmente ser objeto de un recurso de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, con el agravante de los  términos del artículo 3°, que no alude a ninguna categoría objetiva.

Señor Enrique Barros Bourie.


A continuación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor García dio la palabra al abogado señor Enrique Barros Bourie, del Estudio Barros, Letelier y Cia. El señor Barros realizó una detallada exposición en relación al proyecto en comento, y posteriormente entregó a la Comisión un documento que recoge el citado análisis, considerado por la Comisión, y el que, dado el carácter técnico de la materia, se inserta en su mayor parte a continuación. La indicada minuta se encuentra a disposición de los Honorables Senadores en la Secretaria de la Comisión. 


1. Plan de exposición. El proyecto de ley para regular la competencia desleal, aprobado por la Cámara de Diputados, intenta sancionar los denominados actos de competencia desleal. 


La minuta se divide en tres partes: (a) un análisis conceptual y comparado de la cautela legal de la ilicitud de la competencia; (b) una discusión acerca de la necesidad de dictar en Chile una ley que sancione los actos de competencia desleal; y, (c) un análisis crítico de las disposiciones del Proyecto.


(a) Cautela extracontractual de la licitud en la competencia


2. Libre competencia y competencia leal como marco de una economía de mercado.


 (a) La preocupación contemporánea por la competencia libre y leal está determinada por una mayor reflexividad acerca de los supuestos de un orden económico activado por un régimen de libertad de contratación.


(b) El derecho de la libre competencia tiene por objeto neutralizar posiciones de poder de mercado y, en tal sentido, forma parte de la constitución económica de un orden basado en el libre emprendimiento de actividades económicas y en la libre elección de los consumidores. Un ordenamiento especial define los principios del derecho de la libre competencia y establece un tribunal especializado (Tribunal de Defensa de la Libre Competencia) para pronunciarse sobre los actos lícitos o ilícitos que pueden dar lugar a posiciones de poder de mercado, así como para establecer las medidas correctivas y aplicar sanciones (Decreto Ley N° 211, de 1973, modificado sustancialmente por la ley Nº 19.911).


(c) De naturaleza por completo diferente a los atentados a la libre competencia, son los actos de competencia desleal. En este caso, el bien protegido no es la estructura competitiva y abierta del mercado, sino la decencia y corrección de la conducta de los competidores en un mercado de estructura competitiva. Por eso, para que haya competencia desleal no se requiere analizar el poder de mercado; basta calificar la conducta competitiva como contraria a las buenas costumbres competitivas, cualquiera sea la posición relativa de los competidores en el mercado respectivo. Por lo mismo, la calificación de una conducta como de competencia desleal no requiere el análisis microeconómico que resulta inevitable en materias de libre competencia. Sin embargo, todo indica que la calificación de desleal de una conducta también supone asumir que ella tiene efectos contrarios a la competencia, en la medida que entorpece la decisión de los consumidores, de modo que las fronteras entre competencia desleal y libre competencia suelen no ser tan nítidas en el límite.   


3. Límites entre la competencia lícita y desleal. 



(a)  De manera análoga a la culpa civil, el límite de la competencia dura pero leal y la conducta contraria a las buenas costumbres del tráfico comercial o profesional está dado en referencia al estándar objetivo del empresario correcto y decente en la prosecución de su propio interés. En general, el límite de la culpa por la cual se responde es más bien tolerante, porque la lógica de la competencia exige amplios ámbitos de libertad; por ejemplo, para mostrar las ventajas de los propios productos o servicios en comparación con los ofrecidos por los competidores. 


Sin embargo, el juego debe ser limpio por exigencias de justicia y utilidad. Si la competencia está contaminada por el engaño o la fuerza injusta, los consumidores no pueden adoptar sus decisiones con libertad y los contratos no pueden estar protegidos por una presunción de justicia. Desde un punto de vista económico, también se muestran las dos caras del mercado: por un lado, la posibilidad de hacer propaganda es esencial para que la competencia conduzca a decisiones informadas de los consumidores; correlativamente, es contrario al óptimo funcionamiento del sistema de contratos que sea admitido el engaño. 


(b) En circunstancias que la competencia es un bien social importante, tanto desde el punto de vista del bienestar general como de la justicia contractual, los ilícitos de competencia desleal, que establecen los límites de las prácticas competitivas admisibles, deben estar sujetos a condiciones particularmente exigentes. Pareciera que el mejor equilibrio entre los bienes en juego se logra con una regla que no sólo exija un propósito dañino, sino, además, algún tipo de conducta que pueda ser calificado como fraude o fuerza
. Por eso, los ilícitos típicos de competencia desleal son el falseamiento de la realidad y fuerza o las maniobras para dificultar el establecimiento de un competidor.  


(c) Siguiendo un principio de derecho privado, la competencia desleal se define negativamente por el ilícito, que genéricamente puede definirse como la conducta contraria a las buenas costumbres profesionales o comerciales
. En la definición judicial más precisa de este estándar resulta inevitable atender (críticamente) a las percepciones de los participantes, esto es, de competidores y consumidores. 


Recogiendo una larga experiencia jurisprudencial, un importante especialista alemán concluye que el concepto normativo indeterminado de ‘buenas costumbres’ supone el peligro de que la jurisprudencia exprese el puro sentido subjetivo de lo correcto que tengan los jueces superiores, quienes suelen definir intuitivamente (esto es, sin base empírica) el contenido del estándar, con el riesgo de que a menudo conductas competitivas que actúan en beneficio de los consumidores sean declaradas contrarias a las prácticas competitivas aceptadas. 


En definitiva, las legislaciones sobre competencia desleal deben incorporar una regla de generalidad equivalente al artículo 2314 del Código Civil. La especificidad radica en que, atendidos los bienes en juego, se requiere que la conducta sea especialmente reprobable para que haya lugar a responsabilidad. El sentido de exigir un atentado a las buenas costumbres (u otro concepto equivalente) como requisito general de la competencia desleal es mostrar que no basta la falta de diligencia para constituir el ilícito, a diferencia de lo que ocurre, en general, con la negligencia para agregar un calificativo especialmente agrega respecto de la mera  culpa o negligencia que constituye el estándar general de cuidado en materia de responsabilidad civil
. Los ilícitos de competencia desleal tienen en común el interés de cautelar que la competencia no esté falseada, ni dificultada por la fuerza o por maquinaciones de competidores. Concebida de esta manera, la regla no puede ser usada para interferir con la competencia, sino debe ser entendida a la luz de las condiciones de operación de un sistema fluido de competencia. Estas ideas parecen expresar con más precisión que el concepto normativo de buenas costumbres el conjunto de los ilícitos de competencia desleal
. 


4. Principales ilícitos especiales de competencia desleal. 


(a) Si bien los ilícitos de competencia desleal son proporcionales a los arbitrios de la mala fe, por lo que se resisten a ser tipificados exhaustivamente (lo que justifica que en las más diversas legislaciones se acepte alguna cláusula general), la doctrina ha tendido a ordenarlos en tres grupos de ilícitos que pueden dirigirse contra un competidor: el entorpecimiento malicioso o por la fuerza de su actividad, el engaño al público o a persona determinada en su perjuicio y la apropiación de sus atributos comerciales (nombre, identidad, productos, marcas). 


(b) La forma más elemental de competencia desleal consiste en impedir ilícitamente que terceros contraten con el demandante
. Los medios ilícitos para  entorpecer la actividad de un competidor pueden ser muy variados (desde las dificultades físicas hasta el entorpecimiento mediante el abuso de acciones judiciales). Se puede emplear fuerza física o moral o efectuar maquinaciones que impiden o dificultar llevar a cabo la actividad del demandante, obteniendo así el demandado una injusta ventaja competitiva en perjuicio de este último
. 


El ilícito también puede producirse de modo indirecto; es el caso de quien pone como condición para celebrar un contrato, que la otra parte incumpla un contrato con un tercero; en el extremo este tipo de casos pueden tener una doble calificación: como inducción a incumplimiento contractual y como actuación contraria a la libre competencia. 


(c) Un segundo grupo de ilícitos de competencia desleal se refiere a las conductas que persiguen engañar a los terceros, especialmente consumidores. En la medida que los flujos de información son esenciales para la libre decisión de los competidores, la libertad de información se extiende a los propios productos y a la comparación con los de la competencia, en la medida que no sólo la información positiva produce los efectos referidos. De ello se sigue que la publicidad comparativa sea esencialmente lícita. En consecuencia, el ilícito radica en el engaño respecto de las calidades o proveniencia de los bienes ofrecidos por el demandado o por sus competidores
. 


La mera valoración negativa de un producto ajeno (esto es, el juicio de valor negativo respecto de su calidad o de su precio) no da lugar per se a un ilícito reparable. Lo expresado respecto de las opiniones relativas a personalidades públicas también vale en el terreno comercial. Sin embargo, tratándose de productos o servicios, con frecuencia el juicio negativo de valor denigratorio lleva implícito un contenido descriptivo acerca de la calidad del producto o la confiabilidad del oferente, de modo que no siempre es fácil distinguir el juicio desdeñoso de la información falsa acerca de la calidad de los bienes ofrecidos por el competidor
. 


(d) Finalmente, la competencia desleal puede asumir la forma de una apropiación del nombre o de la propiedad industrial o intelectual de un tercero. En estas conductas convergen los atentados contra la privacidad del nombre y de la imagen con los que afectan la propiedad sobre bienes intangibles. Las normas generales sobre protección del nombre se extienden al ámbito empresarial y son antecedente de acciones de reparación indemnizatoria y en naturaleza, de acuerdo con las reglas generales. Por otra parte, en la medida que la confusión fraudulenta de la identidad del competidor también significa un engaño a los consumidores y, eventualmente, una lesión a derechos de propiedad industrial, su protección está garantizada por los respectivos ordenamientos
. 


También pertenece a esta categoría del engaño el propósito de hacer pasar un producto o servicio propio por uno especialmente valorado de la competencia. En su forma más elemental, el ilícito consiste en hacer creer al público que los productos provienen del tercero; pero hay otras formas más sutiles de obtener el mismo resultado, especialmente  por medio de la propaganda. Estas conductas pueden producir un enriquecimiento de quien hace el aprovechamiento abusivo, en cuyo caso la indemnización podrá medirse en razón de los beneficios injustificados que se derivan del ilícito; pero también pueden producir una desvalorización de la marca del competidor afectado, caso en el cual procede indemnizar el daño puramente patrimonial que se sigue del ilícito.


En el derecho comercial contemporáneo son especialmente importantes las apropiaciones de calidades genéricas de ciertos productos (como ocurre con el falseamiento de las denominaciones de origen). En el extremo, el ilícito se puede producir mediante apropiación dolosa de nombres ajenos con el fin de crear títulos jurídicos de propiedad (como ocurre con el registro de denominaciones en internet o de marcas conocidas que aún no han sido registradas en el país). Los efectos pueden ser restitutorios o indemnizatorios, como en el caso anterior.


5. Instrumentos técnicos de protección de la competencia honesta mediante acciones de competidores y consumidores. El derecho civil entrega acciones contractuales que protegen al adquirente frente al dolo del proveedor; sin embargo, en la inmensa mayoría de los casos tiene poco sentido económico demandar el perjuicio individualmente sufrido. Por eso, el control civil de las buenas prácticas competitivas está entregado primeramente a los propios competidores, que tienen acción de responsabilidad contra quien les haya causado perjuicios mediante actos de competencia desleal.  La acción de competencia desleal ejercida por el competidor produce un efecto reflejo en los consumidores que eran perjudicados por el engaño.


Por otra parte, estas acciones usualmente concurren con los medios típicos de protección de consumidores. Por un lado, los consumidores están directamente protegidos por el estatuto protector de la ley de protección de los consumidores, que establece (i) acciones contra la publicidad engañosa (artículos 28 y siguientes.), (ii) acciones colectivas que hacen viable el ejercicio judicial de sus derechos (artículos 51 y siguientes.) y (iii) una instancia administrativa de protección (Servicio Nacional del Consumidor (artículos 57 y siguientes). Por otro, la ley reconoce las acciones colectivas y los instrumentos administrativos de protección antes referidos.


(b) Necesidad de dictar en Chile una ley que sancione la competencia desleal


6. Bienes jurídicos en juego. De la enumeración de ilícitos de la sección anterior se infiere que el concepto de competencia desleal no es unívoco en la experiencia comparada y nacional, pues comprende conductas tan diversas como la publicidad engañosa, la publicidad comparativa, la denigración comercial, la apropiación ilícita del prestigio o de marcas ajenas e incluso ciertas prácticas comerciales ilícitas que atenten contra la libre competencia, etc.


Así, puede considerarse que la represión de la competencia desleal se justifica en la defensa de diversos bienes jurídicos: la protección del consumidor y del competidor frente a malas prácticas comerciales; la cautela de la propiedad intelectual e industrial; la libre competencia, que puede verse afectada de manera refleja por actos de competencia desleal. 


7. Técnicas jurídicas alternativas para regular estas materias. El derecho comparado muestra técnicas muy disímiles para combatir la competencia desleal. En algunos países, las reglas han sido extraídas por la jurisprudencia a partir de cláusulas generales del derecho privado, como la buena fe, las buenas costumbres y la responsabilidad civil por negligencia (es particularmente el caso de derecho francés y del common law); en otros, se han incorporado normas especiales que cubren los principales ilícitos en leyes especiales de protección de consumidores, sobre propiedad intelectual o industrial y sobre libre competencia.


8. Competencia en la materia asumida por la antigua Comisión Resolutiva. En Chile, hasta la entrada en vigencia de la ley Nº 19.911, que modificó sustancialmente la competencia e integración del Tribunal de la Libre Competencia, las antiguas Comisiones Antimonopolio asumieron una amplia jurisdicción en materias de competencia desleal, con independencia de si las conductas tenían un efecto reflejo en la estructura competitiva del respectivo mercado. Así,  se controlaban y sancionaban conductas desleales como las siguientes: 


- Actos de confusión tendientes a embrollar al consumidor, generalmente usando marcas o modelos similares a los líderes del mercado
.


- Actos de denigración destinados a perjudicar la imagen de los competidores
.


- Actos de imitación de nombres o modelos, diseños, etc.


- Apropiación de la reputación ajena, mediante utilización de nombres o modelos similares a los líderes del mercado
.


- Publicidad comparativa engañosa tendiente a resaltar un producto o perjudicar a la competencia, sin ser veraz, objetiva y demostrable a los consumidores
.


Estas conductas aparecen comúnmente vinculadas a conflictos de propiedad marcaria. Así, por ejemplo, las comisiones resolvieron reiteradamente que la inscripción de una marca que tenía por objeto únicamente impedir el ingreso de un competidor con su denominación conocida en el extranjero, y que no era utilizada en Chile, es contraria a la libre competencia, aun cuando la inscripción de propiedad fuera totalmente válida de conformidad con la ley sobre propiedad industrial
. 


9. Competencia en la materia del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia. De conformidad con el texto actual del Decreto Ley N° 211, el nuevo Tribunal de Defensa de la Libre Competencia tiene el control sobre “las prácticas predatorias, o de competencia desleal, realizadas con el objeto de alcanzar, mantener o incrementar una posición dominante” (artículo 3º, letra c). Con apoyo en esta norma, el tribunal ha limitado su competencia a los casos en que el supuesto acto de competencia desleal resulta idóneo para alcanzar, mantener o incrementar una posición dominante en el mercado relevante. 


En circunstancias que los actos de competencia desleal exceden en mucho las situaciones de dominio (estructural) de un mercado, la competencia del tribunal de la libre competencia ha quedado sustancialmente reducida en la materia. Así ha ocurrido en casos de publicidad comparativa
; publicidad engañosa
; y, denigración comercial
. En otro caso fue acogida la denuncia, precisamente porque las conductas de denigración comercial, en opinión del tribunal, pretendían aumentar la participación en el mercado
.


La posición de este Tribunal resulta coherente con la historia fidedigna de la ley Nº 19.911, que reformó el Decreto Ley Nº 211; durante su discusión se planteó incluir ampliamente los actos de competencia desleal entre las conductas contrarias a la libre competencia, lo que fue descartado por la Comisión Mixta, quien estableció la norma actualmente en vigor. 


Atendidos los cambios legislativos referidos, debe entenderse que la competencia para conocer de actos de competencia desleal corresponde a los tribunales ordinarios en lo civil, a menos que también importen un atentado contra la libre competencia.      


10. Estado normativo actual. En síntesis, de lo expresado se puede concluir que en materia de competencia desleal existen normas dispersas en distintos ordenamientos normativos. Los ilícitos de competencia desleal pueden coincidir con los establecidos por el derecho de protección de los consumidores, con los provenientes de las leyes sobre propiedad industrial e intelectual, con el ordenamiento de la libre competencia y con la protección del nombre y de los demás derechos de la personalidad. Así, por ejemplo, el engaño acerca de los atributos o proveniencia de un producto puede tener efectos en la estructura competitiva de un mercado, en la medida que su efecto sea construir una posición de dominio de mercado (artículo 3 letra c del Decreto Ley N° 211); constituye un atentado contra los derechos de los consumidores, porque su efecto es que no pueden tomar decisiones libres e  informadas (artículos 28 y 28 A, Ley N°19.496); puede constituir un atentado contra el derecho de propiedad industrial del  titular (artículo 28, Ley N°19.039); finalmente, puede constituir un ilícito contra el derecho al nombre, como parte de los derechos generales de la personalidad.


Como ordenamiento supletorio y fundamental, las normas generales del derecho de la responsabilidad civil pueden servir de base a la protección de los intereses de los competidores. En efecto, como se expuso el control civil de las buenas prácticas competitivas está entregado primeramente a los propios competidores, que tienen acción de responsabilidad contra quien les haya causado perjuicios mediante actos de competencia desleal. Naturalmente, la acción de competencia desleal ejercida por el competidor produce un efecto reflejo en beneficio de los consumidores que eran perjudicados por el engaño (sin perjuicio de las acciones que la ley concede a los consumidores).


11. Ventajas de una ley especial. Una ley especial tiene la ventaja de dar orientaciones más precisas a los jueces en la tarea de definir los límites entre la competencia dura, pero correcta, y la que resulta desleal. Permite también identificar las acciones que se conceden y establecer procedimientos expeditos. Con todo, atendidos los ingenios de la mala fe, ninguna descripción legal de los ilícitos podrá ser exhaustiva, de modo que igualmente el ordenamiento requiere de una cláusula general (como es la culpa en la responsabilidad civil). 


(c) Comentarios al Proyecto


Artículo 1º: Ámbito de aplicación de la ley. En circunstancias que la competencia desleal es definida en otra disposición (artículo 3º), parece preferible referirse aquí a las personas que son protegidas por la ley. Esta norma introductoria podría expresar que “la ley tiene por objeto proteger a competidores, consumidores y, en general, a cualquier persona afectada en sus intereses legítimos por un acto de competencia desleal”.


Artículo 2º: Delimitación con los ilícitos contra la libre competencia y contra los consumidores. El proyecto asume que los actos de competencia desleal que tienen efectos en materia de libre competencia son excluyentemente conocidos por el Tribunal de la Libre Competencia, de conformidad con la norma del artículo 3º letra c) del Decreto Ley N° 211, y que los ilícitos contra los consumidores son exclusivamente conocidos por los tribunales y siguiendo los procedimientos de la ley Nº 19.496. 


La actual redacción de la norma amenaza con crear permanentes e innecesarios conflictos respecto del tribunal competente. Por ejemplo, un acto que por si mismo es de competencia desleal puede tener además efectos monopólicos, a cuyo respecto debe tener competencia exclusiva el Tribunal de la Libre Competencia; pero nada debe obstar a que en la jurisdicción competente para conocer de la competencia desleal se sigan las acciones que directamente se siguen del ilícito (suspensión del acto abusivo, por ejemplo), sin que para ello sea necesario analizar la estructura del respectivo mercado (como debe hacerlo el Tribunal de la Libre Competencia). 


Algo semejante puede ocurrir con las reglas de la ley de protección al consumidor. Como se ha visto, un mismo acto de competencia desleal puede tener efectos abusivos respecto de los consumidores y de los competidores (como ocurre, por ejemplo, con la propaganda comparativa engañosa). De la circunstancia que la propaganda engañosa esté regulada en la ley de protección al consumidor no puede seguirse, sin embargo, que el competidor afectado no pueda invocar la ley sobre competencia desleal. 


Para evitar estas dificultades parece conveniente precisar el alcance de la limitación en el sentido que “esta ley no se aplicará a los casos en que se pretenda calificar el ilícito de competencia desleal como un acto contrario a la libre competencia o se ejerza alguna acción reconocida por la ley Nº 19.496”.


Artículo 3º: Definición de competencia desleal. La definición de la competencia desleal sobre la base de un estándar general tiene las dificultades planteadas más arriba. Por otro lado, como también se ha visto, resulta inevitable tener una regla general ante la dificultad de definir ex ante todos los ilícitos. La regla propuesta es muy comprensiva porque incluye referencias a la buena fe, a las sanas costumbres y a la práctica comercial honesta, esto es, recurre a los tres conceptos normativos del derecho patrimonial (buena fe, buenas costumbres y culpa contra las prácticas aceptables). 


Si se estimare conveniente establecer alguna cláusula general, parece recomendable agregar alguna referencia a la idea de que la competencia desleal supone infringir las reglas que observa un competidor que persigue obtener participación de mercado sin incurrir en prácticas deshonestas. El interés radica en orientar a los jueces en el sentido que la competencia desleal no puede ser un instrumento que entrabe la competencia fuerte, pero legítima.


Artículos 4º y 6º: Publicidad comparativa. El Proyecto se refiere a diversos ilícitos a que puede dar lugar la publicidad comparativa. Sería conveniente, ante todo, declarar que la publicidad comparativa no es contraria a derecho a menos que constituya una práctica de competencia desleal. 


En particular parece necesario distinguir dos situaciones: (i) el juicio denigratorio, sin fundamento en hechos comprobables, de los productos, prestaciones, marcas o de las características comerciales del competidor; y (ii) la afirmación de hechos relativos a esas materias que afectan al competidor y que no pueden ser demostrables como verdaderos. Las normas de los artículos 4º y 6º sólo tienen por objeto el segundo tipo de ilícitos. Dentro de esta restricción, el texto podría ser mejorado en su redacción, pero cubre, en nuestra opinión, los principales ilícitos en la materia
.


Artículo 5º: Información falsa y manifestaciones denigratorias respecto de la competencia.  Esta disposición contiene dos reglas muy diferentes, que conviene separar: el inciso primero se refiere a información falsa  respecto de terceros (lo que constituye un caso de publicidad engañosa); el inciso segundo alude a las manifestaciones agraviantes que persiguen agraviar en razón de la nacionalidad, la raza, las creencias, la vida privada u otras circunstancias personales del competidor, pero que no tengan relación con el producto. En esta última materia conviene discernir si la difamación gratuita y sin fundamento empírico a un producto de la competencia, a que se hace referencia en el párrafo anterior, no debiera ser también incluida con ilícito de competencia desleal.


Artículo 7º: Imitación de productos ajenos. El inciso primero establece un principio correcto a favor de la competencia, como es que la imitación de de iniciativas y prestaciones ajenas es libre, a menos que ello signifique infracción a la propiedad intelectual o industrial ajena (convendría hacer una precisión acerca de este alcance).


La norma del inciso segundo de este artículo 7º comprende dos casos de imitación ilícita: que se genere confusión acerca de la procedencia del producto o prestación o que el acto comporte aprovechamiento indebido de la reputación ajena. Existe una regla similar en la ley de protección del consumidor, que establece que la imitación no es aceptable cuando se traduce en un engaño al consumidor acerca de la identidad del oferente, de la marca o de los productos ofrecidos (ley Nº 19.496, artículo 28 A). 


Siguiendo el derecho comparado, el ilícito se podría descomponer en tres casos: (i) un engaño acerca de la proveniencia del bien o servicio; (b) el aprovechamiento o deterioro abusivo de la valoración de productos similares y (c) la imitación que se realiza utilizando conocimientos o documentos ilícitamente obtenidos
.


Artículo 8º: Divulgación o apropiación de secretos industriales o empresariales. La norma excede el campo de la competencia desleal al referirse a la divulgación de secretos industriales. Lo relevante en esta sede es la utilización de secretos indebidamente adquiridos, que podría ser incluida en el artículo anterior.


Artículo 9º: Prácticas de entorpecimiento de la competencia. La norma pretende evitar que la competencia se realice mediante prácticas que suponen dificultar la actividad de competidores. Con todo, su redacción es equívoca y puede resultar incomprensible.


De especial interés sería establecer una regla sobre inducción al incumplimiento de contrato como medio de competencia desleal. La materia es importante porque es de amplio reconocimiento en el derecho comparado y resulta preferible definir el ilícito con alguna precisión para evitar una jurisprudencia carente de orientaciones; el riesgo, también en este caso, es que a pretexto de cautelar la competencia leal, se establezcan límites injustificados a la libertad de emprender y competir.


Artículos 10 y 11: Sistema de acciones civiles. El conjunto de acciones que establece el artículo 10 es completamente coherente con los desarrollos contemporáneos del derecho de la responsabilidad civil, que tiende a reconocer acciones de reparación en naturaleza, además de las indemnizatorias.


La titularidad activa amplia del artículo 11 resulta equívoca: la acción siempre requerirá un interés personal de quien la ejerza, de modo que no parece conveniente establecer una regla especial para la acción indemnizatoria, porque debiera entenderse que en ningún caso hay una especie de acción popular.  


Artículo 12: Prescripción. Es sensato establecer un plazo breve de prescripción de las acciones, para evitar que la amenaza de entablarlas pueda entrabar la competencia. El Proyecto establece un plazo de dos años. La ley alemana de 2004 establece un plazo de seis meses para las acciones que persiguen una reparación en naturaleza (contado desde que nace la acción o desde que se toma conocimiento del ilícito, si ocurre con posterioridad); para la acción indemnizatoria se establece la regla general para la prescripción de acciones de responsabilidad civil.  


Artículos 13 y 14: Juez competente y procedimiento. Excluida la competencia general del Tribunal de la Libre Competencia, según lo antes expresado, el proyecto establece la competencia de los jueces civiles, lo que es por completo razonable. También lo es que se establezca un procedimiento sumario. De interés sería que se establecieran expresamente medidas cautelares que permitan obtener la suspensión de los actos de competencia desleal cuando la demanda tenga fundamento plausible.      


Artículo 15°. Sanciones. Esta minuta no se refiere a las materias penales contenidas en esta disposición.

Señor Enrique Hraldo Larraín.


Una vez finalizada la exposición del señor Barros, el Honorable Senador señor García dio la palabra al abogado señor Enrique Hraldo, Gerente Jurídico de Nestlé Chile S.A., quien se manifestó de acuerdo con lo señalado por los invitados anteriores, y señaló que su visión será la de una empresa en relación con la competencia desleal.


En una economía social de mercado, señaló, la competencia es un bien económico y jurídico protegido. El bien último, desde luego,  es el bienestar de los consumidores. Para que exista competencia leal debe regir el principio de la igualdad. 


Precisó a continuación algunos conceptos generales: igualdad es la conformidad de una cosa con otra en naturaleza, forma, calidad o cantidad; Igualdad ante la ley, es el principio que reconoce a todas las personas capacidad para ejercer los mismos derechos; por último, competencia leal en el mercado, es disputar entre dos o más personas respecto a un producto en forma verídica y fiel.

En la legislación chilena, prosiguió, nos encontramos con los siguientes antecedentes legales respecto a la materia en comento. En primer lugar, el artículo 3° letra c) Decreto Ley N° 211, que establece: “Se considerarán, entre otros, como hechos, actos o convenciones que impiden, restringen o entorpecen la libre competencia, los siguientes: c) las prácticas predatorias o de competencia desleal, realizadas con el objeto de alcanzar, mantener o incrementar una posición dominante.”, es decir está vinculado este concepto con el de abuso. Por su parte, la Ley de Propiedad Industrial Nº 19.039, modificada por Ley Nº 19.996, en su Artículo  20, letra f), dispone en su texto refundido:”f) las que se presten para inducir a error o engaño respecto de la procedencia, cualidad o género de los productos, servicios o establecimientos, comprendidas aquellas pertenecientes a distintas clases cuyas coberturas tengan relación o indiquen una conexión de los respectivos bienes, servicios o establecimientos.”.


Luego se refirió a los organismos legales regulatorios de la competencia desleal en Chile, y mencionó en primer término al  Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, al que, en conformidad al  Artículo 18° N°1, del Decreto Ley Nº 211, le corresponde “conocer, a solicitud de parte o del Fiscal Nacional Económico, las situaciones que pudieren constituir infracciones a la presente ley”. Conforme al número 3° del citado artículo, también le compete dictar instrucciones de carácter general de conformidad a la ley, las cuales deberán considerarse por los particulares en los actos o contratos que ejecuten o celebren y que tuvieren relación con la libre competencia o pudieren atentar contra ella. También mencionó en este punto al Departamento de Propiedad Industrial, en cuanto Tribunal Arbitral de Propiedad Industrial, cuyas facultades regulatorias se contemplan en los párrafos 2° y 3° de la Ley 19.039, y en la nueva Ley 19.996. Asimismo, destacó la existencia de un organismo autorregulatorio de la competencia desleal en nuestro país, denominado  Consejo de Autorregulación y Ética Publicitaria (CONAR), que ante la ausencia de un órgano creado por la ley  relativo a la publicidad, ha venido a llenar este vacío, y este organismo aplica el denominado Código de Ética que da énfasis a la libertad de expresión comercial, a la comunicación publicitaria, para que ésta se realice en forma responsable y enmarcada en normas y principios que respeten los derechos de los consumidores, la sana competencia y la autorregulación. 


El señor Hraldo hizo, a continuación, expresa mención de algunas normas de este Código que aplica el CONAR, el que según su texto refundido vigente a partir del 21 de abril del presente año, se basa también en las normas del Código Internacional de Prácticas de Publicidad de la Cámara Internacional de Comercio de Paris.  Así destacó el Considerando d) del mismo, que  prescribe, a la letra: “cada aviso o actividad publicitaria, debe ser un instrumento de la competencia leal, entre los diversos productos y servicios, que, a través de una adecuada información, permite su libre elección”. El Artículo 4°, por su parte, relativo a la “veracidad”, establece que: “los avisos no deben contener ninguna declaración o presentación visual, que directamente o por implicación, omisión, ambigüedad o pretensión exagerada, puedan conducir al consumidor a conclusiones erróneas”. Con respecto a la “competencia”, el Artículo 12° dispone que: “el avisador será respetuoso respecto de los productos o servicios o productos publicitados por un competidor”.


En este punto, el Honorable Senador señor García consultó si existe alguna resolución de este organismo que haya marcado algún hito particular, ante lo que el señor Hraldo contestó afirmativamente, señaló que en efecto hay bastantes casos emblemáticos, y se refirió específicamente a un caso en que se vio involucrada Nestlé S.A.. 


Nestlé Chile S.A., prosiguió, demandó ante el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia a una empresa chilena, como filial de otra extranjera, ya que ésta introdujo en la rotulación de las etiquetas de un producto de comida para perros una leyenda acompañada de un dibujo de un nuggets o croqueta que declara que dicho producto contiene “Nuggets ricos en carne fresca”, no obstante tratarse de un producto seco, extruido y peletizado, sin presencia efectiva de carne fresca. La sentencia del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia no acogió la demanda y expresó en el considerando 5°, “que los aspectos éticos de la publicidad o aquellos que afecten los derechos del consumidor, no corresponde analizarlos ni juzgarlos en esta sede, de acuerdo con el principio de la especificidad de las competencias”. En el considerando 7°, establece que “es razonable suponer que el consumidor – el propietario del perro en la especie - entiende que un producto deshidratado no contiene carne fresca y, por lo tanto, difícilmente puede afirmarse que tal consumidor ha sido inducido a error por la publicidad.  Aún el hipotético caso de que creyera de que el producto contiene carne fresca, en la primera compra se daría cuenta de que ello no es efectivo”. Continuando con su razonamiento el Tribunal, en el  considerando 8°, expresó que  “en el caso sub-lite, no se está en presencia de una publicidad engañosa que sea idónea para impedir, restringir o entorpecer la libre competencia”.

En conclusión, de esta sentencia se colige que el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia no entró en el análisis de los aspectos éticos de la publicidad, existiendo un vacío en el ordenamiento legal sobre esta materia, que sólo es cubierto por las disposiciones del Código de Ética que aplica el CONAR, pero cuyas resoluciones carecen de imperio.


En el caso citado el CONAR, por el contrario, resolvió aceptar la denuncia formulada por Nestlé Chile S.A., mediante el Acuerdo del organismo máximo del CONAR, esto es, el Tribunal de Ética Publicitaria, que resolvió que, efectivamente, la frase “ricos en carne fresca” contenida en la publicidad y envase del producto, sumada a la palabra “nuevos” y a la imagen de nuggets con su interior especialmente destacado, efectivamente podrá conducir a confusión o engaño en los consumidores, haciéndoles creer que el producto tiene un elemento diferenciador de su competencia, el contener carne fresca, cuestión que no corresponde a la realidad. El Tribunal máximo del CONAR acogió el reclamo de Nestlé, respecto de la publicidad de la empresa utilizada para su producto comida para perros que indica, por estar ella en conflicto con la ética publicitaria según se señala en los artículos  4, 6, 10 y 11 del Código Chileno de Ética Publicitaria. Por lo anterior, la publicidad cuestionada, no debiera ser utilizada nuevamente, en tanto no se avenga con lo señalado en los considerandos del dictamen.


Sin embargo, como señaló anteriormente, el CONAR carece de imperio, y esta sentencia no se cumplió por parte de la denunciada, y hasta hoy, estos productos se rotulan en sus etiquetas y se publicitan en la forma rechazada por el CONAR. En apoyo a su afirmación, el señor Hraldo presentó a la Comisión envases del producto aludido con su actual rotulación.


En relación a este caso, el Honorable Senador señor Orpis consultó si la empresa Nestlé S.A., recurrió al tribunal competente en la Ley de Protección del Consumidor, en consideración a que, de acuerdo a la legislación actual, no es excluyente dirigirse a uno u otro Tribunal. El señor Hraldo señaló que se formuló una denuncia, poniendo los antecedentes en conocimiento del Servicio Nacional del Consumidor. No obstante, no se interpuso acciones judiciales bajo el amparo de la Ley del Consumidor, pues habría resultado necesario inducir a un consumidor a que ejerciera las acciones pertinentes, y la empresa que representa no quiso asumir dicha actitud inductora.


Siguiendo con su exposición, el señor Hraldo presentó algunos casos prácticos, donde concurren conflictos comerciales diversos, en los cuales, se mezclan o coinciden conflictos marcarios, imitaciones, “trade dress” intentos de capturar “good wills” y por cierto, aspectos  relacionados con “competencia desleal”. Se trata, indicó,  de una  actividad encaminada a la captación de clientes mediante maniobras, maquinaciones o formas y medios de conciencia, y la mayoría de los casos expuestos han sido objeto de acuerdo entre los competidores, por la buena relación comercial entre empresas de primer nivel.


Así, mencionó el caso de la marca de “Nescafé”, y mostró etiquetas de distintas marcas de café, cuya similitud con la primera es bastante notoria. Si la etiqueta no está registrada, precisó, este ya no es un tema marcario, sino que cae en el ámbito de la competencia desleal. Otro caso es el de la marca Sahne-Nuss, que según un estudio que citó es la marca chilena con mayor nivel de recordación, y existen competidores que se aprovechan  del esfuerzo, posición y prestigio logrado. Se refirió asimismo a casos de uso de signos distintivos idénticos o semejantes al utilizado por el competidor prestigioso, como ocurrió con “Coronado”; a casos en que la imagen origina efectos de confusión en el consumidor, como el caso de “Milo” y otros productos para chocolatar la leche, etc.


En otro ámbito, el de marketing – publicidad, hizo presente conductas constitutivas de competencia desleal, como por ejemplo, formular afirmaciones sin bases  verdaderas, e ilustró lo anterior con la frase de publicidad “ocho de cada diez gatos prefieren whiskas”. También la existencia de marcas cuyo acercamiento con la marca registrada es evidente, tal como: Dog Chow y Dog Show. Llevan a consumidores a creer en falsas premisas. Por último, se refirió al dumping, con venta bajo el costo, simulación de precio y simulación de stock.


De lo expuesto anteriormente, continuó, resulta claro que en una economía social de mercado, para que esta sea eficaz, se requiere contar con una legislación especifica sobre la materia, diferente a la legislación antimonopolios, como también a la de propiedad industrial, lo que no acontece en Chile; no ocurre lo mismo en otras legislaciones, como la de República de Perú, que cuenta con una legislación especial al respecto, y una “Comisión de Represión de la Competencia Desleal” que en definitiva, tiene las facultades para conocer, juzgar y sentenciar los casos de competencia desleal, como lo es el caso: “ricos en carne fresca del producto Pedigree”, mediante resoluciones dotadas de imperio.


En este sentido, estimó que el proyecto de ley en estudio satisface en gran parte las necesidades de contar con una legislación específica, sobre competencia desleal en Chile. No obstante, consideró que, por ser una materia que se inserta, por su especialización, en el derecho económico, cabría establecer como tribunal competente para conocer de estos procedimientos al propio Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, debiendo así, éste abocarse a los temas propios de Antitrust, como también a aquellos de la competencia desleal, ya que el Juzgado de Letras en lo Civil, es sin duda un muy calificado tribunal, pero para conocer materias propiamente civiles y no aquellas que se refieren a aspectos económicos muy especializados, de competencia desleal.


Por último, entregó a la Comisión una carta de Asociación Chilena de la Propiedad Industrial, en apoyo de designar como Tribunal competente en materia de competencia desleal, al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, en sala especial.

Señor Arturo Irarrázabal Covarrubias.

Finalizada la exposición del señor Hraldo, el Presidente de la Comisión dio paso a la intervención del abogado señor Arturo Irarrázabal, Decano de la Universidad Católica de Chile, quien acompañó su exposición con una minuta que recoge los aspectos principales de  la misma, la que se encuentra a disposición de los Honorables Senadores en la Secretaria de la Comisión. Cabe señalar que el señor Irrarázabal se manifestó de acuerdo con la mayor parte de las afirmaciones formuladas por los abogados señores Concha y Barros, precedentemente.

Antecedentes generales del proyecto.


En referencia a los antecedentes generales del proyecto en estudio contenidos en el informe de la Comisión de Economía de la Cámara de Diputados, señala que son, en su opinión, bastante equívocos, pues plantea que el proyecto de ley se inserta en lo que sería la política de competencia que se referiría a las disciplinas que reglan la cantidad de competidores en un mercado determinado.  Asimismo, habría políticas de competencia que pueden convertirse en barreras de acceso al sector de servicios e inversiones o que puede permitir prácticas monopólicas.  Agrega el informe que le compete al Poder Ejecutivo establecer las políticas de la competencia a través de los órganos antimonopólicos. Consecuente con lo anterior, el informe del proyecto explica los aspectos fundamentales de la Ley de la Competencia de Chile.


A continuación el informe describe las experiencias extranjeras, en especial Argentina, Colombia y España.  En el caso argentino se describe la Ley de la Competencia que rigió entre 1980 y 1999.  La ley argentina que se podría haber expuesto como antecedente es la Ley de Lealtad Comercial de 1983 (Ley 22.802) que ha tenido muy poca aplicación.  Dicha ley se refiere a varias materias, a saber, la identificación de mercaderías (capitulo I), las denominaciones de origen (capítulo II) y la publicidad y promoción mediante premios (capítulo III).  Las sanciones en la ley argentina son todas de carácter administrativo consistente en multas y en casos graves el decomiso de las mercaderías.


 En el caso colombiano la ley citada en el informe es la que corresponde y se trata de una ley bien desarrollada.  La ley colombiana N° 256 de 1996, parte con una prohibición general de los actos de competencia desleal, bajo el principio de la buena fe comercial.  La ley sanciona 12 actos de competencia desleal:  desviación de clientela (artículo 8°), actos de desorganización (artículo 9°), de confusión (artículo 10°), actos de engaño (artículo 11°), de descrédito  (artículo 12°), actos de comparación (artículo 13°), de imitación (artículo 14°), explotación de reputación ajena (artículo 15°), violación de secretos (artículo 16), inducción a la ruptura contractual (artículo 17°), violación de normas (artículo 18°) y pactos desleales de exclusividad (artículo 19°).  La ley colombiana contempla solamente dos sanciones: la acción declarativa de competencia desleal y la acción preventiva.  La jurisdicción corresponde a los jueces especializados en derecho comercial creados en 1989 y donde no les hubiera a los jueces civiles de distrito.


En el caso español, la legislación citada tampoco corresponde, pues se describe la Ley de la Competencia y no la Ley de la Competencia Desleal 3/1991.  La ley española, después de las disposiciones generales, conceptualiza como actos de competencia desleal todo comportamiento que resulte objetivamente contrario a las exigencias de la buena fe (artículo 5°).  La ley sanciona los siguientes actos de competencia desleal:  actos de confusión (artículo 6°), de engaño (artículo 7°), obsequios, premios y supuestos análogos (artículo 8°), actos de desorganización (artículo 9°), de comparación (artículo 10°), de imitación (artículo 11°), explotación de la reputación ajena (artículo 12°), violación de secretos (artículo 13°), inducción a la infracción contractual (artículo 14°), violación de normas (artículo 15°), discriminación y dependencia económica (artículo 16°) y venta a pérdida (artículo 17°).  A su vez la ley española  contempla varias acciones que pueden ejercitarse, las que prácticamente se repiten en el proyecto de ley en estudio: la acción declarativa, la acción de cesación del acto o de prohibición del mismo, de remoción de los efectos producidos por el acto, de rectificación de información, acción de resarcimiento de daños si ha intervenido dolo o culpa del agente y acción de enriquecimiento injusto cuando existe alguna exclusividad.

Ideas fundamentales del proyecto


Los señores Diputados patrocinadores del proyecto consideran que la competencia desleal es un fenómeno complejo, que puede afectar o no la libre concurrencia en el mercado y que puede o no perjudicar a los consumidores.  Lo que caracteriza fundamentalmente a la competencia desleal es que se dirige en contra de otros agentes del mercado.  Desde el punto de vista internacional, la celebración de tratados de libre comercio, implica un esfuerzo adicional en el sentido de regular la competencia desleal.  Un aspecto de especial preocupación para los patrocinadores del proyecto es el denominado pirateo donde se imita aprovechándose del trabajo ajeno sin pagar los derechos que corresponden.  En materia de jurisdicción el proyecto se inclina por los tribunales civiles con procedimiento sumario.


Luego, el señor Concha efectuó un análisis de los 15 artículos del proyecto.


Artículo 1°. En la discusión en particular en la Comisión, se planteó la duda con respecto al alcance de la norma a una empresa que comprase toda la producción de otra empresa.  Se concluyó que una práctica como esa está incluida en el ámbito de la ley pues los actos de competencia desleal no guardan relación a si hay o no consumo, sino por el solo hecho de ser prestador de servicios o de productos, distribuidor o proveedor de servicios.


En el derecho comparado se ha preferido un objeto o finalidad de la ley más claro y sencillo.  Generalmente, no se la trata como una ley sancionadora sino que una que busca promover la competencia leal.   Los actos de competencia desleal son ilícitos civiles que provocan daño en el patrimonio de un competidor.  Así, el verdadero objetivo de la ley pasa a ser la prevención y reparación de los daños causados contra competidores.


Pareciera más adecuado una norma más sencilla y que se preste para menos confusiones.  El artículo 1° de la ley española parecería más apropiado que el del proyecto de ley.  Dice la norma española:   “La presente ley tiene por objeto la protección de la competencia en interés de todos los que participan en el mercado, y a tal fin establece la prohibición de los actos de competencia desleal”.


Artículo 2°. La norma contenida en la moción era de una gran confusión y fue modificada por la indicación que fue aprobada por asentimiento unánime.

En el derecho comparado, al menos en la legislación española y colombiana considerada para estos efectos, no existe una norma parecida a la contenida en el artículo 2° del proyecto de ley pues se considera que son materias totalmente diferentes.  Así en España, hoy en día, se distingue la Ley de Competencia Desleal, de la Ley General de Publicidad, de la Ley de Defensa de la Competencia, de la legislación en materia de propiedad industrial e intelectual, de la Ley de Ordenación del Comercio Minorista y de la legislación sobre defensa de los consumidores y usuarios.


Debiera preocupar el hecho que en la última modificación de la Ley de la Competencia chilena, se incorporó como práctica restrictiva la competencia desleal. Así, el nuevo artículo 3° considera como un hecho, acto o convención que impide, restringe o entorpece la libre competencia: “c) Las prácticas predatorias, o de competencia desleal, realizadas con el objeto de alcanzar, mantener o incrementar una posición dominante”. Frente a esta realidad, pareciera que existirían diversas alternativas. Una primera posibilidad sería exceptuar de la Ley de Competencia Desleal, la práctica restrictiva de la competencia desleal en tanto restrinja, limite o entorpezca la libre competencia.  Una segunda posibilidad sería la eliminación de la práctica restrictiva de la competencia desleal de la Ley de la Competencia.  Una tercera posibilidad sería tener la práctica de competencia desleal en ambas leyes, en tanto afecte la libre competencia a la Ley de la Competencia y en tanto no la afecte en la Ley de Competencia Desleal.  Pareciera que la segunda alternativa es la mejor pues evita que la parte afectada elija la Ley de la Competencia por su mayor eficacia y haga aparecer como práctica restrictiva de la competencia los diversos actos de competencia desleal.  En el caso de continuar con la práctica restrictiva en la Ley de la Competencia habría que modificarla en forma parecida a la contemplada en el artículo 7° de la Ley de Defensa de la Competencia española tipificando el falseamiento de la libre competencia por actos desleales y agregando que para que sean sancionables por el Tribunal de la Competencia se requiera que concurran las siguientes circunstancias:


a) Que este acto de competencia desleal distorsione gravemente las condiciones de competencia en el mercado.


b) Que esa grave distorsión afecte el interés público.


Artículo 3°. La norma aprobada tiene su origen en la moción parlamentaria con algunas indicaciones.  En la discusión en particular se pudo apreciar las dificultades que puede generar esta cláusula general.  En dicha discusión se propuso incluir la exigencia que la conducta fuese ilícita y prohibida, como también el que ocasionase agravio.  En el texto final fueron eliminadas estas condiciones por considerarse que complicarían el análisis de los actos de competencia desleal.  Asimismo, hubo discusión con respecto al calificativo de honesto y si éste podría reemplazarse por prácticas usuales o normales.  Al final primó el término honesto al no encontrarse otra palabra más adecuada.


En el derecho comparado se plantea la existencia de una cláusula general (legislación española) o de una prohibición general (legislación colombiana).  En el caso español la cláusula general establece que se reputa desleal todo comportamiento que resulte objetivamente contrario a las exigencias de la buena fe (artículo 5°).  En la doctrina del derecho español está claro que el reproche de deslealtad no requiere de la presencia de ningún requisito de orden subjetivo.  Así el acto mismo no depende del dolo o culpa del sujeto agente, los que sin embargo son presupuestos de la responsabilidad civil derivada de los actos de competencia desleal.  Como ilícito de peligro, la deslealtad tampoco depende de los resultados prácticos del acto enjuiciado sea de daño o lesión patrimonial, lo que es relevante para la responsabilidad civil derivada de los actos de competencia desleal.  Bajo el amparo de la cláusula general española se han considerado como contrario a la buena fe los siguientes grupos de casos:


- Actos de expolio o aprovechamiento indebido del esfuerzo ajeno;


-Actos de obstaculización;


-Ofertas molestas;


-Abuso de autoridad;


- Actos de explotación de los sentimientos;


-Publicidad desagradable;


-Actos de agresión.


La legislación colombiana en vez de una cláusula general tiene una prohibición general.  De acuerdo con el artículo 7° quedan prohibidos los actos de competencia desleal.  Los participantes en el mercado deben respetar en todas sus actuaciones el principio de la buena fe comercial.  El inciso 2°  considera como acto de competencia desleal todo acto o hecho que se realice en el mercado con fines concurrenciales, cuando resulte contrario a las sanas costumbres mercantiles, al principio de la buena fe comercial, a los usos honestos en materia industrial o comercial, o bien cuando está encaminado a afectar o afecte la libertad de decisión del comprador o consumidor, o el funcionamiento concurrencial  del mercado.


Al parecer las alternativas para el legislador serían tres. Una primera alternativa sería adoptar la cláusula general española.  Una segunda sería la prohibición general colombiana.  La tercera alternativa sería una ley  sin cláusula general o prohibición general.  Si la ley no es sancionadora y se desea un desarrollo jurisprudencial de los actos de competencia desleal, debiera preferirse la cláusula general española.  Si por el contrario, la ley es sancionatoria debiera analizarse la alternativa de no con contar con cláusula o prohibición general, sino de actos claramente tipificados.


Artículo 4°. La norma de este artículo en la moción parlamentaria contenía los actos de engaño como competencia desleal y el engaño en obsequios, primas e impuestos análogos. Mediante indicación parlamentaria quedó circunscrito al primer aspecto.  En lo que se refiere a los actos de engaño, estos se conceptualizaron igual que la legislación colombiana (artículo 11°, inciso 1°).  Sin embargo, la ley colombiana presume como desleal una serie de actos sobre la actividad, las prestaciones mercantiles o el establecimiento ajenos, que fue omitido de la disposición aprobada por la Cámara. Así, los actos engañosos del inciso 2° habría que encuadrarlos como actos especiales dentro de la norma general del inciso 1°, vale decir siempre referidas a inducciones al público a error sobre la actividad, prestaciones, productos o establecimientos ajenos.  Supuestos engaños sobre productos propios no estarían incluidos en el ámbito de la Ley de Competencia Desleal.


En el derecho comparado existen dos concepciones sobre los actos de engaño como práctica desleal.  Por un lado está la acepción de la legislación española, que en su artículo 7°, considera engañosa la utilización o difusión de indicaciones incorrectas o falsas o la omisión de las verdaderas.  Por el otro lado, la legislación colombiana restringe el engaño a las conductas que tengan por objeto o como efecto inducir al público a error sobre la actividad, las prestaciones mercantiles o el establecimiento ajenos (artículo 11°).


La norma aprobada por la H. Cámara, pareciera adecuada pues en nuestro país las actos de engaño sobre productos y servicios propios, cae dentro del ámbito de la legislación de protección de los consumidores.  Lo que si, habría que agregar a la norma aprobada, en su inciso 2°, que la enumeración de actos engañosos se refiera a errores en la actividad, las prestaciones o el establecimiento ajeno.


Artículo 5°. En la moción parlamentaria no se establecía que las manifestaciones debían ser falsas, por lo que se excluía la exceptio veritatis.  En relación a las manifestaciones agraviantes tampoco incluía que dichas manifestaciones no tuviesen relación con la calidad del producto o del servicio prestado. Ambos conceptos fueron felizmente agregados en la discusión particular de la Comisión.


En el derecho comparado estos actos de competencia desleal se califican como actos de denigración o de descrédito.  En el derecho español se configura la denigración como la realización o difusión de manifestaciones sobre la actividad, las prestaciones, el establecimiento o las relaciones mercantiles de un tercero que sean aptas para menoscabar el crédito en el mercado, a no ser que sean exactas, verdaderos y pertinentes.  Las manifestaciones agraviantes en España no tienen excepción en relación a la calidad del producto o servicio prestado (artículo 9°).  En la legislación colombiana los actos de descrédito consisten en la utilización o difusión de manifestaciones incorrectas o falsas, la omisión de las verdaderas y cualquier otro tipo de práctica que tenga por objeto o como efecto desacreditar la actividad, las prestaciones, el establecimiento o las relaciones mercantiles de un tercero, a no ser que sean exactas, verdaderas y pertinentes (artículo 12°).


En el caso chileno pareciera preferible la tipificación española a la colombiana.  La denigración debiera guardar relación con el menoscabo del crédito de un tercero en el mercado y el criterio de calificación más que la falsedad en las manifestaciones, debiera ser  las exigencias de la exactitud, verdad y pertinencia.  En cuanto a las manifestaciones agraviantes la excepción agregada a la norma en análisis, podría hacer poco aplicable dicha disposición.


Artículo 6°. La moción parlamentaria consideraba desleal la comparación cuando engañaba a los consumidores.  Mediante indicación se cambió el engaño por el criterio que toda comparación debe ser veraz, objetiva y demostrable.


En el derecho comparado los actos de comparación son considerados desleales con criterios diferentes.  En el caso español es desleal la comparación pública de la actividad, las prestaciones o el establecimiento propios o ajenos con las de un tercero cuando la comparación se refiere a   extremos  que  no  sean análogos, relevantes ni comprobables.  Además, se considera desleal la comparación engañosa y las denigrantes (artículo 10°).  En el caso colombiano es desleal la comparación pública cuando se utilicen indicaciones o aseveraciones incorrectas o falsas, u omite las verdaderas, como también las comparaciones que se refiere a extremos que no sean análogas ni comparables (artículo 13°).


Recordemos que en el caso chileno la publicidad está tratada en la legislación de protección de los consumidores.  Pareciera que la norma aprobada por la H. Cámara de Diputados  es adecuada.  Los criterios de que la comparación debe ser veraz, objetiva y demostrable  surge de la jurisprudencia de la libre competencia y que después fue incorporada en las normas del Consejo de Autorregulación Publicitaria.


Artículo 7°. En la Comisión se mejoró la redacción en relación con el texto de la moción.  Más importante, se excluyeron los actos que constituyen infracción de la legislación de propiedad intelectual o industrial.


En el derecho comparado los actos de imitación     están tratados en forma bastante parecida.  La norma del artículo 11° de la ley sugerida no es muy diferente al artículo 14° de la ley colombiana.


La norma propuesta por la H. Cámara de Diputados parece acertada.


Artículo 8°. En la discusión en la Comisión se mejoró un poco la redacción.


El derecho comparado conoce esta figura de competencia desleal como violación de secretos.  Por lo general tiene un mayor desarrollo que la norma chilena (artículo 13° de la Ley española y 16° de la Ley colombiana).


La redacción de la norma chilena para adecuada.


Artículo 9°. En la discusión de la moción  en la Comisión se quiso cambiar la norma por una que presumiría competencia desleal cuando se actuara en el mercado nacional con infracción grave o reiterada de las leyes laborales, tributarias, aduaneras y de inmigración. Se objetó esta indicación por cuanto se consideró que afectaría a las micro-empresas (ventas anuales de hasta 2.400 UF) y a las pequeñas empresas (ventas anuales entre 2.400 Y 25.000 UF).  La Comisión desestimó esta indicación y quedó en vez el acto de desorganización.


En el derecho comparado a veces se contemplan los actos de desorganización (artículo 9° de la ley colombiana) y también la violación de normas (artículo 18°).  En el derecho español se contempla la violación de normas (artículo 15°) pero no los actos de desorganización.


La figura de actos de desorganización no es de fácil ocurrencia.


Artículo 10°. La moción parlamentaria fue perfeccionada para aclarar que las acciones pueden ejercitarse conjunta o separadamente y que la publicación de la sentencia condenatoria será a costa del infractor.


En el derecho comparado las acciones que aparecen como más propias de una ley de Competencia Desleal son la acción declarativa y de condena y la acción preventiva o de publicación (artículo 20° de la Ley colombiana).  En cambio la legislación española tiene un listado más completo que la norma chilena que se propone y la colombiana.   Así el artículo 18° de la ley española contiene como acciones: la acción declarativa; la acción de cesación del acto; la acción de remoción de los efectos producidos por el acto; la acción de rectificación de las informaciones engañosas, incorrectas o falsas; la acción de resarcimiento de los daños y perjuicios y la acción de enriquecimiento injusto cuando el acto lesiona una exclusividad u otra análoga de contenido económico.


A la norma chilena se le podría agregar la acción de modificación y la acción de enriquecimiento.


Artículo 11°. La moción parlamentaria facultaba a la asociación de consumidores ejercer las acciones a condición de que el acto de competencia desleal afecte directamente los intereses de los consumidores. En la discusión en la Comisión se eliminó dicha posibilidad de legitimación activa.


En el derecho comparado la legitimación activa está planteada en términos bastante similares a los aprobados por la H. Cámara de Diputados.


Al parecer la cláusula de legitimación quedó bien planteada en el artículo 11 del proyecto de ley.


Artículo 12°. La norma aprobada es muy parecida a la moción parlamentaria con el agregado de “o conducta”.


En el derecho comparado se hace una distinción entre el plazo desde el momento en que se tuvo conocimiento de la persona que realizó el acto de competencia desleal y el plazo desde el momento de la realización del acto.  En la legislación española los plazos son de uno y tres años respectivamente (artículo 21) y en la legislación colombiana de dos y tres años (artículo 23).


La norma del proyecto de ley pareciera razonable con un plazo de dos años desde la realización del acto o conducta que origina la competencia desleal.


Artículo 13°. En relación a la moción parlamentaria se agregó que se podía demandar además del domicilio del demandado, en el domicilio del actor, a elección del demandante.


En el derecho comparado los casos de competencia desleal son resueltos por los tribunales ordinarios de primera instancia.  En el caso colombiano serán competentes para su conocimiento de los jueces especializados en derecho comercial que fueron creados en 1989.


En el caso chileno parece adecuado que estas materias sean conocidas por el juzgado de letras en lo civil.


Artículo 14°. En la discusión con la Comisión se agregó que para estos juicios no es aplicable el artículo 681 del Código de Procedimiento Civil que permite sustituir el procedimiento sumario por uno ordinario.  En cuanto a los recursos se estableció que proceden todos los recursos que franquea la ley y no sólo el de apelación como contemplaba la moción.


En el derecho comparado también se ha preferido el juicio más corto que contempla el sumario.


La norma del proyecto parece acertada.


Artículo 15°. La moción parlamentaria contemplaba multas de hasta 5.000 unidades tributarias mensuales a beneficio fiscal, de acuerdo a las circunstancias de cada caso.  En la discusión en la comisión se modificó el régimen de sanciones por multas de 2 a 1.000 UTM de acuerdo con las conductas de competencia desleal.  Además se contemplan clausuras entre 1 y 5 días.  En el caso de la clausura de 5 días, alternativamente puede proceder la suspensión definitiva de la actividad.


En el derecho comparado no se contemplan sanciones pecuniarias.


En el caso chileno parece prudente seguir la tendencia del derecho comparado.


Conclusiones


El señor Concha destacó las siguientes:


1.- El proyecto aprobado por la Comisión de Economía y después por la H. Cámara de Diputados, es notoriamente mejor a la moción parlamentaria.  Sin embargo, en ambos casos no existe una razonable claridad sobre ciertos temas fundamentales.


2.- El bien jurídico protegido debiera ser el de la competencia leal.   La cláusula general del artículo 3° del proyecto se puede prestar más para confusiones que de orientación.  Asimismo la enumeración que hace el proyecto de ley de actos de competencia desleal debe ser considerada taxativa y no una mera enumeración ejemplar.


3.- Es fundamental la separación de esta ley de dos leyes económicas que protegen bienes jurídicos distintos al de la competencia leal.  Pareciera conveniente la eliminación de la práctica restrictiva de competencia desleal que se agregó en la última modificación de la Ley de la Competencia.  Es también conveniente que no se confundan los actos de competencia desleal con los hechos sancionados por la Ley de Protección de los Derechos del Consumidor.


4.- Por lo general, los actos de competencia desleal están razonablemente bien descritos. Es posible hacer algunos mejoramientos menores en su redacción y por cierto agregar otros tratados en la legislación española y colombiana.


5.- El régimen de sanciones de la ley parece fundamental.  Es incomprensible que la moción incluyese multas a beneficio fiscal de hasta 5.000 UTM.  Las sanciones que quedaron en el proyecto son prudentes. Sin embargo, las sanciones pecuniarias no constituyen la tendencia del derecho comparado.


6.- El tema de la jurisdicción es también preocupante, los juicios de competencia desleal no son sencillos como los comprueba la jurisprudencia española. Asimismo, cabría ser más específico en lo que se refiere a la legitimación activa y la pasiva que se está tratando.  En lo que se refiere a las acciones debiera agregarse aspectos procesales propios de dichas acciones tratadas tanto en la legislación española como colombiana.


7.- Existen errores conceptuales graves en los antecedentes generales y las ideas fundamentales del proyecto.

- - -


Finalizadas las exposiciones de los invitados, el Honorable Senador señor Cariola manifestó nuevamente su inquietud respecto de cual debe ser el Tribunal competente para conocer las materias de competencia desleal, asunto que ha sido planteado en las exposiciones, esto es, el Tribunal de la Libre Competencia, como entidad especializada, o los jueces civiles, como lo contempla actualmente el proyecto. 


El señor Barros señaló que, en la antigua legislación, la evaluación de la Comisión Preventiva Antimonopolio fue positiva, pero que la estructura del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia es bastante más compleja, por lo que entregarle esta competencia adicional sería sobrecargarlo. La alternativa, prosiguió, sería crear un Tribunal especializado para estas materias, pero también esta alternativa ofrece dificultades, por eso en principio se pronunció a favor de radicar esta competencia en los jueces civiles.


El señor Concha, por su parte, señaló que, para conocer de temas de competencia desleal, los jueces tienen que manejar temas de libre competencia, los cuales son técnicos y complejos, por lo que en su opinión no sería eficiente otorgar competencia a los jueces civiles, sino que habría que crear una segunda sala en el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia.

- - -

APROBACIÓN EN GENERAL


Puesto en votación el proyecto en informe, fue aprobado en general por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, con los votos favorables Honorables Senadores señores García (Presidente), Cariola, Orpis y Vásquez. (Unanimidad. 4x0).

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley que la Comisión de Economía os propone aprobar en general. Éste corresponde al despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y cuyo tenor es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“CAPITULO I

Normas Generales


Artículo 1º.- Esta ley tiene por objeto sancionar los actos de competencia desleal relativos a bienes y servicios que se transan en el mercado nacional, realizados por cualquier agente que opere en él, en calidad de prestador de servicios o de productor, distribuidor o proveedor de bienes.


Artículo 2º.- Esta ley se aplicará a los casos de competencia desleal que estén fuera del ámbito de actuación del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, contemplado en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, o de la aplicación de la ley Nº 19.496, que establece Normas sobre Protección de los Derechos de los Consumidores.

CAPÍTULO II

De la Competencia Desleal

Artículo 3º.- Se considera acto de competencia desleal toda conducta contraria a la buena fe comercial, a las sanas costumbres mercantiles o a la práctica honesta en materia industrial o comercial, que tenga por objeto desviar clientela de la actividad, prestaciones mercantiles o establecimientos ajenos.


Artículo 4º.- Se considera desleal toda conducta que tenga como finalidad inducir al público a error sobre la actividad, prestaciones, productos o establecimientos ajenos.


En especial, se consideran desleales las conductas que consistan en la utilización o la difusión de indicaciones o aseveraciones incorrectas o falsas y cualquier tipo de práctica que, de acuerdo con las circunstancias en que tenga lugar, induzca a error a las personas a quienes se dirija o alcance, respecto de la naturaleza, modo de fabricación o distribución, características, aptitud para el uso, calidad o cantidad y, en general, a las ventajas realmente ofrecidas por los productos o prestaciones.


Artículo 5º.- Se considera desleal la realización o la difusión de manifestaciones falsas sobre la actividad, las prestaciones, el establecimiento o las relaciones mercantiles de un tercero, que sean aptas para menoscabar su credibilidad o fama en el mercado.


En especial, se estiman como desleales las manifestaciones agraviantes que versen sobre la nacionalidad, creencias, ideologías, la vida privada o cualquier otra circunstancia propia del afectado y que no tenga relación con la calidad del producto o del servicio prestado.


Artículo 6º.- Se considera desleal la comparación de la actividad, los productos, las prestaciones o el establecimiento propio o ajeno con los de un tercero, cuando no sea veraz, objetiva y demostrable.


Artículo 7º.- La imitación de iniciativas y prestaciones mercantiles ajenas es libre, salvo que su exclusividad se encuentre amparada por la ley.


Se considera desleal la imitación de prestaciones e iniciativas de un tercero, cuando ellas generen confusión acerca de la procedencia de la prestación o producto, o comporten un aprovechamiento indebido de la reputación ajena.


Los actos que constituyan infracción de la legislación de propiedad intelectual o industrial se regirán por ellas.


Artículo 8º.- Se considera desleal la divulgación o la explotación, sin que medie la autorización del titular, de secretos industriales o de cualquier otra especie de secretos empresariales a los que se haya tenido acceso legítimamente, con deber de reserva.


Artículo 9º.- Se considera desleal la conducta que tenga por objeto o como efecto intervenir ilícitamente en la organización o desempeño de la empresa, las prestaciones mercantiles o el establecimiento ajeno.

CAPÍTULO III

De las Acciones, Procedimiento, Tribunal Competente y Sanciones


Artículo 10°.- Contra los actos de competencia desleal, podrán ejercerse, conjunta o separadamente, las siguientes acciones:


a) Acción de cesación del acto, o de prohibición del mismo si aún no se ha puesto en práctica.


b) Acción declarativa de acto de competencia desleal, si la perturbación creada por el mismo subsiste.


c) Acción de remoción de los efectos producidos por el acto de competencia desleal.


d) Publicación de la sentencia condenatoria, a costa del infractor.


e) Acción de resarcimiento de los daños y perjuicios ocasionados por el acto, si hubiere intervenido dolo o culpa del agente.


Artículo 11°.- Cualquier persona que resulte directamente perjudicada o amenazada en su interés económico por un acto de competencia desleal, podrá ejercer las acciones señaladas en las letras a) a d) del artículo anterior.


La acción establecida en la letra e) sólo puede ser ejercida por el directamente perjudicado.


Artículo 12°.- Las acciones de competencia desleal prescriben en el plazo de dos años, contados desde la fecha en que finaliza la realización del acto o conducta que origina la competencia desleal.


Artículo 13°.- Será competente para conocer de las causas de esta ley el juzgado de letras en lo civil del domicilio del demandado o del actor, a elección  de este último.


Artículo 14°.- Las acciones que se deduzcan se tramitarán de acuerdo con las normas del Procedimiento Sumario, contempladas en el título XI del Libro III del Código de Procedimiento Civil, sin que sea aplicable lo dispuesto en el artículo 681.


Contra la sentencia procederán todos los recursos que franquea la ley, de acuerdo con las reglas contenidas en el Código de Procedimiento Civil.


Artículo 15°- Sin perjuicio de las medidas que adopte el tribunal, en atención a la naturaleza de las acciones deducidas, por la sola declaración de haberse producido un acto o conducta de competencia desleal, podrá el tribunal imponer las siguientes sanciones, las que se aplicarán conforme al daño provocado y al beneficio que se hubiere reportado por la acción sancionada:


a) Multa de 2 a 5 unidades tributarias mensuales, si se declara que se ha realizado una conducta de las definidas en el artículo tercero. 


b) Multa de 5 a 20 unidades tributarias mensuales y/o clausura por un día, si se reiterare la conducta por la cual se impuso la multa de la letra precedente.


c) Multa de 20 a 80 unidades tributarias mensuales y/o clausura por tres días, si la conducta se refiere a las tipificadas en los artículos 4º, 5º, 6º, 7º, 8º y 9º, o bien, se tratare de una nueva reiteración, respecto de la cual ya se hubiere aplicado la sanción de la letra precedente.


d) Multa de 100 a 1.000 unidades tributarias mensuales y/o clausura de cinco días a suspensión definitiva de la actividad, si se tratare de hechos reiterados, respecto de los cuales se hubieren impuesto las sanciones de la letra anterior.


El o los días de clausura serán fijados discrecionalmente por el tribunal, y deberán ser días corridos. Las multas serán de beneficio fiscal y deberán ser pagadas en la Tesorería General de la República. No será admisible recurso alguno, salvo los de reposición y de queja, si no se hubiere abonado el 50 % de la multa. En este último caso ésta será depositada transitoriamente en la cuenta corriente del tribunal competente.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 02, 09 y 29 de agosto, de 2005, con la asistencia de los Honorables Senadores señores José García Ruminot (Presidente), Marco Cariola Barroilhet, Jaime Gazmuri Mujica, Jaime Orpis Bouchon y Jorge Pizarro Soto; y en sesión de  06 de septiembre de 2005, con la asistencia de los Honorables Senadores señores José García Ruminot (Presidente), Marco Cariola Barroilhet, Jaime Gazmuri Mujica, Jaime Orpis Bouchon y  Guillermo Vásquez Ubeda.


Sala de la Comisión, a 4 de octubre de 2005.

(Fdo.):PEDRO FADIC RUIZ,

Secretario de la Comisión.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE AUTORIZA ERIGIR UN MONUMENTO EN COPIAPO EN MEMORÍA DE MONSEÑOR FERNANDO ARIZTÍA RUIZ, OBISPO EMÉRITO DE COPIAPÓ

(3564-04)

Honorable Senado:





La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de informar el proyecto de ley individualizado en el rubro, en segundo trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Diputados señores Antonio Leal Labrín, Jaime Mulet Martínez, Alberto Robles Pantoja y Carlos Vilches Guzmán.

- - - - - -





Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de lo siguiente:





1.- Artículos del proyecto que no han sido objeto de Indicaciones ni de modificaciones: Artículos 1º, 2°, 3°, 4° y 6°.





2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: Nº 1.




3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: Ninguna.





4.- Indicaciones rechazadas: Nº 2.





5.- Indicaciones retiradas: Ninguna.





6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: Ninguna.

- - - - - -

ANTECEDENTES LEGALES





El artículo 60, Nº 5), de la Constitución Política, que señala que sólo por ley se regulan los honores públicos a los grandes servidores.

-.-.-.-.-.-.-.

DISCUSIÓN PARTICULAR





A continuación, se efectúa una relación de las indicaciones presentadas, explicándose las disposiciones en que inciden, así como los acuerdos adoptados sobre las mismas.

ARTÍCULO 5°

El artículo 5º, enuncia las funciones de la Comisión, a saber: determinar la fecha y la forma en que se efectuarán las colectas públicas y la realización de todas las gestiones para que éstas se efectúen ; administrar el fondo creado en el artículo 3°; llamar a concurso público de proyectos para la ejecución de la obra, fijar sus bases y resolverlo; requerir de las autoridades administrativas ante el Municipio y el Consejo de monumentos Nacionales; y abrir cuenta corriente especial para gestionar el fondo.

Indicación N° 1





Del Honorable Senador señor Ríos, para eliminar la letra d) del artículo 5°, que corresponde a una de las funciones de la Comisión especial, que consiste en requerir las autorizaciones administrativas ante el Municipio y el Consejo de Monumentos Nacionales.





En votación la Indicación N° 1, se aprueba por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Fernández, Moreno, Muñoz Barra, Parra y Vega.
Indicación N° 2





Del Honorable Senador señor Ríos, para eliminar la letra e) del artículo 5°, que se refiere a una de las funciones de la Comisión que consiste en abrir una cuenta corriente especial para gestionar el fondo a que se refiere el artículo 3°.





En votación la Indicación N° 2, se rechaza por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Fernández, Moreno, Muñoz Barra, Parra y Vega.
- - - - - -

MODIFICACIONES PROPUESTAS





Como consecuencia de lo anteriormente expuesto, vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley aprobado en general por el Senado, con las siguientes enmiendas:

ARTÍCULO 5°

Letra c)





Reemplazar el punto y coma (;) por una coma (,) y agregar la conjunción “y”, a continuación de la coma (,).

(Artículo 121 del Reglamento del Senado).

Letra d)





Suprimirla.

(Indicación N°1. Unanimidad 5x0).

Letra e)

(Pasa a ser Letra d)

(Artículo 121 Reglamento del Senado).

- - - - - -





Como consecuencia de las modificaciones propuestas, el texto del proyecto queda como sigue:

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1°.‑ Autorízase erigir un monumento en la Plaza de Armas de la ciudad de Copiapó, en homenaje a Monseñor Fernando Ariztía Ruiz, Obispo Emérito de dicha ciudad.

Artículo 2°.‑ Las obras se financiarán mediante erogaciones populares, obtenidas por medio de colectas públicas, donaciones y otros aportes privados. Las colectas públicas se efectuarán en las fechas que determine la comisión especial que se crea por el artículo 4°.

Artículo 3°.‑ Créase un fondo con el objeto de recibir las erogaciones, donaciones y demás aportes que señala el artículo anterior.

Artículo 4°.‑ Créase una comisión especial de siete miembros ad honorem, encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, la que estará constituida por:

a) Dos Senadores;

b) Dos Diputados;

c) El Alcalde de Copiapó;

d) El Gobernador de Copiapó, y

e) El Obispo de Copiapó.

Los Diputados y los Senadores serán designados por sus respectivas Cámaras. La Comisión podrá sesionar con la presencia de la mayoría de sus miembros.

Artículo 5°.‑ La comisión especial tendrá las siguientes funciones:





a) Determinar la fecha y la forma en que se efectuarán las colectas públicas, como también realizar las gestiones legales destinadas a que éstas se efectúen;

b) Administrar el fondo creado en el artículo 3°;





c) Llamar a concurso público de proyectos para la ejecución de las obras, fijar sus bases y resolverlo, y




d) Abrir una cuenta corriente especial para gestionar el fondo a que se refiere el artículo 3°.

Artículo 6°.‑ Si al concluir la construcción del monumento resultaren excedentes de las erogaciones recibidas, éstos serán destinados al fin que la comisión especial determine.”.

- - - - - -





Acordado en sesión celebrada el día 14 de septiembre de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Rafael Moreno Rojas (Presidente), Sergio Fernández Fernández, Roberto Muñoz Barra, Augusto Parra Muñoz y Ramón Vega Hidalgo.


Sala de la Comisión, a 29 de septiembre de 2005.






(Fdo.):María Isabel Damilano Padilla,







Secretaria.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE AUTORIZA ERIGIR UN MONUMENTO Y SANTUARIO EN MEMORIA DEL PADRE PÍO DE PIETRELCINA, EN REGIÓN DEL MAULE

(3719-04)

Honorable Senado:



La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de informar el proyecto de ley individualizado en el rubro, en segundo trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Diputados señores Pedro Pablo Álvarez-Salamanca Büchi, Guillermo Ceroni Fuentes, José Antonio Kast Rist, Pablo Prieto Lorca, Pablo Lorenzini Basso, Carlos Olivares Zepeda e Ignacio Urrutia Bonilla.

- - - - - -





Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de lo siguiente:





1.- Artículos del proyecto que no han sido objeto de Indicaciones ni de modificaciones: Artículos 1º, 2°, 3°, 5° y 6°.





2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: Nºs 1, 2 y 3.




3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: Ninguna.





4.- Indicaciones rechazadas: Ninguna.





5.- Indicaciones retiradas: Ninguna.





6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: Ninguna.

- - - - - -

ANTECEDENTES LEGALES





El artículo 60, Nº 5), de la Constitución Política, que señala que sólo por ley se regulan los honores públicos a los grandes servidores.

-.-.-.-.-.-.-.

DISCUSIÓN PARTICULAR





A continuación, se efectúa una relación de las indicaciones presentadas, explicándose las disposiciones en que inciden, así como los acuerdos adoptados sobre las mismas.

ARTÍCULO 4°

El artículo 4º prescribe que se crea en la Región del Maule una Comisión Especial integrada por miembros ad honorem, encargada de ejecutar los objetivos de la presente ley.

Asimismo, señala que esta Comisión estará integrada por:

Los Senadores de la VII Circunscripción Norte,

Los Diputados de los distritos 37 y 38,

El Alcalde de la comuna del Maule,

Un representante de la Arquidiócesis o Diócesis respectiva,

Un representante del Consejo de Monumentos Nacionales,

Un representante del Colegio de Arquitectos de Chile y

El presidente de la fundación San Pío de Pietrelcina.

En su inciso segundo señala que la Comisión elegirá un presidente de entre sus miembros; funcionará en la sede de la Fundación San Pío de Pietrelcina, en la ciudad del Maule, y el quórum para sesionar y adoptar acuerdos será el de la mayoría de sus miembros.

Indicación N° 1





Del Honorable Senador señor Ríos, para reemplazar, en el inciso primero, las frases “Los Senadores de la VII Circunscripción Norte.” y “Los Diputados de los distritos 37 y 38.”, por lo siguiente: “Dos Senadores y dos Diputados designados por las respectivas Cámaras.”.





En votación la Indicación N° 1, se aprueba por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Fernández, Moreno, Muñoz Barra, Parra y Vega.
Indicación N° 2





Del Honorable Senador señor Ríos, para suprimir, en el inciso primero, la expresión “Arquidiócesis o”.





En votación la Indicación N° 2, se aprueba por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Fernández, Moreno, Muñoz Barra, Parra y Vega.
Indicación N° 3





Del Honorable Senador señor Ríos, para eliminar, en el inciso primero, lo siguiente: “un representante del Consejo de Monumentos Nacionales.”.





En votación la Indicación N° 3, se aprueba por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Fernández, Moreno, Muñoz Barra, Parra y Vega.
- - - - - -

MODIFICACIONES PROPUESTAS





Como consecuencia de lo anteriormente expuesto, vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley aprobado en general por el Senado, con las siguientes enmiendas:

ARTÍCULO 4°

Inciso primero





Reemplazar las frases “Los Senadores de la VII Circunscripción Norte.” y “Los Diputados de los distritos 37 y 38.”, por la siguiente: “Dos Senadores y dos Diputados designados por las respectivas Cámaras.”.

(Indicación N° 1. Unanimidad 5x0).





Suprimir la expresión “Arquidiócesis o”.

(Indicación N° 2. Unanimidad 5x0).





Eliminar la frase: “Un representante del Consejo de Monumentos Nacionales.”.

(Indicación N° 3. Unanimidad 5x0).

- - - - - -





Como consecuencia de las modificaciones propuestas, el texto del proyecto queda como sigue:

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1° - Autorízase erigir un monumento y santuario en la comuna de Maule, en memoria del Padre Pío de Pietrelcina.

Artículo 2°- Las obras se financiarán mediante erogaciones populares, obtenidas a través de colectas públicas, donaciones y otros aportes privados.

Las colectas públicas a que alude el inciso anterior se efectuarán en las fechas que determine la comisión especial que se creará para el efecto, en coordinación con las intendencias regionales.

Artículo 3°- Créase, en la Región del Maule, un fondo destinado a recibir las erogaciones, donaciones y demás aportes señalados en el artículo precedente.

Artículo 4°- Créase, en la Región del Maule, una comisión especial, integrada por miembros ad honorem, encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, la que estará constituida por:

-Dos Senadores y dos Diputados designados por las respectivas Cámaras.

-El Alcalde de la comuna del Maule.

-Un representante de la Diócesis respectiva.

-Un representante del Colegio de Arquitectos de Chile.

-El Presidente de la Fundación San Pío de Pietrelcina.

La Comisión elegirá un presidente de entre sus miembros; funcionará en la sede de la Fundación San Pío de Pietrelcina, en la ciudad del Maule, y el quórum para sesionar y adoptar acuerdos será el de la mayoría de sus miembros.

Artículo 5°- La comisión tendrá las siguientes funciones:

a) Determinar la fecha y la forma en que se efectuarán las colectas públicas a que se refiere el artículo 2°, así como realizar las gestiones pertinentes para su concreción;

b) Determinar las ubicaciones del monumento y santuario, en coordinación con la Municipalidad del Maule y el Consejo de Monumentos Nacionales, y disponer y supervigilar sus construcciones, previo cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 18 de la ley N° 17.288, sobre Monumentos Nacionales;

c) Llamar  a concurso público de proyectos para la ejecución de las obras, fijar sus bases y resolverlo;

d) Administrar el fondo creado por el artículo 3°, y

e) Abrir una cuenta corriente especial para gestionar el referido fondo.

Artículo 6°- Si  una vez construido el monumento y santuario quedaren excedentes de las erogaciones recibidas, éstos serán destinados al fin que la comisión determine.”.

- - - - - -





Acordado en sesión celebrada el día 14 de septiembre de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Rafael Moreno Rojas (Presidente), Sergio Fernández Fernández, Roberto Muñoz Barra, Augusto Parra Muñoz y Ramón Vega Hidalgo.





Sala de la Comisión, a 29 de septiembre de 2005.






(Fdo.):María Isabel Damilano Padilla,






Secretaria.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR HORVATH, QUE AUTORIZA LA CONSTRUCCIÓN DE UN MONUMENTO, ARCHIVO Y MUSEO EN MEMORIA DEL GEÓGRAFO JUAN STEFFEN HOFFMANN

(3545-04)

Honorable Senado:





La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de informar el proyecto de ley individualizado en el rubro, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Antonio Horvath Kiss.

- - - - - -





Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de lo siguiente:





1.- Artículos del proyecto que no han sido objeto de Indicaciones ni de modificaciones: Artículos 2°, 3° y 4°.





2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: Nº 4, 5 y 7.




3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: N°s 2 y 3.





4.- Indicaciones rechazadas: Nºs 1 y 6.





5.- Indicaciones retiradas: Ninguna.





6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: Ninguna.

- - - - - -

ANTECEDENTES LEGALES





El artículo 60, Nº 5), de la Constitución Política, que señala que sólo por ley se regulan los honores públicos a los grandes servidores.

-.-.-.-.-.-.-.

DISCUSIÓN PARTICULAR





A continuación, se efectúa una relación de las indicaciones presentadas, explicándose las disposiciones en que inciden, así como los acuerdos adoptados sobre las mismas.

ARTÍCULO 1°

El artículo 1º autoriza erigir un monumento, archivo y museo en la Región de Aysén, en memoria del geógrafo Juan Steffen Hoffmann.

Indicación N° 1





Del Honorable Senador señor Ríos, para eliminar la expresión “,archivo y museo”.





En votación la Indicación N° 1, es rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Moreno, Muñoz Barra, Parra y Vega.

ARTÍCULO 5°

El artículo 5º establece que se crea una Comisión Especial integrada por 6 miembros ad honorem encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, la que estará constituida por dos representantes de la Región de Aysén ante el Congreso Nacional, un Diputado y un Senador; un representante de los Alcaldes de la XI Región de Aysén; un representante de la Liga Chilena Alemana; un representante de la Dirección Regional de Aysén del Consejo Nacional de la Cultura; y un representante de la Dirección Regional de Aysén del Consejo de Monumentos Nacionales.

Letra b)





“Un representante de los Alcaldes de la XI Región de Aysén.”.

Indicación N° 2





Del Honorable Senador señor Horvath, para suprimirla.

Indicación N° 3





Del Honorable Senador señor Horvath, para agregar la siguiente frase final, antecedida de una coma (,): “, elegido entre los Alcaldes de las 10 comunas de la Región de Aysén”.





En votación las Indicaciones N°s 2 y 3, se aprueban, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Moreno, Muñoz Barra, Parra y Vega.

Letra e)

“Un representante de la Dirección Regional de Aysén del Consejo de Monumentos Nacionales.”.

Indicación N° 4





Del Honorable Senador señor Horvath, para sustituirla por la siguiente:





“e) Un representante del Consejo de Monumentos Nacionales en la XI Región de Aysén.”.





En votación la Indicación N° 4, se aprueba, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Fernández, Moreno, Muñoz Barra, Parra y Vega.

°°°°°°°°

Indicación N° 5





Del Honorable Senador señor Horvath, para incorporar el siguiente artículo 6°, nuevo:





“Artículo 6°.- Facúltase a la comisión especial para preparar y articular convenios con y entre entidades públicas o privadas con el objeto de constituir un archivo y museo para la custodia y administración de aquellos bienes de interés cultural o histórico que, habiendo pertenecido al Geógrafo Juan Steffen Hoffmann, sean donados al efecto por sus sucesores o personas naturales y entidades que las posean o recopilen.”.





En votación la Indicación N° 5, se aprueba, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Fernández, Moreno, Muñoz Barra, Parra y Vega.

°°°°°°°

Indicación N° 6





Del Honorable Senador señor Ríos, para agregar el siguiente artículo 6°, nuevo:





“Artículo 6°.- El Gobierno Regional de la Región de Aysén, dispondrá la comuna en que se instalará el referido monumento.”.





Consecuencialmente con lo resuelto en la Indicación N° 7, la Indicación N° 6 se da por rechazada.

°°°°°°°°

Indicación N° 7





Del honorable Senador señor Horvath, para incorporar el siguiente artículo 7°, nuevo:





“Artículo 7°.- El monumento estará situado en la intersección de la Ruta X25 (Viviana-Mañihuales-Camino Longitudinal Austral) con al Ruta 240CH (Puerto Chacabuco-Puerto Aysén-Coyhaique-Balmaceda).”.





En votación la Indicación N° 7, se aprueba, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Fernández, Moreno, Muñoz Barra, Parra y Vega.

- - - - - -

MODIFICACIONES PROPUESTAS





Como consecuencia de lo anteriormente expuesto, vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley aprobado en general por el Senado, con las siguientes enmiendas:

ARTÍCULO 5°
Letra b)





Suprimir la frase: de los Alcaldes de la XI Región de Aysén.”, y agregar la siguiente frase final, antecedida de una coma (,): “, elegido entre los Alcaldes de las 10 comunas de la Región de Aysén.”.

(Indicaciones 2 y 3. Aprobadas con modificaciones 4x0). (Artículo 121 del Reglamento del Senado).

Letra e)





Sustituirla por la siguiente:





“e) Un representante del Consejo de Monumentos Nacionales en la XI Región de Aysén.”.

(Indicación N° 4. Unanimidad 5x0).

°°°°°°°°





Agregar el siguiente artículo 6°, nuevo:





“Artículo 6°.- Facúltase a la comisión especial para preparar y articular convenios con y entre entidades públicas o privadas con el objeto de constituir un archivo y museo para la custodia y administración de aquellos bienes de interés cultural o histórico que, habiendo pertenecido al Geógrafo Juan Steffen Hoffmann, sean donados al efecto por sus sucesores o personas naturales y entidades que las posean o recopilen.”.

(Indicación N° 5. Unanimidad 5x0).

°°°°°°°°





Agregar el siguiente artículo 7°, nuevo:





“Artículo 7°.- El monumento estará situado en la intersección de la Ruta X25 (Viviana-Mañihuales-Camino Longitudinal Austral) con al Ruta 240CH (Puerto Chacabuco-Puerto Aysén-Coyhaique-Balmaceda).”.

(Indicación N° 6. Unanimidad 5x0).

- - - - - -





Como consecuencia de las modificaciones propuestas, el texto del proyecto queda como sigue:

PROYECTO DE LEY

"Artículo 1º.- Autorízase la construcción de un monumento, archivo y museo en la Región de Aysén, en memoria del geógrafo Juan Steffen Hoffmann.

Artículo 2º.- Las obras se financiarán mediante erogaciones populares obtenidas a través de colectas públicas, donaciones y otros aportes.

Artículo 3º.- Las colectas públicas a que se refiere el artículo anterior se efectuarán en las fechas que determine la Comisión Especial que establece el artículo 5º de la presente ley.

Artículo 4º.- Créase un fondo destinado a recibir las erogaciones, donaciones y demás aportes señalados en el artículo 2º.

Artículo 5º.- Créase una Comisión Especial integrada por 6 miembros ad honorem encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, la que estará constituida por:

a) Dos representantes de la Región de Aysén ante el Congreso Nacional, un diputado y un senador.

b) Un representante, elegido entre los Alcaldes de las 10 comunas de la Región de Aysén.
c) Un representante de la Liga Chileno Alemana.

d) Un representante de la Dirección Regional de Aysén del Consejo Nacional de la Cultura.

e) Un representante del Consejo de Monumentos Nacionales en la XI Región de Aysén.





Artículo 6°.- Facúltase a la comisión especial para preparar y articular convenios con y entre entidades públicas o privadas con el objeto de constituir un archivo y museo para la custodia y administración de aquellos bienes de interés cultural o histórico que, habiendo pertenecido al Geógrafo Juan Steffen Hoffmann, sean donados al efecto por sus sucesores o personas naturales y entidades que las posean o recopilen.





Artículo 7°.- El monumento estará situado en la intersección de la Ruta X25 (Viviana-Mañihuales-Camino Longitudinal Austral) con al Ruta 240CH (Puerto Chacabuco-Puerto Aysén-Coyhaique-Balmaceda).”.

- - - - - -






Acordado en sesión celebrada el día 14 de septiembre de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Rafael Moreno Rojas (Presidente), Sergio Fernández Fernández, Roberto Muñoz Barra, Augusto Parra Muñoz y Ramón Vega Hidalgo.





Sala de la Comisión, a 29 de septiembre de 2005.






(Fdo.):María Isabel Damilano Padilla,







Secretario.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR CORDERO, QUE AUTORIZA ERIGIR UN MONUMENTO EN LA SERENA EN MEMORIA DEL SACERDOTE ANGELO PANIGATI

(3902-04)

Honorable Senado:





La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de informar el proyecto de ley individualizado en el rubro, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Fernando Cordero Rusque.

- - - - - -





Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de lo siguiente:





1.- Artículos del proyecto que no han sido objeto de Indicaciones ni de modificaciones: Artículos 1º, 2°, 3° y 6°.





2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: Nº 1.




3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: Ninguna.





4.- Indicaciones rechazadas: Nº 2.





5.- Indicaciones retiradas: Ninguna.





6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: Ninguna.

- - - - - -

ANTECEDENTES LEGALES





El artículo 60, Nº 5), de la Constitución Política, que señala que sólo por ley se regulan los honores públicos a los grandes servidores.

-.-.-.-.-.-.-.

DISCUSIÓN PARTICULAR





A continuación, se efectúa una relación de las indicaciones presentadas, explicándose las disposiciones en que inciden, así como los acuerdos adoptados sobre las mismas.

ARTÍCULO 4°





El artículo 4º establece que se crea una Comisión Especial compuesta de siete miembros ad honorem, la que se integrará por el Alcalde de la Municipalidad de La Serena, dos Diputados de la Cuarta Región, el rector del seminario Conciliar de La Serena y el Vicepresidente del Consejo de Monumentos Nacionales. Asimismo, hace referencia del quórum necesario para que la Comisión pueda sesionar.

Indicación N° 1





Del Honorable Senador señor Ríos, para eliminar la letra d) del artículo 4°, que corresponde al Vicepresidente del Consejo de Monumentos Nacionales.





En votación la Indicación N° 1, se aprueba por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Moreno, Muñoz Barra, Parra y Vega.
ARTÍCULO 5°





El artículo 5º señala que las funciones de la Comisión son: determinar la fecha y la forma en que se efectuarán las colectas públicas y la realización de todas las gestiones para que éstas se efectúen; administrar el fondo creado en el artículo 3°; llamar a concurso público de proyectos para la ejecución de la obra, fijar sus bases y resolverlo y abrir una cuenta corriente especial para gestionar el fondo.

Indicación N° 2





Del Honorable Senador señor Ríos, para eliminar la letra b) del artículo 5°, que se refiere a la administración del fondo creado en el artículo 3° del proyecto.





En votación la Indicación N° 2, se rechaza por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Moreno, Muñoz Barra, Parra y Vega.
- - - - - -

MODIFICACIONES PROPUESTAS





Como consecuencia de lo anteriormente expuesto, vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley aprobado en general por el Senado, con la siguiente enmienda:

ARTÍCULO 4°

Letra d)





Suprimirla.

(Indicación N°1. Unanimidad 4x0).

- - - - - -





Como consecuencia de la modificación propuesta, el texto del proyecto queda como sigue:

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1º.- Autorízase la erección de un monumento, en la ciudad de La Serena, en memoria del Sacerdote Católico miembro de la Orden Barnabita, Reverendo Padre Angelo Panigati.

Artículo 2º.- Las obras se financiarán por erogaciones populares, obtenidas mediante la realización de colectas públicas, las que se efectuarán en las fechas y lugares que determine la comisión especial que se crea para los efectos de este proyecto, como también por medio de donaciones y otros aportes privados.

Artículo 3º.- Créase un fondo con el objeto de recibir las erogaciones, donaciones y demás aportes que señala el artículo anterior.

Artículo 4º.- Créase una comisión especial de siete miembros ad honorem, encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, la que estará constituida por:

a)
EL Alcalde de la Municipalidad de La Serena , quien la presidirá.

b)
Dos Diputados, que representen distritos de la Cuarta Región.

c)
El Rector del Seminario Conciliar de La Serena.

Los Diputados serán designados por la Cámara de Diputados.

El quórum para sesionar será el de la mayoría de sus miembros.

Artículo 5º.- La comisión especial tendrá las siguientes funciones:

a)
Determinar la fecha, la forma y los lugares en que se efectuarán las colectas públicas, como también realizar las gestiones legales destinadas a que éstas se efectúen.

b)
Administrar el fondo creado en el artículo 3º.

c) Llamar a concursos públicos de proyectos y para la ejecución de las obras, fijar sus bases y resolverlos.

d) Abrir una cuenta corriente especial para gestionar el fondo.

Artículo 6º.- Si al concluir la construcción del monumento, resultaren excedentes de las erogaciones recibidas, éstos serán destinados -conservando el espíritu que inspiraba las acciones del Reverendo. Padre Panigati- a las aldeas S.O.S., que albergan a menores desvalidos, o en subsidio, lo que la comisión especial determine.”.

- - - - - -





Acordado en sesión celebrada el día 14 de septiembre de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Rafael Moreno Rojas (Presidente), Sergio Fernández Fernández, Roberto Muñoz Barra, Augusto Parra Muñoz y Ramón Vega Hidalgo.





Sala de la Comisión, a 29 de septiembre de 2005.






(Fdo.):María Isabel Damilano Padilla,







Secretario.
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES ÁVILA, PARRA, SILVA CIMMA Y VÁSQUEZ, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE CONFIERE CARÁCTER DE TÍTULO PROFESIONAL UNIVERSITARIO A LA CARRERA DE ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

(4006-04)

Honorable Senado:
La Ley 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza reserva a las universidades el otorgamiento de grados académicos y títulos profesionales sin perjuicio de la facultad de los Institutos Profesionales para otorgar también estos últimos. Al mismo tiempo establece en su artículo 52 una lista de títulos profesionales a los que sólo se puede acceder obteniendo en forma previa el grado de Licenciado.
Por otro lado, el artículo 31 de la referida ley, en su inciso 10°, define el grado de Licenciado como "un programa de estudio que comprenda todos los aspectos esenciales de un área de conocimiento o de una disciplina determinada".-
Desde hace décadas en Chile se forman Administradores Públicos, principalmente en carreras denominadas de Ciencias Políticas y Administrativas o Administración Pública. Ellas nacieron en la Universidad de Chile y se desarrollaron en las universidades tradicionales, de modo que desde sus orígenes tuvieron un indiscutible carácter universitario. Sin embargo, en los últimos años, al amparo de la LOCE han empezado a proliferar carreras de Administrador Público impartidas por Institutos Profesionales generando una verdadera anarquía en la duración y nivel de exigencias de los estudios.
Sin lugar a dudas la formación de Administradores Públicos es de la mayor importancia para materializar la reforma del Estado y para elevar la calidad de la gestión pública. Ella responde a un área de conocimiento, en la que convergen diversas disciplinas y respecto de la cual es imprescindible el dominio de todos los aspectos esenciales de la misma. Es decir, quienes cursan estos estudios deben poder acceder al grado de Licenciado, como en etapas más avanzadas al de Magister y/o al de Doctor.
En otras palabras, la tradición y la concepción de nuestra propia legislación en materia de enseñanza superior evidencian la necesidad de agregar el título de Administrador Público a la lista de aquellos que requieren la obtención previa del grado de Licenciado. En razón de ello os proponemos el siguiente:
PROYECTO DE LEY
ARTÏCULO PRIMERO: Agrégase  al inciso tercero  del artículo 52 de la Ley 18.962 Orgánica Constitucional de Enseñanza, la siguiente letra nueva:

q) Título de Administrador Público: Licenciado en Administración Pública.

ARTICULO SEGUNDO: Quienes actualmente cursan estudios de Administración Pública en Institutos Profesionales podrán proseguirlos en ellos hasta la obtención del título profesional correspondiente.
ARTICULO TERCERO: Las universidades que otorguen el grado de Licenciado en Administración Pública deberán ofrecer programas especiales para aquellos profesionales que, habiendo obtenido el título de Administrador Público, no hubieran accedido en forma previa al grado de licenciado.
ARTICULO CUARTO: Quienes hayan obtenido el título de Administrador Público, sin licenciatura previa, hasta la fecha de publicación de esta ley se entienden habilitados de manera permanente para el ejercicio de la profesión sin que les sean aplicables exigencias académicas adicionales.

(Fdo.):ENRIQUE SILVA CIMMA, Senador.-AUGUSTO PARRA MUÑOZ, Senador.- NELSON ÁVILA CONTRERAS, Senador. GUILLERMO VÁSQUEZ UBEDA, Senador.

�    Epstein Richard, Torts, New York: Aspen Law & Business, 1999, 576; lo que se tiene por contrario a las buenas costumbres puede ser objetivamente considerado, esto es, sin referencia a la intención efectiva del demandado (Emerich Volker, Unlauterer Wettbewerb, München: Beck, 7ª edición, 2004, 84).


�    A modo de ejemplo, la ley alemana sobre competencia desleal establece un ilícito general, en cuya virtud puede ser condenado a indemnizar y a omitir una conducta quien, ‘en el desarrollo de una actividad y con fines competitivos, realiza acciones que son contrarias a las buenas costumbres’ (Gesetz gegen unlautere Wettbewerb [3.7.2004], artículo 1); una jurisprudencia diferenciada ha precisado el alcance de la cláusula general, haciéndola comprensiva del engaño, la mentira a las autoridades (incluidos los tribunales), la fuerza, la infracción de deberes de lealtad con socios, el abuso de poder de hecho o de derecho, la infracción de deberes fiduciarios, la inducción a incumplimiento de contrato, el soborno de empleados y la infracción de los deberes del mandato en perjuicio de un competidor (P. Weir, Economic Torts, Oxford: Clarendon, 1997, 48).   


� En verdad puede afirmarse que el comerciante prudente y diligente asume  con determinación la competencia, de modo que el ilícito comienza en el abuso y no en la desconsideración.


� La legislación alemana ha cambiado recientemente la cláusula general de la Ley sobre Competencia Desleal reemplazando la antigua referencia a conductas contrarias a las buenas costumbres por una regla que simplemente se refiere a la ilicitud de la competencia desleal: “No son admisibles conductas de competencia desleal  que lesionan significativamente la competencia en perjuicio de los competidores, de los consumidores o de otros participantes en el mercado” (Gesetz gegen unlautere Wettbewerb, artículo 3).


� Tempranamente se falló en el common law que había acción contra quien mediante golpes u otras perturbaciones impidiera el acceso al mercado del demandante (Restatement II § 766, comentario b).


�    Desde el S. XVII se conoce en el common law una acción contra quien maliciosamente siembra dudas acerca de los títulos de propiedad de otro, lo que se traduce en su imposibilidad para vender o arrendar la tierra (Earl of Northumberland vs Byrt (1606) 79 ER 143, tomado de K. Moore, Irish Tort Law, Dublín: Gill & Macmillan, 2002, 227).


�    La Ley de protección de los consumidores (N°19.496) contiene una regla muy completa sobre publicidad engañosa, que comprende los ilícitos de inducir a error o engaño acerca de los componentes de un producto, su idoneidad, sus características relevantes, su precio, las condiciones de la garantía y su calidad ambiental (artículo 28). En materia de competencia desleal, los mismos ilícitos se extienden a la descripción de los productos de la competencia.  


�    En un antiguo caso, provocado por el descrédito público que un distribuidor hizo de los automóviles vendidos por un competidor (‘el auto Paige es un engaño para sus compradores’), la Corte Suprema entendió que se trataba de una imputación en modo alguno justificada y estimó debidamente fundada en las normas generales sobre responsabilidad extracontractual  la acción indemnizatoria por los perjuicios patrimoniales provocados (C.S, 15.11.1927, RDJ, T. XXV (1928), secc. 1ª, 501). 


�    Ley de protección de los consumidores (N°19.496) establece el ilícito de producir confusión en los consumidores respecto de la identidad de empresas, actividades, productos, nombres, marcas u otros signos distintivos de los consumidores (artículo 28 A); la Ley N°19.039 de propiedad industrial sanciona a quienes usen maliciosamente una marca igual o semejante a otra ya inscrita en la misma clase, a quienes usaren una marca ajena y a los que por cualquier medio de publicidad usaren o imitaren una marca ajena (artículo 28 letras a] a la c]). 


� Por ejemplo, Comisión Preventiva Central 1176, 8.10.01.


� Por ejemplo, Comisión Preventiva Central 1284, 30.1.03 y 1236, 17.1.03.


� Por ejemplo, Comisión Preventiva Central, 1266, 8.8.03 (que rechaza la denuncia, pero describe las condiciones de este atentado específico a la competencia leal).


� Por ejemplo, Comisión Preventiva Central 1153, 12.4.01. 


� Por ejemplo, Comisión Resolutiva 381, 6.10.92.


� Así se sostiene, por ejemplo, en Comisión Preventiva Central 1153, 12.4.01.


� Sentencia 17/2005.


� Sentencia 12/2004.


� Sentencia 10/2004.


� Sentencia 8/2004.


�    El artículo 4° es consistente con el derecho comparado que tiende a dictar disposiciones especiales represivas de la publicidad engañosa, como ha ocurrido recientemente con la Directiva 2005/29/CE del Parlamento y del Consejo de la Unión Europea (11 de mayo de 2005).





�    Así, artículo 4 Nº 9 de la ley alemana sobre competencia desleal.
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